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Carlos Enrique Bayo Falcón

	villarejo

	El poder de los secretos
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	El control y utilización de los secretos sobre los represores y colaboradores de la dictadura (los archivos de la policía política del franquismo y las actividades de sus informantes) han sido clave durante décadas para que las elites del régimen consolidasen y perpetuasen su enorme poder.

	De hecho, la rocambolesca trayectoria policial y empresarial de José Manuel Villarejo Pérez constituye el hilo conductor y el mejor largometraje documental de ese gigantesco entramado; un fraude masivo a la ciudadanía, que nunca conoció la verdad oculta en las cloacas del nuevo Estado democrático, ni fue consciente de la descomunal estafa que cometía su monarca, rodeado de una corte de prebostes posfranquistas dedicados a enriquecerse amparados por unos aparatos policiales, judiciales, políticos y burocráticos corrompidos hasta la médula. Especialista en destruir reputaciones, «enredar» causas judiciales hasta hacerlas inviables y actuar fuera de la ley amparándose en su cargo policial, Villarejo manejó los hilos de decenas de operaciones de fraude corporativo, utilizando a placer los recursos casi ilimitados del Ministerio del Interior.

	Pero sus mentores, padrinos y clientes siempre fueron muchísimo más ricos y poderosos que él, y le abandonaron en la estacada cuando las chapuzas del «Pequeño Nicolás» y las sucesivas exclusivas periodísticas de una investigación emprendida por el diario Público (que trató de silenciarse y se ninguneó durante años) sacaron a la luz el mayor escándalo de la historia de las democracias occidentales.

	Carlos Enrique Bayo Falcón es periodista de investigación y fue director de Público desde junio de 2012 hasta agosto de 2016. Con posterioridad, ha sido jefe de Investigación de dicho diario online, levantando numerosas exclusivas sobre el caso Villarejo, los verdaderos orígenes de la fortuna del rey Juan Carlos I, el auge ultraderechista en el Ejército y las fuerzas policiales, los atentados yihadistas del 17-A y muchos otros temas relacionados con las cloacas del Estado.

	Hasta la fecha ha publicado dos libros: Así no se puede vivir: antología del disparate soviético (1992) y Toda la verdad (y todas las mentiras) de la guerra de Irak (2018), con Francesc Lausín. Asimismo, participó en la elaboración del libro de Cipriano Damiano La resistencia libertaria. La lucha anarcosindicalista bajo el franquismo (1939-1970) (1978).

	
prólogo

	Villarejo y el poder en España

	«Villarejo es la prueba de cargo contra la ilusión eurocomunista y socialdemócrata de una interpretación garantista, laborista y socializante de la Carta Magna». Me hubiera encantado que esta reflexión tan lúcida fuera mía pero no lo es. Fue Raúl Sánchez Cedillo quien la hizo en un memorable artículo en El Salto en el verano de 2022. Raúl habría sido un prologuista mejor que yo para esta joya de Carlos Enrique Bayo que tienen en sus manos. Pero entiendo que la combinación entre mi amistad con Carlos con el hecho de que me toca ser una figura conocida, que además ha sido víctima de las llamadas cloacas del Estado, me colocaba en una posición propicia para ser prologuista de esta obra. Eso sí, quede claro que lo que quiero decirles para convencerles de que devoren este libro lo dijo Cedillo mucho mejor que yo. Atiendan.

	Cedillo se refiere con la lucidez del historiador irónico a las voces omnipresentes de Villarejo y sus secuaces, mandos policiales, periodistas y políticos que retratan una España invariante, que se remonta a la Restauración canovista. Los Villarejo, los Olivera, los Ferreras, los Casals y toda la gentuza que protagoniza los audios del comisario tienen para Raúl algo que evoca la estética de Valle-Inclán, a saber, las ideas y las prácticas patrimoniales del Estado español como constante histórica sólo interrumpida en breves paréntesis históricos como la Segunda República o la Transición. El ruedo ibérico merecería, ciertamente, aún más series que las que proyectó Valle. «Voces chabacanas, zafias, soeces, sórdidas, confiadas, que en cada una de sus inflexiones, timbres, dejes, estilos e idiolectos condensan cientos de miles de páginas sobre la naturaleza de la forma Estado española». Perdonen mis excesos a la hora de recurrir al entrecomillado, pero es que yo no lo podría decir mejor.

	Villarejo es, básicamente, un héroe clásico español reflejado en los espejos cóncavos del callejón del Gato. Sin embargo, en esta ocasión, la deformación del espejo no es una técnica de estetización literaria; son los audios a palo seco los que generan el efecto deformante. Cualquiera que conozca la historia de España sabe que los grandes poderes oligárquicos españoles siempre han conspirado contra la democracia y a favor del mantenimiento de una estructura de poder diseñada para proteger sus cortijos, pero que las conversaciones entre los perros guardianes de las fincas del poder, que sólo podíamos imaginar, ficcionalizar o estetizar, aparezcan en toda su crudeza en la biografía grabada de Villarejo es una proeza que Bayo nos presenta en este libro en todo su esplendor. Tuñón de Lara siempre supo cómo funcionaba el bloque de poder en España, pero no pudo escuchar audios como los que hemos escuchado nosotros. Los audios de Villarejo serán una fuente historiográfica que cerrará muchos debates a propósito de la naturaleza de nuestro sistema político y la calidad de nuestra democracia. Este libro de Bayo pone todos esos materiales en contexto a partir de la biografía de un personaje que encarna la cara oculta de nuestra modernización política y económica.

	Dice Cedillo que «Villarejo es un signo condensador, un epítome de una democracia concedida, garantista los lunes y autoritaria el resto de la semana, modernizadora a todas horas pero fundada en el privilegio de clase y religioso en la educación, que no superó nunca el impacto del neoliberalismo sobre el sistema de pesos y contrapesos que hubiera podido servir para estirar una interpretación más progresiva de la Constitución». Devoren este libro porque no es sólo el retrato de un tipejo deleznable; un torturador y huelebraguetas interesado básicamente en ganar pasta. Este libro es también un retrato de la España que casi siempre gana contado por uno de los hijos de la España que casi siempre pierde. Hijo de militantes represaliados por la dictadura, Bayo es uno de los pocos periodistas que se ha atrevido a investigar una estructura de poder mafiosa que ha corrompido al periodismo español hasta el punto de que hoy sería difícil encontrar otra profesión en España con mayor porcentaje de corruptos y cómplices de la corrupción. Que Bayo sea todo lo contrario dignifica una profesión desprestigiada hasta la náusea.

	Lean, devoren este libro. No les servirá tanto para conocer a un personaje histórico, sino para entender cómo funciona el poder en España.

	Pablo Iglesias

	
Presentación

	Seguro que usted, lector, ha estado durante días, semanas, meses leyendo y escuchando cosas del comisario Villarejo en los medios de comunicación. A algunos les parecerá, incluso, una telenovela en la que no sabemos cuándo ni cómo empezó, ni por qué capítulo va. Para no perderse en esa telenovela hemos pensado en este nuevo libro de la colección A Fondo, de Akal, Villarejo. El poder de los secretos. 

	Su autor es Carlos Enrique Bayo, el periodista que, junto con su compañera de redacción Patricia López, destapó durante meses las tropelías del comisario Villarejo en el diario Público. López lo continúa haciendo hoy en Crónica Libre. Nadie discutirá que son estas dos personas las que mejor conocen las maniobras del comisario protagonista de este libro. 

	Bayo fue director del diario Público desde junio de 2012 hasta agosto de 2016. Antes fue redactor-jefe de Internacional en la edición de papel de dicho diario. Ha sido corresponsal en Moscú (1987-1992) y en Washington (1992-1996), así como máximo responsable de Internacional en cinco periódicos distintos, y fue enviado especial en los conflictos bélicos de Afganistán, Camboya, Oriente Próximo y Armenia-Azerbaiyán.

	Al final de su etapa como director de Público, en 2016 sacó a la luz los audios secretos de Interior con las grabaciones del entonces ministro Jorge Fernández-Díaz, donde quedó patente que conspiraba desde su despacho oficial para destruir la reputación de políticos y partidos catalanes, en lo que acabó denominándose operación Cataluña, por la que finalmente (seis años más tarde) se han abierto investigaciones judiciales y parlamentarias. Ese trabajo periodístico, junto con Patricia López, se plasmó en 2017 en el largometraje documental Las cloacas de Interior, que ha obtenido diversos galardones.

	Como jefe de Investigación de Público digital, ha destapado numerosas exclusivas sobre el caso Villarejo, los verdaderos orígenes de la fortuna del rey Juan Carlos I, el auge ultraderechista en el Ejército y las fuerzas policiales, los atentados yihadistas del 17-A y muchos otros temas relacionados con las cloacas del Estado. 

	La historia de José Manuel Villarejo Pérez sólo se puede entender si nos vamos a los tiempos del franquismo y al papel represor de la Policía de entonces. 

	Pero este libro no solamente nos sirve para conocer las andanzas del comisario Villarejo. Sus acciones, sus tropelías, sus ilegalidades, sus chantajes, sus amenazas, sus espionajes, sus montajes falsos, sus filtraciones, no hubieran podido existir sin la complicidad de Gobiernos, altos mandos policiales, jueces, fiscales, periodistas y directivos de grandes empresas. En el trabajo de Bayo se destapan todas esas connivencias. 

	Gobiernos, de UCD, del PP y del PSOE, que han estado sucesivamente declarando secreto de Estado las relaciones y negocios de Villarejo con criminales internacionales. Fiscales y jueces que han estado ignorando y anulando pruebas y testimonios que mostraban flagrantes delitos. Policías que preparaban informes falsos contra políticos y empresarios a los que se quería destruir. De este modo se montaba una farsa con investigaciones policiales, denuncias de organizaciones amigas, pesquisas de la Fiscalía... Todo era humo, pero servía para que periodistas y medios de comunicación amigos construyeran y vendieran la historia que lograban colar a millones de personas de sus audiencias. Ellos presentaban como garantía de veracidad para sus acusaciones toda esa falsa tramoya parapolicial y judicial. Hubo hasta jueces que, tras descubrirse los montajes, los calificaban de «veraces», aunque reconocían que eran mentira porque las noticias se basaban en «informes policiales». Era el círculo perfecto de la infamia. 

	El sistema se mostraba tan eficaz que, incluso cuando se demostraba que todo era un montaje, las mentiras seguían circulando en la prensa, en las redes sociales y en las cabezas de muchos ciudadanos. 

	Alguien podrá pensar que el caso Villarejo, y todo el hedor que le rodea, son residuos del franquismo que los Gobiernos democráticos no han podido sanear. Lo primero es verdad, pero más que el hecho de que no lo hayan podido sanear, está la gravedad de que no hay solución de continuidad entre la corrupción y crimen del franquismo, y la corrupción y crimen de los Gobiernos de la democracia manteniendo el mismo modus operandi. Menos palizas en las comisarías, pero igual corrupción en los juzgados, las comisarías y los despachos oficiales. 

	Y no olvidemos que prácticamente todo lo que se denuncia en el libro Villarejo. El poder de los secretos lo hemos pagado, y seguimos pagando, con los presupuestos públicos. Se trata de criminales en nómina del Estado, y delitos financiados con cargo al erario.

	Otro gran valor del libro son las fuentes originales que en él encontramos. Desde transcripciones de conversaciones telefónicas hasta cartas enviadas por Villarejo a sus superiores, o conversaciones del propio autor con altos cargos policiales y políticos. 

	El poder de las denominadas cloacas de Interior es tal que comprobamos la eficacia de sus chantajes a altos cargos de la seguridad del país, ministros, jueces e incluso presidentes del Gobierno. La trama de corrupción detallada y comprobada en este libro define portadas de periódicos, tertulias televisivas, designa jueces, frena nombramientos de ministros y arruina futuros de partidos políticos. 

	Como dice Carlos Enrique Bayo, estamos ante «la verdadera historia de un entramado policial, político, judicial y mediático que secuestró la naciente democracia posfranquista desde las sombras y mantuvo a la sociedad española como rehén inconsciente de una elite económica todopoderosa que gestionó la herencia de la dictadura».

	Se confirma así «cómo el control y utilización de los secretos sobre los represores y colaboradores de la dictadura (los archivos de la Policía política del franquismo y las actividades de sus informantes) han sido clave durante décadas para que las elites del régimen consolidasen y perpetuasen su enorme poder financiero. Además, lo hicieron gracias al privilegio de una impunidad absoluta, forjando instituciones y creando una Policía paralela (en la que Villarejo era sólo un alfil) que han reproducido su poderío hasta el día de hoy a costa de que España padezca los peores índices de Europa en niveles salariales, desempleo, precariedad laboral, pobreza infantil y redistribución de la riqueza».

	La gran pregunta que se hará el lector al terminar este libro y conocer todo el poder de esta trama mafiosa es: ¿qué le queda al ciudadano sencillo para poder pensar que vive en una democracia? Al menos, gracias a este trabajo, ahora puede conocer la verdad y los nombres de los criminales. Ese puede ser el primer paso para combatir las cloacas. 

	Pascual Serrano

	
PREÁMBULO

	Un océano de arbitrariedad, injusticias y abusos

	El control y utilización de los secretos sobre los represores y colaboradores de la dictadura (los archivos de la Policía política del franquismo y las actividades de sus informantes) han sido clave durante décadas para que las elites del régimen consolidasen y perpetuasen su enorme poder financiero, y una impunidad absoluta. Así forjaron las instituciones del Estado democrático y una Policía paralela –en la que el comisario Villarejo era el capataz de la red ilegal y el gran conseguidor de los potentados a cuyo servicio estaba– que han reproducido su poderío hasta el día de hoy a costa de que España padezca los peores índices de Europa en pérdida de poder adquisitivo, desempleo, precariedad laboral, pobreza infantil y redistribución de la riqueza.

	De hecho, la rocambolesca trayectoria policial y empresarial de José Manuel Villarejo Pérez –todavía no diseccionada en su totalidad pese a haber transcurrido ya más de cinco años de investigaciones judiciales en el marco de medio centenar de piezas sumariales– constituye el hilo conductor y el mejor largometraje documental de ese gigantesco entramado ilegal. Un fraude masivo a la ciudadanía, que nunca conoció la verdad oculta en las cloacas del nuevo Estado democrático ni fue consciente de la descomunal estafa que cometía su monarca, rodeado de una corte de prebostes posfranquistas dedicados a enriquecerse astronómicamente amparados por unos aparatos policiales, judiciales, políticos y burocráticos corrompidos hasta la médula.

	Villarejo navegó por ese océano de arbitrariedad, injusticias y abusos que hacían pasar por «Transición a la democracia» como el capitán de un barco pirata: el emporio empresarial CENYT, que levantó malversando fondos reservados para combatir el terrorismo y engrosó facturando a grandes corporaciones, magnates y aristócratas sus trabajos como sicario a sueldo del mejor postor. Especialista en destruir reputaciones, «enredar» causas judiciales hasta hacerlas inviables y actuar fuera de la ley amparándose en su cargo policial, Villarejo manejó los hilos de decenas de conspiraciones políticas y operaciones de fraude corporativo, utilizando a placer los recursos casi ilimitados del Ministerio del Interior, para forjar una fortuna de decenas de millones de euros.

	Pero sus mentores, padrinos y clientes siempre fueron muchísimo más ricos y poderosos que él, y le dejaron en la estacada cuando las chapuzas del Pequeño Nicolás y las sucesivas exclusivas periodísticas de una investigación emprendida por el diario Público (que trató de silenciarse y se ninguneó durante años) sacaron a la luz el mayor escándalo de la historia de las democracias occidentales.

	Entre la espada y la pared, ya en prisión, Villarejo maniobró primero con su chantaje a la Casa Real mediante el audio de la amante y socia de Juan Carlos I, Corinna Larsen, y fue dosificando su enorme archivo de audios y documentos comprometedores para presionar a las más altas autoridades del Estado, del Gobierno, de la Judicatura y de las Fuerzas de Seguridad. Pero cuando vio que le dejaban tirado como casi único chivo expiatorio de un entramado en el que participaban todos los poderes del Estado, capitaneados por el poder económico de los oligopolios creados por las grandes privatizaciones posteriores a la Transición, el comisario apretó el disparador de su arsenal nuclear: destrucción mutua asegurada de muchos altos dirigentes e influyentes empresarios de esa España podrida que le utilizó durante casi medio siglo.

	Ahora, hasta jueces de la Audiencia Nacional y del Supremo se ven atrapados en esa espiral de revelaciones inconfesables, comprometiendo su propia carrera para tratar de salvar de la hoguera a los más importantes políticos y magnates del país. Este libro es esencial para comprender el origen, el desarrollo y el alcance del tsunami Villarejo que está haciendo que se tambaleen los pilares de lo que nos quieren hacer pasar por una «democracia plena» equiparable al resto de las de Europa Occidental.

	En esta obra encontrará el lector múltiples fuentes de numerosos libros y medios informativos, y algunas de las citas son muy extensas, por diversos motivos. Por un lado, en algunas ocasiones creía necesario aportar una literalidad exhaustiva del artículo citado, para mostrar el contexto completo de la información y que así se pudiera comprobar que no son párrafos extraídos de un texto cuya intencionalidad global es distinta de lo inferido. Por otra parte, creo que es necesario hacer un ejercicio de memoria histórica completo sobre la inmensa cantidad de asuntos que Público adelantó –gracias a la incansable labor investigadora de Patricia López y Pilar L. González de Lara, cuyo esfuerzo apoyé y en el que colaboré–, para después ser anunciados como exclusivas en otros medios incluso años después de que los hubiera publicado este diario.

	También se incluye buena parte de lo que yo mismo publiqué en siete años de investigaciones sobre este océano de arbitrariedad, injusticias y abusos.

	
I

	Los orígenes

	Discípulo de Conesa, Billy el Niño y José Sainz

	Las cloacas de Interior que han operado hasta entrados los años veinte del siglo xxi nacieron en el franquismo, se asentaron en los inicios de la Transición y desarrollaron su plena capacidad de acción durante la «democracia plena» del bipartidismo tras el 23-F, hasta desmoronarse en el seísmo del fin del «Régimen del 78». Y una persona se convirtió en hilo conductor de todo ese proceso, porque tuvo la perspicacia del principiante ambicioso, la temeridad del discípulo adelantado, la astucia del sicario profesional y la arrogancia del que se cree impune gracias a los poderes de sus chantajes.

	José Manuel Villarejo Pérez, sólo conocido como Pepe durante años por los bajos fondos periodísticos, pero famoso en cerrados círculos policiales y políticos como el peligroso fontanero de operaciones inconfesables –al que sus colegas llegaron a llamar el Técnico, el Cirujano o Pepe la Gorda, y sus víctimas, el Alemán–, ha sido ese individuo afortunadamente irrepetible, capaz de estafar a los maestros de la corrupción y servir a los dos bandos de la guerra partidista… siempre anteponiendo sus intereses (y enormes ganancias) personales.

	Nacido en el pueblo cordobés de El Carpio (poco más de 4.000 habitantes) el 3 de agosto de 1951, Pepe Villarejo descubrió su vocación a los dieciocho años, con la familia trasladada a Córdoba tras vender su negocio de droguería, cuando ya empezaba a ser temido como un matón que se entrenaba a solas como karateka en la azotea del edificio donde vivían: descubrió que se iban a sacar a concurso numerosas plazas de Fuerzas de Seguridad y estudió intensamente para aprobar esas oposiciones e ingresar en la Academia de Policía en septiembre de 1972, poco después de cumplir los veintiún años[1].

	A principios del año siguiente llegaba a Madrid con la intención de incorporarse a las fuerzas represivas del franquismo tras formarse en la Escuela General de Policía donde se preparaban los agentes de la temida Brigada Político-Social (nombre oficial: Brigada de Investigación Social), dirigida entonces por el instructor de torturadores Roberto Conesa Escudero. Este siniestro comisario colaboró con la Gestapo nazi durante la Segunda Guerra Mundial, tras distinguirse en la represión franquista de Madrid, y fue entrenado por la CIA en 1958 con un «curso de capacitación» de dos meses en «sabotaje y anticomunismo», que aplicaría durante los dos años siguientes al servicio de la Policía del dictador dominicano Leónidas Trujillo[2] antes de regresar a España para reincorporarse al Servicio de Información de la Policía de la dictadura.

	Los bulos del atentado de la calle del Correo

	Ese fue el mentor y padrino de Juan Antonio González Pacheco, alias Billy el Niño, el más sádico de los torturadores del franquismo, nacido cinco años antes que Villarejo, con el que coincidiría en la Dirección General de Seguridad (DGS) antes de la muerte de Franco, tal como me confesó personalmente el propio Villarejo en la primera de las dos comidas que mantuvimos en septiembre de 2016. Lo hizo indirectamente, al pretender alardear de que fue él quien detuvo a mi padre, el escritor Eliseo Bayo, tras el atentado etarra de la calle del Correo (frente a una entrada lateral de la DGS), en el que fueron asesinadas 13 personas que estaban en la cafetería Rolando, en la esquina de la Puerta del Sol.

	Tanto mi padre como mi madre (Lidia Falcón) fueron después detenidos –junto a mi hermana y yo mismo, aunque a mí me soltaron enseguida por ser menor de edad– y trasladados a la DGS para ser interrogados por el mismísimo Billy el Niño, tal como narraría después Falcón[3]. Ambos pasarían diez meses en prisión y la televisión franquista los presentaría como implicados en el sangriento atentado terrorista, pero después fueron puestos en libertad sin cargos ni más explicaciones, puesto que lo único que habían hecho era dejar copias de las llaves de una oficina que tenían en Madrid a Genoveva Forest, a la que conocieron por la amistad que mantenían con su marido, el escritor Alfonso Sastre[4].

	En cualquier caso, Villarejo reveló en aquella comida (celebrada en la plaza de Santa de Ana de Madrid a petición del comisario recién jubilado) que él también participó en aquella operación, dirigida por Conesa con su lugarteniente González Pacheco, como miembro júnior (contaba sólo veintitrés años recién cumplidos) de la Político-Social:

	Villarejo: Por ejemplo, cuando tú escribiste alguna cosa… yo a ti sí te tenía reflejado, porque conozco tu trayectoria y tu posición. Y yo conocía además mucho a los del Grupo-16… Entonces…

	Bayo: ¿Y a Eliseo Bayo lo has conocido también?

	V.: Claro… tu padre.

	B.: Claro, claro.

	V.: Yo tuve el honor de conocerle. Yo lo detuve. Pero me costó, me costó…

	B.: Bueno, a él le ha detenido tanta gente que eres uno más…

	V.: No, no, no. Fue… yo estaba en los grupos antiterroristas. Yo estuve en la Brigada Social, actuando en los grupos antiterroristas.

	B.: ¡Político!-Social.

	V.: Desde que ingresé en la Policía fui voluntario en contraterrorista, que estuve en el [inaudible]. Y cuando hubo el tema del atentado de Correo y tal y cual…

	B.: A mi padre y a mí nos detuvieron juntos en Barcelona. Estábamos los dos en la casa.

	V.: Pero ¿cuándo lo de la calle del Correo? No.

	B.: ¡Sí! Lo que pasa es que luego a él lo trajeron aquí…

	V.: Es que fue en Madrid…

	B.: Claro. Trasladaron aquí a mi madre, a mi hermana y a mi padre, pero es que yo todavía no era mayor de edad y me soltaron al cabo de unos días de… y no me enviaron a Madrid.

	V.: Lo de la calle del Correo lo supimos nosotros en unas anotaciones… nosotros pillamos al comando que trajo los explosivos para Carrero. El grupo Azteca. Éramos nueve, además, y solamente a cuatro les dieron matarile… Éramos no más que cinco en aquella época. Y había unas anotaciones que ponía: «Rolando 2:15 – 2:45». Era la hora en la que los policías iban a tomar copas allí.

	Esta conversación pone de manifiesto que el autodenominado «agente encubierto» adorna los relatos de sus presuntas proezas hasta caer en las mentiras contrastadas: Villarejo no participó en absoluto en la detención de Eliseo Bayo, ni mucho menos le «costó» nada hacerlo. Pero sí es cierto que estaba aprendiendo, en la DGS, de sus dos tutores: el comisario Conesa y Billy el Niño. 

	En realidad, en la rueda de prensa posterior a las detenciones de personalidades de izquierda supuestamente relacionadas con el atentado de la calle del Correo (además de Bayo y Falcón, la actriz María Paz Ballesteros y el director de teatro Vicente Sáinz de la Peña), Conesa atribuyó falsamente una conexión del Partido Comunista con la matanza. Simplemente se trataba de ajustar cuentas con esos destacados personajes vinculados a ese partido con anterioridad y que militaban en organizaciones desgajadas del PCE desde 1971 o en Comisiones Obreras[5].

	Infiltrados en organizaciones de izquierda

	De hecho, fue Conesa quien enseñó a Villarejo a infiltrarse en organizaciones de izquierda durante los últimos años del franquismo, puesto que ese implacable comisario falangista se especializó en ello a lo largo de décadas de imposturas y traiciones que costaron la vida o la cárcel a muchísimos militantes. Durante la Guerra Civil, con veinte años recién cumplidos, ya comenzó a actuar como infiltrado:

	«Numerosos militantes de las Juventudes Socialistas Unificadas (JSU) le recuerdan entrando como un militante más en la sede», escribió Gregorio Morán en la primera entrega («De mozo de ultramarinos, a militante socialista») de la serie de ocho capítulos[6] sobre el policía que publicó en Diario16 al final de marzo de 1977. Y el jefe superior de Policía de Madrid confirmó en una carta al director general de Seguridad que Conesa, «para el mejor conocimiento de los manejos de los enemigos del régimen, y con riesgo evidente de su vida, se infiltra en sus propias filas».

	El primer trabajo de Conesa fue infiltrarse en el Socorro Rojo en la inmediata posguerra. Aquella operación acabó con 13 militantes de la JSU menores de edad –las Trece Rosas–, fusiladas contra las tapias del cementerio del Este de Madrid. El testimonio de la militante comunista Lolita Márquez, conservado en el archivo del PCE, confirma que Conesa estuvo detrás de la detención de las muchachas. La mujer, que fue engañada por el joven policía, se lo encontraría de nuevo en la Dirección General de Seguridad cuando la detuvieron por segunda vez en 1943[7].

	En enero de 2020 elDiario.es publicó un resumen de las 865 páginas de la Hoja de Servicios oficial de Conesa, custodiada en el Ministerio del Interior, y quedó en evidencia que la especialidad del más famoso comisario franquista –aparte de los interrogatorios bajo tortura y el maltrato a los prisioneros– fue la infiltración en organizaciones de lucha contra la dictadura para desarticularlas delatando a sus dirigentes y desmantelando sus locales clandestinos y sus medios de impresión de propaganda antifascista:

	El joven agente de la Brigada Político-Social, con número de placa 2486, también se infiltró durante aquellos aciagos años en el PCE en Madrid y en la JSU de Catalunya (en 1939), en el Comité Provincial del PCE en Zaragoza y en el de Lleida (en 1943), según detalla su expediente. En 1942, tuvo un papel relevante en la detención de diez guerrilleros antifranquistas tras haberse infiltrado en Toulouse (Francia), iniciando así una constante actividad policial fuera de las fronteras españolas que se alargaría durante toda su carrera (en 1950, por ejemplo, se trasladará a Portugal). Los hombres de la Brigada Político-Social, con la colaboración de la Gestapo nazi que campaba a sus anchas por España durante la posguerra, consiguieron abortar sistemáticamente los intentos de reconstrucción de la oposición clandestina al régimen[8].

	Ciertamente, Villarejo inició su carrera policial infiltrándose en los movimientos democráticos ilegales del final del franquismo, como demuestra la forma en la que se puso en contacto conmigo para concertar el encuentro en torno a la mesa de un club privado de la plaza de Santa Ana: su íntimo amigo Manolo González González contactó con otro periodista de Público a través de un conocido común, veterano militante comunista durante la última etapa de la dictadura, al que le aseguró que el comisario fue en realidad una gran ayuda para el PC en aquellos años previos a la muerte del tirano, por lo que nuestro diario se estaba equivocando al centrar en él la investigaciones sobre las cloacas policiales. Como yo era en aquel momento director de Público, quería concertar una cita para que conociera la realidad del personaje.

	Alardes fantasiosos y hazañas inventadas

	En aquel primer encuentro, Villarejo obvió por supuesto sus trabajos de infiltración en movimientos antifranquistas, pero alardeó de sus supuestas hazañas en la lucha antiterrorista, narrando invenciones como que, en un tiroteo con etarras en el País Vasco, una bala le rozó la sien y cayó al suelo tan inconsciente que los terroristas lo abandonaron allí creyendo que había fallecido. Aunque metió bien la pata al tratar de arrogarse la operación de detención de Lidia Falcón y Eliseo Bayo, creyendo que los arrestaron en Madrid porque él formaba parte del equipo del comisario Sainz que logró arrancar el nombre de «Eva Forest» al agonizante etarra Tupa (José Antonio Garmendia Artola), ingresado en estado crítico con una bala en el cráneo, tras un tiroteo, en el Hospital Provincial de San Sebastián.

	¿Cómo puede Villarejo mentirle al propio hijo de ambos, que además tenía dieciséis años en aquella fecha y recordaba perfectamente los hechos? La torpeza del comisario recién jubilado va todavía más allá, puesto que luego engalana la ficción de sus andanzas –como para tapar el patinazo inicial– confesando crímenes como las torturas a detenidos y hasta los asesinatos de presuntos etarras fingiendo que se habían suicidado:

	Villarejo: Porque en aquella época obviamente nunca lo largaban… Afortunadamente se ha evolucionado. Pero en aquella época a los que trabajábamos en los grupos antiterroristas nos decían: «Chavales, en media hora como no diga la cita de seguridad, te vas a la calle»… Y algunas veces les dábamos… Yo sería gilipollas si dijera que algunas veces no di hostias y tal. Además, estaba comprometido y creía que estaba haciendo bien.

	Bayo: Pues aquella operación Caperucita en la Boca del Lobo [nombre interno que le dio ETA al plan de atentar en la DGS], que la conozco muy bien…

	V.: ¿Rolando?

	B.: Claro. Enviaron a dos descerebrados que colocaron la bolsa contra la pared del servicio…

	V.: Pero lo cometió ETA…

	B.: Claro que fue ETA, pero el descerebrado que puso la bolsa ahí no sabía que el explosivo hace fuerza hacia donde hay resistencia. Con lo cual, lo que hundió fue el bar de al lado [el restaurante Tobogán].

	V.: Y palmó casi todo el mundo, menos maderos. Maderos, ninguno.

	B.: No, ninguno. Todos eran gente corriente, que estaban allí…

	V.: Hubo uno que luego murió al cabo de un tiempo [Félix Ayuso Pinel, quien falleció dos años y cuatro meses después], pero nada más. Y... bueno, y te quiero decir que el tipo aquel era Apalategui y mantuve un tiroteo con él. Y se pegó un tiro antes de entregarse.

	Manolo González: ¿Apala? ¿Apala?

	V.: No, no. Era Apalategui. Era otro Apala. No, no, ese es otro… Yo te digo el que está con los depresivos... Era un tipo que iba a muerte… y que nos sorprendió mucho en un tiroteo, en Alfa, ¡pah, pah, pah! Y al final, como se quedó sin munición, se pegó un [incomprensible]. De verdad, eh. A otros les ayudamos, pero a este… este se lo pegó. Y el tipo… nos quedamos… llevábamos veinte años y estuvimos toda la noche… El tipo envejeció que cuando lo cogimos parece que tenía cuarenta años. Pues es él, que luego nos enteramos que trajo los explosivos y, claro, el hombre dijo: «Como no aguante y me cojan estos tipos, me van a sacar lo del explosivo». Porque lo pillamos tres días antes del atentado[9].

	No obstante, Villarejo no participó en la mayoría de las peliculeras acciones contra etarras que tanto gustaba relatar, ya que sólo pasó en Euskadi algunos meses y, como subraya Patricia López –la periodista que más ha investigado al fontanero de las cloacas de Interior–, «Villarejo dice que trabajó en Inteligencia desde el principio “porque conseguí infiltrar un miembro en ETA”. Pero en el País Vasco, de él no se acuerdan ni policías ni miembros de ETA de la época».

	En concreto, Villarejo ha contado a sus seguidores que obtuvo como confidente a Ignacio Iturbe Alkain, alias Piti[10], gracias a lo que le enseñó el comisario José Sainz González, tras licenciarse en la Academia de Policía, en abril de 1973, como subinspector de segunda y ser destinado en la Comisaría Provincial de San Sebastián. Su primer jefe, Sainz, había sido enviado a Euskadi por el almirante Carrero Blanco con el encargo de acabar a cualquier precio con el incipiente terrorismo etarra, e instauró la táctica de combatir el terror con el terror: seis estados de excepción, humillaciones a la población civil, suspensión de los derechos civiles, torturas generalizadas a los detenidos, infiltración en el movimiento independentista para buscar objetivos de ejecuciones extrajudiciales… Como le diría a su nuevo discípulo: «No es posible acabar con el terrorismo sólo con medidas policiales»[11].

	Carta blanca a los excesos policiales

	Así que su primer padrino fue un agresivo pitbull stuffawler que juró los principios básicos del Movimiento Nacional junto a Conesa, que siempre pedía aún más mano dura al Gobierno franquista y que «dio manga ancha a sus hombres para vigilar, controlar e infiltrarse en los grupos secesionistas del País Vasco. No pedían autorización gubernamental»[12]. Y las primeras enseñanzas que recibió Villarejo fueron de carta blanca para cualquier exceso policial, sin reparar en leyes, ordenanzas o instrucciones superiores. Era su sueño hecho realidad: agente secreto con licencia para… cualquier cosa.

	Un sueño del que despertó pronto, ya que –tal como explica en su obra La España inventada el director de la agencia de detectives Método 3, Francisco Marco, quien ha recopilado las andanzas de Villarejo durante años– tras el atentado que mató a Carrero Blanco, el servicio secreto SECED (que había creado un año antes el propio almirante) decidió hacerse cargo directamente de todos los confidentes relacionados con ETA, arrebatándole a José Sainz el control de esas operaciones. Según confió a Marco un mando del CNI (Centro Nacional de Inteligencia), eso explicaría la inquina que siempre tuvo Villarejo contra los agentes del espionaje, a los que llamaba «cecilios»: «Villarejo perdió a su primer confidente en manos de los servicios secretos, a los que no perdonó nunca».

	Pero, como subraya Patricia López, la verdad es que la única fuente que existe sobre las supuestas hazañas policiales de Villarejo contra ETA es él mismo, y de sus actividades contrastadas lo que destaca es que poco después de llegar a Euskadi solicitó ir a pasar el verano a Mallorca como parte del dispositivo de seguridad del entonces príncipe Juan Carlos y su familia. 

	«Atraído por las buenas dietas y porque le molaba pasarse el verano mamoneando en Palma, solicitó el destino y se lo concedieron», escribe la periodista Ana Romero en su libro El rey ante el espejo[13]. Y, todo según el relato del propio Villarejo, «recorrió pueblos y ciudades antes de que llegara el príncipe» para recopilar datos de utilidad a los dos «bucles» del dispositivo de seguridad de Juan Carlos y Sofía.

	Sin embargo, al detective Marco un exdirectivo del antiguo CESID (Centro Superior de Información de la Defensa, antecesor del CNI) le aseguró: «Villarejo jamás ha trabajado en el entorno de seguridad de su majestad el rey. Ni de lejos ni de cerca. Nunca lo hubiéramos permitido, ni siquiera en los años setenta y ochenta».

	En verdad, Villarejo sólo tenía veintitrés años, una experiencia de campo de pocos meses y ningún éxito policial previo, así que cuesta creer que el servicio secreto confiase en su criterio para el operativo de protección del príncipe, en plena ofensiva etarra. Además, uno de los motivos por los que el SECED acabaría retirando a José Sainz el control de los confidentes e infiltrados en ETA fue porque los servicios secretos no querían interferencias policiales en las acciones de espionaje sobre la organización terrorista, después de que el Cuerpo General de Policía fuese incapaz de evitar el magnicidio de Carrero Blanco pese a que «en aquella primavera de 1973 varios informadores de los espías españoles habían advertido de la intención de ETA de actuar contra una alta personalidad del Estado»[14].

	Amigo del torturador Billy el Niño

	En todo caso, al año siguiente Villarejo ya estaba de regreso en Madrid trabajando para la Político-Social de Conesa y Billy el Niño, como subinspector júnior al que, aparte de las operaciones antiterroristas, trataban de infiltrar en los partidos y grupos que trabajaban contra la dictadura desde la clandestinidad. Será en el curso de esas últimas operaciones encubiertas cuando conocerá a sus contactos en una oposición política que pocos años más tarde participará en el reparto de poderes de la Transición, y aprenderá la logística sindical bajo condiciones adversas. Un aprendizaje que le será de gran utilidad para poner en marcha su propia organización al llegar la democracia.

	La democracia no llegó, claro está, con la muerte del dictador en 1975, y dos años después Conesa pasó a dirigir la Comisaría General de Información (el servicio de inteligencia de la Policía Nacional) al tiempo que José Sainz González fue nombrado por Rodolfo Martín Villa como subdirector general de Seguridad. Villarejo se había hecho amigo íntimo de Billy el Niño (González Pacheco), que actuaba como director de la Político-Social, denominada Comisaría de Información Social, todavía con dos centenares de integrantes.

	Durante aquella etapa, cuando ya era subinspector de Policía en 1975, cobró un premio en metálico de 25.000 pesetas por participar en una operación que acabó con el fusilamiento de tres detenidos que habían sido torturados en la DGS, tal como reveló Público[15]:

	En el verano de 1975, el dictador Franco agonizaba pero el régimen daba señales de fortaleza aumentando la represión. Mano dura, endurecimiento de la ley antiterrorista y cargas policiales para reprimir las manifestaciones ilegales. En la Dirección General de Seguridad (DGS), en lo que hoy es la sede de la Comunidad de Madrid, tenían mucho trabajo. Los agentes recién llegados a la Brigada Regional de Investigación Social aprendían con mucha rapidez de los veteranos el único método de investigación que tenía la Policía política: las torturas.

	Entre los más veteranos, Antonio González Pacheco, Billy el Niño, conocido por su violencia hacia los detenidos. Y entre los alevines, José Manuel Villarejo, el Alemán, como le llamaban los militantes antifranquistas por ser rubio y de tez sonrosada. Hoy se le conoce por los presuntos delitos que cometió para enriquecerse a través de las «cloacas del Estado», pero en 1975, con veinticuatro años, Villarejo era uno más entre los temibles agentes de la BIC (Brigada Central de Información Social), dirigida por el siniestro comisario Roberto Conesa, uno de los maestros de los policías torturadores del franquismo.

	Precisamente, en el expediente de Conesa, al que ha podido acceder Público, constan los premios, las felicitaciones y condecoraciones de aquella primera época como policía de Villarejo, que ingresó en la Academia en 1972. Según esos documentos internos policiales, en el verano de 1975 era ya subinspector y por su participación en la operación de desarticulación del Frente Revolucionario Antifascista y Patriota, el FRAP, una organización de lucha antifranquista, le dieron una recompensa de 25.000 pesetas en metálico y recibió una felicitación pública. La Dirección General de Seguridad le propuso para la Cruz al Mérito policial con distintivo blanco.

	Junto con Villarejo, otros 36 inspectores y subinspectores, cuatro secretarias y 10 policías armados (los llamados grises) recibieron su recompensa por aquella operación contra el FRAP desarrollada en julio y agosto de 1975 y que llevó al paredón de fusilamiento a José Humberto Baena, José Luis Sánchez-Bravo y Ramón García Sanz el 27 de septiembre de 1975[16].

	Julio Pacheco Yepes (Madrid, 1955) tenía cuatro años menos que Villarejo el 24 de agosto de 1975, cuando fue detenido y conducido a la DGS, donde le «molieron a palos» varios agentes, entre ellos Villarejo, según declaró a Público. Para arrancarle una confesión también le mostraron cómo torturaban a su compañera: «La vi, tan pequeñita, de rodillas, mientras un policía gigantesco le daba golpes con la porra en las plantas de los pies».

	Después le hicieron la rueda, «que es una técnica en la que el detenido gira como una peonza en el suelo y, uno a uno, los policías, en círculo, le van dando golpes: uno te da una patada, otro con la porra, etc. Uno de los de la rueda era Villarejo —indica Julio Pacheco—. Él no me llegó a interrogar, era un policía mayor que no he podido identificar». Luego, Pacheco Yepes estuvo encerrado tres meses en la prisión de Carabanchel, pero nunca se llegó a celebrar juicio ninguno contra él[17].

	Muchos años después, Villarejo y Billy el Niño mantenían esa amistad personal y utilizaban sus contactos en la cúpula policial para obtener información confidencial que vender en sus negocios respectivos, ya que, al retirarse, González Pacheco también montó una empresa de seguridad con la que facturó 700.000 euros aprovechándose de los datos policiales que le proporcionaban agentes como Constancio Riaño (imputado en la macrocausa Tándem de Villarejo), quien regresó a la Unidad Central de Apoyo Operativo (UCAO) tras pasar 20 años fuera del cuerpo como director de seguridad de La Caixa[18].

	Siguiendo el ejemplo de Villarejo, Billy el Niño (que se pasó al sector privado en 1982 como director de Seguridad de FASA-Renault) ofreció después trabajos de seguridad durante 20 años con su firma Servicio de Prevención de Atentados y Secuestros (SPAS Consultores), que liquidó justo el año en que se jubiló Riaño, quien estuvo destinado entre 2010 y 2016 en la sección dedicada a obtener información reservada de administraciones públicas y empresas.

	Un sindicato para velar por la impunidad policial

	Volviendo a 1977, había que modernizarse y el falangista Martín Villa lo hizo cambiando el nombre al Ministerio de Gobernación por «del Interior» y manteniendo todo lo demás, como se demostró en la matanza de Vitoria y en el nombramiento de José Sainz, quien aceptó la subdirección de seguridad con una condición: «Quiere un sindicato de policías encargado de impedir cualquier democratización policial dentro del cuerpo y que, sobre todo, garantice la impunidad de su gente frente a cualquier intromisión política o judicial. Quiere, fundamentalmente, que sean los jefes de la Brigada de Investigación Social quienes lleven a cabo su propia democratización y la de toda la Policía en general»[19].

	Claro que el problema era que aún no había democracia y los sindicatos seguían prohibidos, por lo que habría que buscar una solución creativa, ya que lo que exigía el comisario Sainz no sólo era que sus hombres no pudieran ser perseguidos por los abusos cometidos, sino también que la Policía franquista en general jamás tuviera que rendir cuentas sobre la represión de la dictadura y, más aún, que sus mandos más implacables tuvieran la custodia de todos los documentos comprometedores –para ellos y para los políticos cómplices o encubridores de las violaciones de los derechos humanos– y decidieran quiénes les sucederían al frente de las Fuerzas de Seguridad de la nueva democracia.

	Es decir, no se trataba de crear un sindicato policial (aunque lo acabarán llamando así), sino una camarilla de jefes de la Policía política capaz de frenar todo avance democrático que pudiera poner en tela de juicio su poder absoluto. Para ello, había que asegurar la continuidad (durante décadas) del mando en manos de fascistas y darles los instrumentos necesarios para oponerse con éxito a todo intento gubernamental de aplicar una auténtica reforma de la cúpula de la represión franquista. Como veremos en el capítulo 5, eso será posible gracias al poder de los secretos.

	Donde mandaban unos pocos, ahora se requería la fuerza del grupo. El 14 de noviembre de 1977, José Sainz, alias Pepe el Secreto, convocó de urgencia a sus hombres en la Escuela Superior de Policía de Madrid. Quería saber qué les preocupaba, qué pensaban. Quería transmitirles la necesidad de sindicarse para seguir siendo fuertes en la España que estaba por venir. Entre los asistentes a la reunión estaba José Manuel Villarejo. Sainz recuerda: «Me limité a aconsejarlos en aquello que mi experiencia profesional me lo permitía». Villarejo se posicionó como líder sindical y persona que se enfrentaría a los nuevos dirigentes políticos, uniéndose al núcleo de los policías que representaban el inmovilismo aún candente de la ultraderecha[20].
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II

	El trampolín

	Sindicalismo al servicio de jefes policiales franquistas

	En los albores de la Transición, Villarejo supo ver dónde estaba el trampolín para dar el salto a un nuevo estatus personal, profesional y económico: la acción sindical espuria al servicio de los amos. Como señaló uno de sus empleados al detective Francisco Marco:

	Villarejo utiliza su presencia sindical como campo de pruebas para sus negocios posteriores. Se da cuenta que de sindicalista se gana más y se vive mejor que de policía y por eso trata de hacerse un hombre fuerte ahí. Villarejo no era un idealista de la Policía, era un idealista del propio Villarejo y de su bienestar. De ahí que use esos sindicatos para practicar lo que a la postre sería su perfil más pronunciado: el de empresario que se sirve de las estructuras públicas del Estado y de su condición de expolicía para beneficio privado[1].

	Como subdirector de Seguridad, José Sainz se aseguró de que las elecciones internas en el Cuerpo General de Policía acabaran con uno de sus chicos, Carlos Cabrerizo Rica, jefe de un grupo de la Brigada Central de Información, como presidente de la Asociación Profesional de Funcionarios del Cuerpo Superior de Policía, que acabaría convirtiéndose en la Asociación Profesional de la Policía (APP) y después en el Sindicado Profesional de Policía (SPP), todos ellos controlados desde un primer momento por agentes muy vinculados a la Brigada Político-Social.

	Cabrerizo era también amigo de Billy el Niño y en julio de 1979 participó, junto a un centenar de miembros del Cuerpo Superior de Policía, en un acto de apoyo en Madrid a González Pacheco, quien había sido llamado a declarar ante el juez por su amistad con uno de los condenados por la matanza de Atocha. A aquel despliegue de poder de la camarilla policial posfranquista en apoyo de uno de los suyos asistieron también los máximos jefes de las Fuerzas de Seguridad supuestamente democratizadas, como el entonces comisario general de Información, Manuel Ballesteros, o el jefe de la Brigada Especial Operativa, Manuel Gómez Sandoval, condecorado en 1977 por el ministro Martín Villa con la Cruz al Mérito Policial con distintivo rojo, al igual que hizo con Billy el Niño[2].

	Una hermandad juramentada en la represión

	Quedaba claro que la Asociación (luego Sindicato) Profesional de Policía nació como

	una hermandad juramentada sobre la terrible hoja de servicios de la Policía política del franquismo en Euskadi. Rafael del Río, jefe en Vitoria; Manuel Ballesteros, jefe en Guipúzcoa; el propio José Sainz, jefe en Vizcaya… Esos son los importantes, los que tienen contactos con los servicios de inteligencia, con el SECED (Servicio Central de Documentación), con los militares, con los americanos, con los que dirigen la modernización. Pero hay muchos incontrolados detrás.

	No faltarán, por supuesto, las siniestras glorias de la Político-Social en el panorama nacional, el supercomisario Conesa –marionetista de los GRAPO[3], de quien Martín Villa será admirador confeso y gran valedor– y su siniestro equipo de especialistas en Madrid: Billy el Niño, Pepe el Putas, Benjamín el Galleta, Genuino el Muñecas. Al que hay que añadir algún amigo y compañero de promoción importante, como José Luis Fernández Dopico, o como Agustín Linares Molina que, aunque no ha estado en el norte, es de toda «confianza».

	Por supuesto, para legalizar la flamante Asociación, se tirará de los jóvenes, de esos incontrolados de probada confianza, gente sin quemar y apenas conocida, empezando por ese muchacho tan dispuesto que fue secretario de José Sainz en Bilbao, un tal Pepe Villarejo. Porque se trata de crear una Asociación que represente a todos, que por un lado impida la presencia en el cuerpo de sindicatos marxistas y por otro canalice la interlocución de los políticos de turno, porque a todos les interesa una Policía moderna. El tal Villarejo no sólo será vicepresidente, sino que tendrá encomendadas las importantes funciones de comunicación, y para ello se encargará de crear y dirigir la revista Tribuna Policial, órgano de expresión de la nueva Asociación[4].

	Y su primer encargo fue advertir al Gobierno de Suárez –quien se había negado a ceder el testigo como le exigían los poderes fácticos– de que había que endurecer la política antiterrorista: el 30 de agosto de 1978 encabezó el manifiesto Estamos dolorosamente hartos («de ver morir impunemente a nuestros compañeros»), en el que se exigía a los políticos que se dejasen de «declaraciones públicas vacías» y actuasen de una vez por todas contra el terrorismo[5], y comenzó a desarrollar su estrategia de filtraciones sesgadas a la prensa, por lo que fue expedientado dos veces. También fomentó huelgas de celo policiales a nivel nacional, para reclamar mejoras salariales y laborales, así como una manifestación de agentes en la plaza de Oriente.

	Los primeros chantajes al Gobierno

	Asimismo, puso en marcha la primera operación de chantaje al Gobierno mediante la difusión medida de secretos: grabaciones de conversaciones telefónicas del ministro del Interior Martín Villa, quien entró en cólera y encargó a su director general de Seguridad, Mariano Nicolás, que pusiera fin a la revuelta policial.

	Las tensiones con el Ministerio del Interior provocaron una semana después la dimisión de Carlos Cabrerizo como presidente de la asociación, así como la de Manuel Dafauce, presidente de la asociación regional de Bilbao, mientras el resto de la junta nacional cerraba un acuerdo con Nicolás a cambio de que se levantasen los expedientes abiertos a Villarejo y a otros siete funcionarios policiales. Todos los participantes de ese acuerdo por parte de la APP negaron vehementemente saber quién había efectuado y filtrado las grabaciones de los audios de Martín Villa[6].

	Este último disolvió finalmente la Brigada Político-Social el 4 de diciembre de ese año 1978, pero Villarejo siguió conspirando en favor de sus antiguos miembros desde la Asociación de Funcionarios del Cuerpo General de Policía, mientras disputaba el control del Sindicato Profesional de Policía –cuya junta nacional dimitió en marzo de 1979– con otros dirigentes sindicales, como Manuel Novás, presidente regional de Madrid que sería elegido presidente nacional en su segundo congreso (Fuengirola, 1983).

	Intentando resistir a las presiones policiales y militares, en abril de 1979 Suárez nombró ministro del Interior al general Antonio Ibáñez Freire, viejo falangista con una Cruz de Hierro nazi por su participación en la División Azul y gobernador civil de Santander, Vizcaya y Barcelona durante el franquismo, quien sólo un mes después recuperó al comisario José Sainz para ponerle al frente de la renombrada Dirección General de la Policía (antes, DGS), con lo que Villarejo volvió a codearse con la cúpula policial, y esta a ponerse al servicio de los exintegrantes de la Brigada Político-Social.

	Porque Conesa también había sido rehabilitado plenamente en la cúspide policial, al llamarle Martín Villa para que regresara de Valencia –adonde le había enviado Fraga, en 1976, como jefe superior de Policía– a Madrid para encargarse de los secuestros de Oriol y Villaescusa por los GRAPO, tras cuya resolución se le impuso la Medalla de Oro al Mérito Policial. Aunque en aquel año 1979 tuvo que jubilarse y abandonar la dirección de la Brigada Central de Información tras sufrir un infarto. No moriría hasta el 26 de enero de 1994, a los setenta y siete años, tras disfrutar de un retiro dorado con todas sus medallas y condecoraciones pensionadas. 

	«La verdadera anécdota de la relación entre Conesa y Villarejo fue cómo le pilló con sus primeros negocios turbios: había fingido conseguir un confidente en Euskadi al que le tenía que pagar bastante dinero, pero en realidad lo estaba utilizando para empezar a labrarse el futuro, comprando varias plazas de párking en Madrid», me explicó un veterano comisario jubilado que conoció esa historia de primera mano. «Conesa descubrió la malversación y le obligó a vender los párkings y devolver el dinero, a pesar de que eran fondos reservados y ningún estamento iba a verificar su destino».

	Jubilado Conesa, no quedaba ningún jefe que conociera las ambiciones de lucro y la capacidad de engaño de Villarejo, así que en el sindicato pudo hacer de las suyas sin que ningún superior estuviera pendiente de sus artimañas. 

	La primera publicación manipulada: Tribuna Policial

	La primera crisis policial interna estalló al año siguiente por el control, precisamente, de la Tribuna Policial, medio de comunicación que los exagentes de la Político-Social pretendían emplear para sus propios fines. Una maniobra en la que participó Villarejo, como se puede comprobar a través de la información publicada por El País en aquellos días[7]:

	Una nueva y grave crisis se ha producido en el seno de la Asociación Profesional de Funcionarios del Cuerpo Superior de Policía, que se enmarca en el conjunto de dificultades que los funcionarios de Policía vienen hallando, desde hace tiempo, para su normal desenvolvimiento asociativo, bien profesional o sindical. La revista Tribuna Policial, órgano periodístico de la citada asociación, ha sido retenida por decisión del presidente de la asociación, y la plantilla de redacción ha dimitido.

	En el último número de Tribuna Policial, correspondiente al mes de marzo, se incluyen dos comunicados. Uno de ellos da cuenta del secuestro, por decisión del presidente de la asociación, Pablo Sánchez, «a instancias del secretario general de Coordinación, José Manuel Pérez Villarejo, con motivo de la dimisión de toda la redacción de la revista, encabezada por un artículo de su director, Juan Manuel Zarco, en el que se denuncian las presiones que se están ejerciendo desde las secretarías generales para que la revista sirva de plataforma de enfrentamiento entre los distintos estamentos del cuerpo, en perjuicio de la auténtica misión que desempeña al servicio de la sociedad española, así como de su objetivo fundamental: la creación de un auténtico vínculo democrático entre los ciudadanos y los funcionarios policiales, aspecto que no parece ser el más importante para estos órganos rectores de la APFCSP».

	El segundo comunicado, firmado por los 14 miembros del consejo de redacción, explica su dimisión por las citadas presiones para que la revista «sirva de plataforma de enfrentamientos internos mediante denuncias personales».

	Del número de Tribuna Policial retenido ha podido ser distribuida la mitad de su tirada, aproximadamente unos 5.000 ejemplares. Este ejemplar incluye una separata impuesta por la junta nacional de la asociación y titulada «De muy buena fuente», que inicia una colaboración destinada a ser distribuida solamente a los funcionarios de Policía, y en la que se denuncian lo que parecen irregularidades en distintos servicios policiales, cuyos responsables señala con nombres y apellidos, aunque en un lenguaje sólo inteligible para quien tenga previa referencia de los affaires apuntados (problemas de escoltas, compras de material no utilizado, informaciones sobre determinados jefes de brigada, etcétera).

	Juan Manuel Zarco, director de la revista, declaró a El País que «esta línea de dureza que cuatro señores de la junta nacional de la asociación quieren imponer a la revista no es más que un simulacro para producir enfrentamientos, y responde a oscuros intereses de una manipulación a la que, desde luego, es ajena la mayoría de los asociados». Y añade que «nuestra dimisión se hizo tras una asamblea de redacción, perfectamente libre, en la que todos nos pronunciamos y vimos que se estaba tratando de manipular la revista, y eso no podíamos consentirlo».

	Otras fuentes consultadas por este periódico coinciden en que toda esta operación encaja en los recientes nombramientos de altos cargos policiales, recaídos en funcionarios procedentes de la Policía Político-Social, y la eliminación de la línea policial más liberal, así como en entorpecer el proceso asociativo en el cuerpo.

	No obstante, la Asociación del Cuerpo Superior de Policía distribuyó anoche una nota en la que puntualiza que Tribuna Policial no ha sido secuestrada, sino que «ha habido un retraso en su distribución, que a partir del día 24 del actual se efectuará con toda normalidad».

	Asimismo manifiesta no tener conocimiento oficial de la dimisión de la redacción; niega que existan presiones de las secretarías generales sobre aquella, y se reserva el derecho a exigir responsabilidades «por los posibles conceptos injuriosos y falsedades vertidos contra la entidad y las personas que, democráticamente elegidas, la dirigen».

	Es decir, pese a la autocensura de los medios de comunicación que todavía se practicaba en los temas policiales y militares, queda claro que la redacción se rebeló y dimitió en bloque ante la «línea de dureza que cuatro señores de la junta nacional de la asociación quieren imponer a la revista», y el propio director de Tribuna Policial, Zarco, intentó publicar un artículo denunciando «las presiones que se están ejerciendo desde las secretarías generales para que la revista sirva de plataforma de enfrentamiento entre los distintos estamentos del cuerpo». Pero el número fue secuestrado «a instancias del secretario general de Coordinación, José Manuel Pérez Villarejo», revelando su participación en esa maniobra para convertir la revista en un instrumento «para producir enfrentamientos» siguiendo «oscuros intereses». Vamos, lo que practicará asiduamente a lo largo de su vida con sus «infiltrados en los medios de comunicación»[8] (véase capítulo 4).

	Un sindicalista policial muy televisivo

	El sindicato también será para él una plataforma desde la que ejercer influencia, obtener contactos y presionar a los superiores en provecho propio. En la relación de los nueve expedientes disciplinarios que se le impusieron entre 1979 y 1995 por parte de la Unidad de Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, figura el 14.394 de 1980, abierto «por realizar una asamblea ilegal del Sindicato Profesional del Cuerpo Superior de Policía en la discoteca “Disparate” de Madrid». Más que una asamblea, fue una reunión de conspiradores.

	Naturalmente, todo ello lo adornaba con buenas palabras sobre la necesaria «democratización del cuerpo», en su papel de portavoz sindical, director de comunicación de la Asociación Profesional de Policía y fugaz estrella mediática como supuesto «agente encubierto» ejemplar de la recién nacida democracia. La actriz Carmen Maura lo presentó como «secretario general del Sindicato Profesional de Policías» en el programa Esta Noche de TVE del 2 de julio de 1981[9], donde fue entrevistado por el periodista Jesús de las Heras, quien reconoció que el SPP era «mayoritario entre los 9.000 policías del cuerpo», frente a la incipiente Unión Sindical de Policías (USP), pese a que este último sindicato fue «el primero que planteó en serio las reivindicaciones de reestructuración del aparato policial»:

	De las Heras: En el lenguaje popular, se decía durante el régimen anterior que la Policía tenía un carácter facha. ¿En qué ha cambiado la Policía de entonces a la Policía de ahora?

	Villarejo: Buenas noches. En primer lugar, quiero disculpar aquí la ausencia Pablo Sánchez, que hoy estaba previsto que estuviera aquí como presidente del sindicato, que por razones absolutamente personales le han impedido estar aquí. Yo, como secretario general, y representando la opinión del 85% del Cuerpo Superior de Policía, contesto que, dentro del ambiente funcionarial, posiblemente el cuerpo que más ha asumido el proceso democrático haya sido el Cuerpo Superior de Policía. Y prueba de ello son, en cuanto a la labor policial, las últimas detenciones, en donde no solamente se contemplan detenciones de una tendencia de izquierdas sino también de derechas. Nosotros somos absolutamente apartidistas.

	Es notable el cinismo y la hipocresía que desplegó Villarejo, con cara y tono de voz angelicales, cuando los jefes de la Político-Social se habían hecho con el control de la cúpula policial y él mismo se disponía a participar en el chantaje al vencedor de las elecciones generales para imponer un ministro del Interior a gusto de los policías posfranquistas.

	De las Heras planteó la metáfora de cuáles serían para el SPP los principales sospechosos de un hipotético asesinato de «una democracia joven, rubia, alta, delgada, etc.» y Villarejo respondió de nuevo con el mantra del apartidismo:

	Villarejo: Los enemigos de ella serían los individuos no tolerantes, los que no contemplaran como posibilidad de vida el diálogo, la comunicación. Y por supuesto nosotros no solamente vamos a continuar tratando de vigilar y de establecer toda una serie de posibilidades, aun cuando pequeñas, porque no estamos excesivamente… digamos con medios idóneos. Lo que sí es cierto es que no hay ningún problema en cuanto a la tendencia política. Insistimos: hemos demostrado que nos da igual que sea de una tendencia de extrema izquierda o de extrema derecha. Simplemente, cualquier tipo de ciudadano que altere el proceso democrático elegido por todos.

	La que logró descolocar a Villarejo fue Carmen Maura que, con aparente inocencia, aprovechó una interrupción del periodista para encenderse un cigarrillo e hizo la pregunta del millón:

	Maura: ¿El policía está justamente retribuido en España como para salvaguardar su honestidad?

	Villarejo: Desde mi punto de vista, no.

	De las Heras: El ciudadano cree…

	V.: ¡Perdón, perdón! Quiero matizar: no quiere decir que no por ello deje de ser honesto, sino que, por unas cuestiones de trabajo, de tensión, de riesgo, existen (por supuesto el sindicato ya ha planteado estas reivindicaciones) una serie de posibilidades que gratuitamente no nos dan.

	Villarejo se enreda para matizar la respuesta que le ha salido del alma.

	De las Heras: El ciudadano cree normalmente… vamos, tiene una idea que yo creo que es genérica, que el policía es el brazo de la Ley, pero creo que también cree que es el brazo del poder. Incluso, a veces, que el policía es el mismo poder. ¿Esta imagen es correcta?

	Villarejo: Bueno… je, je, el policía no puede ser nunca poder, en el momento en que es uno de los pilares de todo Estado, en definitiva, es medio, es comunicación. Entonces, no solamente no somos poder, sino que… jugamos, o tratamos, de ni siquiera ser mediador en cuanto al poder en sí. Me explicaré: ahora ya hablo… bueno, he hablado desde un principio pero ahora continúo hablando como representante de un sindicato que precisamente lo que tratamos es de mantener por encima de todo ese criterio de independencia y ese criterio de que el policía está para contemplar, para establecer y sobre todo para hacer cumplir la normativa elegida por todo el pueblo democráticamente y no jugar a determinados partidismos, que casi siempre no solamente prostituyen la imagen sino que por supuesto nos dejan en entredicho.

	Es fácil de imaginar la indignación con la que habrán escuchado estas falacias los redactores de la revista Tribuna Policial y su director, Zarco.

	De las Heras: Bueno, pero hablando de independencia, por ejemplo llama la atención, y esta es una de las contradicciones… hay algunas contradicciones en el Sindicato Profesional de Policía con respecto…

	Villarejo: ¡Desde su punto de vista!

	De las H.: desde mi punto de vista, desde el momento en que declara su papel democrático y, sin embargo, por ejemplo, tarda como 24 horas en emitir un comunicado de condena del golpe militar de febrero. ¿Es cierto?

	V.: Bueno, vamos a ver, en cuanto al golpe del 23 de febrero digamos que… yo particularmente lo seguí muy de lleno porque estoy en la comisaría de distrito donde se llevó a efecto esta alteración del proceso democrático, que por supuesto nosotros, precisamente porque planteamos una estrategia democrática y un trabajo democrático, necesitamos una anuencia de un presidente y de una junta nacional para emitir un comunicado… y que en principio entendimos que era primero nuestra obligación trabajar como policías y luego como miembros del sindicato.

	Una «Brigada Antigolpe» de policías golpistas

	Se notaba que estaba improvisando una excusa sobre la marcha, y Carmen Maura cortó aquí la entrevista para presentar una actuación de Grace Jones (de la que dice que «no es una diosa de ébano, sino una mujer que canta como un ángel y baila como un diablo»), que terminará cantando sentada sobre Villarejo y bailando sobre su mesa. Esa será la única entrevista que dará en TV Pepe el Técnico hasta la que concedió al Salvados de Jordi Évole 36 años después, en su último intento fallido de evitar su encarcelamiento. Sin duda, se dio cuenta de que sus dotes de embaucador no funcionaban tan bien en público como en privado y decidió apartarse de los focos y las cámaras. Tanto, que 35 años más tarde, en sus comidas conmigo, alardeaba aún de que nadie tenía una foto suya ni la gente podía reconocerle por la calle.

	En cuanto al 23-F, claro está que la cúpula policial estaba al corriente de los planes golpistas, puesto que Manuel Ballesteros (sucesor de Conesa al frente de la Brigada de Información) incluso fue a ver a su amigo Tejero esa noche en el secuestrado Congreso de los Diputados, le abrazó efusivamente con un «viva España» y le informó de la situación en aquel momento: «Todo sigue igual», le oyeron decirle a Tejero testigos presenciales[10].

	Ballesteros seguiría después del 23-F como comisario general de Información, mientras la Dirección de Seguridad del Estado hacía la pantomima de formar una «Brigada Antigolpe», unidad especial supuestamente creada para desarticular la trama civil del golpe, tal como informó El País al anunciar un año más tarde su cercana disolución sin haber alcanzado resultado ninguno en sus investigaciones: «La mayoría de los componentes de la Brigada Antigolpe son hombres que han mantenido estrechos contactos con el policía Juan Antonio González Pacheco, Billy el Niño, hombre polémico y de dudosa trayectoria, al que meses atrás se trasladó de departamento, quedando desvinculado completamente de las unidades operativas antiterroristas, hoy dirigidas por los comisarios Manuel Ballesteros y Joaquín de Domingo Martorell»[11].

	Ballesteros llegó a dirigir el mando único antiterrorista con el PSOE en el poder, porque eso era precisamente lo que se había previsto en el famoso «atado y bien atado» de la elite posfranquista, como explica el historiador José Luis Garrot Garrot en su artículo La modélica Transición, una gran mentira:

	A estas ayudas se unió la complacencia de las autoridades franquistas que permitían que camparan a sus anchas, aun estando ilegalizados, [Felipe] González y otros miembros de la dirección [del PSOE]. Según declaraciones del capitán del SECED Manuel Fernández Morán, llegaron a Suresnes ayudados por el Servicio Central de Presidencia del Gobierno, o lo que es lo mismo, de los servicios de inteligencia. Posteriormente dos miembros del SECED, Andrés Cassinello y José Faura se entrevistan con Felipe González y Alfonso Guerra. El comisario Manuel Ballesteros en declaraciones efectuadas a la periodista Pilar Urbano le confesó el trato que recibía el PSOE por parte de los Cuerpos de Seguridad del Estado: «A los socialistas no se les detenía. Estando yo en la Brigada Social esa era la indicación de los mandos. Más aún; la Policía no sólo miraba para otro lado, haciendo la vista gorda, sino que a veces ayudaba a pasar la valija con la propaganda y los documentos del partido». Como recompensa, cuando el PSOE alcanzó el poder, Ballesteros fue nombrado jefe del MULC (Mando Unitario de Lucha Antiterrorista).

	El PSOE jamás fue perseguido por las autoridades, de esta forma no tuvo el más mínimo problema en celebrar en diciembre de 1976 su congreso en un hotel de Madrid. En marzo de ese mismo año había celebrado su congreso la UGT, que prácticamente no tenía afiliados, y mientras se celebraba el congreso todos los miembros de la Junta Democrática eran encarcelados[12].

	Policías amenazando con la huelga general 

	Por su parte, Villarejo había encabezado (en el año anterior al 23-F) una guerra intersindical total en favor de los sectores más ultraderechistas de la Policía. Esta vez se alió con su rival al frente de la SPP, Manuel Novas, para asegurarse la preeminencia de ese sindicato de mandos posfranquistas frente al empuje renovador de la USP. Para ello, montó una huelga nacional de celo sin precedentes y utilizó ampliamente sus relaciones con la prensa (El País incluso le publicó una «carta abierta») para hacer más ruido. Internamente, proliferaron las amenazas e insultos, mediante anónimos, contra los «izquierdistas» seguidores de la USP, que se empezaba a alinear con el PSOE ante el anunciado triunfo electoral de Felipe González.

	En octubre de 1980, Villarejo capitaneó una amenaza de huelga general de policías y, aunque la junta del SPP en Madrid se pronunció en contra, consiguió apoyo mediático a través de las portadas del Diario16 de Pedro J. Ramírez[13] y de El Periódico de Cataluña del Grupo Zeta. A partir de ese momento estrechó lazos con los directivos y periodistas-estrella de ambos medios. 

	Cuando empezó a reclamar una consulta popular sobre la presencia policial en el País Vasco –para apoyar la intervención del Ejército en Euskadi, como reclamaban los posfranquistas, alegando que el conflicto allí era «de guerra»–, el nuevo ministro del Interior, Juan José Rosón, le suspendió de empleo y sueldo a él, a Novas y a Antonio Yébenes, también de la dirección del SPP, y expedientó a otros 17 inspectores; sanciones de la Dirección de la Policía que se hicieron públicas el 20 de octubre. Además, esa reclamación de un referéndum en Euskadi amenazó con quebrar el sindicato, al desmarcarse de esa exigencia numerosos dirigentes regionales[14].

	Tanto la huelga como la movilización callejera que pretendía Villarejo fracasaron, pero él se convirtió en interlocutor de los políticos que iban a llevar la voz cantante en la España post-Suárez. A partir de ese momento, protagonizará continuos desafíos al poder ejecutivo y practicará constantemente, hasta depurarlo como un arte, el chantaje al Gobierno con fines particulares.

	Filtración: Juan Carlos I, implicado en el 23-F 

	En cuanto al 23-F, todavía era demasiado júnior para formar parte activa de la trama, pero ese día Villarejo hizo uno de sus alardes de comunicación y llamó al periodista Mariano Guindal, con el que tenía un acuerdo y le pasaba filtraciones, para decirle que Juan Carlos I estaba implicado en el golpe y que la familia real había sido trasladada a Portugal en helicóptero. Guindal –según cuenta en su libro Un hombre con buena suerte[15]– no publicó nada de ello porque llamó a Sabino Fernández Campos, secretario general de la Casa del Rey, quien le aseguró que era totalmente falso y nada más que «un intento de desestabilización por parte de los golpistas». Horas más tarde, Villarejo volvió a llamar a Guindal para recriminarle su escepticismo: «¡Eres un hijo de puta, todo lo que te he contado está en la mesa del rey!».

	Aquella tarde,

	Villarejo se reunía con sus compañeros en la sede del SPCSP [situada cerca de la parte trasera del Palacio del Congreso de los Diputados]. Esperaban la orden cuando llamaron a la puerta. Se miraron en silencio, preparados para cualquier cosa. Entonces, un capitán golpista les pidió algo que no esperaban: «Buenas noches, señores. Necesito ir al servicio. ¿Me dejan pasar?».

	Villarejo lo dejó pasar y la publicación La Calle interpretó la escena: «Los presentes en la sede del SPCSP le dieron permiso y no hicieron ninguna intención de detenerle, como era su obligación».

	Las horas pasaron y el golpe se desinfló. La tensión pesaba, pero pesaba más la incertidumbre. Antes de la medianoche, un miembro del sindicato progresista USP se reunió con Villarejo para exigirle que hiciera un comunicado rechazando el golpe de Estado: «Los representantes del sindicato profesional (Villarejo y Ramos) se negaron a ello, diciendo que la situación no estaba clara, que posiblemente el golpe triunfara y ellos tenían que esperar para definirse en favor de los ganadores. Por su parte, la USP lanzó un comunicado antes de la medianoche (cuando se pudieron reunir), en el que ratificaron su fidelidad a la Constitución y expresaron el deber de todo miembro de los Cuerpos de Seguridad de oponerse a cualquier orden que vulnerara el orden establecido, aun a riesgo de la vida»[16].

	Está claro que la realidad distó mucho de la excusa que Villarejo improvisó meses después en el programa Esta noche, puesto que, tras fracasar el golpe, él mismo dio una nueva versión de los hechos en La Calle, con lenguaje barriobajero que reflejaba su rabia, en la que no negaba la visita de «miembros de la Guardia Civil» a su sede en la tarde de autos. Y el secretario de Prensa de la USP, José Luis López Esteban, se mofó de su desmentido, inconexo y grosero: «Finalmente, si el señor Villarejo tiene que falsear la realidad para “justificar” unos comportamientos injustificables, debe procurar que al menos tengan visos de realidad»[17].

	Aprendiz de brujo de la intoxicación informativa

	Villarejo ya se estaba convirtiendo en un maestro de los espejos y el cartón, de las cortinas de humo y los globos sonda, todo ello acompañado de amenazas veladas e intoxicaciones informativas para enmarañar los hechos y acabar llevándose el gato al agua. Pocos meses después, en septiembre de ese 1981, volvía a filtrar –como aviso para navegantes– una noticia falsa, esta vez al Diario16 de Pedro J. Ramírez, quien acabaría siendo el más ávido receptor de esas falsificaciones villarejianas como director de El Mundo. El infundio tuvo que ser desmentido por el propio director general de la Policía, como se puede leer en la crónica sobre el escándalo publicada por El País:

	El director general de la Policía, José Luis Fernández Dopico, manifestó ayer a este periódico que la corporación policial se está viendo sometida en estos momentos a una campaña de intoxicación que giraría en torno al previsto proyecto de ley de los Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del Estado, actualmente en fase de preparación. Fernández Dopico desmintió rotundamente que tuviera intención de dimitir, y calificó de falsa una supuesta huelga de funcionarios prevista para el próximo martes, informaciones estas de las que daba cuenta ayer Diario16 en la primera página de su edición de tarde.

	Este periódico informaba que «el próximo martes podría estallar una huelga salvaje de los funcionarios del Cuerpo Superior de Policía si el Ministerio del Interior no modifica el proyecto de ley orgánica de los Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del Estado, que está a punto de remitir al Parlamento». Asimismo, señalaba que la huelga iba a ser convocada por el Sindicato Profesional de Policía (SPP) y podría estar precedida por la dimisión del propio Fernández Dopico y la totalidad de los comisarios-jefe. El citado diario añadía en su información que esta supuesta huelga estaría motivada por el texto del proyecto de ley, en el que, siempre según lo publicado, se prevé la creación de una Dirección General de la Policía Nacional, que dependerá directamente del Ministerio del Interior, medida que supondría la militarización de las Fuerzas de Orden Público.

	El director general de la Policía dijo, al ser consultado por El País, que actualmente no existe el citado proyecto de ley, sino varios borradores, y precisó que ninguno contempla la supuesta Dirección General de la Policía Nacional. «En la nueva ley se recogerán los principios mínimos de la Ley de Policía de 1978. Esta ley la conocerán en su momento los cuatro sindicatos policiales, tal como lo prometió el propio ministro semanas atrás a sus representantes en el curso de una reunión donde se hablaron estos temas».

	Sobre la supuesta dimisión de Fernández Dopico, este manifestó que «mal puedo dimitir por algo que no existe» (refiriéndose al proyecto de ley), y sobre el anuncio de una huelga, tanto Manuel Novas, presidente regional, como el portavoz oficial, José Villarejo, ambos del SPP, coincidieron en calificarla de «falsa y sin fundamento». El propio Novas añadió que «en ningún momento de nuestras últimas reuniones se ha planteado la palabra huelga, que está prohibida, y menos cuando aún no existe un borrador definitivo»[18].

	Villarejo emitió un largo y farragoso desmentido, negando la mayor, y la Dirección de la Seguridad del Estado difundió una nota oficial afirmando que en ninguno de los textos que se estudiaban «figura modificación sustantiva alguna sobre el carácter y naturaleza de la función policial», y que no se iba a crear ninguna nueva dirección general. Sin embargo, eso sí acabó ocurriendo (en marzo de 1986, cuando Villarejo ya estaba de excedencia), pero la campaña que logró retrasar esa Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se debió a la resistencia de la cúpula policial posfranquista a la integración del Cuerpo Superior de Policía y del Cuerpo de la Policía Nacional en el Cuerpo Nacional de Policía (CNP), ya que el poder político ejecutivo tendría capacidad directa de decisión sobre las operaciones policiales concretas, a través del secretario de Estado de Seguridad (al subir de rango la Dirección de Seguridad del Estado) y de un nuevo cargo político de director general.

	Por cierto, al iniciarse el primer mandato de Felipe González, el hermano de Fernández Dopico, Sebastián (jefe de la Brigada de Información Interior), se vería implicado en una operación de sustracción masiva de documentos policiales, algunos de ellos sobre cargos gubernamentales del PSOE, efectuada justo en la víspera de la llegada del equipo socialista al Ministerio del Interior[19]. Pero eso es materia que trataremos en el capítulo 5 («El poder de los secretos») de este libro.

	«Cuídate, Felipe, que tus escoltas son policías»

	El último encargo de Villarejo como chantajista policial de altos cargos políticos fue el que le llevó a lo más alto: hasta quien iba a convertirse en el siguiente inquilino de la Moncloa y con la más amplia mayoría absoluta que se haya conseguido jamás en el Congreso de los Diputados.

	Hay diferentes versiones sobre cómo se desarrolló el encuentro entre Villarejo y Felipe González, incluso hay disparidad en cuanto a si fue en septiembre de 1982, un mes antes de las elecciones en las que arrollaría el PSOE, o ya en noviembre[20], tras esa victoria cantada. Unas sostienen que fue en el transcurso de una cena[21] cuando el líder socialista ya era presidente, y otras que se produjo por mediación de Juan Guerra y se celebró en la sede que tenía el PSOE en la calle Santa Engracia de Madrid, y con la participación del responsable de Asuntos Legales del SPP, Antonio Yébenes[22].

	De cualquier forma, se trató de la primera acción policial de utilización de información secreta para amenazar a las autoridades políticas e impedir así una depuración de jefes de la represión franquista: primero, Antonio Plaza, uno de los fundadores del USP, extravió «una cartera con numerosos documentos confidenciales, entre los que figuraban fichas personales sobre decenas de inspectores y comisarios que habían elaborado policías próximos al PSOE. El ladrón de aquel objeto lanzó el rumor de que había un plan para purgar a los agentes de extrema derecha que lideraba José Manuel Villarejo»[23].

	El objetivo de esa maniobra era impedir que el representante socialista en la Comisión de Interior del Congreso, el diputado por Málaga Carlos Sanjuán de la Rocha, fuera nombrado ministro del Interior y apartase de la cúpula policial a los mandos de la Político-Social, que el sindicato USP había identificado en sus informes confidenciales para Alfonso Guerra. El SPP de Villarejo se había reunido en septiembre con el diputado socialista Enrique Múgica, quien entregó a sus dirigentes el borrador del programa de su partido para temas de seguridad y parecieron aceptarlo. Pero, según explicó Miguel Barroso en una información de El País[24] publicada en esa fechas,

	con posterioridad a aquel encuentro, los representantes del SPP se reunieron con el diputado socialista y excomandante Carlos Sanjuán de la Rocha. Esta segunda entrevista provocó recelo en los dirigentes del sindicato, que manifestaron su desconfianza ante una depuración en el cuerpo por criterios políticos.

	Según fuentes policiales, en una posterior entrevista mantenida a finales de septiembre por varios miembros de la junta nacional del sindicato policial con Felipe González, estos le expresaron su recelo ante esas posibles iniciativas.

	El líder del PSOE tranquilizó a los dirigentes del SPP excluyendo cualquier posibilidad de depuraciones, pero recalcó que un Gobierno socialista estaría en su perfecto derecho de proceder a los nombramientos de los cargos policiales de máxima responsabilidad.

	La dirección del SPP envió después una carta personal a González aprobando su intención de proceder a la desmilitarización completa de la Policía Nacional y a su unificación con el Cuerpo Superior de Policía, pero instándole a que para las decisiones relativas al colectivo policial fuera tenida en cuenta la opinión del SPP como sindicato mayoritario. 

	A Carlos Sanjuán ya le habían hecho saber personalmente que 

	conocían el contenido de las fichas robadas a Antonio Plaza y le advirtieron: «Todos los dirigentes socialistas han sido investigados de manera pormenorizada por la Brigada de Interior. Si a partir de octubre hay purga policial, la información obtenida saldrá a la luz».

	Sanjuán no cedió y Villarejo actuó por su cuenta para «conseguir una entrevista con Felipe González»[25].

	Unas fuentes dicen que el entonces inspector sólo amenazó al presidente socialista con «poner el país patas arriba» si hacía ministro a Sanjuán, mientras que otras aseguran que fue mucho más directo: «Tenga usted cuidado, que sus escoltas también son policías y llevan pistolas».

	Barrionuevo, impuesto por la Policía franquista

	El caso es que Sanjuán tuvo que aceptar a regañadientes el puesto de subsecretario de Interior y González accedió a encumbrar al tándem impuesto por el SPP: José Barrionuevo, un carlista tradicionalista que había sido jefe de gabinete del vicesecretario general del Movimiento durante el franquismo, y su segundo en la concejalía de Seguridad de Madrid, Rafael Vera, quien fue ascendido a secretario de Estado. Ambos acabarían en prisión por el terrorismo de Estado de los GAL.

	Los motivos que llevaron a González a ceder ante ese chantaje los explicaremos más en profundidad en el capítulo 5, pero lo que es innegable es que no se tomó nada bien las amenazas de Villarejo, ya que después exigió que fuera cesado como agente de campo[26] y provocó su salto a la empresa privada, aprovechándose de su experiencia en trabajos sucios policiales y sus contactos con la red de Policía paralela posfranquista, para labrarse una fortuna.

	En cuanto a Sanjuán, dimitió tras poco más de un año de tensiones y conflictos con Vera[27].

	

	[1] Marco y Bravo Pérez, op. cit.

	[2] Álvaro Sánchez Castrillo, «El día que cien policías, entre ellos pesos pesados, homenajearon a Billy el Niño», infoLibre, 13 de octubre de 2018. 

	[3] En el sentido de que los infiltró para teledirigir y manipular sus actividades.

	[4] Elizo y Fernández de Alarcón, op. cit.

	[5] Álvaro Sánchez Castrillo, «De la ley a la ley policial: sindicalismo en la Policía y cambios en la legislación de las Fuerzas de Seguridad pública en la Transición y en democracia (1976-1986)», Revista Historia Autónoma 12, 27 de marzo de 2018.

	[6] «El conflicto de la Policía parece entrar en vías de solución», El País, 6 de noviembre de 1978.

	[7] Jesús de las Heras, «La redacción de Tribuna Policial denuncia manipulaciones desde las secretarías generales», El País, 22 de marzo de 1980.

	[8] Como explicará él mismo en su carta/denuncia a la Dirección General de la Policía fechada el 16 de enero de 1995, escrita a máquina y rubricada al final, con los sellos de entrada en cada una de las siete páginas.

	[9] [https://www.rtve.es/play/videos/esta-noche/2-7-1981/3534507/] (a partir del minuto 31:51).

	[10] Manuel Tabernas y Lucas Marco, «Manuel Ballesteros ponía todo su empeño en la tortura, era un verdadero profesional», El Salto, 9 de noviembre de 2010.

	[11] «La unidad policial dedicada a investigar sobre el 23-F podría ser disuelta», El País, 14 de marzo de 1982.

	[12] José Luis Garrot Garrot, «La modélica Transición. Una gran mentira», Academia.edu.

	[13] Fernando Reinlein, «Huelga de policías en toda España», Diario16, 23 de octubre de 1980.

	[14] «Probable crisis en el seno del Sindicato Profesional de Policías», El País, 29 de octubre de 1980.

	[15] Mariano Guindal, Un hombre con buena suerte. Memorias apasionadas de un reportero, Barcelona, Península, 2018.

	[16] Marco y Bravo Pérez, op. cit.

	[17] Ibid.

	[18] «Fernández Dopico denuncia una campaña de intoxicación sobre la Policía», El País, 13 de septiembre de 1981.

	[19] Fernando Orgambides, «Un hermano del anterior director general de la Policía, supuesto responsable de sustracción de documentos oficiales», El País, 7 de octubre de 1983.

	[20] Elizo y Fernández de Alarcón, op. cit.

	[21] A. Requeijo y Gonzalo Araluce, «José Villarejo, el cazador para los Gobiernos de PP y PSOE que acabó cazado», El Español, 4 de noviembre de 2017.

	[22] Marco y Bravo Pérez, op. cit.

	[23] Ibid.

	[24] Miguel Barroso, «El Sindicato Profesional de Policía apoya el programa socialista de seguridad», El País, 8 de octubre de 1982.

	[25] Marco y Bravo Pérez, op. cit.

	[26] Requeijo y Araluce, op. cit.

	[27] F. Orgambides, «Barrionuevo elimina del Ministerio del Interior a los hombres de Sanjuán, para crear su primer equipo, de plena confianza», El País, 18 de febrero de 1984.

	
III

	Los cimientos

	Cómo hacer fortuna con los recursos de Interior

	Como escribió Patricia López en febrero de 2017 –nueve meses antes de que el comisario jefe de las cloacas fuera por fin detenido y enviado a prisión–, 

	el dinero de José Manuel Villarejo Pérez surge de la nada en 1989 cuando crea Financiera Omerán y Financiera Uruplan en Uruguay con unos fondos de «origen desconocido», según el informe que esconde la Fiscalía de Madrid desde hace diez meses y que fue elaborado por la Unidad de Asuntos Internos de la Policía, al que ha tenido acceso Público en exclusiva.

	Desde entonces, el comisario ha creado una estructura financiera con «cuatro niveles» de «sociedades que tienen participaciones unas en otras» sin que esta organización guarde «relación con criterios mercantiles ordinarios», subraya el informe policial. Y añade que «el dominio de unas sociedades por otras y las fusiones/absorciones que se han detectado sugieren que su finalidad responde más a la intención de dificultar una eventual investigación que a una dinámica mercantil habitual». 

	En ese momento Uruguay era un paraíso fiscal, desde el que llegaba el dinero para que el policía en excedencia creara sociedades en Madrid, Córdoba y la Costa del Sol. Pero es a partir de 2011 cuando, «posiblemente al desaparecer esa protección uruguaya por la firma de Convenios Internacionales, las sociedades uruguayas se transforman en dos sociedades limitadas españolas». Es entonces cuando crea en España las sociedades Lextor S.L. y Club Exclusivo de Negocios y Transacciones S.L. (CENYT)[1].

	Esta última sociedad se convertirá, a lo largo de los años, en la matriz del holding empresarial de Villarejo, a pesar de que inicialmente «CENYT fue propiedad de FINANCIERA URUPLAN S.A. (socio mayoritario) y de FINANCIERA OMERAN S.A. y posteriormente, a partir de 2012, de las continuadoras españolas GLOBAL SINAPSIS INVESTMENT S.L. e INVERSIONES ESTRATÉGICAS SENSIBLES S.L. que sustituyeron a las dos uruguayas», precisaba literalmente el informe de Asuntos Internos de la Policía Nacional obtenido por la reportera de Público.

	«Estos dos niveles son administrados por su hijo José Manuel VILLAREJO GIL y por el abogado Rafael REDONDO», quien sería durante muchos años el principal socio, gestor y administrador del imperio de Villarejo. 

	Por tanto, la Fiscalía de Madrid conocía perfectamente el multimillonario entramado levantado por el comisario, paralelamente a sus funciones policiales, pero decidió ocultar ese expediente durante casi un año a pesar de que ya había estallado el escándalo mediático de las cloacas de Interior al desvelar Público las grabaciones secretas del ministro Fernández Díaz en su despacho oficial[2].

	Lo que la Fiscalía de Madrid escondió en un cajón

	El informe policial escondido por la Fiscalía afirmaba: 

	El comisario Villarejo es, directa o indirectamente, el titular de una treintena de sociedades con un capital social desembolsado de 25 millones de euros, además de propietario de 92 inmuebles repartidos por los municipios malagueños de Estepona (48), Benalmádena (18), Marbella (1), Torrox (1); así como en la Comunidad de Madrid entre Boadilla del Monte (7), Bustarviejo (1), Móstoles (1), Alcobendas (1), Las Rozas (1) y otro en la capital; además de en Sevilla (8), y de una parcela en Almodóvar del Río (Córdoba).

	Todo esto lo había ido acumulando a partir de 1983, cuando se fue del Cuerpo Nacional de Policía, tomándose una excedencia sui géneris, tras su desencuentro con el presidente González. Justo el mismo año en que su buen amigo Sebastián Fernández Dopico –el hermano del director general de la Policía, a quienes ya mencionamos antes– comenzó a trabajar con Mario Conde en «seguridad privada». Con él aprendió Villarejo a moverse en el filo de la navaja de la investigación industrial y empresarial, esgrimiendo secretos policiales (u obtenidos gracias a los recursos y medios de Interior) para chantajear a políticos y obtener beneficios para sus clientes… y, sobre todo, para sí mismo.

	En sus comienzos, esa actividad de detective sin licencia, o policía privado, estuvo jalonada de numerosos tropiezos, como sus manejos al servicio de la Iglesia de la Cienciología, para la que puso en marcha «acciones como “soborno, extorsión, raptos y secuestros, robos de documentos, estafas, falsificaciones y denuncias falsas” a través de Villarejo», según un documento judicial citado por el exdirector de Método 3, Francisco Marco. También acabó expedientado por intrusismo profesional, al hacer competencia ilegal a las agencias de detectives[3].

	Su amigo Alfonso Rojo describiría años después en su libro El ojo ajeno[4] cómo actuaba Villarejo con el fin de 

	investigar a sospechosos de intentar estafar a las aseguradoras. Para ello, sometía al beneficiario de la póliza a un escrutinio feroz, que incluía desde pinchazos de sus teléfonos a la colocación de micrófonos o cámaras en su despacho, su coche o su domicilio para descubrir si el incendio de la fábrica había sido provocado o si el robo de la mercancía era simulado. Las evidencias obtenidas ilegalmente carecían de fuerza probatoria en un juzgado, pero eran suficientes para compeler al defraudador a aceptar una sustanciosa rebaja o a renunciar a la compensación.

	Mario Conde entra en la guerra de dosieres falsos

	Eran los tiempos de los dosieres falsos para destruir reputaciones o chantajear a empresarios y políticos, y uno de los que participaba activamente en esa guerra –por ejemplo, en su guerra con los Albertos (Cortina y Alcocer)– era Mario Conde, asesorado por Sebastián Fernández Dopico, quien le dio acceso a los 20.000 expedientes policiales robados de la Brigada de Información Exterior en 1982 por orden del ministro del Interior Juan José Rosón. El banquero también fichó a Jacques Hatchuel, hombre del Gobierno israelí en España, al que pidió agentes capaces de pinchar teléfonos, hacer seguimientos sin ser vistos y fotografiar documentos guardados en cajas fuertes sin dejar rastro.

	Hatchuel le recomendó al equipo de Avner Azulai, el exjefe del Mosad (servicio secreto de Israel) en España:

	Como experto en seguridad [Hatchuel] conocía las habilidades del Mosad, que por entonces tenía en España uno de sus principales campos de operaciones en Europa. Los agentes judíos se habían mostrado especialmente activos con la colonia de jeques, emires y príncipes y princesas árabes que todos los años visitaban Marbella. A través de la empresa española Consultores de Investigación, dirigida por el expolicía José Manuel Villarejo, habían instalado más de cincuenta sistemas de alarma en las viviendas de los magnates árabes que, además de protegerlos de los ladrones, captaban todas sus conversaciones y las transmitían por radio a Tel Aviv[5].

	Su actividad empresarial se inició, igualmente, aprovechándose de sus contactos policiales, al fundar en 1986 Prosound S.A., que ofrecía a las Fuerzas de Seguridad «equipos de captación activa de información, de intervención de las comunicaciones, de contramedidas de intervención de las comunicaciones, vehículos base para comunicaciones, coches y motos para vigilancia, equipos de captación de audio en ambientes hostiles…», así como cámaras de vídeo camufladas que compraba a la israelí ATG.

	Los grandes inversores internacionales también entraban en la España de las grandes privatizaciones con intereses estratégicos, como la Kuwait Investment Office (KIO) o Carnegie International, principal operador de la City londinense, y en esta otra guerra de información reservada Villarejo tuvo la alegría de ser abordado por la gran agencia de detectives norteamericana, con sede en Londres, Kroll Associates, para que investigase a Javier de la Rosa, el representante de KIO en España.

	A continuación, filtraría a los medios que él era el delegado de Kroll en España –algo que pronto desmentiría la propia agencia– para ganar clientes para su incipiente negocio detectivesco: R.V. Consultores de Investigación.

	El imperio que nace con Antrax y culmina en el CENYT

	Estructura de empresas de José Villarejo y su familia

	
		
				Sociedad

				Actividad

				Primer 
ejecutivo

				Capital social (euros)

		

		
				Toc Hepoca 
S.L.

				Agencias de colocación de artistas

				Administrador único: José Manuel Villarejo Pérez

				601.012,17

		

		
				Marketing y Publicidad
Puquio S.L. (antes Club Hípico Cordobés)

				Intermediarios del comercio

				Administrador: José Miguel Lizcano Navarro (antes, José Manuel Villarejo Pérez)

				450.759,08

		

		
				Cuidad Al-Mansur S.L.

				Parque de recreo y otros servicios relacionados con el espectáculo

				Presidente: 
José Manuel Villarejo Pérez 

				6.118.994,34

		

		
				CENYT Consultoría Organizacional S.L.

				Consulta y asesoramiento sobre dirección y gestión empresarial

				Presidente 
y consejero delegado: 
José Manuel Villarejo Pérez

				2.435.250

		

		
				Global Sinapsis Investment S.L.

				Explotaciones mixtas

				Presidente: 
José Manuel Villarejo Pérez

				223.920

		

		
				Inversiones Estratégicas Sensibles S.L.

				Explotaciones mixtas

				Presidente: 
José Manuel Villarejo Pérez

				169.132

		

		
				Premium Salud S.L.

				Hospitales 
y clínicas sanitarias de medicina

				Administrador único: Rafael Redondo Rodríguez

				5.550.000

		

	

	Fuente: El País, con datos del Registro Mercantil.

	No obstante, según una investigación de Público, la primera compañía de lo que acabaría siendo su imperio empresarial fue Lextor, creada a principios de los noventa. «Pero la más relevante y que más trayectoria ha tenido es Antrax TDL, creada en 1996, cuya sede estuvo en Boadilla del Monte hasta que su nombre fue cambiado por Club Exclusivo de Negocios y Transacciones (CENYT) y se trasladó a Torre Picasso, donde se sitúa el centro neurálgico de sus negocios»[6]. El diario también aseguraba que[7]:

	El 27 de febrero de 1999, la edición de Andalucía de El País informaba de que el Ayuntamiento de Córdoba había aprobado la construcción de un parque temático árabe en Medina Azahara auspiciado por Antrax TDL. Se constituyó para ello una empresa, la sociedad Al-Mansur (antes Puquio S.L.). El presidente era el comisario José Manuel Villarejo Pérez y como consejeros aparecen el abogado Rafael Redondo y Gema Isabel Alcalá, la esposa de Villarejo.

	El 30 de marzo del 2001, la sociedad Antrax TDL, con domicilio entonces en la calle Mártires 9 de Boadilla del Monte, en Madrid, realiza una ampliación de capital de 130 millones de pesetas. Hasta esa fecha, su capital era de 500.000. A los cuatro meses de producirse esa ampliación cesa el administrador único, Rafael Redondo Rodríguez, y se nombra en su lugar a Gemma Isabel Alcala Garcés. En junio de 2003, la empresa cambia el nombre de Antrax por el de CENYT y traslada su domicilio al edificio Torre Picasso.

	A pesar de que según los datos del Registro Mercantil y de las memorias de las sociedades del «agente encubierto», que obran en poder de El País, reflejan que «la actividad ordinaria de las empresas no generaba dinero suficiente», en junio de 2005 su capital social demuestra que es una empresa extraordinariamente rentable. En ese año, los 130 millones de pesetas de 2001 se han más que duplicado (ahora eran 295 millones de pesetas, es decir, 1.772.745 euros), según las investigaciones de Público. Parte de ese dinero provendría, tal y como explica el medio de Prisa, de dos sociedades creadas en Uruguay a finales de los 80. Desde ambas, y en forma de préstamo, entre 1998 y 1999 entraron en Club Exclusivo 514.827 euros en libras esterlinas y dólares y otros 964.474 euros entre 2000 y 2004 que se capitalizaron al año siguiente en ambos casos.

	Estas citas se refieren a otra investigación anterior del periodista Javier Ayuso (de hecho, la primera que se efectuó sobre la fortuna oculta de Villarejo), que se publicó a primeros de marzo de ese 2015 y tras la que se pudo elaborar un detallado cuadro de su entramado empresarial en esas fechas[8]:

	Ayuso escribió:

	De todas las sociedades en las que participa, la que cuenta con mayor capital y patrimonio es Ciudad Al-Mansur S.L., creada el 5 de julio de 1996 y registrada en Madrid bajo la actividad de “parque de recreo, ferias y otros servicios relacionados con el espectáculo”, con domicilio social en Torre Picasso. Su anterior nombre era Marketing y Publicidad Puquio S.L y antes Club Hípico Cordobés S.L. La sociedad está inactiva en estos momentos, cuenta con un capital social de 6.118.994,34 euros, no tiene empleados y registró en 2013 unas pérdidas de 173,17 euros. Ciudad Al-Mansur tiene unos terrenos en Córdoba que iban a destinarse a un parque de atracciones, sin embargo, tras su recalificación en 2007 vendió parte de ellos a una empresa constructora obteniendo una importante plusvalía.

	Una fortuna oculta en paraísos fiscales
de ultramar

	Pese a todo lo anterior, la verdadera clave del origen de la fortuna amasada por un (todavía) inspector en excedencia de más que dudosa trayectoria radica en paraísos fiscales al otro lado del Atlántico (Uruguay, Panamá y República Dominicana), que es donde tenía escondida la mayor parte de su capital en negro cuando regresó al servicio activo en la Policía Nacional, en 1993. 

	El juez que abrió e instruyó al principio la causa del Pequeño Nicolás, Arturo Zamarriego, le preguntó a Villarejo –en su declaración como imputado– sobre su relación con Uruguay y él aseguró que a finales de los ochenta había estado haciendo una investigación sobre ETA en ese país y que con ese fin se crearon empresas de hostelería allí. Según han revelado documentos desclasificados hace pocos años por los militares uruguayos, es cierto que en 1989 hubo una operación contra ETA coordinada desde la Audiencia Nacional y en la que se emplearon fondos reservados. Pero, oficialmente, Villarejo no volvió a la Policía hasta 1993, así que no pudo participar en ella... al menos de forma oficial[9].

	«Tras su detención, en noviembre de 2017, cuando los fiscales Ignacio Stampa y Miguel Serrano le preguntaron por sus sociedades e inversiones en Uruguay, se remontó a 1989 y relató cómo Manuel Ballesteros, el entonces comisario general de Información, le envió a Punta del Este a investigar a varios etarras que se habían refugiado en ese país y abierto un restaurante»[10].

	«El expolicía afirmó que Ballesteros le pidió que creara esas sociedades para que se infiltrara en ETA y afirmó que mediante esas empresas contactó con los terroristas vendiéndoles bebidas en su local. Los miembros del comando etarra fueron detenidos, pero las sociedades del comisario jubilado han seguido activas. Durante su excedencia en el Cuerpo Nacional de Policía constituyó en Uruguay la sociedad Financiera Omeran S.A., una firma que mantuvo viva hasta 2011, año en el que la trasladó a España coincidiendo con la salida de Uruguay de la lista negra de paraísos fiscales». 

	Lo único permaneció allí fue el mascarón de proa de su cadena de negocios uruguayos: el hotel Don Pepe (luego denominado Saint-Pierre), situado en el lugar más turístico de Uruguay, Punta del Este, y del que fue gerente su hija Laura, a la que trasladó de Suiza a Montevideo para que se hiciera cargo del resort, sobre el que el programa de TV Andaluces en Uruguay hizo en 2010 un reportaje que se colgó después en el canal de YouTube de CENYT Mercosur.

	Villarejo cobraba gran parte de sus trabajos especiales en paraísos fiscales, donde también escondía su fortuna secreta, ya que las cuatro sociedades «matriz» de su entramado empresarial «recibieron fondos por valor de 20,42 millones de euros entre 1992 y 2010. Estas cantidades entraron en concepto de señalizaciones, préstamos de accionistas, inmuebles, deuda comercial o amortización de gastos y acabaron engrosando los fondos propios de CENYT, Lextor, Premium Hotels y Cenit Sata, según sus memorias anuales».

	«Un análisis pormenorizado de los balances y cuentas de resultados de las sociedades en las que participan el polémico policía, su familia y sus socios permite comprobar que la actividad ordinaria de las empresas no generaba el dinero suficiente para llevar a cabo todas las inversiones inmobiliarias en las provincias de Madrid, Málaga o Córdoba (más de 14 millones de euros a precio de coste en su momento), o las nuevas inversiones en sociedades. Sin embargo, eso no impidió el fuerte crecimiento, tanto de sus fondos propios como de sus activos, a través de inyecciones de dinero contabilizado de diversas formas y capitalizado posteriormente»[11].

	Ingeniería societaria para enmascarar la trama

	Y, para enmascarar la procedencia de esos ingresos (como descubrió Javier Ayuso en su investigación de 2015, por la que Villarejo siempre trató de vengarse), «9,6 millones de euros llegaron como deudas con terceros y al margen de las generadas con entidades financieras. De ellos, casi 7 millones de euros se recibieron en concepto de “otras deudas” y se destinaron en el mismo año a préstamos (en el caso de CENYT) o a constituir nuevas sociedades (Cenyt Consultoría y Cenyt Ksur) a través de Lextor. Todo ello formaba parte de la manera de actuar de las empresas del grupo que intercambiaban fondos, modificaban su nombre, objeto social o la duración del ejercicio y se condonaban deudas entre ellas, formando una trama difícil de seguir».

	Casi todas esas misteriosas inyecciones de fondos llegaron a sus empresas en España después de su reincorporación a la Policía Nacional, en 1993, pero «a juicio del Ministerio del Interior, sus negocios privados no son incompatibles con su actividad como comisario de Policía, aunque algunos de ellos estén directamente relacionados con la investigación privada, la gestión de crisis o la actividad jurídica o “incidencias judiciales”, tal como detalla, en el apartado de “servicios”, la web[12] de la filial Servicios de Investigación y Detección S.L.».

	Otro de los paraísos fiscales utilizados por Villarejo fue la República Dominicana. El juez instructor del caso Tándem, Manuel García-Castellón, abrió en marzo de 2022 una nueva pieza separada (la 31) dedicada a los negocios del comisario en ese país, en vista de las conclusiones del extenso informe que le entregó la Unidad de Asuntos Internos tras casi tres años de tirar de la madeja denominada «Scorpy» –un archivo localizado dentro de otra carpeta, denominada «Partners», con información, a su vez, relativa a los datos intervenidos dentro de «Taja», con listados clasificados de las bases de datos de los confidentes policiales y los pagos efectuados a los mismos– entre los documentos informáticos incautados en el domicilio madrileño del socio principal de Villarejo, Rafael Redondo, en Galapagar[13].

	Al desenredar ese alambicado camuflaje archivístico, aparecía no sólo la pista de un blanqueo de capitales por valor de 1,2 millones de euros mediante la compraventa de terrenos en el país caribeño, sino también la identidad escondida tras el alias Scorpy: el banquero catalán condenado en Francia a cinco años de cárcel por blanqueo de capitales del tráfico de drogas y procesado en España por estafa, José María Clemente Marcet.

	Viaje oficial de la cúpula de Interior a Arabia Saudí

	Villarejo y su compinche Enrique García Castaño (comisario jefe de la Unidad Central de Apoyo Operativo, UCAO, apodado el Gordo e imputado en Tándem como cómplice) llevaron con ellos a Marcet a Arabia Saudí, en el verano de 2007, en un viaje oficial de la cúpula de Interior. En ese viaje a Riad participaron el entonces director adjunto operativo (DAO) de la Policía Nacional, Miguel Ángel Fernández Chico; el comisario general de Información, Miguel Valverde, y el comisario jefe de Información Exterior, Fernando Sáenz Merino[14].

	Tal como reveló Público en exclusiva –aportando el audio de la conversación entre Villarejo y el Gordo durante un largo trayecto en coche–, el jefe de las cloacas y su cómplice de la UCAO habían discutido dos años antes, en febrero de 2005, «sus gestiones para ganarse la confianza del Gobierno de Damasco y conectarlo con el célebre traficante de armas de origen sirio Monzer al Kassar, con el que (dicen) Villarejo mantenía una estrecha amistad y quien sería finalmente arrestado en Barajas en junio de 2007 y después extraditado a EEUU, donde cumple 30 años de prisión»[15].

	«Para esta misión [a Riad] resulta fundamental convencer al secretario de Estado de Seguridad, Antonio Camacho Vizcaíno, exfiscal y quien sería ministro del Interior en 2011 tras la dimisión de Rubalcaba para presentarse a la Presidencia. Según la conversación, a Camacho le transmitieron que podía hacer negocio de armas con Arabia Saudí, además de con Siria, y que estas relaciones venían desde hacía 12 años».

	Pero lo más sorprendente no es que consiguieran convencer al número dos de Rubalcaba de que valía la pena desplazar a Arabia Saudí a la cúpula de la Policía Nacional, para unas gestiones avaladas por el traficante de armas Al Kassar, sino que en la carta oficial de invitación del príncipe Saud bin Fawaz al Shaalan figuran como «Relaciones Informativas» el propio Villarejo (del que no se menciona su condición de policía) y «José María Clemente Marcet, cuando este era ajeno al Ministerio del Interior y estaba en aquellas fechas imputado por la Audiencia Nacional en una causa instruida por el juez Baltasar Garzón.

	Es decir, Interior nombró a Marcet algo así como relaciones públicas temporal de la cúpula policial, para un viaje de importancia estratégica a Arabia Saudí, a sabiendas de que estaba reclamado o había sido condenado desde el año 2004 por la Audiencia española y países como EEUU, Francia, Italia, Suiza o Colombia por tráfico de drogas, organización criminal y blanqueo de capitales. 

	Una estrecha alianza con el traficante
de armas Al Kassar

	Además, las relaciones de Villarejo y el traficante de armas Al Kassar ya las conocía Interior al menos desde 12 años antes, cuando el entonces inspector envió una carta de protesta a la Dirección General de la Policía (fechada el 16 de enero de 1995) –que Público reveló en exclusiva en julio de 2016[16]– en la que incluso reconocía que se hablaba de que había sido degradado por «trabajar en temas privados y especialmente con Al Kassar».

	Es decir, Villarejo manejaba los hilos de las cloacas de Interior para enriquecerse con dicho traficante de armas mientras este estaba siendo buscado por las Policías de varios países de Europa, América y Oriente Medio, incluida la investigación del juez Garzón. Tras la detención en Barajas de Al Kassar, Villarejo salió en su defensa, enfrentándose a sus compañeros en la Policía, y dos años después fue a EEUU para declarar a su favor en el juicio.

	Para entonces, el negocio internacional de blanquear y mover decenas de millones por los paraísos fiscales de Suiza, Delaware y Panamá, era ya una de las especialidades de Villarejo. Con Marcet volvió a viajar a Arabia Saudí junto a Joaquín Arespacochaga, hijo del último alcalde franquista de Madrid, como reveló Público al difundir fotos de ese viaje de negocios. 

	Arespacochaga era 

	asesor fiscal de la jet-set, relacionado con la creación de sociedades offshore para narcotraficantes o grandes fortunas, un hombre importante en Madrid, Cádiz y Luxemburgo, donde tiene su residencia, según intenta convencer al Juzgado n.º 4 de Cádiz, que le tiene imputado por el desvío a paraísos fiscales de 21 millones de euros de subvenciones para la reactivación de la Bahía de Cádiz.

	Sus anfitriones en Arabia Saudí son el príncipe Naef bin Fawaz al Shaalan, yerno del exviceministro de Defensa saudí, y su hermano gemelo, Saud. El hermano mayor, Nawaf, se casó con la hija del rey Abdullah. El príncipe fue condenado por el Tribunal de Apelación de París, junto con Clemente Marcet, a 10 años de prisión por el envío de 2.000 kilos de cocaína de Venezuela a París, vía Riad, en mayo de 1999. Sin embargo, ninguno de ellos ha entrado en prisión.

	Las fuentes consultadas por Público datan las fotografías en torno a 2013, cuando Clemente Marcet ya había sido condenado por la Justicia francesa y era buscado para cumplir sentencia. Aunque el último viaje detectado del comisario junto a un miembro del despacho de Arespacochaga es de principios de 2016, cuando fueron acompañados por el ex jefe de campaña de Donald Trump, Paul Manafort –ahora en prisión por participar en la trama rusa, según el FBI–; el magnate ruso del aluminio, Oleg Deripaska, y los empresarios españoles Adrián de la Joya y Juan Villalonga, para vender sistemas de encriptación, como ya habían intentado hacer en China e Irán[17].

	Lo que el Gobierno de Sánchez declara 
secreto de Estado

	Pero esta parte de la historia de las cloacas tiene un epílogo todavía más incómodo para el poder, puesto que el Gobierno de Pedro Sánchez consideró necesario intervenir para taparlo:

	Más de 12 años después de aquel peculiar viaje de la cúpula policial española a Arabia Saudí en 2007 con Villarejo y Clemente Marcet, en octubre de 2019 se estaba celebrando en la Audiencia el interrogatorio del comisario García Castaño cuando los abogados de Podemos le preguntaron por los negocios que mantenía, junto a su colega Villarejo, con Marcet. Para sorpresa de todos los presentes, tanto la Fiscalía Anticorrupción como el juez García-Castellón ordenaron parar el interrogatorio, por tratarse de «un secreto de Estado». 

	Lo mismo ocurrió cuando los letrados quisieron saber quién era el socio ruso de estos policías con quien hicieron negocios a partir de 2005, según el sumario, y del que sólo se conoce su nombre de pila: Serguéi. Aunque en este caso Castaño amplió la información conocida, al afirmar que era un coronel de los servicios de información de Vladímir Putin. «Otro frenazo del juez. Otro secreto de Estado que podría quedar oculto en la causa Tándem»[18].

	El Ministerio del Interior de Fernando Grande-Marlaska ya había rehusado responder a las preguntas de Público sobre aquel viaje policial a Arabia Saudí. Después, García Castaño apeló al Ejecutivo para que se le indicase de qué asuntos podía hablar ante el juez y de cuáles no. Así que fue un Consejo de Ministros presidido por Pedro Sánchez el que decidió declararlo «secreto de Estado». Y volveremos a este tema tan inconfesable cuando hablemos de la trama judicial.

	Informe policial para blanquear 
el imperio Villarejo

	En 2015, después de que Público y El País revelasen el imperio empresarial de Villarejo, el director adjunto operativo, Eugenio Pino, encargó a su hombre de confianza José Ángel Fuentes Gago, que actuaba como jefe de gabinete (aunque ese cargo no existía en la plantilla oficial), que elaborase y difundiese un «informe de compatibilidad de las actividades del comisario Villarejo».

	El escrito que pergeñó Gago no fue más que un refrito inconexo de disposiciones administrativas con las que se pretendía validar las actividades privadas de Villarejo, pero sin analizar ninguna de sus empresas. Y finalizaba aseverando que no estaba obligado a pedir la compatibilidad de esos negocios porque la «gestión de su patrimonio» no tenía conexión con las tareas que le encomendaba el Cuerpo Nacional de Policía ni mermaba su dedicación horaria a cumplir esas obligaciones como funcionario público.

	«Cómo sería el “informe policial” de Fuentes Gago que “avalaba” la actividad de Villarejo que hasta el magistrado García-Castellón tuvo que preguntarle cómo pudo emitir escrito semejante cuando en cinco minutos mirando en internet se podía ver que tenía empresas de investigación y de gestión de crisis judiciales manifiestamente incompatibles. Fuentes Gago fue premiado junto a su mujer, también policía, con un estupendamente remunerado destino de agregado en Holanda (donde paraba poco porque venía a Madrid en comisión de servicios)»[19].
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	La camarilla

	Ascenso del PSOE y padrinazgo de Linares

	El regreso de Villarejo a la Policía Nacional, su especialísimo estatus como falso agente encubierto con licencia para enriquecerse a costa de Interior y su promoción hasta la cúspide de la gestión de las cloacas del Estado se fraguaron tras la llegada al poder del PSOE y sus nombramientos al frente de la cúpula policial, donde el primer Gobierno socialista puso al mando a antiguos colegas y amigos del entonces inspector en excedencia. Para entenderlo es preciso que nos remontemos al meteórico ascenso político de Felipe González, impulsado por el SECED (Servicio Central de Documentación) que fundó Luis Carrero Blanco en 1972 como agencia secreta de información y se transformó en 1977 en el Centro Superior de Información de la Defensa (CESID).

	Ese proceso fue narrado por el ya fallecido periodista de investigación Alfredo Grimaldos en su obra La CIA en España, donde cita una entrevista personal que mantuvo con un excapitán del SECED que participó en toda esa maniobra ultrasecreta para refundar el casi extinto PSOE y convertir a González en su líder y en el presidente izquierdista del Gobierno dispuesto a turnarse con la derecha en el sistema de poder bipartidista que se instauraría a partir de 1978. Así explica Grimaldos la génesis del XIII Congreso del PSOE celebrado en octubre de 1974 en Suresnes, junto a París, donde se encumbró al joven abogado sevillano que empleaba el sobrenombre de Isidoro:

	González y otros miembros de la nueva dirección del partido han conseguido llegar a Francia gracias al apoyo prestado por el propio Servicio Central de Presidencia del Gobierno. Los oficiales del organismo de inteligencia creado por el almirante Carrero Blanco son los encargados de proporcionarles los pasaportes. «En un restaurante de la calle madrileña de Santa Engracia[1], hablamos con González, en presencia de Enrique Múgica, para garantizarle su viaje a Suresnes», señala el entonces capitán del SECED Manuel Fernández-Monzón. «Otros compañeros se entrevistaron con Nicolás Redondo, y él entendió enseguida que debía ceder el puesto a un secretario general más joven y con otras características. Cuando Felipe González volvió de Francia, después de haber sido elegido, un comisario de Sevilla le detuvo, creyendo que había dado un pelotazo [sic]. Se llevó una bronca tremenda y tuvo que soltarle enseguida, claro».

	Otros dos miembros relevantes del SECED, Andrés Cassinello y José Faura, mantienen una larga entrevista con Felipe González y con Alfonso Guerra, inmediatamente después de que el clan sevillano se haga con los mandos del PSOE[2].

	«La dictadura propició el resurgir del PSOE»

	Otro testimonio crucial sobre este poco conocido asunto salió de los labios de uno de los principales protagonistas de la trama policial posfranquista, quien sería el sucesor de Conesa como comisario general de Información:

	«Entre 1964 y 1975 estuve precisamente en la información del mundo universitario, muy estrechamente relacionado con la política entonces clandestina. Y lo que viví fue que, a partir de cierto momento, la dictadura propició el resurgir del PSOE para ahogar al PCE», declaró el comisario Manuel Ballesteros a la periodista Pilar Urbano[3]. «A los socialistas no se los detenía, a los comunistas, sí. Estando yo en la Brigada Social, esa era una indicación de los mandos. Más aún: la Policía no sólo miraba para otro lado, haciendo la vista gorda, sino que a veces ayudaba a pasar la valija con la propaganda y los documentos internos del partido que los de Rodolfo Llopis (el PSOE en el exterior) enviaban de allá para acá».

	A finales de los setenta, con Adolfo Suárez como presidente del Gobierno, Ballesteros aparece detrás de algunas acciones criminales de guerra sucia contra ETA protagonizadas por el Batallón Vasco Español. Posteriormente, el Gobierno de Felipe González le recupera para nombrarlo nada menos que jefe del MULC (Mando Unificado de Lucha Contraterrorista) durante la época de actuación de los GAL.

	Meses antes de la celebración del congreso de Suresnes –que se financia con fondos provenientes del Partido Socialdemócrata de Willy Brandt–, el comandante Miguel Paredes, del SECED, y el inspector Emi Mateos, destinado en la Jefatura Superior de Policía de Bilbao, ya han empezado a trabajar en lo que llaman operación Primavera: una serie de contactos con algunos miembros del PSOE del interior, para ver cuáles son sus planteamientos políticos. Especialmente con Nicolás Redondo y Enrique Múgica[4].

	Para contrastar esta versión, consulté fuentes policiales de alto nivel que estaban en activo al final del franquismo y un excomisario principal (que pidió no ser identificado, pero que siempre me había proporcionado información fiable) me narró la siguiente anécdota:

	Durante los últimos años de la dictadura y los siguientes a la muerte de Franco, desde la Jefatura de Información –como se denominaba entonces a la Comisaría General de Información que actuaba como Policía secreta– solían llamar a subinspectores jóvenes para hacerles un encarguito comprometido, y de paso comprobar sus aptitudes: se trataba de llevar un sobre cerrado con bastante dinero en efectivo para entregarlo a alguien en San Sebastián. «Tú vas a esta taberna de la Parte Vieja, te sientas en la barra, pides unos pinchos y esperas a que vengan a pedirte el sobre. Se lo entregas al que te lo pida, pagas y te vas», les decía el comisario jefe como si fuera sencillo no dar el cante de madero en un sitio así. Además, los chavales no se podían creer que le fueran a entregar pasta al primero que apareciese pidiéndoselo.

	Bueno, pues años después andaba un día yo por la carrera de San Jerónimo con uno de ellos, que había cumplido ese encargo en varias ocasiones, y de pronto se para y me dice, sorprendido y señalando discretamente a un transeúnte: «¡Es ese! ¡A ese le daba yo el sobre en Donosti!». Miré al que me indicaba y lo reconocí de inmediato: era Enrique Múgica.

	Comienza la era de Agustín Linares

	El caso es que, ya establecido en el poder, el Gobierno de Felipe González recurrió precisamente al comisario Manuel Ballesteros, procedente de la Brigada Político-Social, para dirigir el mando único antiterrorista y él mismo designó como sucesor en la cúpula policial a un paisano cordobés y viejo amigo de Villarejo: Agustín Linares Molina, quien había participado en operaciones policiales contra los GRAPO como jefe superior de Policía de Cataluña y en 1985 se embolsó un millón de pesetas de los fondos reservados como premio por la desarticulación de un comando. También admitiría ante la jueza que investigó el uso irregular de fondos reservados durante el caso GAL, Ana María Pérez Marugán, que el secretario de Estado de Seguridad Rafael Vera le premió con otros seis millones de ese dinero opaco «como recompensa por su dedicación a la reestructuración y organización de la policía»[5].

	Linares fue nombrado en 1987 subdirector general operativo de la Policía Nacional –puesto equivalente entonces al actual DAO, el más alto cargo uniformado del cuerpo, que ejerció hasta 1994– y trabajó con José Luis Corcuera (ministro del Interior a partir de 1988) en una reorganización de la cúpula policial que –además de estar diseñada para tapar a los responsables de la guerra sucia de los GAL– estableció por primera vez la figura oculta (sin aparecer como tal en el organigrama oficial) de «agente liberado», justo el rango que concedería después a su amigo Villarejo para que se reincorporase al cuerpo de Policía.

	«Prácticamente toda la cúpula de Linares y mucha parte de sus reemplazos en los años siguientes, muchos oportunamente promocionados por Linares a puestos de relevo en previsión de purgas, acabaron al frente de la seguridad de empresas del IBEX, grandes empresas españolas o instituciones. Los que no, crearon consultoras de “inteligencia” o “agencias de pseudodetectives” que enriquecían los informes para sus clientes con datos privados suministrados tanto por los policías en activo como por los recolocados en empresas»[6].

	O sea, Linares fue el verdadero creador del entramado de «Policía paralela al servicio de multimillonarios»[7] que acabó coordinando Villarejo y que explicaremos en detalle en el capítulo 6.

	Villarejo se explaya con los nuevos mandos

	De esa etapa, contamos con un relato en primera persona del propio Villarejo, contenido en su informe de protesta (siete folios escritos a máquina mecánica, de una asombrosa limpieza casi sin erratas ni tachaduras), firmado de su puño y letra, que dirigió, el 16 de enero de 1995, a la Dirección General de la Policía (DGP) quejándose de que se le había dado de baja del privilegiado puesto que disfrutaba en lo que denominó «Departamento de Liberados». Esa carta, una joya que refleja cómo funcionaban los entresijos de la maquinaria de espionaje montada por Linares en la cúpula policial, fue desvelada en exclusiva por Público en julio de 2016, más de un año antes de que fuera finalmente detenido y enviado a prisión provisional[8].

	Está claro que Villarejo cuenta en esa carta su versión parcial de los hechos y sin duda deforma la realidad, para lo que siempre ha demostrado estar bien dotado, pero al ser un escrito dirigido a la DGP es de presumir que procuró no mentir en todo lo contrastable por sus superiores, así que la mayor parte de lo que contaba tenía que ser cierto. Por ello, vale la pena reproducir aquí amplios extractos de aquel mensaje a los nuevos mandos de la cúpula de Interior, tras la depuración ordenada por Margarita Robles cuando fue nombrada por Juan Antonio Belloch secretaria de Estado de Seguridad, después de la caída del ministro Antoni Asunción (sucesor de Corcuera) por la fuga del director de la Guardia Civil, Luis Roldán, y con el Gobierno de González ya herido de muerte por el escándalo del terrorismo de Estado de los GAL.

	En su larga misiva, Villarejo empieza asegurando que está «actualmente en activo, destinado en la UCI (Unidad Central de Inteligencia) de la Comisaría General de Información, enclavado en el concepto de “Departamento de liberados” (con cobertura, incluso, ante los demás funcionarios al dedicarse a actividades privadas, y sin obligación de concurrir a dependencias oficiales en horario normal)». Tras lo que expone que

	quiere denunciar los siguientes HECHOS:

	Que, aun cuando pedí la excedencia el 3 de agosto de 1983, continúo muy vinculado a la Dirección General de la Policía en numerosas actividades y colaboraciones con diferentes máximos responsables de esta (Rafael DEL RÍO, Manuel BALLESTEROS…). Estas relaciones se veían facilitadas en gran medida por la facilidad en la obtención de información a través de una empresa dedicada fundamentalmente a la captación y análisis de información básicamente económica.

	Que desde hace bastantes años, y por tener un gran nivel de confianza con el sub. general de Oper., Agustín LINARES, incrementé estas relaciones con el Ministerio del Interior con actividades solicitadas que en muy escasas ocasiones fueron retribuidas.

	Que hace dos años aproximadamente, al existir un proyecto de creación de Brigada Central de Inteligencia[9] encargada de la captación y análisis de información pura, se me planteó la integración en dicho proyecto ya que era de interés disponer de personal de la más absoluta confianza que realizara actividades aparentemente al margen de la Comisaría General de Información y que dispusiera de infraestructura en funcionamiento, empresas o negocios dedicados a las más diversas actividades.

	[…]

	Que toda actividad se llevaba a cabo con autorización expresa del sub. general de Oper. (Agustín LINARES) y del comisario general de Información (Jesús MARTÍNEZ) y con conocimiento del secretario general (Eugenio CHACÓN).

	Que siempre fue consigna fundamental la de no informar de esta situación de actividad absolutamente a nadie, ni siquiera a los compañeros con los que ocasionalmente hubo necesidad de contactar para los trabajos que se realizaban.

	«Mis infiltrados en los medios de comunicación»

	Que a raíz de dejar de prestar servicio en su cargos [sic] respectivos Agustín LINARES y Jesús MARTÍNEZ pregunté la forma en que iba a seguir colaborando en el futuro, a lo que se me comunicó que ya me llamarían.

	Que, efectivamente, a primeros de agosto fui convocado a una entrevista en el despacho del nuevo subdirector general de Operativo, Miguel Ángel ALONSO, quien me transmitió que conocía en líneas generales las actividades que había realizado por medio de su antecesor (aprecié que no hizo referencia a mis infiltrados en los medios de comunicación) y que se iba a replantear mi colaboración en el futuro, por lo que en los días siguientes sería llamado por el nuevo comisario general de Información y que en el caso de que no se considerase el mantenimiento de mi actividad, al igual que a otros «liberados», se me permitiría la salida a través de permisos de meses sin sueldo, acumulación de permisos pendientes […] hasta que alcanzase los dos años de activo [y] pudiera volver a pedir la excedencia.

	Que tal entrevista nunca tuvo lugar, pero que como en la anterior etapa era llamado únicamente cuando se necesitaba de mis servicios para algún trabajo en concreto, entendí que continuaba como antes hasta que fuera llamado o yo tomaría la iniciativa cuando conociera alguna noticia de interés.

	Que a partir de ese momento continué relacionándome por razón de amistad con Agustín LINARES, quien me transmitía noticias y contactos con la nueva cúpula de M. del Interior, incluso con el nuevo comisario general de Información, por lo que interpreté que se había decidido que mi línea de colaboración se hiciera a través de mi antiguo superior ya que el referido comisario general no contactaba conmigo como se me había anunciado.

	En tal sentido fui informando, entre otros temas, de datos importantes, relacionados con filtraciones realizadas a medios de prensa, noticias que iban a ocupar portadas con varios días de antelación, así como otros asuntos en curso que se habían iniciado en la anterior etapa, como por ejemplo mi actividad de intermediación con AL KASSAR.

	[…]

	Que a finales de septiembre informé de una organización mafiosa formada por alguno de los testigos del juicio de AL KASSAR en la que concurrían intérpretes oficiales de árabe, confidentes y algunos funcionarios de Policía contando, al parecer, con la aceptación (posiblemente no voluntaria) de alguien de Justicia, entre otros del Juez GARZÓN.

	Que al estar implicado precisamente un «liberado» de la Comisaría General de Información («BLASILLO»[10]) no me sorprendió que las primeras entrevistas y las posteriores las tuviera con el comisario general de la Policía Judicial a fin de preservar en lo máximo posible la confidencialidad de tan graves actuaciones.

	[…]

	Que en contadas ocasiones volví a intervenir en este proceso cuando era convocado para ello por el comisario general (Enrique de FEDERICO) o cuando RUBIO[11] detectaba que la colaboración decrecía o alguna de las personas que estaban colaborando desaparecían y el caudal informativo mermaba sensiblemente.

	Que recientemente tuve conocimiento de que GARZÓN preparaba un espectacular impacto en prensa por lo que informé de ello urgentemente a Agustín LINARES y a Enrique de FEDERICO.

	Dicho impacto se refería a la detención de Julián SANCRISTÓBAL, hecho que tendría lugar un lunes y del que yo informaba el sábado anterior por la mañana, y que por su gravedad propició una reunión el mismo domingo con los antes aludidos.

	La información con la que se especuló en esta reunión es que el propio GARZÓN se había adelantado al tener conocimiento de que en cualquier momento iba a ser relacionado con el referido grupo mafioso, bien a través de las diligencias abiertas a raíz del secuestro de los hijos de un testigo de AL KASSAR, o por las diligencia sumariales n.º 7214 declaradas secretas por la juez del Juzgado n.º 46. La urgencia de manejar esta información era motivada por no poder decidir si era o no conveniente anticiparse a la actuación que se esperaba y que iba a ocupar la portada del lunes en el diario El Mundo.

	(P. J.[12] conoció que existía esta filtración y decidió que la detención de SANCRISTÓBAL no se podía anunciar ya que podría implicar que acusaran al juez de revelación de secretos y lo que hizo fue preparar todo el material (las dos series de cinco días) y custodiarlo personalmente escogiendo secretarias y personal de su absoluta confianza para evitar que lo que iba a publicar se supiera como ya detectó en otras ocasiones cruciales debido a la torpeza del manejo de la información que en su día aporté).

	Que con posterioridad a estos acontecimientos continué informando y colaborando tanto con Enrique de FEDERICO como con Carlos RUBIO, así como con Agustín LINARES.

	[…]

	Que supe que era la única persona que había sabido tal operación periodística y que al Gobierno se le había informado por dos vías, exministro Corcuera y director general de la Policía (Enrique de FEDERICO), ambas concurrentes en mi persona.

	[…]

	Que sorprendentemente en los días sucesivos fuentes periodísticas de mi más absoluta confianza me habían comentado que «gente de Información» estaba circulando la versión de que me habían echado de la UCI por trabajar en temas privados y especialmente con AL KASSAR y con la versión de que un grupo de la Guardia Civil manejaba que estaba ayudando a Luis ROLDÁN y que era el enlace que tenía el referido ROLDÁN con dos periodistas de El Mundo (algo tan absurdo que en un principio había comentado entre risas con el propio Agustín LINARES, máxime cuando precisamente él conoce que intervine en labores de penetración y localización), que en los próximos días iba incluso a ser expedientado ya que estaban seguros que no me iba a incorporar a la Comisaría donde sería trasladado. Como soporte documental de dicha noticia iban a facilitar el parte firmado por mí de la baja en la referida Unidad de la Comisaría General de Información.

	Que en los días correspondientes a la semana anterior, a pesar de la actividad frenética que estaba realizando en cuanto al juicio de AL KASSAR y a las filtraciones de los GAL, a pesar de haber tenido conocimiento de estos datos y habérselos comunicado a Agustín LINARES (De FEDERICO estaba fuera de Madrid, no obstante le dejé varios avisos urgentes a su secretaria y además a RUBIO), no le presté mayor atención salvo cuando comenzó a preocuparme la petición obsesiva de que fuera a firmar el referido parte de baja.

	Que tanto a un tal VILLALBA como al actual secretario general, como al propio comisario de la UCI, les transmití que la versión que había recibido era que al tratarse de un malentendido lo mejor era mantener una entrevista personal con el propio comisario general de Información para aclarar todos estos extremos. Fue el jueves pasado cuando se me comunicó que la entrevista tendría lugar asistiendo a una cita donde mostré mi total indignación toda vez que el comisario general, a pesar de la importancia de los asuntos a tratar, no quiso recibirme teniendo como única preocupación todo el personal de la citada Comisaría que firmara el impreso de baja.

	A ello me negué alegando que no quería que la misma fuera al día siguiente publicada con mi firma en algunos medios de prensa y que nadie iba a apartarme de una investigación sin darme explicaciones por escrito, donde hay policías sospechosos de cometer graves delitos, alegando un «compañerismo» mal entendido.

	Que en el mes de diciembre, contactó conmigo Julio CORROCHANO[13], que se me presentó como comisario jefe de la UCI y del que por tanto orgánicamente iba a depender. Debido al nivel de amistad con él[14] me sentí muy satisfecho de la noticia e incluso bromeamos de mi obsesión por la discreción demostrada, ya que a pesar de habernos visto en meses anteriores con cierta frecuencia desconocía mi atípica situación administrativa.

	[…]

	Que a primeros de enero y coincidiendo con la vuelta de vacaciones del comisario jefe de la UCI, me ha llamado este y me ha comunicado que el comisario general de Información le había dado traslado de mi baja automática de dicha unidad a disposición de Personal de la Jefatura Superior de Policía de Madrid sin aportarle ningún tipo de explicaciones.

	Que la persecución de la que me siento objeto me parece «kafkiana» y por supuesto intolerable, que, dado mi grado de responsabilidad, no deseo, en principio, dar cuenta ni publicidad de todos y cada uno de los trabajos que antes excedente y después en la situación atípica en activo he realizado para el Ministerio del Interior, dada la naturaleza reservada y delicada de los mismos y por encontrarse estos clasificados, pero bajo ningún concepto voy a permitir que sobre mi persona se viertan todo tipo de infundios, se realicen operaciones de intoxicación a la prensa donde se ve afectado el crédito y honor y que se me expulse de mi actividad sin ninguna explicación y sometido a todo tipo de sospechas.

	Madrid, a 16 de enero de 1995

	[firma manuscrita]

	Firmado, José M. Villarejo Pérez

	Carnet Profesional n.º 14.773

	Ni siquiera Robles logra cesar a Villarejo

	Una vez más, Villarejo recurría al chantaje, esgrimiendo la amenaza de hacer públicos secretos inconfesables del poder político y ejecutivo, para asegurarse un estatus muy especial. Su carta revelaba también que la nueva cúpula de Interior dio orden de apartarle definitivamente tras la llegada de Margarita Robles a la Secretaría de Estado de Seguridad.

	En conversación personal y a solas en el reservado de un restaurante del centro de Madrid, Robles me confirmó que ella misma ordenó el cese de Villarejo, igual que decidió que no se siguiera entregando dinero de fondos reservados a José Amedo y Michel Domínguez (los dos principales imputados por los crímenes de los GAL) como se venía haciendo regularmente a través de su abogado. En este último caso, su decisión propició las demoledoras filtraciones a la prensa de esos dos policías, pero la orden se cumplió. En cambio, no sólo se le hizo imposible consumar el cese de Villarejo, sino que este incluso salió fortalecido de aquella crisis, convertido en intocable y con carta blanca para labrarse una gran fortuna a costa de los recursos del Ministerio del Interior.

	La única explicación que encontró Robles para semejante fenómeno fue que el ministro Belloch revocase finalmente sus instrucciones, pero no supo darme las razones que le habrían llevado a hacerlo. Sin embargo, tras nuestra larga y minuciosa investigación sobre las cloacas de la Transición, se puede concluir que esa fue una muestra más de cómo el poder de los secretos impidió toda depuración de las estructuras del sistema franquista, que han pervivido hasta nuestros días bajo el dominio oculto de unas elites capaces de imponer su voluntad y sus intereses a todos los poderes del Estado.

	Otra prueba de ello es la facilidad con la que Agustín Linares pudo poner a toda su red de policías a salvo de cualquier purga de antiguos represores de la dictadura, colocándolos en puestos de altísima remuneración desde los que además formaban una red que controlaba toda la información y la seguridad de las mayores entidades financieras, compañías y corporaciones del país, muchas de ellas poseedoras de ingentes bases de datos de empresas y particulares. Él mismo pasó a dirigir la seguridad del Banco Central Hispano y, tras la fusión, la del Santander Hispano. Y, al jubilarse, le pasó el relevo precisamente al comisario Carlos Rubio, al que Villarejo cita en este informe que acabamos de reproducir, cuyo último destino policial había sido la Jefatura Superior de Policía de Madrid.

	Muchos años después de su jubilación, Linares seguía siendo el padrino de ese entramado, como demuestran dos importantes ejemplos que descubrimos en las agendas y grabaciones de Villarejo: su influencia en la compra a Israel de alta tecnología de espionaje de móviles, precursora del software Pegasus, y su convocatoria urgente ante las nuevas amenazas que lanzó el comisario cuando se vio acosado por la instrucción judicial del caso del Pequeño Nicolás.

	Los orígenes del spyware Pegasus

	Vamos por partes. La primera licencia del software israelí de espionaje telefónico Pegasus[15] que se vendió a un país extranjero fue la que negoció en 2011 el misterioso empresario Matan Caspy, socio de los cofundadores de la compañía NSO (Omri Lavie y Shalev Hulio) y al mismo tiempo cofundador del Rayzone Group Ltd, una multinacional de venta y distribución de productos de inteligencia y cibertecnología.

	Tal como descubrió una investigación del medio tecnológico israelí Calcalist[16], Caspy y otro de los fundadores de Rayzone, Eran Reshef, fueron desde entonces los intermediadores (con otros tres socios en Holanda) de la venta de Pegasus a Fuerzas Armadas y de Seguridad de distintos países, actuando siempre en absoluto secreto. Según Calcalist, «la lista de agencias de inteligencia, servicios clandestinos y cuerpos de seguridad interior con las que trabaja Rayzone es uno de los secretos mejor guardados» del mundo del espionaje.

	Fue ese mismo Matan Caspy, consejero delegado de Rayzonen, quien fue interlocutor del DAO de la Policía, Eugenio Pino (procesado con Villarejo en las causas de Tándem, Kitchen y BPA), para negociar la compra de «un sistema de interceptación táctico activo indetectable para redes celulares 2G/3G/4G» que «permite que las agencias de inteligencia y policiales intercepten y graben llamadas de voz y mensajes de texto, y obtengan la ubicación del objetivo», según precisaban las especificaciones de la compañía israelí[17].

	El 31 de julio de 2014, Pino envió a Caspy una carta, con su membrete como máxima autoridad uniformada de la Policía española, para concertar las pruebas de campo de los sistemas de espionaje telefónico durante «10 días laborables» a partir del 11 de agosto. Las comunicaciones previas a la compra encubierta se hicieron mediante un correo electrónico pantalla (para que no quedase registro en la Dirección Adjunta Operativa), explicando a los técnicos israelíes: «Para pasar el material de forma segura, se ha de utilizar el aeropuerto de Madrid y después llevar el material a Barcelona. El hotel en Barcelona, sin problemas. Solamente nos tenéis que decir cuántas personas vienen y cuántos días, así como las fechas»[18].

	Claramente, se trataba de ocultar la entrada en el país de los equipos de espionaje telefónico gracias a la complicidad del amigo y socio de Villarejo que actuaba en aquel entonces como comisario jefe de Barajas: Carlos Salamanca, imputado inicialmente en Tándem. Y el traslado de esos sistemas a Barcelona formaba parte de la trama de la cúpula policial organizada por orden del ministro del Interior Jorge Fernández Díaz contra los políticos soberanistas catalanes[19], que Público reveló al difundir las grabaciones secretas del ministro[20].

	La compra del sistema israelí para espiar a catalanes

	Aunque lo más notable en cuanto a los mentores de Villarejo es el contenido de las notas manuscritas relacionadas con esos sistemas israelíes de espionaje que aparecen en las agendas del comisario incautadas tras su detención y que indican los preparativos de esa compra y quiénes participaron. Empezando, claro está, por los responsables de la Unidad Central de Apoyo Operativo (UCAO) encargada de gestionar todos los pinchazos y otras interceptaciones informáticas de la Policía. Así, el 16 de septiembre de 2013, el comisario escribe:

	BIG -JEFE UCAO [en referencia a su cómplice García Castaño, alias Big o el Gordo] – Compra de Equipo por encargo de PIN [Eugenio Pino].

	La siguiente entrada con respecto a esa operación es del 24 de diciembre de 2013 y la encabezó así:

	MARIANO HERVAS 2.º UCAO [el segundo de Castaño en la UCAO, un ingeniero de Comunicaciones compañero de promoción de Villarejo] – Felicitaciones. Comía con PIN y AGIL. BIG tiene CC [Control de Comunicaciones]. Vernos después de fiestas.

	En esta última nota, al escribir «AGIL» Villarejo se refiere a Agustín Linares, quien seguía participando en las tramas de la cúpula de Interior, puesto que sólo dos días después, el 26 de diciembre de 2013, Villarejo escribió en su agenda:

	BIG - JEFE UCAO – Llamó porque comía con AGIL [Linares] y PIN [Pino]. Iba también MARIANO [Hervás] para hablar de la máquina de control de CC que los judíos están ofreciendo.

	No cabe duda de que «AGIL» es Agustín Linares, porque un año después, el 17 de diciembre de 2014, Villarejo explicitaba esa identidad en el encabezamiento de una nota en otra de sus agendas:

	EX DAO A. LINARES (AGIL) SANTANDER – Con un grupo de CHINOS es el que hackea las páginas de la ASAMBL de CATAL. Además equipos para interceptar. Se muestra mosca con BIG.

	Yo mismo pude confirmar, consultando fuentes policiales de toda solvencia, que efectivamente se celebró la comida del 26 de diciembre de 2013 entre Pino, Linares, García Castaño y Hervás. Además, dichas fuentes me subrayaron que en ese encuentro Linares fue muy insistente en que había que adquirir la «máquina de control de CC que los judíos están ofreciendo», a pesar de que Hervás lo consideraba innecesario, en su criterio de especialista técnico en la materia, porque en aquella época la UCAO ya contaba con varios sistemas de escucha e interceptación de comunicaciones telefónicas que formaban el sistema SITEL.

	«Tanto insistió Linares durante aquella comida en que había que comprar el nuevo sistema israelí de espionaje telefónico, que daba la impresión de que alguien se llevaba una comisión por la operación, bien él mismo o bien su gran amigo Villarejo», me explicó la fuente policial aludida, quien recibió esa información poco después del encuentro de boca del propio Hervás, algo extrañado por la situación generada.

	Lo cierto es que esa compra se efectuó menos de un año después, en septiembre de 2014, como quedó reflejado en uno de los correos del mail-pantalla (de un funcionario de Asuntos Internos, que utilizaba el nombre clave de Lionel y la discreta cuenta ananas2014@gmail.com):

	Como continuación a la conversación mantenida en el día de ayer, nuestros jefes nos piden que os informemos de lo siguiente: 1.- Quieren mantener una reunión el día 3 de septiembre para ver resultados y poder informar, igualmente, ellos de los resultados a los superiores. 2.- El pago del día 6, se hará como acordemos por este medio, en la cantidad de 90. 3.- El pago del día 15, será de 15 y no de 35. 4.- Los 20 restantes, se entregarán el día 3 en la reunión que mantengamos.

	Del contenido de ese correo electrónico no queda claro en qué moneda se iban a pagar esas cantidades, así que es imposible valorar el coste de la transacción, que se efectuó con fondos reservados. Tres meses después, el sistema parecía estar ya operativo, según se desprende de la nota de la agenda de Villarejo en la que especificó que «AGIL» es Linares y que «con un grupo de CHINOS es el que hackea las páginas de la ASAMBL de CATAL» [Assemblea Nacional Catalana, organización independentista que contaba con unos 80.000 socios].

	Las fuentes policiales que consulté estimaban que lo del «grupo de CHINOS» se refería a hackers profesionales de origen asiático, probablemente no de esa nacionalidad, aunque Villarejo los tilde así, y que la nota alude a la operación Cataluña de espionaje de políticos soberanistas catalanes.

	Tres años más tarde, Villarejo incluyó en su última agenda dos notas que reflejaban su alarma ante las noticias que lo comprometían, y que acabarían con su detención tres días después. Ambas están fechadas el 31 de octubre de 2017:

	PIN [Pino] – Llamó por noticias del PAIS donde dice AYUSO que MARCEL [Martín-Blas] aportó la factura de la compra de un equipo de control de teléfonos.

	CHISCO [Francisco Martínez, secretario de Estado de Seguridad] – Sobre datos de la compra de equipos. – NO HA CONTESTADO a mi mensa.

	Las raíces del odio de Villarejo contra Martín-Blas

	El otro hecho que demuestra el enorme ascendiente sobre Villarejo que Agustín Linares mantenía décadas después de apadrinarlo para que regresase a Interior se produjo cuando el comisario ya empezaba a temer el hundimiento de su red de expolicías al servicio de la elite. Era diciembre de 2014, y el jefe de Asuntos Internos, Marcelino Martín-Blas, había desafiado las órdenes expresas de su jefe (el DAO Pino) para autorizar que se investigasen los extraños comportamientos y privilegios de Villarejo en el caso del Pequeño Nicolás.

	Villarejo se la tenía jurada a Martín-Blas desde que incluyó a su hijo entre los sospechosos implicados en el caso Emperador (2011-2014) sobre la mafia china de Gao Ping, una red que proporcionaba servicio de repatriación de dinero negro por el sistema de «compensación»: se transfiere a una persona de la red que también tiene cuenta opaca y esta última se lo devuelve al cliente en España en billetes, restándole una comisión por el servicio prestado.

	En la causa Emperador –que investigó el fiscal José Grinda[21]– estuvo imputado durante algún tiempo el comisario Carlos Salamanca, jefe policial de Barajas y colega de Villarejo, y en la instrucción judicial también se hacía mención al hijo mayor de este último, José Manuel, ya que la empresa del primogénito era recomendada a uno de los lugartenientes de Gao Ping. Martín-Blas se limitó a permitir que en Asuntos Internos se investigase a Villarejo júnior, en vista de su relación con policías, pero el padre juró vengarse por ello.

	Así que al llegar diciembre de 2014 la relación entre Villarejo y Martín-Blas era peor que mala. Y, tras la detención e interrogatorio del Pequeño Nicolás por Asuntos Internos –que encontró notas del precoz estafador sobre su estrecha relación con Villarejo durante la operación Cataluña–, el señor de las cloacas estalló y amenazó al DAO con destapar la caja de Pandora de las guerras sucias de Interior si no se retiraba su nombre de las diligencias del caso. Para calmarlo, Pino convocó a su despacho al número dos de Martín-Blas, el inspector Rubén López, y allí lo sometió a un auténtico tercer grado en presencia de Villarejo, de su compi García Castaño y del jefe de gabinete del DAO, José Ángel Fuentes Gago.

	La grabación de esa conversación reveló años después cómo funcionaba la tapadera de las cloacas en la cúpula policial. En el audio, difundido parcialmente por La Sexta[22], se escucha a Villarejo muy cabreado porque acababa de enterarse de que le esta investigando Asuntos Internos:

	Villarejo: Esta mañana me llaman dos periodistas y me dicen: oye, te quieren hacer una entrevista porque lo del Pequeño Nicolás sales tú en la declaración diciendo que Javier de la Rosa te debe 200.000 euros y no sé qué no sé cuántos… entonces, ¿qué pasa?

	Villarejo exige que se anule esa investigación y amenaza con tirar de la manta de la operación Kitchen; el espionaje del tesorero del PP Luis Bárcenas para robarle los documentos y audios que escondía sobre la caja B y la financiación ilegal del partido. Una trama del Gobierno y la cúpula policial en la que se utilizaron 58 millones en fondos reservados y por la que ocho años después irían al banquillo el exministro Fernández Díaz, su secretario de Estado Francisco Martínez, el DAO Eugenio Pino (para los que la Fiscalía pidió 15 años de cárcel), García Castaño (12,5 años de petición fiscal) y el comisario Germán Gómez Gordo (policía de cabecera de María Dolores de Cospedal –expresidenta de Castilla-La Mancha–, exsecretaria general del PP y exministra de Defensa), al que el fiscal pidió 15 años por fichar como infiltrado al chófer de Bárcenas, Sergio Ríos, también encausado y con una petición de 12 años, 5 meses y 15 días).

	Montaje contra Martín-Blas y encerrona
a Rubén López

	Pero lo increíble de esta causa es que Anticorrupción acabaría pidiendo también 2,5 años de prisión, por supuesto «encubrimiento», a Martín-Blas, cuando en el audio se escucha perfectamente a Pino explicando que «lo del cocinero que cocina» (Kitchen, donde Villarejo le puso el mote de «el cocinero» al chófer de Bárcenas) «sólo lo sabemos nosotros tres» (él, Villarejo y García Castaño). Antes, ya habían convocado al inspector Rubén Eladio López para interrogarle y amenazarle, exigiéndole que no dijera nada de todo ello, precisamente, a su jefe Martín-Blas.

	¿Cómo iba a encubrir el jefe de Asuntos Internos algo que desconocía? Y, además, ¿protegiendo al comisario con el que estaba enfrentado y al que ya investigaba por las sospechas que tenía? Una imputación absurda que el fiscal Miguel Serrano sólo justificó en acusaciones de cómplices de la trama (que lo odiaban por enfrentarse a ellos) en su auto, del que en cambio obvió esa larga grabación (más de una hora), en la que la camarilla de las cloacas de Interior explicaba claramente sus métodos en varios de sus operativos clave: Kitchen, Pequeño Nicolás (con la grabación ilegal a agentes del CNI), Emperador y Gürtel.

	En el tercer grado al que sometieron al subalterno de Martín-Blas, quedó claro que este último no sabía nada de lo que tramaban Pino y Villarejo: el DAO empezó y terminó ordenando a Rubén López que incumpliera su deber de informar a su jefe. Nada más llegar, el inspector recibió la primera amenaza: «López conoce en ese momento al comisario Villarejo, el mismo al que estaba investigando, pero junto a una dura advertencia: “Le presento […]. Esta conversación no ha tenido lugar. Si le habla usted a alguien se le cae el pelo…”».

	Y al final, 

	las coacciones al inspector llegan hasta tal punto que hasta García-Castaño, exjefe de la Unidad Central de Apoyo Operativo (UCAO), intercede para frenarle. Pino dice haber hablado con Martín-Blas, jefe del inspector, pero le dice a este que Martín-Blas «no puede saber de esta entrevista por su seguridad». En ese momento, Enrique García Castaño intercede y le pide que deje «en paz» al policía.

	Finalmente, en la última parte del interrogatorio, Pino presiona a López para que sólo le haga caso a él y no a su propio jefe: «Todo aquello que aparezca de un miembro de la Policía… debo saberlo yo antes… No haga usted caso a las órdenes de su comisario. Hágame caso a mí»[23].

	Tras la encerrona a la que habían sometido a López, el inspector de Asuntos Internos sale del despacho. La Policía le acaba de amenazar y no puede contar nada, uno de ellos vuelve al despacho tras a acompañar al inspector.

	Es José Ángel Fuentes Gago, que a su vuelta comenta el estado de intranquilidad que mostraba Rubén Eladio López: «Está el chaval que se cae... Le he sentado ahí y dice “qué hago yo ahora”», apunta Gago, quien prosigue comentando que le ha recordado que no cuente nada de dicha reunión.

	Quien no se puede enterar es el jefe del inspector, Martín-Blas. Villarejo sigue muy cabreado porque le habían metido en una investigación cuando le habían asegurado que no, y así lo repite García Castaño en la conversación: «Un DAO me lo dijo a mí, te prohíbo que pongas cualquier cosa de Villarejo»[24].

	El padrino Linares tranquiliza a Villarejo

	Y fue entonces cuando se vio el inmenso poder sobre la cúpula policial que conservaba Linares desde el retiro, como el de un padrino mafioso. Tras la marcha de López, se incorporó a la reunión convocado por el DAO, quien reconoció que lo necesitaba para tranquilizar a Villarejo.

	Pino: […] y ahora Pepe sale... ahora tengo al Marcelino al borde de... que le da un infarto cerebral, porque algo le pasa… Y sale Pepe Villarejo por los cerros de Úbeda, ¿no?, precisamente, o a lo mejor por las montañas de Sierra Nevada. Que si él se va, que si habla de una cosa que solamente él, los tres, sabemos; una cosa de un tal «el cocinero», que cocina, etc., etc. ¡Señor, qué cruz! Yo... me viene todos los días...

	Linares (interrumpe): Y se va al juzgado a denunciar...

	P.: Y se va al juzgado a denunciar. Yo, me viene todos los días con informes...

	Villarejo (interrumpe): Ahora hablaré yo...

	P.: Con informes todos los días, y me dice que hay un hotel... que acude en medio de Barcelona el sábado y que se trata del cese de Marcelino en enero...

	Entonces, bueno, si no lo doy ninguna importancia, Pepe, ¿por qué das una...? Ahora aparecen esas diligencias que dicen que hay unas anotaciones del Pequeño Nicolás... que no va a ninguna parte. No va a ninguna parte más que en el morbo correspondiente, y dice que si García Legaz[25] está en calzoncillos, que si se podía follar... Digo, ya me gustaría follarme a la Pechotes[26] a mí, jolín, que está más buena que el pan. ¡Pero bueno!, no va a ninguna parte y se lo da. El juez se lo da a Marcelino. Entonces le digo: «Oye, todo lo que haga de Pepe Villarejo lo quiero ver yo». «¡Claro, pero es que no sabemos lo que el juez ha...!» «No te preocupes. Yo todo lo que...».

	Entonces, bueno, te he llamado a ti fundamentalmente porque eres el padre putativo… aparente, padre aparente, de don Pepe Villarejo. Así que dile a él que… 

	V.: ¿Puedo yo hacer un pequeño matiz?

	P.: Cuando termine. Cuando termine. Así que… Dios, que fue… qué buen vasallo…[27].

	Comienza el DAO, enredándose con sus palabras, para explicar confusamente lo que ocurre, empleando términos como que «Villarejo se siente muy celoso y todo son celos, Agustín», entre las quejas («¡¿Quién, yo?!») de fondo del propio comisario aludido.

	Pino: Por eso te digo que aquí el gran problema es administrar los egos. Así que dile a este señor queee… [bajando mucho la voz] me [ininteligible, quizá: «deje de joder»].

	Villarejo: ¡Matiz!

	P.: Matiza ahora todo lo que quieras.

	V.: Punto uno: ¿tú a mí me has visto alguna vez con ego? O sea, yo siempre me ha gustado emboscarme… yo no quiero existir. Es decir, yo no quiero apuntarme ningún tanto, nunca jamás. Punto dos: en los tres años que llevamos juntos, ¿te he fallado alguna vez? ¿Te he mentido alguna vez? ¿Te he dicho alguna historia por detrás alguna vez? Jamás. ¿Siempre que me has preguntado te he dicho la verdad? ¡Siempre! Punto cuatro: yo he defendido a Carlos Salamanca, como defendí a este señor… cuando le dieron. Como te he defendido a ti si alguna vez te han tal… porque yo siempre he sido amigo de mis amigos, y este señor es testigo de eso. Entonces, a partir de que yo defiendo a Carlos Salamanca porque era una injusticia y era una tomadura de pelo…

	P.: Porque tú haces una bandera...

	V.: Perdona, yo no hago ninguna bandera. ¿Yo he hecho una bandera de Enrique? Cuando a Enrique [García Castaño] le decían que si no sé qué y no sé cuántos y la pasta, y que si se había quedado el dinero y que no sé qué… Te quiero decir que eso es… Entonces, a partir de ese momento tengo un tonto que se llama Marcelino ¡que mete a mi hijo en unas diligencias! ¡Perdóname! ¡Metiendo a mi hijo en unas diligencias diciendo que además su padre…! [le interrumpe Pino].

	P.: No, nooo, vamos a ver, habla con propiedad...

	Así estuvieron discutiendo media hora más, explicándole a Linares –que llevaba años apartado de la Policía– todos los detalles de una investigación confidencial de Asuntos Internos, para que el «padre putativo» de Villarejo les indicase cómo manejar la situación. Incluso le hablaron de las investigaciones sobre la Gürtel del inspector jefe Manuel Morocho, de la UDEF, y Pino mostraba tanta confianza en los que le rodeaban que explotó: «Es para coger la pistola y descargarle el cargador en toda la cabeza». Palabras del máximo cargo de la Policía Nacional sobre el investigador de la mayor trama de corrupción política que haya padecido el país, porque este último se niega a dejar de investigar.

	Por su parte, Linares va impartiendo consejos y juicios de valor, con voz mesurada, hasta que coincide en que lo principal es que Martín-Blas («un tío que me lo debe todo») no se entere de nada, por lo que es preciso «puentearle».

	Linares: Es que esto nos va a crear un problema tremendo. O sea, al cuerpo, a la imagen, le va a crear un problema tremendo... Este tipo de cosas... Es que es... Es continuo. Es que es Pepe, es que es... es el Pequeño Nicolás... Yo creo que este hombre [por Martín-Blas] tiene en sus manos un asunto que...

	Pino (interrumpe): ¡Ese es el juez, ese es el juez!

	L.: Es que... el juez es el juez, pero que nosotros nos estemos aquí redu...

	V.: ¡Apuñalándonos unos a otros gratuitamente!

	L.: No, claro, lo que está fuera de esta casa nos está explotando en las manos. Es que ese es el problema. Yo creo que... Mira, el problema es Martín-Blas.

	P.: El problema es que el ministro no quiere mover un dedo... [para cesar a Martín-Blas].

	L.: El problema es que a medida que pasan los días esto crece...

	P.: Es muy complicado... No hemos podido cesar, ni siquiera al señor este de aquí [refiriéndose a Villarejo] ¡que quería irse! [cuando lo pidió tras su bronca con Martín-Blas por el caso Emperador].

	L.: ¿Le puedes quitar tema de la mano?

	V.: ¡Lo mío!

	P.: ¡Pero si todo el tema de Barcelona [la después denominada operación Cataluña] que llevaba se lo pasé a este [Villarejo]!

	V.: ¡Menos mal!

	La conversación se alargó, reiterando que era preciso apartar a Martín-Blas antes de que se enterase de todo. ¡Y el fiscal lo acusa de encubrimiento! 

	Además, esta grabación no pudo pasarle desapercibida al fiscal Serrano cuando presentó su auto de acusaciones de la Kitchen, en febrero de 2023, puesto que Villarejo la había presentado (tras su difusión) ante la Audiencia en septiembre de 2022 para solicitar que se citara de nuevo a declarar a Linares, o se le dedujera testimonio por cometer falso testimonio en el juicio por las piezas Land, Iron y Pintor de Tándem,[28] en la que también actuaba Serrano como fiscal.

	Más aún, existe otra grabación entre los audios incautados a Villarejo en la que él mismo alardeaba de haber conseguido el cese de Martín-Blas:

	El que fuera jefe de Asuntos Internos de la Policía Marcelino Martín-Blas, el gran antagonista del clan de Villarejo, es otro de los imputados. En las grabaciones interceptadas por la Policía el comisario encarcelado llegó a vanagloriarse de que él había logrado el cese de Martín-Blas tras amenazar con detener a Sergio Ríos para que declarara sobre el espionaje a Bárcenas: «Eso era lo que nunca esperaba Marcelino, que le destituyéramos...», aseguró Villarejo en un audio, a cuya transcripción ha tenido acceso La Razón[29].

	Linares traiciona a su «hijo putativo» ante el juez

	Tres años después de aquella conversación Villarejo pidió a los tres anteriores máximos cargos policiales vivos –Agustín Linares (1987-1994), Pedro Díaz-Pintado (1996-2004) y Eugenio Pino (2011-2016)– que enviasen una carta al juzgado definiendo sus negocios privados como una actividad que estaba autorizada de facto, por sus sucesivos superiores, quienes los aprovecharían para apoyar investigaciones policiales. Los tres lo hicieron, rubricando una carta idéntica, en enero de 2018, con la intención de salvar a su colega, pero se desdijeron cuando los convocaron en 2020 a ratificarse ante el juez[30].

	Por tanto, en su declaración como testigo en la vista oral de Land, Iron y Pintor, Linares también se retractó de aquella misiva, en la que los tres ex-DAO habían suscrito que Villarejo «actuó con total regularidad y eficacia, como agente policial encubierto» y con su «actividad empresarial de cobertura» sus empresas «sirvieron a los intereses de la Policía sin pedir contraprestación por ello».

	Como testigo Linares traicionó a su «hijo putativo» e incluso negó que fuera él quien en 1993 pidió a Villarejo que volviera al servicio activo, aduciendo que fue el comisario quien se empeñó en volver y le pidió regresar a la Policía porque «le hacía ilusión volver a tener la placa. Recuerdo esa frase».

	Villarejo siempre ha subrayado que volvió al servicio activo tras diez años en excedencia (1983-1993) a solicitud del ministro Corcuera y de Linares, con el fin de que sus notas informativas «tuvieran validez». ¿Validez para quién?

	Tras siete años y medio de investigación, Público acumuló pruebas de que Villarejo cobraba por tarea conseguida, que el servicio valía lo pagado y que estaba en condiciones de prestarlo gracias a su condición de policía en activo, igual que varios de sus cómplices. De los trabajos que ejecutaba destacan dos[31]:

	1) Campañas mediáticas con medios o redactores para los que los informes del comisario servían de cobertura al ser citados como «fuente policial», pese a no tener sello de entrada en registros policiales. Casi todos los informes y propuestas que Villarejo presentó a sus clientes durante 30 años usaban a los medios de comunicación, y Cospedal insistió en su declaración judicial que su interés en el comisario se limitaba a su relación con los medios de comunicación.

	2) Provocación, orientación, reorientación o «enredo» (como lo definía él mismo) de investigaciones policiales, pesquisas de la Fiscalía o investigaciones judiciales, objetivo para el que también desempeñaba un papel esencial su condición de policía en activo. En muchos casos se apoyaba en prensa de refuerzo o en sus «notas informativas», que una vez publicadas eran recogidas por acusaciones populares amigas o creadas al efecto, que con los recortes de prensa ponían denuncias en instancias policiales, fiscales o judiciales amigas: estrategias ya avanzadas en 2016 en el documental Las cloacas de Interior.
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V

	El poder de los secretos

	Esqueletos en el armario de la Transición

	Las promesas hechas en las negociaciones de la mesa redonda

	[de una transición a la democracia] que otorgan tolerancia

	a los autócratas salientes no son creíbles.

	Jon Elster

	Hagamos ahora un paréntesis para resumir, analizar y contextualizar todo lo que se ha ido presentando en capítulos anteriores.

	El gran negocio mafioso de las cloacas policiales del comisario Villarejo fragua porque está en el lugar y el momento adecuados: la cúpula de las Fuerzas de Seguridad legadas por la dictadura que se encarga de que todo siga «atado y bien atado» durante y después de la Transición. Veamos cómo y por qué.

	La muerte de Franco coincide con una crisis económica que lleva al borde del abismo a la oligarquía que medró en la dictadura. Las elites ven con gran preocupación cómo la escalada de conflictividad laboral amenaza con perpetuar la senda de subidas salariales de la anterior década y media del franquismo, las mayores de la historia de España[1].

	Hay un precedente similar, la época anterior al golpe de Estado de 1936 que generó la Guerra Civil. Pero esta vez el recorte de los avances laborales tenía que adecuarse a la democratización formal del país y a su incorporación a la Comunidad Económica Europea (CEE). Así que se pusieron en marcha los Pactos de la Moncloa[2], para traspasar la carga de la crisis financiera a los trabajadores –que renunciaron a mejorar su nivel de vida en 1978 y siguieron perdiendo poder adquisitivo 10 años más–, y se transformó la engrasada maquinaria de represión e información del franquismo en una Policía paralela al servicio de los intereses financieros de la oligarquía.

	Esa es la verdadera historia de un entramado policial, político, judicial y mediático que secuestró la naciente democracia posfranquista desde las sombras y mantuvo a la sociedad española como rehén inconsciente de una elite económica todopoderosa que gestionó la herencia de la dictadura.

	La primera investigación académica sobre el papel de los confidentes y los secretos de la dictadura en el modelo español de transición a la democracia (aparecido a finales de 2021 en la publicación académica Historia Actual)[3] ha demostrado cómo el control y utilización de los secretos sobre los represores y colaboradores de la dictadura (los archivos de la Policía política del franquismo y las actividades de sus informantes) han sido clave durante décadas para que las elites del régimen consolidasen y perpetuasen su enorme poder financiero. Además, lo hicieron gracias al privilegio de una impunidad absoluta, forjando instituciones y creando una Policía paralela (en la que Villarejo era sólo un alfil) que han reproducido su poderío hasta el día de hoy a costa de que España padezca los peores índices de Europa en niveles salariales, desempleo, precariedad laboral, pobreza infantil y redistribución de la riqueza[4].

	Transición: Grecia y Portugal, 
mucho mejor que España

	Los resultados de la larga investigación de la economista Vanessa Damiano Sánchez (Universidad de Barcelona) están condensados en las 18 páginas del artículo «Esqueletos en el armario de la Transición española. Transparencia y desigualdad en transiciones a la democracia»[5]. Pero los materiales originales y las tablas completas de ese amplio estudio comparativo analizan más exhaustivamente los casos de Grecia y de Portugal, contrapuestos al de España porque en nuestro país la democratización fue dirigida desde las elites del régimen autoritario anterior a través de un «pacto» o «negociación», sin ruptura revolucionaria con el marco legal de la dictadura. En cambio, «en Grecia y Portugal se produjo a través de una ruptura y de una revolución, respectivamente, cogiendo totalmente desprevenidas a sus elites, que vieron así debilitada su posición negociadora» y su capacidad para controlar las instituciones y chantajear a los políticos.

	La diferencia es notable porque destaca la menor redistribución de la riqueza en España tras una transición pactada, con respecto a las transiciones mediante ruptura de esos dos países, como demuestra el estudio del catedrático de Ciencias Políticas y Sociología, Robert Fishman, aportando numerosas pruebas no sólo de «la mayor prioridad que se ha dado en la política portuguesa al empleo, como objetivo económico; sino también el mayor éxito de Portugal en atender las demandas sociales de los sectores más desfavorecidos, con mayor gasto público en beneficios sociales y educación, además de conseguir un crecimiento más igualitario y mayor reducción de la pobreza»[6].

	España también presenta índices de desigualdad superiores incluso a Grecia, pese a que ese país ha sido devastado económicamente por la imposición de la política de austeridad de la UE tras ser duramente golpeado por la crisis financiera mundial de 2008.

	Pero más sobresaliente todavía es que en estos dos países del Sur de Europa se ha podido descartar la existencia de las redes clandestinas de poder que ha generado el modelo transicional de España y que han salido a la luz en los últimos años con la judicialización de la trama policial mafiosa del comisario Villarejo. La investigadora ha indagado «la vinculación entre el poder económico-financiero y los antiguos servicios de información de la Policía política, basada en la existencia de información comprometida», y ha analizado los resultados con la metodología del rastreo de procesos. Eso le ha permitido confirmar «la relación entre las medidas de falta de transparencia sobre la represión de la dictadura y la reproducción de redes clandestinas de poder conformadas por cierta elite, que ha instrumentalizado esa deficiencia a su favor».

	De hecho, sus pesquisas científicas y análisis académicos confirman plenamente las exclusivas periodísticas publicadas a lo largo de los últimos seis años por las periodistas Patricia López y Pilar L. González de Lara, así como por mí, en Público, sobre la existencia de una Policía paralela al servicio de los multimillonarios y de las familias que se enriquecieron con el franquismo y la privatización posterior de las grandes compañías del Estado. Un cáncer sistémico de la Transición española que no ha sido nunca expuesto en su verdadera dimensión por los principales medios de comunicación que, finalmente, están aireando con años de retraso detalles concretos de cada uno de los escándalos contenidos en las decenas de piezas separadas en las que la Audiencia Nacional ha dividido, de momento, el gigantesco entramando del caso Tándem, descubierto gracias a los archivos secretos de Villarejo.

	«Esqueletos en el armario» de la Europa
de la posguerra

	Precisamente de archivos secretos, y de su manipulación como elementos de chantaje a los poderes políticos y judiciales, es de lo que trata este análisis sin precedentes sobre la Transición española en su conjunto, basándose en la «teoría de esqueletos en el armario» elaborada por Monika Nalepa, actualmente catedrática de Ciencias Políticas en la Universidad de Chicago, para explicar la justicia transicional en la Europa poscomunista[7].

	Porque en la ocultación y utilización de esos archivos confidenciales se cimentó el imperio mafioso con el que las elites económicas tardofranquistas asentaron su control absoluto de las instituciones democráticas, bajo la cobertura de la monarquía[8] y mediante la estructura creada por miembros de la Brigada Político-Social y de los servicios secretos de la dictadura, cuyos más destacados agentes pasaron a dirigir los gabinetes de Seguridad de las principales compañías y entidades financieras de España. Desde esos nodos de poder se construyó un gigantesco entramado de sicarios al servicio de los potentados, con la complicidad de jueces y fiscales que ampararon esa trama. Una organización criminal en la cúpula del poder del Estado que ha controlado toda la Transición y ante la cual las mayores tramas corruptas de los partidos son meras anécdotas.

	Esa organización criminal de mandos de la Policía política del franquismo, la mayoría de ellos bregados en la feroz represión en Euskadi desplegada desde que los servicios secretos de Carrero Blanco pusieron al frente de la lucha antiterrorista allí a José Sainz González (primer jefe de Villarejo), se hizo con el poder real dentro de la Policía durante más de 40 años de democracia, y hasta hoy[9], a causa del pacto de punto final que produjo la Ley de Amnistía de 1977. Un borrón y cuenta nueva que no sólo exoneró a todos los responsables de los crímenes de la dictadura, sino que incluso mantuvo en sus puestos a los que dirigieron la siniestra Brigada de Investigación Social (la que se conocía como Político-Social), fundada por la Gestapo y encabezada por el brutal comisario Roberto Conesa.

	La Policía política franquista se perpetúa en España

	Lo único que se hizo fue cambiar los nombres de cada cuerpo policial: la Dirección General de Seguridad pasó a llamarse Dirección General de la Policía, y la Policía política pasó a ser Brigada Central de Información, primero, y después Comisaría General de Información. Pero siguieron mandando los mismos, que además eligieron a sus sucesores y ascendieron a sus discípulos, porque Adolfo Suárez encargó la «modernización» de la Policía al implacable falangista reconvertido Rodolfo Martín Villa, quien nombró a José Sainz al frente de la nueva Subdirección General de Seguridad y aceptó su exigencia de que se instaurase un sindicato policial (al principio llamado «asociación», puesto que aún no existía libertad sindical) encargado de impedir cualquier democratización interna de las Fuerzas de Seguridad y de garantizar la impunidad absoluta de los agentes frente a presiones políticas o judiciales.

	Esa Asociación Profesional de la Policía reunió a los más destacados represores de la Policía política en Euskadi: el propio José Sainz (jefe en Vizcaya), Manuel Ballesteros (jefe en Guipúzcoa) y Rafael del Río (jefe en Álava), encargados de dirigir la «modernización», junto al servicio secreto militar SECED (antecesor del CESID, luego CNI) y con otros destacados jefes policiales franquistas, como José Luis Fernández Dopico y Agustín Linares Molina, quien años después apadrinó el reingreso y ascenso de Villarejo en el Cuerpo Nacional de Policía tras su larga excedencia para enriquecerse con operaciones ilícitas de espionaje privado.

	En la primera época, Villarejo había estado en Bilbao como fiel secretario de Sainz, por lo que el subinspector que después sería comisario jefe de las cloacas de Interior fue nombrado vicepresidente de esa Asociación Profesional de la Policía, encargado de la comunicación y de dirigir la revista Tribuna Policial.

	Suárez, tras ganar las elecciones de 1979 que todos los poderes fácticos querían que perdiera, nombró ministro del Interior al capitán general de la IV Región Militar (Cataluña) y director general de la Guardia Civil, Antonio Ibáñez Freire, quien había sido gobernador civil y jefe de la Falange en Vizcaya y Barcelona, y lucía una Cruz de Hierro con la que le galardonó el Tercer Reich cuando la Gestapo montó las Fuerzas de Seguridad de Franco. El sucesor de Martín Villa ascendió a José Sainz a la cúspide la Dirección General de la Policía, entregando definitivamente el cuerpo a los artífices de la represión franquista.

	A Sainz le sucedió Rafael del Río, comisario de la Político-Social en Éibar durante la dictadura, mientras Villarejo llegaba a secretario general del sindicato de los jefes policiales (SPCSP) y se enfrentaba a la Unión Sindical de Policía (USP) de Modesto García, afín al PSOE. A Ibáñez Freire le reemplazó Juan José Rosón, quien dirigió durante el franquismo el fascista Sindicato Español Universitario (SEU) y la TVE del No-Do, para ser encumbrado como gobernador civil de Madrid tras la muerte del dictador.

	Una Ley de Secretos Oficiales dictatorial
todavía vigente

	En este clima político violento –a causa de la persistente represión policial, los comandos de pistoleros de ultraderecha y los atentados de ETA– se produjo el golpe militar del 23-F, tras el que tanto el sumario de la causa judicial como las actas del juicio en la Audiencia Nacional se han mantenido ocultos hasta el día de hoy, bajo el manto de la franquista Ley de Secretos Oficiales 9/1968. Una legislación dictatorial que no sólo sigue todavía vigente, porque no ha sido derogada en toda la democracia, sino que incluso ha sido reforzada después tanto por los Gobiernos del PP como por los del PSOE, que han ido ampliando los conceptos por los que se pueden esconder indefinidamente a la opinión pública las decisiones y medidas tomadas por las autoridades.

	En el año siguiente al golpe del 23-F, cuando ya era indiscutible que Felipe González iba a arrasar en las elecciones generales, se le dejó claro al líder del PSOE que el presidente elegido en las urnas no iba a tener el control de las Fuerzas Armadas ni de las de Seguridad, encargándose Rosón de indicarle quiénes habían de ser los ministros de Defensa y de Interior, designados por las elites económicas. Hasta el mismo Villarejo se permitió advertirle personalmente a González de que «sus escoltas son también policías y van armados».

	Fue en ese trance cuando se puso en práctica uno de los más descarados chantajes policiales al poder político: el sindicato SPCSP de Villarejo se hizo con una cartera donde Manuel Plaza, miembro del rival USP, guardaba las fichas internas sobre los propios policías que habían elaborado agentes afines al PSOE para impulsar una renovación en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado cuando consiguieran ganar las elecciones. Así descubrieron los jefes de la Político-Social que se estaba preparando una purga de los mandos policiales de la represión, en cuanto Felipe González ocupase la Moncloa.

	La respuesta fue inapelable: la sustracción de millares de expedientes policiales internos del franquismo que comprometían a dirigentes y militantes socialistas y comunistas por su anterior colaboración con el régimen, con la amenaza directa que hacer públicos todos esos datos y destruir las incipientes carreras políticas de los que ya se veían en el poder tras las elecciones. 

	El robo de esos 2.000 expedientes policiales, cometido por Sebastián Fernández Dopico (hermano del antes citado director general de la Policía) y su subalterno José Luis Rodríguez Zarco, forzó a González a descartar al candidato de la USP, Carlos Sanjuán, y nombrar ministro del Interior al exfalangista José Barrionuevo. Asimismo, Rafael Vera fue también impuesto como secretario de Estado de Seguridad –así que no hubo un solo «Señor X» del terrorismo de Estado de los GAL, sino bastantes más–, igual que Narcís Serra fue colocado en Defensa para «modernizar» el Ejército tras el 23-F y meter a España en la OTAN.

	Años después, Serra protagonizaría el caso del agujero de activos inmobiliarios tóxicos en Catalunya Caixa y se descubriría que él pagó personalmente el informe Crillón contra Mario Conde, en plena guerra de dosieres de chantaje y extorsión, como explicamos a continuación.

	5.000 expedientes policiales sustraídos
para hacer chantaje

	En realidad, los expedientes policiales sustraídos por los mandos herederos del franquismo fueron en total unos 5.000, y los 3.000 restantes –incluyendo los de torturadores y confidentes policiales, muchos de los cuales treparon luego a las alturas del poder político democrático haciéndose pasar por antigua oposición antifranquista– no fueron destruidos, como se sostiene en la historia oficial, sino atesorados como caudal de chantaje durante toda la democracia. Barrionuevo y Vera acabaron en prisión, pero la cúpula policial (y del servicio secreto) franquista siguió controlando durante décadas a los sucesivos jefes de las Fuerzas de Seguridad y chantajeando a los diferentes Gobiernos, siempre al servicio de las elites económicas procedentes de la dictadura, que iban promocionando a sus propios delfines para perpetuar esa sociedad secreta.

	Mario Conde trató de formar parte de esas elites, y contrató a Sebastián Fernández Dopico para que le organizase su propia infraestructura de seguridad e información, con el fin de obtener informes sobre competidores, antagonistas o adversarios, junto a varios expolicías y exagentes del CESID. Además, consiguió que el exjefe de la Agrupación Operativa del servicio secreto, Juan Alberto Perote, le entregase 1.200 microfichas con toda la información clasificada sobre la guerra sucia de los GAL, así como los archivos secretos del 23-F. Pero todo ello, que comprometía directamente a Juan Carlos I y probaba el origen político e institucional del golpe (según fuentes de plena solvencia recabadas por mí tras una larga investigación[10]), no le bastó al banquero para blindarse frente a los amos de las cloacas de Interior y sus sicarios, coordinados por Villarejo, que ocupaban todos los ámbitos del poder económico, político y policial.

	La detención, procesamiento y condena de Conde demostró que las elites posfranquistas no permiten que les disputen el poder advenedizos recién llegados y sólo admiten en el superselecto Círculo de Gstaad[11] a los discípulos escogidos y preparados en el club de la beautiful people que nutre el relevo de los nuevos amos del país, como Adrián de la Joya (amigo de Villarejo en Marbella), Borja Prado (hijo del administrador de la fortuna ilícita del rey[12]) o Florentino Pérez (forjado en el Ayuntamiento de Madrid, primero con la UCD y después con López del Hierro –marido de Cospedal– y con Barrionuevo).

	El desarrollo secreto de la larga Transición controlada por ese poder en las sombras dejó un reguero de operaciones encubiertas y escándalos soterrados, desde la sospechosa matanza de los abogados de Atocha o el montaje policial del supuesto atentado en la sala de fiestas barcelonesa Scala (diseñado para destruir a la CNT) hasta el pavoroso incendio del edificio Windsor (que destruyó, justo al día siguiente de que lo reclamara el fiscal, el informe de la auditora Deloitte[13] sobre el pelotazo de la venta de FG Valores por Francisco González, tras ser designado por Aznar para hacerse con el control del BBVA), sobre el que Villarejo escribió que había sido intencionado para eliminar las pruebas contra el presidente de la entidad bancaria.

	Hacer y deshacer Gobiernos a golpe
de secretos y de fakes

	La lista de casos en los que se utilizó, robó, falsificó, mutiló, fabricó o destruyó información secreta para chantajear y coaccionar durante la larga Transición es interminable: los papeles de Manglano (todos los detalles de la guerra sucia de los GAL); el informe Jáudenes[14] (la implicación del servicio secreto en el 23-F); el archivo Jano (del CESID sobre los secretos de políticos y magnates); el informe Crillón (encargado a la agencia Kroll sobre Mario Conde); la operación Kitchen (para destruir las pruebas de la caja B del PP); el informe PISA (montaje del DAO y de la UDEF para hundir a Podemos)… 

	Con el chantaje de documentos secretos se impusieron los ministros del primer Gobierno de González, y con la difusión de documentos secretos de los GAL se hizo caer a su último Gobierno. Y las filtraciones de las pruebas de corrupción del PP, del PSOE y de CiU acabaron con sus Gobiernos nacionales o autonómicos una y otra vez.

	La investigación de Damiano hace un repaso tan exhaustivo del medio centenar de altos cargos policiales franquistas que formaron las redes secretas del poder económico durante la democracia, que sus tablas han tenido que ser resumidas para el artículo académico publicado. Su versión íntegra muestra cómo gran parte de las compañías que integran el índice bursátil de referencia –IBEX-35– han participado en esas redes clandestinas de poder gracias a la contratación de mandos policiales franquistas como directores de su Seguridad corporativa, que se coordinaban con la cúpula de la Policía Nacional para cometer múltiples delitos propios de una inmensa organización criminal mafiosa. 

	Sólo con el estudio judicial de la mitad del archivo de documentos y audios incautado a Villarejo ya han sido imputados o investigados los más altos cargos de gigantes como Iberdrola, BBVA, Repsol y CaixaBank; y muchas más grandes compañías han sido implicadas o relacionadas con esa trama colosal: OHL, ACS, Telefónica, Prosegur, Indra, Mutua Madrileña, Grupo Planeta, Banco Santander, Airtel Móvil, Procisa, Constructora San José, Tabacalera, Interligare… 

	En todos los casos, el nexo de conexión con las cloacas de Villarejo eran los mandos policiales franquistas que siguieron al frente de las Fuerzas de Seguridad al principio de la democracia y después dejaron allí a sus delfines para pasar a disfrutar de salarios millonarios en poderosas empresas privadas, especialmente las que fueron privatizadas por los Gobiernos de González o de Aznar.

	Un modelo de transición que da impunidad 
total a las elites

	El informe de Damiano abre la puerta a un análisis académico sin precedentes sobre las consecuencias de ese modelo de Transición: impunidad absoluta de las elites, con redes secretas de poder cimentadas en la continuidad de las estructuras represoras de la dictadura, además de las desproporcionadas desigualdades económicas, laborales y sociales que padece España y que la sitúan a la cola de Europa en esos ámbitos. De hecho, el trabajo de la licenciada en Económicas y doctoranda en Investigación Sociológica señala los casos de Polonia y de Hungría como principales países que siguieron el modelo español de transición, incluso asesoradas por algunos de los protagonistas de nuestro país, y subraya sus evoluciones democráticas poco ejemplares que han llevado a enfrentar a sus Gobiernos con las instituciones de la Unión Europea.

	Sus conclusiones, sobre la base del estudio comparativo de las decenas de transiciones ocurridas en el mundo, son demoledoras: la transparencia sobre los ejecutores de la represión en una dictadura y los colaboracionistas secretos con el régimen es la única vía de justicia transicional que logra una verdadera redistribución del poder político y económico, frente a los procedimientos que ahora se buscan en España a través de procesos judiciales o comisiones de la verdad, que resultan inútiles sin transparencia sobre el verdadero papel que desempeñaron los escalafones superiores de los partidos opositores. Incluso en Polonia se ha llegado a descubrir que un elevado número de los diputados que se sentaban en su Parlamento democrático habían sido colaboracionistas del régimen de Jaruzelski durante la represión impuesta desde el Kremlin. Un tipo de investigación que sigue siendo hoy totalmente imposible en España.

	Como un verdadero «modelo español de impunidad» –explicado por el magistrado de la Audiencia Nacional y vocal del Consejo General del Poder Judicial Ramón Sáez Valcárcel[15] en el mismo dosier de Historia Actual en el que fue publicado el artículo de Damiano: El «Modelo de impunidad español»: pasado, presente y futuro (1977-2020)–, lo que la Transición española demuestra es que la falta de transparencia sobre el final de la dictadura, como ocurre todavía hoy en España, permite la continuidad de la estructura judicial y policial del régimen anterior, impide la redistribución de la riqueza tras el fin del sistema autoritario y facilita la creación de redes clandestinas de poder económico que bloquean el normal desarrollo del sistema de mercado y de la competencia, instaurando oligopolios capaces de chantajear a los Gobiernos surgidos de las urnas.

	Porque «en el Sur de Europa se observan dos estrategias claramente diferenciadas a la hora de lidiar con los colaboradores directos de la dictadura y su continuidad en las instituciones públicas», escribe. 

	El caso español resultó una excepción, permitiendo la continuidad de muchas de las instituciones de la dictadura y de sus colaboradores, cambiando simplemente su estatus legal en consonancia con una Transición negociada sin ruptura. Por el contrario, en los casos de Grecia y Portugal se realizaron intensas purgas, tanto en relación con los integrantes del Gobierno como en el cuerpo de funcionarios, abarcando entre otros a los cuerpos militares y la Policía, especialmente la Policía política. Además, en ambos casos hubo disposiciones para la apertura de los archivos secretos de la dictadura, los archivos de la represión y de la Policía política.

	Los ejemplos portugués y griego de purgas
tras una dictadura

	En el caso portugués, se aprobaron leyes a tal efecto, de tal forma que a finales de 1975 permitieron la purga de 20.000 personas entre antiguos gobernantes, dirigentes del partido único, la Legión Portuguesa y funcionarios públicos de diversos ministerios. En el Ejército se expulsó a más de 300 efectivos de todas las graduaciones y se depuró la Policía militarizada de la dictadura (Guardia Nacional Republicana), aunque los únicos agentes de las Fuerzas de Seguridad del Estado sometidos a juicio fueron los integrantes de la Policía política (PIDE-Polícia Internacional e de Defesa do Estado). Hubo purgas en otras muchas instancias como universidades, Justicia y administraciones locales. El archivo personal de Salazar y los archivos de la PIDE fueron incorporados a los Archivos Nacionales.

	En Grecia, los miembros de la Junta Militar fueron juzgados y condenados a muerte, pena después conmutada por la cadena perpetua. Se realizaron purgas (el denominado proceso de apo-untopoiisi) que afectaron a 100.000 personas, atañendo a todos los cargos directos relacionados con la dictadura y a los cuerpos de funcionarios, especialmente en las universidades. En cuanto a los archivos de la dictadura y la represión, en un primer momento fueron revelados y se utilizaron para condenar a los responsables de violaciones de derechos humanos.

	Todo esto no puede ser más distinto de lo ocurrido en España, cuya «modélica» Transición sigue siendo un misterio para la ciudadanía, porque la verdad de lo ocurrido permanece oculto en las sombras de una Ley de Secretos Oficiales dictatorial que sigue vigente, y no se puede corregir ni reparar porque la Ley de Amnistía preconstitucional es esgrimida como coartada para que la Justicia no cumpla su cometido con los represores, los colaboracionistas y los que se enriquecieron con esos crímenes y violaciones de los derechos humanos. 

	Este capítulo lo encabezábamos con el axioma propuesto por Jon Elster[16]: «Las promesas hechas en las negociaciones de la mesa redonda que otorgan tolerancia a los autócratas salientes no son creíbles». ¿Por qué, entonces, hay autócratas que las aceptan y luego se mantienen largo tiempo en algunos casos? 

	El caso español es paradigmático, más que los de Europa del Este analizados en «la teoría de esqueletos en el armario», ya que la ley de 1977 amnistió a todos los funcionarios, autoridades y agentes del orden que hubieran violado «los derechos de las personas»[17]. Esta ley sigue intacta pese a los intentos de las víctimas por obtener reparación en tribunales españoles o argentinos y pese a que el Comité de Derechos Humanos de la ONU amonestó a España por el mantenimiento de dicha ley, sugiriendo su derogación[18].

	Ejemplos recientes de transparencia independientemente del tiempo transcurrido los encontramos en Brasil o Países Bajos.

	El proyecto Oorlog voor de Rechter[19] (La guerra ante los tribunales) del Archivo Nacional de Países Bajos va a hacer públicos a partir de 2025 los datos de 300.000 holandeses que fueron investigados o juzgados después de la Segunda Guerra Mundial por su colaboración con los nazis. Con ello se pretende abordar el pasado de una forma más estructurada, permitiendo ver qué pasó con la gente corriente, con las víctimas. Hasta ese momento el acceso a estos documentos estará restringido por la Ley de Archivos para proteger la privacidad de las personas que aún viven, por lo que el acceso solamente puede hacerse en una sala de lectura cerrada y bajo estrictos requisitos.

	A partir de 2025, con la documentación digitalizada accesible a través de un buscador, las indagaciones podrán hacerse libremente e incluso utilizar la inteligencia artificial para combinar datos. La iniciativa aportará nueva información a los implicados sobre historias que no se han contado, tanto para los descendientes de los sospechosos y las condiciones que vivieron como para las familias de las víctimas.

	A nivel de la calidad del ejercicio de transparencia, es la primera vez que se va a efectuar una digitalización de documentación a la escala que lo va a realizar Países Bajos y abre nuevas posibilidades al estudio del pasado.

	Por último, los datos preliminares indican que los siguientes países han practicado la transparencia en el tratamiento de su información comprometida (la llamada kompromat[20]): Grecia, Portugal, Argentina, Chile, Polonia, Hungría, República Checa, Alemania del Este y Guatemala. Es un punto de partida para el estudio sobre la eficacia redistributiva de esta medida en el futuro análisis de un número elevado de casos de transiciones de la dictadura a la democracia.

	En el próximo capítulo, le damos la palabra a la investigadora Vanessa Damiano para que resuma su completísima indagación sobre la formación, el contenido y el alcance de la gran trama de Policía paralela al servicio de las elites que ha perpetuado el posfranquismo en España durante más de cuatro décadas de democracia formal.

	

	[1] Una escalada salarial que muy pocos historiadores y casi ningún político citan ni valoran en su verdadera importancia.

	[2] Carlos Enrique Bayo, «Las siete preguntas clave sobre el papel de los Pactos de la Moncloa en la Transición», Público, 6 de abril de 2020.

	[3] Damiano Sánchez, «Esqueletos en el armario de la Transición española», Historia Actual Online 56, 15 de octubre de 2021.

	[4] Carlos Enrique Bayo, «La Transición se desarrolló bajo el chantaje de secretos que hoy siguen ocultos», Zorrotz, 25 de noviembre de 2021.

	[5] Damiano Sánchez, «Esqueleto en el armario…», cit.

	[6] Robert M. Fishman, Democratic Practice: Origins of the Iberian Divide in Political Inclusion, Oxford, Oxford University Press, 23 de mayo de 2019.

	[7] Monika Napela, Skeletons in the Closet: Transitional Justice in Post-Communist Europe, Indiana, University of Notre Dame – Nueva York, Cambridge University Press, 2012.

	[8] Carlos Enrique Bayo, «Juan Carlos I intercedió con el Constitucional para librar a “Los Albertos” de prisión el año que recibió 100 millones en una cuenta opaca», Público, 8 de abril de 2021.

	[9] Gloria Elizo, «Deconstruyendo a Villarejo (III)…», cit.

	[10] Carlos Enrique Bayo, «Juan Carlos I y su gestor financiero mintieron al exjefe del Cesid Manglano para ocultar el origen de su fortuna», Público, 28 de octubre de 2021.

	[11] Carlos Enrique Bayo, «Los audios de Lezo destapan la conexión de las tramas corruptas: el “Círculo de Gstaad”», Público, 12 de mayo de 2017.

	[12] Carlos Enrique Bayo, «Manuel Prado traspasó a Alberto Alcocer la gestión de la fortuna del rey y justo después Fasana creó la cuenta “Soleado”», Público, 20 de julio de 2021.

	[13] Deloitte Tohmatsu Limited, la empresa de servicios profesionales más grande del mundo.

	[14] Elaborado por el entonces teniente coronel Juan Jáudenes Jordana, jefe de la División Interior del CESID: Miguel González, «Los secretos del “informe Jáudenes”», El País, 23 de febrero de 1997.

	[15] Ramón Sáez Valcárcel, «La impunidad de los crímenes de la dictadura y la ideología jurídica del olvido»: «El Modelo Español de Impunidad de los crímenes de la dictadura, prototipo de crímenes de Estado, se sustenta en una ley preconstitucional, en el fracaso de la política por la ausencia de medidas de Justicia Transicional y en las decisiones de los jueces que negaron el acceso de las víctimas a la tutela jurisdiccional. Un marco que ha sido elaborado por la ideología jurídica del olvido y la negación de la historia».

	[16] Jon Elster, Closing the Books: Transitional Justice in Historical Perspective, Cambridge, Cambridge University Press, 2004.

	[17] Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía (BOE, 17 de octubre de 1977).

	[18] Examen de los informes presentados por los Estados partes con arreglo al artículo 40 del Pacto. Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos. España, Naciones Unidas – Comité de Derechos Humanos. Ginebra (octubre de 2008).

	[19] Isabel Ferrer, «Países Bajos arroja luz a la sombra del nazismo», El País, 18 de febrero de 2023.

	[20] Redacción, «Qué es el “kompromat”, la vieja táctica rusa para conseguir información comprometedora y chantajear», BBC Mundo, 12 de enero de 2017.

	
VI

	El entramado

	Una red de expolicías franquistas guardianes de la elite

	Vanessa Damiano Sánchez[1]

	El caso Tándem ha desvelado una amplia red de jefes de Seguridad de grandes empresas formada por excargos policiales, que funcionan como unas «puertas giratorias». En estos puestos de responsables del Departamento de Seguridad de las mayores corporaciones, esos exmandos de la Policía llegan a cobrar el quíntuple de lo que percibían como funcionarios. La mayor parte son grandes compañías que manejan una enorme cantidad de datos privados de los ciudadanos. Otros expolicías crean consultoras, empresas de inteligencia o agencias de detectives. Se enriquecen a través de la comercialización de informes con datos privados procedentes tanto de policías en activo como de las empresas donde trabajan algunos de estos policías recolocados. 

	La migración de estos policías a puestos de seguridad en empresas y a la creación de consultoras privadas comenzó tras la victoria socialista de 1982, donde algunos de los mandos de la Brigada Político-Social fueron recolocados en las mejores empresas, en previsión de purgas. Esta situación se prolongó hasta la llegada de Margarita Robles a la Secretaría de Estado de Interior en 1994, cuando destituyó a casi toda la cúpula policial. 

	Pero los policías de la trama resultaron haber sido convenientemente promocionados a puestos de relevo, para ser luego recolocados en empresas privadas que manejan gran cantidad de datos de empresas y ciudadanos, o bien se les facilitó la creación de sus propias consultoras de seguridad. Entre los objetivos de esta red, que sigue bajo investigación judicial, figuran el espionaje de compañías, empresas y bufetes de abogados competidores, obteniendo sus datos bancarios y de operaciones económicas, mediante pinchazos telefónicos, así como accediendo a los archivos policiales relacionados e incluso cometiendo amenazas y chantajes para forzar acciones beneficiosas para sus clientes. 

	De momento, los principales imputados por la gravedad de los delitos atribuidos son altos cargos de Iberdrola y del BBVA, segunda y quinta empresa del IBEX-35. También se encuentran imputados por delitos graves altos ejecutivos de Repsol y de CaixaBank, empresas que figuran entre las 15 primeras del citado índice bursátil de referencia. Otras empresas relacionadas con la trama también investigadas han incluido o incluyen a OHL, Telefónica, Prosegur, Indra, Mutua Madrileña, Grupo Planeta, Banco Santander –a través de su ex responsable de inversiones inmobiliarias, Martínez de la Hidalga– y otra larga lista de empresas de menor tamaño. 

	El relevo generacional de la red policial paralela

	Lo más importante para el futuro es determinar si se trata de una dinámica que termina con la jubilación y muerte de estos antiguos mandos policiales, más susceptibles de disponer de información comprometida debido a que fueron testigos de la última década de la dictadura y/o los años del cambio democrático; o bien si hay nuevas generaciones formadas para funcionar con las mismas pautas. Por el momento, las informaciones indican que se ha ido produciendo un relevo generacional dentro de esta red, bien tras la jubilación de los altos mandos policiales o bien porque los «nuevos delfines» son fichados por mandos policiales cuando pasan a formar parte de las plantillas de las empresas privadas. A la vista de la alarma social causada por el asunto, algunas de las más importantes empresas implicadas se han negado a publicar el nombre de sus actuales responsables de Seguridad.

	El análisis de la trama del caso Tándem pone de manifiesto la gran actividad desplegada a partir de la red de policías que se remonta a la Brigada Político-Social de la dictadura. La continuidad de su actividad fue posible gracias a la falta de transparencia durante la Transición acerca de la represión ejercida durante el franquismo. 

	En este caso, España –al contrario que sus democracias coetáneas y vecinas Portugal y Grecia– no realizó ningún proceso de exposición pública de las actividades de las fuerzas represivas de la dictadura, que permaneció en funcionamiento gracias a la existencia de las actividades del grupo terrorista ETA, entre otros. Las primeras actividades delictivas de esta red de policías en democracia se organizaron alrededor de los GAL (Grupos Antiterroristas de Liberación), agrupaciones parapoliciales que practicaron el terrorismo de Estado contra ETA. Después, sus actividades fueron dejando atrás el uso de la fuerza bruta y encaminándose hacia operaciones de tráfico de información.

	En el análisis de la red[2] queda demostrado cómo ciertas elites financieras sacaron partido de la estructura represiva que había funcionado durante la dictadura. Con ello querían además tener acceso a la inteligencia de datos que se había generado con esas actividades represivas en el periodo autoritario, para tener ventaja en el nuevo orden económico de la recién creada democracia. Gracias al tipo de transición que tuvo lugar en el país, se evitó cualquier tipo de purga en los aparatos del Estado y el pacto de elites evitó todo ejercicio de transparencia que permitiera conocer quiénes habían sido los principales actores en las actividades de represión política. 

	Apropiación de datos públicos para fines privados
de policías

	El resultado ha sido la apropiación sostenida en el tiempo de datos públicos para fines privados a través de ciertos integrantes de la cúpula policial, policías en excedencia y otros miembros de los Cuerpos de Seguridad. Estas redes han funcionado desde la Transición con un patrón reconocible de acceso a las direcciones de Seguridad de grandes empresas con manejo de gran cantidad de datos públicos. 

	A pesar del evidente uso de recursos públicos dentro de la Policía Nacional y la implicación de muchas de las grandes compañías del país, la red funcionó con relativamente pocas incidencias (GAL, Malaya y algún caso aislado) hasta que en 2015 saltó a los medios de comunicación para conocimiento de la opinión pública. Por ello, cabe resaltar que, si no se hubiera impedido todo ejercicio de transparencia en la democracia postransicional acerca de las actividades represivas de la dictadura, se habría podido detectar el patrón de funcionamiento de estas «puertas giratorias» de policías en las grandes empresas con acceso a datos públicos.

	Por otro lado, este análisis empírico se ha planteado en términos de la red visible con relaciones directas, aunque las redes terroristas o dedicadas a la extorsión no son directas ni visibles. Lo que ocurre es que esta red de policías ha actuado con total impunidad durante décadas de forma institucionalizada y por ello cabe pensar que no han requerido una organización del estilo de una red clandestina. El análisis a nivel de la red no visible, en un segundo paso, no tendría mucho sentido en este momento. Aunque a partir del caso Tándem es posible que el comportamiento de la red se modifique y sus integrantes sean más cuidadosos en sus contactos directos, manteniendo la actividad delictiva a través de contactos indirectos.

	Toda la información aportada para el análisis procede exclusivamente de la búsqueda bibliográfica en fuentes abiertas. La mayor parte de la información está publicada en periódicos nacionales y medios digitales. En primer lugar, se ha elaborado un cuadro sinóptico que relaciona a antiguos miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado de la dictadura y la Transición con las elites económicas y financieras, por investigaciones judiciales o denuncias de corrupción, presentes o pasadas. Se ha establecido la relación entre ellos y se han detallado sus trayectorias. A partir de aquí, se ha realizado una búsqueda intensiva para encontrar evidencias que vinculen estas tramas con informaciones reservadas o secretas de la dictadura y la Transición. Las noticias utilizadas para elaborar la información se detallan como anexo a la investigación. También se pudo contrastar parte de la información utilizada con los autores de las publicaciones, con el fin de verificar la correcta interpretación de la información.

	Una trama muy bien tejida que seguirá funcionando 

	A nivel de análisis global de la red, se ha puesto de manifiesto que se trata de una trama muy bien tejida, que sin duda seguirá en funcionamiento a pesar del complejísimo caso judicial Tándem y sus 36 piezas separadas. No hay que olvidar que la red dibujada mediante este estudio no incluye más que una pequeñísima parte de las relaciones que existen entre estos policías. No están significadas siquiera las relaciones que se derivan de haber pertenecido al mismo equipo policial en el mismo tiempo. Es de suponer que hay muchas más relaciones entre ellos que las señaladas en este análisis, que ha optado por unas hipótesis de relación muy conservadoras debido a la naturaleza de estas.

	En cuanto a los límites de la investigación, por un lado, el análisis se limita a la Policía Nacional. Un análisis más amplio debería incluir otros Cuerpos de Seguridad como la Guardia Civil, o estructuras militares, incluido el Centro Nacional de Inteligencia y sus predecesores. Las informaciones publicadas sobre el caso Tándem reconocen a algunos miembros de estos otros cuerpos participando en el mismo mecanismo de «puertas giratorias». Además, se ha dejado de lado la pertenencia a otras estructuras de la red que podrían estar interfiriendo en la red analizada. Es el caso, por ejemplo, de la pertenencia o la simpatía al Opus Dei, que también han sido identificadas como elementos de cohesión de esta red[3].

	Se han descrito algunas de estas conexiones relacionándolas con esta misma red, pero la información conocida hasta el momento no es suficiente como para desarrollar un análisis de redes añadiendo estas relaciones a las que planteamos aquí.

	Por último, cabe señalar que los criterios para establecer las relaciones entre los nodos (policías) de la red han sido muy restrictivos, limitándose a la pertenencia a una misma empresa o a un mismo caso judicial. En este sentido, se ha excluido expresamente la posibilidad de considerar vinculados a los policías por pertenecer a la misma unidad organizativa, ya que, si bien ello implicaría que se conocen entre sí, no significaría que colaboren a nivel del esquema de tráfico de información.

	Asimismo, no se han considerado relacionadas las empresas que comparten accionistas o miembros del Consejo de Administración, ya que esta circunstancia no sería suficiente para afirmar que están relacionadas a nivel de este sentido de red.

	Una red con 57 policías de la Brigada 
Político-Social y otras unidades 

	A partir de estos datos se ha construido (mediante el programa UCINET, y con gráficos elaborados con NetDraw) una primera matriz de afiliación: una matriz de datos de adyacencia o afiliación. En ella se han incluido un total de 57 policías nacionales de la histórica Brigada Político-Social, de la actual Comisaría Central de Información y cargos afines, así como mandos policiales de alto rango. Algunos de estos policías se incorporaron a empresas privadas o entidades financieras como jefes de Seguridad o les prestaron servicios de este tipo a través de sus propias empresas. Otros policías han actuado como facilitadores de información confidencial para los servicios de seguridad de empresas privadas o entidades financieras a través de sus cargos en la estructura policial.

	1. Matriz de afiliación
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	Círculos: Policías vinculados a alguna empresa en los casos judiciales considerados (Tándem, Kitchen, GAL, Malaya, Pequeño Nicolás, 
pendrive de los Pujol).

	Cuadrados: Empresas imputadas en los casos judiciales considerados.

	2. Matriz de agentes de Policía. Grado de influencia
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	Tamaño y variación del tono de gris (cada nodo es un policía) según su grado de influencia, indicando el número de relaciones directas de cada policía.

	3. Matriz de agentes de Policía. Poder de intermediación
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	Tamaño y variación del tono de gris del nodo (policía) según poder 
de intermediación, indicando la posición ventajosa de cada nodo 
como intermediador, conectando otros nodos de la red.

	En los gráficos 1, 6, 7 y 8 se incluyen 35 empresas para las que trabajan o han trabajado estos policías, la mayoría de ellas investigadas en casos de corrupción policial (Tándem, Kitchen, Pequeño Nicolás, el pendrive de los Pujol, el caso Malaya, los GAL) o con incidentes judiciales relacionados con sus servicios de seguridad (El Corte Inglés). Al cierre de esta base de datos se han incorporado a Tándem nuevas piezas de investigación, entre ellas importantes empresas como Grupo VIPS o Citibank, pero no han podido ser incorporadas a la matriz inicial.

	De esta matriz inicial hemos obtenido dos matrices cuadradas. 

	En cuanto al estudio de la red de policías, el análisis por componentes ha dado un total de 22 integrantes, con 34 nodos aislados, un componente de 2 nodos y otro de 20 nodos. La red tiene una densidad media del 25% y tiene un entorno global de red muy cohesionado, con un índice del 80,4%. Es también una red muy centralizada, con un índice global del 46,54%.

	En la red destaca el actor más prominente, el comisario Villarejo, mayor imputado de la trama, seguido de Enrique García Castaño, su principal colaborador en la Policía como jefe de la UCAO y José Luis Olivera, jefe de la UDEF cuando se realizaron todos los informes apócrifos y director del CITCO (Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado), que ya ha sido imputado en Kitchen, por irregularidades en Gürtel y está implicado en Tándem. Son los actores con más capacidad de comunicación de la red y los que presentan un vecindario más denso. Son también los actores con mayor poder de influencia. 

	El comisario Villarejo es también el actor más cercano a su vecindario y con más facilidad de acceso a sus nodos circundantes. En cuanto al poder de intermediación, se repite el mismo patrón, con Villarejo como el actor con mayor poder de intermediación. En cambio, García Castaño y Olivera no tienen poder de intermediación, al no tener red propia sino ser los principales colaboradores de la red directa del comisario Villarejo.

	En esta red se incluye también al comisario Marcelino Martín-Blas, el director de Asuntos Internos que se enfrentó a esta trama policial pero que al final ha sido imputado en varias de las causas de Tándem, así como en la de Andorra sobre la destrucción de la BPA (véanse capítulos 4, 10 y 11), sólo porque la camarilla de Villarejo y Pino declararon falsamente contra él para vengarse de sus investigaciones. Aparece ahora en los gráficos del entramado policial que aquí se presentan debido a su inclusión en esas causas judiciales, no porque participase de la conspiración mafiosa como Olivera, Fuentes Gago y García Castaño, por ejemplo.

	Esta situación de Martín-Blas como implicado externo en el entramado queda también patente en el anterior gráfico, donde queda situado en un extremo a causa del cargo que ostentaba, como comisario principal al frente de Asuntos Internos, lo que le obligaba a mantener relación estrecha con el DAO Eugenio Pino y su jefe de gabinete, Fuentes Gago. Las flechas que lo vinculan a Gómez Gordo y a otros actores de la trama corresponden a las imputaciones que se hicieron contra él por parte de algunos encausados, que fueron aceptadas por la Fiscalía sin hacer más verificaciones de las pruebas disponibles que mostraban la falsedad de esas acusaciones.

	El poder de CaixaBank y la puerta giratoria
del Santander

	En este caso, el segundo actor con mayor poder de intermediación es Miguel Ángel Fernández Rancaño, director de seguridad de CaixaBank y consejero de la empresa Interligare, con capacidad de red propia. 

	El análisis en términos de globalidad de la red también identifica a Villarejo como el actor más poderoso. A nivel global, la red tiene una centralización muy baja, del 17%. Por tanto, la red tiene una mayor centralización local que global y está muy concentrado el poder en unos pocos actores.

	Si tenemos en cuenta todos los caminos que pasan por los nodos y no solamente los caminos más cortos, el poder de la red está repartido de modo distinto. El actor con más poder continúa siendo el comisario Villarejo y le sigue Miguel Ángel Fernández Rancaño.

	Si medimos la influencia por el número de conexiones del vecindario, en lugar de las conexiones que pasan por el actor, obtenemos que el nodo con mayor centralidad es de nuevo Villarejo. Se trata de la razón por la que el comisario es el centro de la trama, a pesar de ser calificado por otros policías como alguien de poca importancia. En centralidad le siguen su mentor y padrino Agustín Linares, y, a continuación, Manuel García Linarejos y Carlos Rubio, los tres que han pasado a trabajar en la seguridad del Banco Santander. Esta entidad es la puerta giratoria más importante y una de las más antiguas y consolidadas para los policías.

	Si medimos el poder de forma opuesta a la influencia, cuando el vecindario del actor tiene menos conexiones y es por tanto un entorno más dependiente de ese actor, obtenemos que el nodo con más poder de la red es Florencio San Agapito. Se trata de un policía imputado en dos sumarios (Malaya y Pequeño Nicolás) menos populosos que Tándem y que ha estado en varias empresas importantes (Telefónica, Tabacalera...). También presenta alto índice de poder Juan Manuel Rodríguez Zarco, que ha trabajado para un buen número de empresas (Mario Conde, Telefónica, Renfe...) y es uno de los policías que inicia las puertas giratorias.

	La red de seguridad de Mario Conde
y Javier de la Rosa

	El sector de la red donde están ubicados Rodríguez Zarco y San Agapito es la primera estructura que aparece en prensa relativa a la red de seguridad de los empresarios Mario Conde y Javier de la Rosa. Es la conformada por los policías Fernández Dopico, Rodríguez Zarco, Francisco Álvarez Jiménez (general jefe de la Guardia Civil en Andalucía, conocido como Gálvarez por su notable participación en los GAL), Antonio Bertomeu (jefe superior de Policía en Andalucía Occidental y fundador de las Unidades de Intervención Policial), Juan Carlos Ortiz Argüelles (jefe central de Información, Investigación y Ciberdelincuencia, cercano a Cospedal), José Amedo (asesino de Lasa y Zabala en la trama de los GAL) y Julio Hierro (jefe de la Brigada de Información de Bilbao, condenado por torturas y por el secuestro de Segundo Marey). 

	Esta red de policías está unida al resto de los nodos a través de un único policía: Florencio San Agapito (jefe de uno de los cuatro departamentos de la Secretaría de Estado para la Seguridad con Rafael Vera). Se trata de la zona de la red que aparece menos cohesionada según el índice de influencia y cohesión de Hubbell. Por el contrario, la zona de la red que aparece más cohesionada es la zona del caso Kitchen, en concreto la conformada por los policías Eugenio Pino (ex-DAO), José Ángel Fuentes Gago (su jefe de gabinete), Andrés Gómez Gordo (el policía de cabecera de Cospedal) y Bonifacio López Sevillano (implicado en el chantaje a la BPA).

	A nivel del análisis de las relaciones en lugar del análisis de nodos o actores, obtenemos que la relación más central de la red es la de Villarejo con San Agapito. Son, respectivamente, el actor más central y el actor con más poder.

	Los seis policías que, de eliminarse, 
desconectarían la red 

	En términos de vulnerabilidad de la red, el rol de nodo puente lo ejercen Villarejo, Olivera y García Castaño, ya que al eliminarse sus relaciones la red quedaría desconectada. El rol de puntos de corte, los nodos que de eliminarse desconectan la red, lo ejercen Villarejo, Antonio Asenjo, Miguel Ángel Fernández Rancaño, Francisco Álvarez, Florencio San Agapito y Juan Manuel Rodríguez Zarco. Estos actores son los que debe tener identificados la Fiscalía si desea que la causa Tándem termine desarticulando la red con garantías. Sin embargo, hasta la fecha ni siquiera se ha procesado a todos ellos. 

	4. Matriz de agentes de Policía completa. Centralidad 
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	Tamaño del nodo (policía) según la centralidad del flujo de comunicación gestionado por cada uno de ellos. Se incluyen los aislados.

	5. Matriz de agentes de Policía. Point connectivity
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	Capacidad de los nodos (policías) de la red de estar conectados y tener relación a través de otros. Se han omitido los aislados.

	Las conclusiones a nivel de la red de empresas describen una red más densa y compacta que la matriz de policías. Los principales actores son las empresas BBVA, Mutua Madrileña, Procisa, Grupo San José, Indra, ACS, Banco Santander y Grupo Villar Mir. No obstante, las empresas con un vecindario más denso son Iberdrola, Airtel Móvil, Repsol, CaixaBank, Renault España, Tabacalera, Grupo Planeta, Globalia, Asociación Española de Banca, Peugeot, Federación Española de Fútbol, Javier de la Rosa y Despacho Herrero Asociados.

	El entorno global de la red de empresas está más cohesionado que el de policías, con un índice del 93,7%.

	Las conclusiones a nivel de la red de afiliación, de policías y empresas, son más limitadas, al resultar más complejo el análisis con las herramientas del análisis de redes sociales, pero no por ello menos interesantes.

	La red de afiliación está muy fragmentada y poco densa, con un 2,5% de densidad. En el grupo de policías destacan a nivel de relaciones directas y poder de intermediación Villarejo y Rodríguez Zarco. A nivel de empresas, las más relacionadas y con mayor poder de intermediación son Telefónica y Banco Santander.

	Eliminar los nodos principales 
no desmantelaría la red

	En cuanto a las posibilidades de éxito de las actuaciones para conseguir el desmantelamiento de esta red de información, parece de momento difícil, ya que el resultado de hacer desaparecer a los tres principales nodos, identificados como puentes o lambda sets y que son a su vez lo principales encausados en Tándem, no va a conseguir prácticamente ningún impacto ni en la red de policías ni en la de afiliación. Momentáneamente, el grupo de empresas que contrata directamente con el comisario Villarejo (ACS, Indra, Grupo San José, Procisa, Mutua Madrileña) va a tener que buscar otro policía que las reconecte con la red de información. También el grupo alrededor del Banco Santander quedaría funcionando momentáneamente como núcleo independiente, con el círculo de allegados a Linares, García Linarejos y Carlos Rubio. 

	6. Matriz de empresas. Grado de influencia
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	Tamaño y variación del tono de gris del nodo (empresa) según grado de influencia, indicando el número de relaciones directas de cada empresa.

	7. Matriz de empresas. Poder de intermediación

	[image: 131.jpg]

	Tamaño y variación del tono de gris (empresa) según poder de intermediación, indicando la posición ventajosa de cada nodo como intermediador, conectando otros nodos de la red.

	8. Matriz de afiliación completa. Grado de influencia
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	Círculos: Policías vinculados a alguna empresa en los casos judiciales considerados (Tándem, Kitchen, GAL, Malaya, Pequeño Nicolás, pendrive 
de los Pujol). El tamaño indica el grado de influencia, el número 
de relaciones directas de cada policía. 

	Cuadrados: Empresas imputadas en los casos judiciales considerados. 
El tamaño indica el grado de influencia, el número de relaciones directas 
de cada empresa.

	Las empresas que han quedado desconectadas pero con un policía en su dirección de seguridad pueden verse perjudicadas en el sentido de que ahora los policías que les prestan servicio tendrán acceso a menos fuentes de datos, al ser esas propias empresas el origen de parte de la información que manejan en ocasiones estos policías para prestar el servicio. Presumiblemente, el tráfico ilícito de información después de estas actuaciones, si continúa existiendo, deberá hacerse de forma más clandestina, evitando funcionar por relaciones directas como hasta ahora. Se puede concluir que estamos frente a una red de relaciones entre policías y empresas muy bien asentada, con una antigüedad de casi medio siglo y que va a continuar en el futuro. 

	Si recurrimos a los puntos de corte identificados en el análisis, estos correspondían a los nodos de Villarejo, Asenjo, Fernández Rancaño, Gálvarez, San Agapito y Rodríguez Zarco. Aun eliminando estos puntos de corte, siguen quedando componentes de tamaño considerable que podrían funcionar de modo independiente o volver a ser conectados. Y la misma simulación en la red de afiliación de policías y empresas consigue un resultado parecido.

	9. Matriz de policías. Análisis de facciones
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	Las facciones parten la red en subgrupos de nodos (policías) que tienen la máxima similitud entre ellos y la mínima con los otros. Se puede comparar 
la partición con el tipo ideal, que es conexión total dentro del grupo 
y desconexión total con los otros grupos. La partición en seis facciones 
tiene una proporción de corrección del 90,19%.

	10. Matriz de policías. Puntos de corte
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	Los puntos de corte son los nodos (policías) que, si son eliminados, darán lugar a una estructura desconectada y aumentarán el fraccionamiento de la red. Son actores muy fuertes que generan debilidad en la red. Algunos de ellos 
no son los actores más centrales; sin embargo, son muy importantes porque pueden generar fraccionamiento.

	En definitiva, para empezar a desarticular la red con alguna garantía habría que conseguir el procesamiento de los actuales encausados que funcionan como puntos de corte y puentes. Sin embargo, seguirían quedando nodos muy importantes que permitirían el funcionamiento de la red. Seguirá habiendo una pequeña red alrededor del Banco Santander con Linares, García Linarejos y Carlos Rubio. Asimismo, hay otra red interesante alrededor de Iberia con Rafael del Río y Jesús de la Morena. El resto de las empresas podrá acceder a policías que siguen funcionando actualmente en la red o bien a nuevas generaciones que se seguirán incorporando.

	

	[1] Economista y doctoranda en Sociología por la Universidad de Barcelona. Escribió este capítulo a finales de 2022.

	[2] Este análisis de redes sociales se ha realizado en la Universidad de Barcelona bajo la supervisión del profesor José Antonio Rodríguez. El análisis es parte del artículo en borrador «Transparencia en transiciones a la democracia y redes de poder», que se presenta en el próximo VIII Congreso Catalán Internacional de Sociología (2023), mesa del grupo de trabajo n.º 15.

	[3] Carlos Enrique Bayo, «De los Cobos, a la cabeza de la facción del Opus que sigue controlando la Secretaría de Estado de Seguridad», Público, 27 de mayo de 2020.

	  

	
VII

	El círculo de Gstaad

	Los amos de las cloacas con fortuna en Suiza

	Suelen ser desconocidos para el gran público, están protegidos por una Policía paralela para multimillonarios y dirigen todos los resortes del poder económico, político y hasta judicial de España. Son la verdadera cúpula de poder que lo controla todo desde las sombras, a la que una fuente que los ha conocido de cerca califica como el Círculo de Gstaad. Y los audios de las grabaciones de la operación Lezo la fue sacando a la luz, uno a uno, por primera vez.

	El Círculo de Gstaad está formado por muchos de los que poseen casas en esa ciudad suiza, una estación invernal del cantón de Berna donde van a esquiar desde hace muchos años los miembros de la beautiful people, los cuales empezaron a enriquecerse desorbitadamente en el entorno de los Gobiernos de Felipe González y acabaron de convertirse en magnates gracias a las privatizaciones de José María Aznar. Todo ello, bajo el manto regio de Juan Carlos I y, después, Felipe VI.

	El arquetipo de esa beautiful es el empresario, y gran amigo del actual monarca, Javier López Madrid, imputado en el caso Lezo por transferir 1,4 millones de euros a una cuenta suiza, como pago por una comisión de la constructora OHL (propiedad de su suegro, Juan Miguel Villar Mir) para Ignacio González, expresidente de la Comunidad de Madrid que acabó dando con sus huesos en prisión[1].

	«Más beautiful que los de OHL no había nadie», me aseguró la fuente citada, que pide permanecer en el anonimato. «Si te casas con la hija de Villar Mir, te meten en el Consejo, te dan responsabilidades de gestión… ganas un pastón. Y se hizo muy amigo, ¡muy amigo!, del entonces príncipe Felipe, con el que esquiaba a menudo en Gstaad». Por eso la reina Letizia le mandó mensajes de apoyo (cuando le imputaron en el caso Púnica) llamándole «compiyogui».

	El Círculo de Gstaad está formado por los propietarios de lujosas residencias en esa localidad exclusiva, empezando por Ana Patricia Botín y llegando a otro de los más grandes: el antes presidente de Endesa (escogido después por Berlusconi para presidir Mediaset), Borja Prado y Eulate, hijo de Manuel Prado y Colón de Carvajal –quien fuera el administrador privado de Juan Carlos I y acabó condenado repetidamente por pelotazos de miles de millones de pesetas–, a quien el Gobierno de González entregó el monopolio de todas las contrataciones de suministro de petróleo de los países del golfo Pérsico.

	Adrián de la Joya, «el residente local» de Gstaad

	Pero aún hay alguien más beautiful en Gstaad: el superbeautiful Adrián de la Joya Ruiz de Velasco[2], al que esa elite conoce como «el residente local»; ya ciudadano suizo y una de cuyas empresas, Serena Digital, aparece citada por el extesorero del PP, Luis Bárcenas, ante el banco suizo Dresdner Bank donde guardaba 20 millones de euros. De la Joya también fue imputado en el caso Lezo porque la transferencia de López Madrid de 1,4 millones, que recibió a través de su sociedad panameña Lauryn Group, fue a parar a una de sus cuentas suizas [3]. Interrogado por el juez Eloy Velasco, aseguró que no le entregó esa cantidad a Ignacio González, sino que se la quedó él mismo, porque OHL le debía dinero.

	En 2016, Público reveló el papel preeminente de Adrián de la Joya en operaciones irregulares como la de Hacienda La Alamedilla S.L., que en 1997 pasó de las manos del vicepresidente de Banesto, Arturo Romaní, a cuatro socios que parecían estar ayudando a Romaní a ocultar los bienes de la entidad bancaria de Mario Conde. Investigadores de la Policía y de la Guardia Civil sospechaban que esa finca podía constituir una ocultación de bienes del caso Banesto.

	A principios de los noventa, De la Joya estuvo imputado en el escándalo del Grupo Construcciones Atocha: él y Rafael Martín Sanz (exconsejero de Presidencia de Castilla-La Mancha con el socialista José Bono) fueron investigados por el cobro de comisiones por adjudicaciones irregulares de la Comunidad de Madrid, de 1989 a 1992. Después, se hicieron con la empresa Avanzit (cuyo principal cliente era la Telefónica de Villalonga), a la que llevaron a suspender pagos en 2001.

	Pero sus buenas relaciones sociales y empresariales llegaron sobre todo por su matrimonio en 1994 con Cristina Fernández Longoria, cuñada de Abdul Rahman al Asir, quien a su vez estaba emparentado con el famoso traficante de armas Adnán Kashogi. La tercera de las hermanas Longoria, Beva, estaba casada con José Luis Alcocer, y en el entorno de esa beautiful people estaban Mario Conde, los Albertos y muchas otras grandes fortunas. Fortunas de 500 o 700 millones de euros.

	«De la Joya y sus amistades representaron la época de la jet-set marbellí, donde traficantes de armas libaneses, empresarios saudíes, el propio rey Juan Carlos o políticos como Felipe González y Aznar se mezclaban en las fiestas de superlujo y de ahí surgían los grandes negocios que han acabado en operaciones de blanqueo de capitales», recuerdan empresarios que vivieron aquel boom.

	En 2007, De la Joya liquidó muchas de sus empresas, colocó otras sociedades en paraísos fiscales, traspasó sus propiedades inmobiliarias y se trasladó a Suiza, desde la que se dedicó a ofrecer servicios de intermediación financiera, tras borrar todo rastro (incluso en el buscador Google) de su etapa marbellí. Ni él ni su esposa aparecen ahora en una sola imagen en internet, algo portentoso para una pareja que estuvo constantemente en las páginas de Hola! y de las demás revistas del corazón en los años noventa.

	«Ahora, a Adrián le han fastidiado el negocio, porque se basaba en cero publicidad, en mantener un perfil superbajo», me explicaba en 2017 un personaje que le había conocido bien. «Algo que no cuadraba muy bien con su personalidad, porque es alguien muy de alardear de su avión privado, de sus contactos... Pero, claro, había pasado bastante desapercibido para vosotros, en la prensa. Mientras que todos los de arriba saben perfectamente para qué servía y a qué se dedicaba».

	Además, De la Joya fue el gran padrino financiero de Villarejo, al que ayudó a amasar su fortuna actuando como protector de los integrantes de la trama. «Villarejo es superíntimo de De la Joya», me dijo esa fuente. «Tanto que, en más de una ocasión, se lo ha llevado en su avión privado a viajes de negocios, como por ejemplo a Qatar. Villarejo ha ganado mucha pasta con Adrián... muchísima».

	Mauricio Casals, «el príncipe de las tinieblas»

	En el entramado que sacó a la luz la operación Lezo también destaca otro personaje muy poderoso: Mauricio Casals, presidente de La Razón, adjunto al presidente del Grupo Antena 3 (ahora Atresmedia) y miembro del Consejo del Grupo Planeta, quien estuvo imputado en el caso –junto al director de ese diario, Francisco Marhuenda– por intentar coaccionar a la entonces presidenta de la Comunidad de Madrid, Cristina Cifuentes, para que no activase las investigaciones judiciales sobre Ignacio González y el Canal Isabel II.

	En marzo de 2017, Público desveló que De la Joya y Villarejo comieron en un céntrico restaurante de Madrid con Mauricio Casals (al que denominaban «el príncipe de las tinieblas»), quien llamó a Antonio García Ferreras, director de La Sexta y presentador de Al Rojo Vivo, para que se incorporase al encuentro, en el que hablaron sobre su enfrentamiento con Juan Luis Cebrián, presidente del Grupo Prisa, por los papeles de Panamá[4].

	En una de nuestras comidas, el propio Villarejo me contó que él era íntimo de Casals, de quien dijo también que era «muy amigo de la pequeñita», en referencia a Soraya Sáez de Santamaría, vicepresidenta del Gobierno de Rajoy[5]. Según la Unidad Central Operativa (UCO) de la Guardia Civil, Casals buscó «impunidad mediática y judicial para [Ignacio] González», y en una de las conversaciones telefónicas interceptadas en la investigación del caso Lezo, Casals afirmaba: «Ferreras se ha portado de cine», al parar en La Sexta una noticia contra el expresidente de la Comunidad de Madrid. Pese a lo cual acabó en prisión.

	Además, De la Joya se presentó a declarar ante el juez del caso Lezo acompañado por el abogado Ernesto Díaz Bastién, socio de Villarejo en algunas de sus empresas; entre ellas Schola Iuris, escuela de práctica jurídica en la que daban clase jueces y fiscales en activo.

	Pero estos poderosos magnates no son más que la punta del iceberg que pilota el Círculo de Gstaad y que incluye a altos ejecutivos de casi todas las grandes corporaciones y multinacionales españolas, de entre las que fueron imputados judicialmente en la causa Tándem –por contratar a Villarejo, casi siempre a través de su empresa matriz CENYT, para labores de espionaje industrial ilegal u otros delitos– algunos de sus altos directivos, como es el caso de Iberdrola, BBVA, Repsol, CaixaBank, OHL, Telefónica, Prosegur, Indra, Mutua Madrileña, Grupo Planeta, Banco Santander y otra larga lista de empresas de menor tamaño.

	En concreto, el juez García-Castellón imputó directamente a cuatro grandes compañías como personas jurídicas: BBVA, CaixaBank, Repsol e Iberdrola Renovables. Sus encargos a CENYT se hacían a través de los expolicías nombrados jefes de Seguridad de esas empresas.

	El BBVA pagó a Villarejo incluso cuando
ya estaba en prisión

	En el BBVA, Julio Corrochano (indemnizado por el banco con 618.000 euros cuando tuvo finalmente que despedirlo en 2018[6]) contrató trabajos con Villarejo, entre 2004 y 2017, por un valor total de 10,2 millones de euros, y las responsables de contabilidad del banco informaron al juez de que todas las facturas del comisario de las cloacas eran autorizadas mucho más arriba: por el que fuera miembro hasta 2018 del Comité de Dirección de la entidad financiera Ricardo Gómez Barredo y su exdirector de Finanzas, Javier Malagón Navas[7].

	Un nivel de visto bueno bancario que difícilmente podía alcanzarse sin el conocimiento del poderoso presidente Francisco González (el famoso FG). De hecho, el exjefe de Riesgos del BBVA y expresidente de Distrito Castellana Norte, Antonio Béjar, admitió ante el juez que «el presidente me dijo que teníamos que contratar con la persona que me dijera Julio Corrochano». Pero Francisco González descargó toda la responsabilidad en Corrochano[8]. Entonces, ¿por qué lo indemnizaron con una cantidad astronómica cuando se decidió despedirlo?

	Incluso más sospechoso fue que el BBVA transfiriese a Villarejo 242.000 euros en cuatro pagos de 60.500 después de la detención del comisario y la intervención de su entramado por parte de la Audiencia Nacional, la Fiscalía Anticorrupción y la Agencia Tributaria. En concreto, los cuatro abonos del BBVA se produjeron cuando el acaudalado policía estaba en la prisión de Estremera: el 7 de noviembre y el 5 de diciembre de 2017 y el 3 y 7 de enero de 2018, tal como revelamos en Público casi dos años antes de que el juez García-Castellón levantase el secreto de sumario de la pieza Trampa, que investigaba los trabajos del comisario Villarejo para el BBVA y su expresidente Francisco González, y se divulgara esa parte de la trama[9].

	Así liquidaba Corrochano los «servicios de gestión de crisis» contratados por el banco a Villarejo entre junio de 2016 y diciembre de 2017, un mes después de que fuera detenido por organización criminal, cohecho y blanqueo, según el acuerdo de finalización del «contrato de prestación de servicios» entre el BBVA y CENYT, firmado por el primero, como «director de Seguridad» del banco, y el comisario, como «administrador único» de su empresa, que reprodujimos en el diario, igual que mostramos los certificados bancarios de las transferencias.

	Las únicas explicaciones que dio ante el juez Francisco González fueron que él estaba muy por encima de todo ello: «No resulta verosímil que un presidente entre en el detalle de la contratación de proveedores. En ningún momento me comunicó quién era el proveedor que había elegido ni debía hacerlo, porque yo no entraba en quiénes eran los proveedores del banco». Y subrayó que ninguna norma en la entidad le atribuía esa función. «Mis tareas siempre estuvieron relacionadas con cuestiones estratégicas, de supervisión de los resultados de la entidad y labores de representación».

	Por su parte, Corrochano testificó que fue el propio Francisco González quien le encargó la investigación más importante, y la primera, que hizo Villarejo para el BBVA: frenar la OPA de Sacyr Vallehermoso con la que Luis del Rivero pretendía hacerse con el control del Consejo de Administración del banco. Una operación tan estratégica para la entidad bancaria que sin duda Francisco González querría vigilar estrechamente. Preguntado por su abogada si «el encargo para hacer ese tipo de investigación sobre ese tema le vino de sus superiores», Corrochano respondió: «Claro... directamente del presidente»[10].

	Goirigolzarri: «Francisco González contrató
a Villarejo a mis espaldas»

	Igualmente, el presidente de CaixaBank y ex consejero delegado de BBVA, José Ignacio Goirigolzarri, responsabilizó a Francisco González de contratar a Villarejo a sus espaldas para espiar al presidente de la constructora Sacyr, al declarar como testigo en la Audiencia Nacional:

	Según ha expuesto el testigo ante el juez, los fiscales Anticorrupción y los abogados de las partes personadas, entre 2004 y 2005 tuvo una reunión con Ángel Cano, en aquel momento responsable de Medios del banco y subordinado suyo, en la que este le confesó que el banco había contratado sin su conocimiento a una empresa de inteligencia para hacer un seguimiento a Del Rivero. Goirigolzarri –según ha explicado él mismo tal y como trasladan fuentes jurídicas presentes en su declaración– recibió esa información con un importante enfado y abandonó la sala. Preguntado por uno de los abogados de los investigados sobre quién podía tomar decisiones entonces sin transmitírselas a él, que era el número dos del banco, Goirigolzarri ha respondido: «El número uno», en clara referencia a Francisco González como quien habría decidido la contratación de CENYT, aunque en aquel momento los responsables de BBVA no conocieran que Villarejo estaba detrás de tal empresa[11].

	En cambio, Francisco González declaró al juez que «la entidad bancaria abrió una investigación interna sobre la contratación del excomisario Villarejo a raíz de la exclusiva de Público en mayo de 2018. Esta acción del banco incluyó la contratación de los bufetes Garrigues y Uría Menéndez, así como de los servicios de la división de análisis forense de Price Waterhouse Coopers». 

	«No obstante, han tenido que pasar un año y dos meses para que el Juzgado Central n.º 6 de la Audiencia Nacional –que desde enero de 2019 dirige el magistrado Manuel García-Castellón– considerase pertinente investigar los motivos por los que, desde BBVA, se transfirieron más de 10 millones de euros al entramado de Villarejo ininterrumpidamente desde, al menos, 2005 y hasta, incluso, después de su detención»[12].

	La matriz del emporio de Villarejo facturó esa elevadísima cantidad al segundo mayor banco de España, no sólo por lo que el comisario bautizó en sus agendas como proyecto Trampa, sino también por otra larga serie de operaciones de espionaje que se apoyaban en los datos y recursos obtenidos gracias a los medios materiales y humanos del Ministerio del Interior.

	Espionaje al marido de la alcaldesa
madrileña Carmena

	Uno de los más llamativos encargos a Villarejo desde el BBVA (que fue pasado por alto por la mayor parte de la prensa y las cadenas de TV) fue el de espiar al marido de la alcaldesa de Madrid Manuela Carmena, el arquitecto Eduardo Leira, después de que ella recortara el gran proyecto inmobiliario del banco: la operación Chamartín, que preveía el desarrollo de 3,2 millones de metros cuadrados, con 17.739 viviendas y un millón de metros cuadrados para oficinas, por 5.900 millones de euros.

	La entidad bancaria poseía las tres cuartas partes de esa bolsa de suelo y en febrero de 2015 presentó el proyecto Distrito Castellana Norte tras acordarlo con el PP, que controlaba el Ayuntamiento, la Comunidad de Madrid y el Ministerio de Fomento. Pero en mayo de ese año Carmena ganó las elecciones municipales y ordenó revisar esos acuerdos, muy criticados por organizaciones vecinales y medioambientales. 

	En una de sus agendas, Villarejo anotó, junto al nombre en clave que utilizaba para referirse a Corrochano («KOL»): «Pregunta por actuaciones del entorno del marido de CARMENA – MANGADA», en referencia al urbanista Eduardo Mangada, autor del Plan General de Ordenación Urbana de 1985 y número 5 en la lista de Podemos al Senado en las elecciones de 2015, quien formaba parte del equipo de Carmena. La fecha de la cita para tratar ese tema con el director de Seguridad del BBVA era «11.10.16», justo cuando la entidad bancaria libraba un duro pulso con la alcaldía de Ahora Madrid y PSOE, porque había rebajado el proyecto a 1,7 millones de metros cuadrados edificables con sólo 4.600 viviendas.

	La entidad vio en ese momento cómo se hundían sus expectativas de negocio. Los indicios recopilados por Asuntos Internos apuntan a que, en ese momento, BBVA decidió recurrir al presunto cerebro del caso Tándem para tratar de doblegar la voluntad política de Ahora Madrid. El 12 de julio de 2016, sólo seis semanas después de que el equipo de Carmena liquidara oficialmente el plan de BBVA, el comisario se reunió en secreto con el presidente de Distrito Castellana Norte, el directivo del banco Antonio Béjar, antiguo jefe de Riesgos y de su división inmobiliaria.

	Así consta en el dietario que usaba Villarejo para llevar un registro interno de las gestiones que efectuaba en sus distintos espionajes en curso y que la Policía Nacional considera «de interés para la presente investigación». «Planteamiento de ayuda en OPECHAMAR», escribió el comisario de su puño y letra tras la cita con Béjar. «Muy predispuesto a trabajar en ello. Ya avisó a KOL para comentar»[13].

	El marido de Carmena, Eduardo Leira, «estaba imputado por el Juzgado de Instrucción número 53 de Madrid por un presunto delito contra los derechos de los trabajadores de su estudio, I3 Consultores» a raíz de una querella presentada por Manos Limpias. «Cinco meses después del encuentro entre Corrochano y Villarejo, las acusaciones contra Leira fueron archivadas por el juzgado que había asumido la causa, el número 15 de Madrid. El juez no apreció indicios de delito y ni la Fiscalía ni Manos Limpias recurrieron el sobreseimiento».

	Y, en la operación Chamartín, «Carmena acabó reculando. La propuesta que presentó su Gobierno en mayo de 2016 como alternativa a la de BBVA fue perdiendo fuerza hasta que, en abril de 2018, Ahora Madrid aceptó elevar el suelo edificable a 2,65 millones de metros cuadrados y el número de viviendas contempladas aumentó hasta las 10.476. La alcaldesa cedió tanto a las pretensiones de BBVA que los sectores más contestatarios de la izquierda la acusaron de favorecer un pelotazo inmobiliario».

	Incendiar un rascacielos para destruir unos documentos

	Aunque el más espectacular de todos los trabajos de Villarejo para el presidente del BBVA habría sido –si se pudiera confirmar– el que él mismo denominó proyecto FG y que, según sus anotaciones, culminó el 12 de febrero de 2005, día en que las llamas devoraron el edifico Windsor de Madrid, «uno de los rascacielos del corazón financiero y de negocios de Madrid, en el complejo Azca. Todo ocurría a muy pocos metros de la torre BBVA, donde se encontraban sus oficinas centrales, y desde donde en ese momento se podía disfrutar de unas impresionantes vistas sobre las pavorosas llamas»[14].

	Uno de los grandes interrogantes de ese siniestro fue si tuvo relación con los documentos guardados en las oficinas de la auditora Deloitte, que podían ser comprometedores para el presidente del BBVA, Francisco González. Moncloa.com ha tenido acceso en exclusiva a documentos en los que el comisario José Manuel Villarejo anotó, en un resumen del trabajo realizado para el BBVA, una «acción final» con una frase contundente: «Eliminar rastros documentales de la Firma de Auditoría DEL».

	Pocas semanas después, Deloitte confirmó a la Fiscalía lo que todos daban ya por hecho, que los papeles habían sido destruidos entre las impresionantes llamas que estuvieron a punto de provocar un reflejo del 11-S en España, con un rascacielos desmoronándose hasta sus cimientos.

	También era conocida entonces la relevancia que la operación de venta de FG Valores a Merrill Lynch. La investigación debía aclarar si pudo haber un desfase contable de 757 millones de pesetas de la época, equivalente a 4,5 millones de euros. El resultado podía ser dinamita pura en el ataque organizado en aquellas fechas para hacerse con el poder del banco por parte de Sacyr, aliado con las antiguas familias de Neguri, el exclusivo barrio de Getxo, cuna de los accionistas históricos del banco.

	[…]

	Pero lo que no se sabía entonces es que el BBVA de Francisco González había contratado al comisario José Manuel Villarejo. Tampoco era conocido hasta qué punto usó sus servicios para desestabilizar el asalto de Sacyr y neutralizar los ataques que pudiera recibir, como han revelado los documentos publicados por Moncloa.com.

	Tampoco se sabía entonces que este despliegue defensivo estaba protagonizado por quienes habían tenido altas responsabilidades en la Policía. Villarejo, como atestiguan los documentos, trató de estos trabajos para el BBVA con su jefe de Seguridad, Julio Corrochano, que había sido comisario de la Comisaría General de Policía Judicial.

	Curiosamente, otro expolicía consiguió ampliar los contratos que sus empresas tenían con El Corte Inglés. Fue gracias a lo que se conoció como el acuerdo Windsor, al que llegaron las aseguradoras y las empresas de seguridad afectadas por el incendio. Se trataba de Juan Carlos Fernández Cernuda, que era también jefe de Seguridad de los grandes almacenes. Tras el incendio, El Corte Inglés compró el solar del Windsor para ampliar sus locales comerciales[15].

	El último párrafo de las tres páginas atribuidas a Villarejo, en el que se enumeraban todas las acciones supuestamente tomadas en el proyecto FG, exponía lo siguiente:

	ACCION FINAL

	Eliminar rastros documentales de la Firma de Auditoria DEL., intento de sustitución de soportes documentales originales, en su defecto eliminación física de los mismos. Sin comunicar ni fecha ni procedimiento del sistema operativo para conseguir su destrucción.

	Anteriormente, Moncloa.com había publicado otra sinopsis del esta vez llamado proyecto Trampa, supuestamente el mismo, en el que Villarejo terminaba con una «NOTA FINAL»:

	Esta SINOPSIS no pretende ser del todo exhaustiva, toda vez que PARTE de las ACTUACIONES realizadas y de los DATOS FACILITADOS no se han archivado por obvias MEDIDAS DE SEGURIDAD (por ello no pueden ahora recogerse exhaustivamente). El objetivo de este proyecto se ha CUMPLIDO TOTALMENTE, por lo que este GIA [por Grupo de Inteligencia y Análisis, al que Villarejo atribuía sus operaciones] ya ha FINALIZADO su cometido, no obstante (y por deferencia hacia T [o Tommy, identificado como Corrochano]), se continuará la labor hasta conseguir el máximo de las nuevas actuaciones solicitadas (por ahora pendientes).

	En definitiva, la filtración de esos documentos –a todas luces efectuada por el propio Villarejo–, de autenticidad inverificable, pretendía demostrar que el incendio del Windsor se ejecutó como último recurso para cumplir el encargo de Francisco González de que se eliminasen todos los documentos de Deloitte sobre la auditoría de la venta de FG Valores a Merrill Lynch.

	La cúpula de Iberdrola se libra por prescripción

	Otro de los gigantes que contrató los servicios especiales de Villarejo fue Iberdrola, presidida por Ignacio Sánchez Galán, que pagó un millón de euros al comisario entre 2004 y 2012 para, entre otras cosas, infiltrarse en plataformas contrarias a sus intereses, investigar a un accionista crítico con su gestión e incluso espiar al presidente de la constructora ACS, Florentino Pérez, y al expresidente de Ibercaja y de Endesa, Manuel Pizarro. No obstante, el juez García-Castellón decidió el sobreseimiento libre en esa pieza separada del caso Tándem (la número 17) y, aunque tanto la Fiscalía Anticorrupción como los afectados recurrieron esa decisión ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, esta ratificó la exoneración total de Sánchez Galán, así como de Francisco Martínez Córcoles, Fernando Becker y Rafael Orbegozo, que componían la cúpula directiva en la época de las contrataciones, por prescripción de los hechos.

	El exdirectivo y exjefe de Seguridad del grupo Iberdrola José Antonio del Olmo denunció la existencia de facturas irregulares para costear los servicios de espionaje supuestamente encargados al comisario José Manuel Villarejo y acusó a Sánchez Galán y a su sucesor como responsable de seguridad, Antonio Asenjo, de conocerlas. De todas formas, una vez que la Sala de lo Penal confirmó el archivo de la causa para el presidente de la eléctrica y su equipo directivo, igual que para la filial de energías renovables, como hemos indicado, por la prescripción de los delitos, el caso Iberdrola quedó reducido a Asenjo y Villarejo.

	García-Castellón rechazó aplicar la directiva europea de protección a alertadores y denunciantes –conocida como Directiva Whistleblowers–, que Del Olmo solicitó para evitar las «represalias» de Iberdrola por su actuación. Y, aunque le exoneró de cualquier tipo de responsabilidad penal y archivó la querella que el primer grupo eléctrico español interpuso contra él, la Sala de lo Penal de la Audiencia dio el visto bueno sólo a parte de esta decisión, pues entendió que el delito de falsedad documental relacionado con el contenido del informe elaborado por Del Olmo –que estuvo 14 años depositado en acta notarial– estaría prescrito, tal como señaló el magistrado instructor. 

	Sin embargo, a juicio de esta instancia superior, no habría ocurrido lo mismo con los delitos de revelación de secretos y revelación de datos reservados de persona jurídica atribuidos en la ampliación de la querella presentada por Iberdrola. Así las cosas, ordenó que se enviara la parte de esta acusación a los juzgados de Bilbao, a los que considera competentes por el lugar donde se habrían cometido dichos ilícitos[16].

	Al final, pues, sólo quedaron imputados por el caso Iberdrola el denunciante, Del Olmo, de la implicación en la trama de Villarejo del presidente de la compañía –quien obtuvo una retribución total de 13,21 millones de euros en 2021, un 8,23% más que en 2020– y del director de Seguridad de la compañía, Asenjo, quien había sido su fiel escudero y hombre de confianza durante dos décadas. Sería bastante raro que no hubiera hecho partícipe a Galán de los encargos de espionaje no prescritos (los proyectos Wind de 2011 y Sugus de 2010) por los que el juez García-Castellón decidió mantener imputado a Asenjo[17].

	El policía Asenjo, fiel escudero de Sánchez Galán

	«La larga relación entre ellos comenzó en Airtel, la empresa de telecomunicaciones de la que Sánchez Galán fue consejero delegado y que en 2001 se vendió a Vodafone con una valoración de 3,99 billones de pesetas, unos 24.000 millones de euros», explica la periodista Patricia López. «Airtel, que en aquellos tiempos apenas poseía un edificio corporativo en España, tenía como jefe de seguridad a Asenjo, ex policía nacional y profesional de la seguridad procedente de Prosegur que entró en la operadora por invitación de Eduardo Serra, quien fuera secretario de Estado del Ministerio de Defensa con el PSOE de Felipe González (de 1982 a 1987) y después ministro de Defensa con José María Aznar entre 1996 y 2000. Entre esos dos periodos, de 1994 a 1996, Serra fue presidente de Airtel, donde habían invertido numerosas grandes fortunas españolas, como Juan Abelló y la familia Entrecanales, para competir con Telefónica en el reciente liberalizado mercado de las telecomunicaciones».

	«Según distintas fuentes conocedoras de la situación, Serra introdujo a Asenjo en esta compañía y allí inició una relación de confianza con Galán, que cuando fue nombrado consejero delegado y vicepresidente de Iberdrola en 2001, nada más dejar Airtel, pidió expresamente llevárselo a la eléctrica. En ese momento, la compañía con sede en Bilbao ya tenía un jefe de Seguridad, Marcos Peña, pero el ingeniero salmantino insistió a Íñigo de Oriol, presidente en aquel momento, en que se le hiciera un hueco a su hombre de confianza. Un policía raso que ya tenía relaciones con Enrique García Castaño, conocido como el Gordo, responsable de la Unidad Central de Apoyo Operativo (UCAO) y jefe de Villarejo», continúa López.

	«Villarejo hizo sus primeros trabajos para Iberdrola en 2004, por los problemas que la eléctrica tenía con las autorizaciones para poder instalar una central térmica de ciclo combinado en Arcos de la Frontera (Cádiz). Aquello provocó una primera crisis interna en el Departamento de Seguridad del grupo energético, según las mismas fuentes. Unas tiranteces que se resolvieron en 2006 cuando De Oriol dejó la presidencia de la compañía en favor de Galán y el jefe de Seguridad decidió irse con él de la mano».

	«Sánchez Galán recibió la medalla al mérito policial en 2007, apenas un año después de ser nombrado presidente, y en octubre de 2018 recibió la Cruz de Plata del Mérito de la Guardia Civil en la plaza Mayor de Salamanca», recuerda la periodista.

	Brufau y Fainé pasan el marrón a sus jefes
de Seguridad

	En cuanto a Repsol y CaixaBank, el juez García-Castellón las imputó como personas jurídicas en la pieza separada número 21 del caso Tándem sobre el proyecto Wine, desarrollado entre 2011 y 2012, sobre el espionaje encargado a CENYT, la empresa matriz de Villarejo, para investigar al expresidente de Sacyr Luis del Rivero por su relación con Petróleos Mexicanos (Pemex) para hacerse con el control de Repsol, imputándoles un delito de cohecho y otro de revelación de secretos. Tanto Repsol como CaixaBank, a través de sus responsables de Seguridad, realizaron un encargo directo a Villarejo, cuando se encontraba en servicio activo en el Cuerpo Nacional de Policía, para investigar a Del Rivero y su entorno.

	Entre otras cosas, CENYT nunca estuvo habilitada para ejercer actividades de seguridad privada, y ambas entidades, Repsol y CaixaBank, presididas por Antonio Brufau e Isidro Fainé respectivamente, mostraron muy poca diligencia para verificarlo, ya que se trata de una comprobación que puede efectuarse fácilmente a través de la Unidad Central de Seguridad Privada de la Policía Nacional.

	Los dos jefes de seguridad de Repsol y de CaixaBank que contrataron a Villarejo –el comisario en excedencia Rafael Araújo y Miguel Ángel Fernández Rancaño, exjefe de la Policía de Madrid– habían sido destacados miembros de la Policía paralela formada por José Sainz y Rafael del Río, quien pasó a dirigir la seguridad de Iberia, tras ser director general de la Policía con Barrionuevo, y en 2005 (cuando presidía la Fundación de la Policía) fue nombrado presidente de Cáritas España por la Comisión Episcopal de Pastoral Social[18]. 

	Araújo (quien pidió una excedencia voluntaria en la Policía Nacional para ocupar el cargo de director de Seguridad Corporativa de Repsol YPF) había participado en la detención del fugado director de la Guardia Civil, Luis Roldán; y Rancaño (que entró en La Caixa como director de Seguridad en 2005) fue nombrado en 2009 consejero de la empresa Interligare, que tuvo un papel clave en las cloacas de Interior.

	Fernández Rancaño aseguró al juez que él informaba a Fainé –cosa que este negó reiteradamente– sobre los encargos a la empresa CENYT de Villarejo con el objetivo de desactivar la presunta operación de Pemex y Sacyr para controlar Repsol, y que la decisión de investigar a Pemex y a Sacyr se tomó a instancias de Repsol. Por su parte, Araújo reconoció que él fue quien decidió contratar a CENYT tras un «encuentro casual» con Villarejo en la fiesta de los Ángeles Custodios, patrones de la Policía Nacional, y por tratarse de una compañía «seria y con buena reputación»[19].

	Pero, a diferencia de Rancaño, Araújo negó haber informado a su presidente, Brufau, de la contratación de CENYT[20]. Algo bien extraño si la iniciativa de emprender la investigación había partido de Repsol, que además pagó a CENYT la parte mayor de los 413.600 euros que se abonaron a Villarejo: 218.900 euros fueron a cargo de la petrolera y la entidad bancaria costeó los otros 194.700 euros. Además, quien hubiera resultado más perjudicado por el supuesto asalto de Pemex y Sacyr habría sido el propio Brufau, no Fainé.

	Un juez empeñado en dar carpetazo al asunto

	El juez García-Castellón trató de dar carpetazo al asunto de inmediato, desimputando a las dos empresas y a sus presidentes sólo tres semanas después de abrir la causa, en julio de 2021. Pero en febrero de 2022 la Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia estimó los recursos que presentaron la Fiscalía Anticorrupción, el expresidente de Sacyr, Luis del Rivero, y Unidas Podemos contra su sobreseimiento provisional y le ordenó reabrir la causa y seguir investigando hasta «agotar la instrucción».

	En junio de 2022, García-Castellón dio por terminada la instrucción y volvió a ordenar el archivo de la causa para Repsol y CaixaBank y para los presidentes de las compañías, así como el sobreseimiento provisional y archivo respecto de los directivos Luis Suárez de Lezo, Joaquín Uris, Juan de Amunátegi y Antonio Massanell. También dictaminó que no había indicios ni sospechas de que la orden de contratar con CENYT o a Villarejo fuese conocida por los presidentes, ni de que ambos fuesen informados de sus resultados ni del pago al proveedor, que fue realizado, según el juez, por los respectivos jefes de Seguridad[21].

	Así que, al final, el 31 de enero de 2023 la Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional confirmó definitivamente la exoneración de las dos empresas y de sus presidentes, comprando el argumento de García-Castellón de que, incluso si conocieran los pagos a CENYT, «el hecho de que Brufau y Fainé estuviesen al tanto de la contratación de un servicio externo de seguridad, del cual no conocían los pormenores, no es un elemento incriminatorio aceptable en este momento procesal»[22]. O sea, que a lo mejor mintieron cuando afirmaron que desconocían la contratación de la empresa de Villarejo, pero eso da igual.

	Sin embargo, el minucioso análisis realizado por Público de las agendas del comisario y otros documentos relacionados con la causa muestran la existencia de una relación fluida y sostenida en el tiempo tanto con CaixaBank y Repsol como con Sacyr (en la persona de su jefe de Seguridad) y Pemex. Esto refuerza la idea de que se trató de una operación en beneficio de todos: espolear al alza el valor del 20% de Repsol en poder de Sacyr de forma que esta sortease la quiebra a la que estaba abocada con fecha del 21 de diciembre de 2011[23].

	Exdirectivo del Santander pillado
con las manos en la masa

	Pero hasta en pequeñas contrataciones sin gran importancia las mayores compañías españolas confiaban en las empresas de Villarejo. Por ejemplo, «también confió en el grupo empresarial controlado por el citado policía el Banco Santander, primera entidad bancaria española por capitalización bursátil y el mayor banco de la zona euro. En este caso, el proveedor fue Grupo Inmobiliario Cenyt S.L. (rebautizado posteriormente como Cenyt Consultoría Organizacional) y el encargo consistió en la impartición de 12 sesiones de habilidades en el curso “El rol del gestor de planes”, encargándose concretamente de los módulos denominados “Gestor por influencia” y “Negociación, comunicación efectiva”».

	«Las facturas están fechadas los días 9 de marzo de 2011 y 19 de junio y 13 de julio de 2013, importaron en total 14.400 euros (4.800 euros cada una) y se abonaron mediante transferencias a la cuenta de la empresa en una sucursal del Santander en la zona financiera de Azca, a no demasiada distancia de la sede corporativa del grupo CENYT en la madrileña Torre Picasso»[24].

	Grandes o pequeños, esos contratos tuvieron que ser justificados años después por las corporaciones que recurrieron a Villarejo, tratando de librarse de las vinculaciones con el caso Tándem. Sus excusas y argumentos fueron también resumidos por Pilar L. González de Lara en Público:

	«La defensa de la mayoría de los contratantes del comisario se basa en los siguientes argumentos falaces: desconocimiento de su condición de policía en activo, actividad privada autorizada de facto porque era “sabida por sus superiores”, selección de sus servicios porque tenía “prestigio” y había sido contratado antes por “muchas empresas importantes” y plantilla amplia y estable que de un lado demuestra la realización de un trabajo real de investigación y consultoría y de otro descarta una actividad ilegal con tantos testigos de riesgo»[25].

	Todo rotundamente falso, como demostraron las investigaciones de Público, y las verdaderas razones últimas de ese privilegiadísimo estatus empresarial del imperio de Villarejo consistían en que el comisario ofrecía servicios inconfesables a altísimos directivos de esas compañías o entidades bancarias. En el caso del Santander, el que fue pillado en 2014 con las manos en la masa fue el empresario Javier Martínez de la Hidalga (exdirector de Operaciones Inmobiliarias de la entidad bancaria), y la masa fue el Pequeño Nicolás, al que trató de hacer pasar por ayudante de la Subsecretaría de Estado de Presidencia ante el director de la sucursal del Banco Santander en la calle Ortega y Gasset de Madrid.

	De la Hidalga le contó al empleado del banco una historia rocambolesca: uno de sus socios había sobornado a un alto funcionario de Hacienda para meterle en un jaleo y, por ello, el Gobierno había decidido ayudarle.

	El director de la sucursal le preguntó cuánto dinero necesitaba. De la Hidalga contestó: «Todo lo que haya en las cuentas». Es decir, 500.000 euros en metálico. Martín le advirtió de que no podía disponer de todo el efectivo «por incumplimiento de la Ley de Blanqueo de Capitales» y que debía firmar «el documento S-1 que se remite al Ministerio de Hacienda». Fue entonces cuando comenzó otra rocambolesca actuación conjunta de Francisco Nicolás y la supuesta víctima. El joven simuló una llamada «al subsecretario» y tras colgar aseguró: «Con el tema del blanqueo no hay problema».

	Pero el asombro de Martín, el director de la sucursal, no acabó ahí. De la Hidalga le pidió también «las posiciones», es decir, todo el saldo y los productos financieros puestos a nombre de su mujer. El director las imprimió y se las entregó a la supuesta víctima, que a su vez se las entregó a Nicolás.

	El director de la sucursal se percató de la posible «estafa» cuando De la Hidalga le impidió, con un «manotazo», ver unos papeles de Nicolás con el sello de Presidencia. Alejandre Martín les hizo ver que no podían llevarse el dinero en metálico y les recomendó abrir una cuenta. Cuando le requirió la documentación a Nicolás y vio que sólo tenía veinte años y que ni siquiera tenía acabados los estudios, el director de la sucursal discutió con ambos. De la Hidalga cambió entonces de estrategia y usó un cheque bancario en blanco firmado por su mujer para volver a solicitar el dinero de su cuenta[26].

	Del Pequeño Nicolás a La Alamedilla

	Esta alambicada y chapucera operación es la que desencadenó el caso Pequeño Nicolás (que precipitó el hundimiento de la red de Villarejo y que se detalla en el capítulo 10), pero durante años tanto De la Hidalga como numerosos medios de comunicación, intoxicados por el comisario de las cloacas, dieron la versión de que Francisco Nicolás Gómez Iglesias le había engañado, haciéndose pasar por agente de la Vicepresidencia del Gobierno para estafarle.

	La verdad –que trataba de vaciar las cuentas de la esposa y estaba haciendo una operación ilegal con el aval de la finca La Alamedilla (otra clave en la trama que explicamos más adelante)– se abriría paso muy lentamente. Hasta que en el juicio contra el Pequeño Nicolás por esos hechos, ya en octubre de 2022, el propio De la Hidalga testificó por videoconferencia que tenía «confianza total» en Gómez Iglesias, y que le devolvió el dinero que le había entregado: «Obviamente, no he sido engañado», declaró[27].

	En resumen, el mismo De La Hidalga formaba parte del entramado en el que participaban Adrián de la Joya y otros empresarios, protegidos por Villarejo, que empleaban la «megafinca con palacete» La Alamedilla (el cigarral más grande Toledo)[28], como aval para blanqueo de capitales, por valor de muchos millones de euros, según el amplio informe con el que concluyó la investigación del caso Pequeño Nicolás la comisión judicial formada por el juez Arturo Zamarriego y que dirigió en su recta final el inspector Rubén Eladio López, al que trataron de intimidar en el despacho del DAO Eugenio Pino, como ya hemos relatado.

	Las operaciones de la sociedad Hacienda La Alamedilla S.L. eran un paradigma del modus operandi de la elite posfranquista, protegida por la Policía paralela, para blanquear capitales. Por ello, la primera llamada que hizo Villarejo en la misma tarde del 14 de octubre de 2014 (día en el que Martín-Blas comunicó al DAO Eugenio Pino la detención del Pequeño Nicolás), según constata el informe final de la comisión judicial, fue

	a Manuel Delgado Solís, «imputado por blanqueo de capitales en el Juzgado Central de Instrucción n.º 5 por el caso GÜRTEL. Consejero delegado de ACS y de su filial DRAGADOS (Florentino PÉREZ) y exabogado de Francisco CORREA (en prisión por caso GÜRTEL)». Delgado Solís ha sido además socio del exministro de Defensa Pedro Morenés, de la exministra de Exteriores Ana Palacio y del exvicepresidente de Repsol y también imputado en GÜRTEL por blanqueo de capitales Ramón Blanco Balín. 

	Delgado Solís, que fue consejero de El Mundo, es uno de los beneficiados de las ayudas de Madrid Network durante la presidencia de Esperanza Aguirre en la Comunidad, otra de las pesadillas judiciales que se le presentan al PP de Madrid. Fue a través de la empresa Flightech, en la que participa junto con el exministro de Defensa Morenés; y también están relacionados con esta causa las empresas Safeview y Saerco, controladas por Ildefonso de Miguel, exgerente del Canal Isabel II, imputado por la operación Lezo, o la Asociación Madrid Centro Médico, de Manuel Lamela, exconsejero de Sanidad de la Comunidad de Madrid.

	En este caso de las ayudas de Madrid Network, denunciado por la Fiscalía Anticorrupción, también está imputado Mauricio Casals, el presidente de La Razón y consejero de Atresmedia con el que Villarejo habló hasta en cinco ocasiones en aquella misma tarde del 14 de octubre de 2014[29].

	Ya hemos dicho que la finca La Alamedilla era un instrumento procedente del tesoro perdido de Banesto, tal como expone también el informe del inspector Rubén López, en el que se apoyó la acusación popular de Podemos en la causa para solicitar infructuosamente a la jueza una investigación sobre ese blanqueo de capitales:

	La sociedad Hacienda La Alamedilla S.L. fue constituida a finales de los noventa por cuatro socios: el propio Martínez de la Hidalga, Construcción y Urbanismo S..A, Inmobiliaria Jerry S.A. y Servicios Empresariales Integrados, empresa administrada y participada a su vez por Adrián de la Joya y por el concuñado de Mario Conde, expresidente de Banesto [se refiere a Rafael Martín Sanz, exconsejero de Presidencia del Gobierno socialista de José Bono en Castilla-La Mancha hasta 1986]. 

	Esta sociedad compró en 1997 esta finca a la mercantil Inversiones Rondonópolis S.L., propiedad precisamente de Mario Conde, Ramiro Núñez Villaveirán y el recientemente fallecido Arturo Romaní Biecas, que a su vez la había comprado en 1994 a Banesto. Rondonópolis fue expresamente declarada instrumento para la defraudación por la que Conde y Romaní fueron condenados en el caso Banesto (y sus causas relacionadas) y la finca, como activo de esta mercantil instrumentalizada criminalmente, debió haber sido objeto de liquidación para satisfacer la responsabilidad civil de aquel caso, pero no llegó a ser localizada por los tribunales dado el ingente volumen de activos y la dificultad para rastrearlos.

	Desde la compra de la finca por Hacienda La Alamedilla S.L., esta sociedad ha servido como receptora de numerosos préstamos bancarios, pese a estar en liquidación y no tener ninguna actividad real, en la que la finca, su único activo, servía como aval de devolución. A fecha de hoy, los créditos pedidos por esta sociedad, de la cual es socio principal Martínez de la Hidalga, superan ampliamente el valor de la propia finca y no han sido devueltos.

	Pero, asegura Podemos en su escrito, «hete aquí que, tres transmisiones y una unificación registral de parcela después, esta parcela está en manos del Sr. Martínez de la Hidalga, directivo en el Departamento de Inmobiliario del Banco Santander en la fecha de fusión con Banesto, y de D. Adrián de la Joya»[30].

	Los motivos de Villarejo para pringarse
con el caso Nicolay

	El 50,1% de la sociedad Hacienda La Alamedilla S.L. lo tenía Javier Martínez de la Hidalga, quien en la época de la compra era el director de operaciones inmobiliarias del Santander. Desde 1999, junto a De la Hidalga constaban como accionistas otros tres propietarios: la sociedad Construcción y Urbanismo, representada por Fernando Pinedo y Noriega de FP Asociados; la Inmobiliaria Jerry, representada por José Antonio Arrese y Chautón, quien tenía registradas dos empresas en Panamá, y Servicios Integrales Asociados de Adrián de la Joya, exvicepresidente de Avanzit y exdueño de Telson[31].

	De hecho, Villarejo intervino en ese llamado caso Nicolay precisamente para tratar de evitar que la investigación condujera hasta La Alamedilla y destapara el papel protagonista de su gran amigo y cliente preferente Adrián de la Joya en todo el tinglado de blanqueo de capitales mediante el (privado) Banco Nacional de Guinea, como explicó Javier Ayuso en El País en julio de 2017[32]:

	La clave para entender la intervención del comisario Villarejo está en la Hacienda La Alamedilla, una finca de más de 40 hectáreas situada en la provincia de Toledo y que iba a ser utilizada por el Pequeño Nicolás para una supuesta estafa. En los días previos a su detención, el chico había mantenido varias reuniones con Javier Martínez de la Hidalga, administrador formal de la finca junto a De la Joya. Le había presentado varios informes falsos de Hacienda y del CNI, y le había cobrado 15.000 euros por gestionar la concesión de un crédito de varios millones de euros del Banco Nacional de Guinea, con garantía de esa finca. De la Hidalga denunció inicialmente al chico por estafa, aunque luego retiró la demanda.

	Nada más iniciarse los interrogatorios, el teléfono del comisario Villarejo se puso en marcha y el mismo día 14 se producían llamadas entre el policía y Adrián de la Joya, Mauricio Casals, presidente del diario La Razón, el entonces secretario de Estado de Seguridad, Francisco Martínez, y los comisarios José Luis Oliveras y Enrique García Castaño, entre otros. Lo mismo sucedía al día siguiente, según consta en los diversos informes elaborados por la Comisión Judicial durante los últimos dos años. En los 60 días posteriores a la detención del Pequeño Nicolás se registraron 174 llamadas entre Villarejo y De la Joya, a través de su empresa Serena Digital.

	Los investigadores deducen que Villarejo recibió el encargo de De la Joya de recabar información sobre la investigación en curso y cómo afectaba a La Alamedilla. Las llamadas a Olivera tendrían que ver, según los informes policiales, con el hecho de que el comisario es el director del Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO). Cualquier investigación debe registrarse en el sistema del CITCO, nada más iniciarse, en lo que se denomina un «parte investiga». Villarejo, sospechan los investigadores, quería saber qué se estaba investigando. Así sucedió en este caso, a las 18:56 del 14 de octubre de 2014. 

	La tesis con la que han trabajado los investigadores es que Villarejo actuó a instancias de Adrián de la Joya ante el temor de este porque se profundizara en el supuesto origen ilícito de la propiedad de La Alamedilla y la posterior operativa de ocultación de la finca y el trasvase de fondos a otras sociedades. Para determinar si lo hizo por amistad o por contrato, el informe solicitaba diversas diligencias sobre las empresas de Villarejo y De la Joya, a las que se ha opuesto el fiscal San Román[33].

	Los Pérez Maura y el soborno
al presidente de Guatemala

	Otros clientes preferentes de Villarejo fueron «los hermanos Álvaro y Ángel Pérez Maura, los navieros imputados en la pieza PIT de la causa Tándem que investiga la contratación por estos del lobby de socorristas (grupo de influencia mundial que utilizó el comisario para ejecutar sus acciones) con el propósito de salir indemnes de un proceso judicial en Guatemala y otro potencial en España. El caso trata de un supuesto pago de sobornos a los entonces dirigentes de dicho país a cambio de la adjudicación directa de la explotación de una terminal portuaria de contenedores»[34].

	«Dentro de los servicios que Villarejo y Adrián de la Joya ofrecían a sus clientes, como los navieros Pérez Maura, destaca la alteración de procedimientos judiciales utilizando “acusaciones populares”, entre las que se distinguen dos tipos: las creadas bajo control del comisario y las que se repiten en los casos del interés del lobby de socorristas. En este segundo grupo estaban, por ejemplo, el sindicato ultra Manos Limpias y la asociación Ausbanc, cuyos líderes (Miguel Bernad y Luis Pineda) acabaron condenados por la Audiencia Nacional por extorsionar a bancos y empresas para que les pagasen a cambio de evitar acciones judiciales o campañas de descrédito en su contra»[35].

	En dos audios de 2016 que figuran en el sumario, con conversaciones en las que intervienen Villarejo, Adrián de la Joya, Rafael Redondo y el «cliente» Ángel Pérez Maura, queda patente el interés por disponer de una «asociación» que se persone en el proceso guatemalteco como «acusación» o «acción popular», pero que, en la práctica, trabaje a favor de los intereses de Pérez Maura. Ese fue el modus operandi de la trama para «enredar» los procedimientos judiciales en favor de los clientes de la jet-set para la que trabajaba Villarejo, como veremos en el capítulo 9.

	Además, los Pérez Maura participaban también en el esquema que ideó Villarejo para repatriar dinero desde paraísos fiscales en beneficio de sus clientes: algunos de los pagos que percibían las empresas del comisario eran en realidad devoluciones en España del dinero procedente de sociedades offshore de Villarejo que este pagaba en negro a un tercero por cuenta de sus clientes. Una triquiñuela financiera para evitar que se activen las alertas del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (Sepblac)[36].

	Es decir, Villarejo hacía de persona interpuesta, de forma que efectuaba desde sus cuentas opacas en el extranjero pagos en su nombre y luego se lo cobraba en España emitiendo facturas inventadas por esa cantidad más otro importe adicional que cubriera la tasa del impuesto de sociedades que le suponía facturar legalmente para recuperar el pago que hizo en negro. Algo conocido como «sistema de compensación» y que ya hemos descrito anteriormente en relación con el caso Emperador, en el que fue investigado el hijo mayor de Villarejo.

	Múltiples conversaciones contenidas en los audios del sumario de la pieza PIT de la causa Tándem indican que una parte de las facturas que las sociedades de Villarejo emitieron a los empresarios Pérez Maura disfrazaban en realidad devoluciones de pagos realizados por el comisario a un tercero desde sus sociedades offshore por indicación y cuenta de dichos clientes.

	Ese servicio era adicional al de la contratación inicial del comisario, que en el caso de los Pérez Maura se trataba de «buscar la impunidad de un presunto delito de cohecho cometido por los navieros», al sobornar con 30 millones de dólares al presidente guatemalteco Otto Pérez Molina y a su vicepresidenta, Roxana Baldetti, para lograr la adjudicación sin licitación pública, en julio de 2012, de la terminal portuaria en Puerto Quetzal. Un buen negocio tras la ampliación del canal de Panamá. La financiación fue aportada por la Corporación Financiera Internacional (IFC) del Banco Mundial[37].

	La pormenorización de todos los casos en los que la red policial paralela de Villarejo resolvió los problemas políticos, judiciales o laborales de los integrantes del Círculo de Gstaad (por así llamarlo) sería interminable. Pero sí es preciso explicar los casos más sonados que han salido a la luz y se han judicializado a raíz de la incautación del inmenso tesoro de documentos, audios y otras pruebas recopilado por Villarejo a lo largo de 40 años.

	Además, la Policía Científica y el CNI dicen ser incapaces de desencriptar la mitad de esos secretos con poder para derribar Gobiernos y Coronas.
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VIII

	El gran conseguidor

	El sicario que controló la cúpula de Interior

	Durante los diez años que estuvo de excedencia, engrosando su fortuna, Villarejo pasó bastante desapercibido (aunque no escondía su éxito y gustaba de pasearse por Madrid en coches de lujo y con bellas acompañantes)[1], pero su regreso en 1993 a las filas del cuerpo –pese al especialísimo estatus que le proporcionó Linares– le expuso al escrutinio de los periodistas de Interior.

	Muy pronto, dos reporteros de Diario16 detectaron su participación en uno de los grandes informes-fake de la Transición: el proyecto Veritas, en el que Villarejo vertió falsas acusaciones contra jueces, políticos y periodistas, cocinadas por su alegal agencia de detectives RV Consultores Investigación S.A.

	Veritas, primer gran informe-fake, contra Garzón

	Uno de los investigados es el propio juez Baltasar Garzón, a quien se le atribuían relaciones personales con dos ciudadanas marroquíes llamadas Jana y Jasmina. El informe asegura que los contactos entre el juez y estas dos personas los realizaba el inspector Enrique García Castaño.

	El mismo informe señala que existía una conspiración contra el Gobierno socialista y que una de las iniciativas iba a ser despertar el asunto GAL. En la falsa conspiración, según el proyecto Veritas intervenían García Castaño y el diputado del PP y vicepresidente segundo del Congreso, Luis Ramallo[2].

	Según esa primera información sobre Villarejo como autor de informes falsos para destruir a personalidades enemigas del poder ejecutivo o económico, «el proyecto Veritas 62 contiene más de mil folios y fue elaborado por el inspector de Policía José Villarejo, en su doble condición de detective privado y funcionario en activo del Ministerio del Interior». Algo que siempre ha sido totalmente incompatible, por supuesto, y para lo que nunca tuvo licencia oficial.

	Y la noticia recogía las órdenes de cesar a los tres implicados, cursadas por la secretaria de Estado de Seguridad: «Los ceses de los mandos policiales Ramón Lillo [Lozano de Sosa], Enrique García Castaño y José Villarejo Pérez, ordenados el pasado lunes por la secretaria de Interior, Margarita Robles, se deben a la elaboración de un informe secreto denominado “proyecto Veritas 51”».

	Los diferentes números del proyecto correspondían a las sucesivas «notas informativas» del propio Villarejo, a las que siempre fue tan aficionado porque suelen ser inverificables. «Este informe está registrado en dicho Ministerio con las siguientes contraseñas: “Nota informativa número 51. Asunto Garzón. Proyecto Veritas y fuente: Villar [abreviatura de Villarejo]”».

	Y los periodistas Mendoza e Irujo precisaban que, una vez generado ese informe falso, el

	subdirector general operativo Agustín Linares [...] ordenó a agentes de las plantillas policiales de fuera de Madrid que continuaran con las mismas relevando a Villarejo. Esta iniciativa tenía como finalidad que los policías no fueran conocidos en Madrid.

	El extraño informe elaborado por Villarejo dedica también su atención al periodista Luis del Olmo, sobre el que se hacen cábalas acerca de presuntos negocios.

	Parte del informe fue utilizado para instruir diligencias políticas en el Juzgado n.º 46 de Madrid, cuya titular se inhibió recientemente del conocimiento del mismo en favor del Juzgado Central de Instrucción n.º 4 de la Audiencia Nacional, que dirige el magistrado Carlos Dívar. Este, a su vez, lo devolvió al Juzgado de procedencia[3].

	En definitiva, un ejemplo claro del modus operandi de la cloaca: fabricar informes policiales falsos con la finalidad de judicializar imputaciones infundadas para después atizar un escándalo mediático con el propósito de acabar con la carrera del objetivo del montaje.

	Sólo cinco días después, el 4 de mayo de 1995, el tándem de investigación de El Mundo (Cerdán y Rubio) publicaba otra información afirmando que el «dosier Veritas fue elaborado por agentes de la Comisaría de la Policía Judicial, con el visto bueno del propio [Ángel] Olivares», director de la Policía, quien

	ha querido zanjar el escándalo de la utilización de fondos del Estado para investigar la intimidad de personajes como Baltasar Garzón, Luis Ramallo, Javier de la Rosa, Luis del Olmo y varios periodistas de El Mundo, depurando a tres simples funcionarios policiales: Ramón Lillo, Enrique García Castaño y José Villarejo.

	Dos de estos policías, Enrique García Castaño y Ramón Lillo, no participaron en la elaboración del informe Veritas en la que sí pudo intervenir José Villarejo. De las pesquisas policiales siempre estuvieron informados, tal como recoge el propio informe, Enrique de Federico, jefe de la Comisaría General de Policía Judicial, el director de la Policía, Ángel Olivares[4], y el subdirector, Miguel Ángel Alonso.

	El operativo de seguimiento y control sobre Garzón y algunos de sus colaboradores, acusados de colaborar con redes de narcotráfico, se puso en marcha a mediados de septiembre de 1994, antes de que estallara el «caso GAL». En él participaron 20 inspectores, coordinados por el comisario de Barcelona, Carlos Rubio[5]. Los policías fueron trasladados a Madrid desde la Ciudad Condal y Zaragoza para evitar filtraciones. De Federico, contrariamente a lo previsto en las ordenanzas policiales, no utilizó a la Brigada de Régimen Interno, la encargada de investigar estos casos.

	Castaño, que estaba destinado en la Comisaría General de Información y colaboraba estrechamente con Garzón, fue investigado por este grupo especial de policías por haber participado en la detención del sirio Monzer al Kassar[6].

	En mis charlas a solas con Margarita Robles, me aseguró que ni ella ni De Federico tuvieron nada que ver con el proyecto Veritas, pero muchos años después Villarejo aseguraría que fue ella quien le encargó esa investigación[7], tramada para desacreditar a Garzón.

	Objetivo: apartar a Garzón de los casos
Achile Lauro y GAL 

	Felipe González lo había utilizado, tras ficharlo como número dos para Madrid en su último triunfo electoral de 1993, y Garzón quedó relegado como director del Plan Nacional de Drogas por la decisión de convertir a Belloch en biministro, sumando Interior a Justicia tras la dimisión de Asunción por la fuga de Roldán. El magistrado dimitió, tras unos meses en el cargo, y Moncloa quiso desactivarlo.

	El plan, presuntamente, consistía en relacionar al magistrado con un grupo mafioso árabe afincado en España para destruir su carrera y apartarle de operaciones como la del buque Achile Lauro o los GAL. Redactado en 1995, el documento sostenía que el juez había sido captado por este grupo mafioso conocedor «de su obsesión por las mujeres, por aparentar y por la buena vida. No les resulta difícil ir introduciéndolo al principio en fiestas aparentemente inocuas y, más tarde, en orgías donde puede disfrutar de dos y hasta tres mujeres a la vez, donde se consume coca y se abusa del champagne francés»[8].

	De aquel encontronazo de Villarejo con Robles, a raíz de la oscura maniobra contra el juez Garzón e implicando al entonces inspector García Castaño, saltaron chispas que todavía queman entre las manos a varios miembros del Gobierno de Pedro Sánchez. Y la investigación del proyecto Veritas generará amistades peligrosas entre varios de los protagonistas de la trama.

	Porque Garzón acabó siendo gran amigo (y abogado) de García Castaño, quien a su vez se hizo «tronco» y cómplice de Villarejo, al que el exmagistrado de la Audiencia me justificaría y alabaría como «un buen policía» cuando conversamos off the record durante el rodaje del documental Las cloacas de Interior. Además, la pareja sentimental del juez Garzón, la fiscal Dolores Delgado, fue nombrada por Sánchez ministra de Justicia, y cuando empezaron a aparecer los audios de sus charlas con Villarejo tuvo que ser apartada del Gobierno.

	Modelos prostituidas para obtener
«información vaginal»

	Para explicarlo bien, hay que remontarse a 1992, cuando Villarejo empezaba a hacer planes para reincorporarse a la Policía y así dar «validez oficial» a sus montajes de espionaje y sus «notas informativas» plagadas de falsedades para consumo de la prensa sensacionalista. Según publicó Crónica de El Mundo[9]:

	El 2 de febrero de 1992, cuando a Villarejo aún le quedaban unos meses para finalizar la excedencia que pidió nueve años antes para dedicarse a montar empresas, registró la agencia Toc Hepoca S.L., con un capital social de 601.012,17 euros. El propósito sobre el papel: organización de reuniones, conferencias, congresos, cursillos, pases de modelos... aunque, según las palabras del propio comisario guardadas en su grabadora durante la comida en la marisquería[10], el objetivo de la agencia era bien distinto: montar una red de prostitutas que se acostaran con hombres influyentes para sacarles información, grabarlos en situaciones comprometidas y después chantajearlos.

	Crónica ha encontrado el piso-prostíbulo que el comisario montó cuando cumplió 40 años y se acababa de separar de su mujer, como confesó a la ministra Delgado en el reservado de la marisquería. Hasta ahora nadie había confirmado la existencia de este apartamento con cinco despachos donde se juntaban 40 mujeres los fines de semana dirigidas por una madame. Y lo más surrealista de la historia es que compartían espacio con un grupo de políticos de la oposición de Guinea Ecuatorial...

	Negocio del que alardearía en 2009, precisamente ante Delgado, Garzón y los jefes policiales amigos –García Castaño, el comisario Gabriel Fuentes (imputado en el caso Interligare[11]) y el entonces DAO, Ángel Fernández Chico– durante una comida en la marisquería Rianxo:

	Villarejo: Te voy a contar una anécdota...

	Delgado: Vale, venga.

	V.: A los cuarenta tacos, que se me encendió un poco la luz y me separé y tal, seguía con un tema, con una empresa de análisis de información y de investigación. ¿Sabes lo que hice para llevarme al huerto a todo el mundo? Montar una «agencia de modelos».

	D.: ¿Y ya está? Éxito garantizado.

	V.: ¡Qué gilipollez! Pero gente dura, correosa, en los consejos de administración, le ponías una «chorbita», se la tiraba y a ese tío que iba a tomar […] y muerto. Además, es que es lo importante y contaban las cosas para que las chicas se sintieran cautivadas. Y claro, decía «eres un tío guapo» y pom, muerto. La gente es más simple; no he visto gente más tonta. Les contaban las cosas para que las chicas se sintieran cautivadas. «Dios, la que he liado esta mañana». Me hice de oro. De verdad, de verdad, fíjate qué cosa tan tonta. Era la información vaginal, que yo decía. Era una cosa absurda[12].

	Además, en otro momento de la conversación Delgado asegura, refiriéndose al prostíbulo de Villarejo, que «es mucho más fácil que un hombre babee que una tía babee», a lo que este le responde que «el machismo todavía está muy institucionalizado en la sociedad».

	Por último, el comisario hace una alabanza del negocio que ha montado y que dio «buena información en su día al gremio» porque «funcionaba como un tiro». Es en ese momento cuando Villarejo explica la táctica que usaban las chicas para conseguir la información: «Ay, mi vida, qué interesante, yo es me aburro mucho [decía la chica]», se hacía la tonta y no veas la ruina que les buscamos[13].

	Pero ¿qué tipo de información obtenía a través de aquellas prostitutas? Crónica de El Mundo aventuró que podía incluir, precisamente, la que empleó para tratar de hundir la carrera de Garzón:

	Durante esos años, el nombre de Villarejo también aparece en la elaboración del informe Veritas, encargado por el Ministerio del Interior, en el que se recogían datos sobre la vida privada de políticos, empresarios, periodistas y jueces como Baltasar Garzón, con el que años después el comisario compartiría su confesión sobre la agencia de modelos durante la comida en la marisquería.

	«Habría que preguntar a Villarejo si para elaborar ese informe utilizó a las chicas de su agencia», insinúa un comisario de aquella época[14].

	Enlace de Interior con la oposición
al dictador Obiang

	En cuanto a cómo compartía aquel prostíbulo la oposición de Guinea Ecuatorial, Villarejo había conocido a Severo Moto (líder del Partido del Progreso y exiliado en España) a finales de 1992 y le ofreció aquella oficina gratuitamente con el fin de convertirse en su enlace con el Gobierno: 

	«Pepe Villarejo era nuestro enlace con el Ministerio del Interior, y nos daba cobertura de seguridad. En realidad, él era un agente encubierto del Estado español», explica Severo Moto. «De aquel piso recuerdo lo de la agencia de modelos. Era otro negocio de Villarejo. Nosotros no preguntábamos y nadie preguntaba por nosotros. Esas eran las reglas».

	Armengol Engonga, secretario general del Partido del Progreso, confirmó que Villarejo logró así convertirse en representante del Ejecutivo:

	Nosotros le llamábamos Pepe. Y el piso era suyo. Él se presentaba como empresario. Tenía sus negocios. Aunque nosotros conocíamos su relación con el Ministerio del Interior de José Luis Corcuera. Siempre lo entendimos como una cobertura política y de seguridad, un apoyo oficial del Gobierno de Felipe González[15].

	Esta larga y complicada anécdota muestra hasta qué punto Villarejo se había ya convertido, antes de regresar a la Policía, en el gran conseguidor de todo tipo de objetivos, desde el espionaje a personalidades influyentes hasta operaciones internacionales encubiertas. Y tanta utilidad le encontraban las elites posfranquistas en el poder, que ni siquiera el escándalo del proyecto Veritas o las órdenes ejecutivas de cesarlo pudieron hacerle mella.

	Encargos millonarios de espionaje y juego sucio

	Porque, además, Villarejo se valía de esa situación de privilegio fuera de toda normativa para engrosar su fortuna con encargos millonarios de espionaje y juego sucio. En este caso, se aprovechó de sus relaciones con Guinea Ecuatorial para elaborar el informe King, 29 páginas sobre la fortuna y trapos sucios de Gabriel Obiang Lima, uno de los hijos del dictador:

	Francisco Menéndez trabajaba en Gepetrol, la empresa de hidrocarburos de Guinea Ecuatorial, y es quien remitió, a través de un tercero, la documentación sobre los 4,5 millones que pagó al comisario y a su socio por el proyecto King, para favorecer a una facción de la familia del dictador Teodoro Obiang, el conocido como Teodorín frente a Gabriel, otro de los hijos.

	Pagó 1,6 millones en Panamá y los otros tres en pagos fraccionados en metálico. El mediador fue su amigo y padrino de su hija, Carlos Salamanca, comisario del aeropuerto de Barajas que ha sido desimputado[16] en la causa Tándem que investiga la Audiencia Nacional.

	Según la declaración que prestó en septiembre de 2017, Menéndez acabó mal con Villarejo, quien llegó a amenazarlo, y se puso en contacto con un exagente del CNI, David Vidal, para entregarle toda la documentación que tenía sobre Villarejo y los pagos que había realizado. Ahora el empresario está imputado en Tándem, pero se mantiene firme en sus acusaciones contra el comisario jubilado y su socio Rafael Redondo.

	De este encargo ya había referencias en la causa del Pequeño Nicolás, donde aparecen documentos de identidad de ciudadanos ecuatoguineanos, abonos de viajes de otra de las hijas del dictador, Mercedes Obiang, o la utilización del mismo Banco Nacional de Guinea Ecuatorial (BANGE) para pagar el proyecto King y con la que los amigos del veinteañero querían blanquear 20 millones de euros[17].

	El 3 de noviembre de 2017, Villarejo fue finalmente detenido precisamente por colaborar con directivos de Gepetrol en el supuesto desvío y/o blanqueo de 30 millones de la petrolera de 2010 a 2013. De la treintena larga de piezas separadas en las que la Audiencia Nacional dividió la macrocausa Tándem, la del proyecto King fue la considerada pieza principal, de la que serían desgajadas todas las demás, ya que la caída de Villarejo se produjo a raíz de esa causa.

	Volviendo a 1995, a partir de su choque con Robles, Villarejo decidió apartarse de los focos y continuar trabajando como «liberado» en las sombras. Para asegurarse su anonimato en prensa, se dedicó a filtrar exclusivas a los periodistas asignados a Interior o sucesos, al tiempo que perfeccionaba su modus operandi habitual: informe policial fake / grandes titulares / acusación popular en función de esos recortes de prensa / judicialización del caso / destrucción del objetivo que se quiere desacreditar.

	Con el fin de codearse con las elites del poder económico y convertirlas en sus clientes, se empleó a fondo con sus redes de confidentes para investigar la corrupción financiera entre la beautiful people de Marbella, estrechando relaciones con magnates árabes, diplomáticos, aristócratas... y especialmente con el traficante de armas Monzer al Kassar, del que aprendería todas las trampas del comisionista de altos vuelos y quien le introduciría en ese selecto club, encabezado por el propio Juan Carlos I[18].

	José Luis Olivera, la gran baza de Villarejo

	Al tiempo que pretendía infiltrarse en esas tramas para obtener información valiosa sobre las mafias que operaban en la Costa del Sol, él mismo se aprovechaba de los conocimientos adquiridos para hacer pelotazos en beneficio propio con la inestimable ayuda de sus «troncos» en la Policía Nacional. De todos ellos, el más poderoso y útil para esos negocios siempre fue José Luis Olivera Serrano, quien logró colocarse al frente de las principales áreas de investigación de las Fuerzas de Seguridad: jefe de la Unidad de Delincuencia Especializada y Violenta (UDEV) de 2003 a 2005; director de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF) entre 2006 y 2011, y director del Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO) desde 2012 hasta 2016.

	Como veremos, en todos esos puestos de poder policial estuvo colaborando en las operaciones ilegítimas de Villarejo –que alardeaba de su amistad con Olivera para resolver los problemas de sus clientes–, en cuyas agendas y grabaciones aparece constantemente como el «tronco» facilitador de todo tipo de irregularidades, sobre todo las de encubrimiento u obstrucción a la Justicia para tapar los casos de corrupción del PP. Desde el espionaje interno que sacudió al PP de Madrid en 2009 –Olivera utilizó su cargo al frente de la UDEF para obtener de Telefónica, saltándose a la jueza, datos personales de funcionarios y de guardias civiles con el fin de acusarlos falsamente y así encubrir a altos dirigentes del partido, como Ignacio González y Francisco Granados[19]– hasta la operación Kitchen para sustraer o destruir las pruebas de que los papeles de Bárcenas (pieza UDEF-BLA 22510 de marzo de 2013) eran auténticos y exactos.

	Pero no sería hasta junio de 2021 cuando Olivera fue imputado por primera vez, en la pieza Kitchen de Tándem, a raíz de la declaración como testigo en esa causa del inspector Manuel Morocho, quien le identificó como una de las personas que maniobró para apartarle del caso Gürtel: en junio de 2013, en una reunión en una cafetería, Olivera le ofreció altos cargos en la ONU o Lisboa a cambio de que dejase de lado la investigación de la caja B del PP[20].

	En concreto, Olivera fue uno de los altos mandos policiales que impidieron a Morocho incluir la relación de las personas (como «M. Rajoy») que eran receptoras de dinero de la caja B en el informe que, como inspector de la UDEF, presentó al Juzgado Central de Instrucción n.º 5 de la Audiencia. Morocho era el jefe de la unidad que, en funciones de Policía Judicial y a las órdenes del juez, auxiliaba al magistrado en el caso.

	La carrera de Villarejo despega a medida que Olivera, alias Oli, va ascendiendo en el escalafón y ocupando cargos cada vez de más relieve. Su papel en la vida de Villarejo queda puesto de manifiesto cuando el comisario se vuelca desde el verano de 2016 para promocionarle al puesto de DAO, máximo cargo policial de uniforme, tras la jubilación de Eugenio Pino. Olivera era la pieza imprescindible que Villarejo necesitaba para, por un lado, librarse de lo que se venía encima después de que la Agencia Tributaria destripase Framen, la empresa por la cual pasaban millones de euros saqueados a las arcas públicas de Guinea Ecuatorial, y, por otro, proseguir con su rentable negocio manteniendo el apoyo y temor de las patas policial, mediática, empresarial, política y judicial. 

	[…]

	En los 1.739 apuntes que constan en las primeras agendas de Villarejo, que se le incautaron hace tres años y que van de 9 de mayo de 2016 a 2 de noviembre de 2017 (unos documentos diferentes, que no incluyen los 13 cuadernillos oportunamente localizados hace unos meses, y que van desde 2007 hasta el 5 de mayo de 2016), José Luis Olivera es de los más nombrados de largo junto con el exjefe de la UCAO, Enrique García Castaño (alias Big), el exjefe del puesto fronterizo de Barajas Carlos Salamanca (alias Salas) y un nutrido grupo de periodistas[21].

	Villarejo lo factura, Olivera saca comisión
y lo trabaja la Policía

	Entre los documentos incautados a Villarejo tras su detención figuran borradores de acuerdos privados de 2008 en los que otorgaba a Olivera una participación en su empresa Servicios de Investigación y Detección S.L., puesto que dependía del apoyo que le diera su amigo desde la dirección de la UDEF, ya que se dedicaría a la localización y recuperación de fondos desviados o sustraídos:

	Aunque Olivera no figurase en las escrituras por ser una actividad manifiestamente incompatible con su trabajo como policía, en dichos borradores se le reconocía un 5% de participación a cambio de lograr que se admitieran las denuncias que se llevaran ante la UDEF, de ocuparse de ellas y de facilitar a dicha empresa los resultados y datos obtenidos en tiempo real, incluidos aquellos procedentes de bases restringidas y a los que sólo la Policía puede acceder. Al menos así se extrae de las conversaciones que Villarejo mantiene con el policía en segunda actividad Antonio Giménez Raso para incorporarlo como socio-gerente de dicha compañía y en las que le explica los pormenores. En cualquier caso, se trata de borradores, no de documentos firmados, aunque su contenido tenga reflejo en las conversaciones que el comisario mantiene con Giménez Raso –sin Olivera presente– en las mismas fechas de la data de los documentos.

	De acuerdo con un audio de 2007 incautado a Villarejo, este anda convenciendo por entonces a Antonio Giménez Raso para que deje de trabajar con Francisco Marco, de la agencia de detectives Método 3, y se incorpore al grupo CENYT para trabajar con ellos, como gerente y también como accionista de una nueva línea de negocio que van a lanzar con el Oli, José Luis Olivera: recuperaciones de bienes en el marco de fraudes y estafas financieras. 

	Giménez Raso tiene miedo escénico y no sabe si hará un buen trabajo. Pero Villarejo le tranquiliza: el asunto no radica en conseguir los datos y procesarlos, sino en «recogerlos» para refacturarlos dentro de la asesoría contratada con el cliente; su trabajo es mucho más llevadero y, sobre todo, mucho más rentable: será la cara visible de la empresa ante la unidad policial que dirige Olivera, la UDEF (Villarejo no puede hacer ese papel porque, en sus propias palabras, «la gente ya me conoce y sabe que tal...») y su misión será recibir los datos y acudir diariamente a las oficinas de la UDEF para vigilar que la investigación avanza[22].

	En resumen, el trabajo lo facturaba la empresa de Villarejo, y Olivera se llevaba una comisión del 5%, pero en realidad lo efectuaba la propia Policía, tal como se lo explica el fontanero de las cloacas a Giménez Raso:

	la metodología es sencilla: la empresa mirará sobre todo por el enfoque estratégico; en lo que respecta al trabajo de campo, cuando reciben una estafa, se convence al cliente para que denuncie en la UDEF y a partir de ahí esta unidad se hace cargo. La relación del Oli con Villarejo propicia que «las cosas pasen» y el asunto sea seguido con el interés debido. El lado legal también está cubierto –para garantizar la discreción–, en este caso por su abogado y amigo Ernesto Díaz-Bastién (alias Primo). Se trata, pues, de denunciar los hechos en los dominios de Olivera, y así beneficiarse del uso de bases policiales de acceso restringido tan útiles cuando se trata de localizar bienes y personas fugados: informes de actividad del notariado, embarques, pernoctaciones en hoteles, etc., datos a partir de los cuales resulta mucho más sencillo localizar el dinero desviado y recuperarlo.

	[…]

	La relación de Olivera y Villarejo es anterior a 2007 y la progresión profesional de ambos discurre en paralelo. Las operaciones policiales que destaca Olivera en su currículum son prácticamente las mismas que las que despliega Villarejo en el suyo. También coincide, por ejemplo, el año en que Olivera da un salto cualitativo con su nombramiento como jefe de la UDEV con el espacio temporal en el que Villarejo abre oficina representativa en la planta 9 de Torre Picasso. 

	[…]

	[Villarejo] promete a clientes y amigos la colaboración de Olivera sin pudor alguno. Al mismo Adrián de la Joya, que vive angustiado con las consecuencias de las rogatorias solicitadas por el Juzgado del caso Gürtel, Villarejo le asegura y reasegura que el Oli –entonces ya en el CITCO– se lo va a solucionar. «Seguro, seguro»[23].

	Negocios fraudulentos de los responsables
de «control de fraude»

	Entre 1994 y 2003, Olivera fue inspector del Departamento contra el Fraude Financiero en Barcelona, y allí coincidió con el que más adelante sería socio de Villarejo, Ángel Benseny, quien en aquella época era director de Control de Fraude para el Sur de Europa de Europay, una empresa dedicada a sistemas de pago y responsable de Eurocard y Mastercard.

	En 2003, Olivera ascendió a jefe de la UDEV y Villarejo se trasladó a la Torre Picasso de Madrid. Su negocio despegó, en parte, por el acceso directo al censo que la nueva Ley de Extranjería otorgaba a la Policía.

	Al mando de la UDEV, Olivera siguió prestando atención a las grandes operaciones contra el fraude de tarjetas (operación Armagedón, entre otras). A partir de 2006, ya como jefe de la UDEF, se centró en los grandes casos de corrupción en los que la evasión, repatriación y blanqueo de capitales eran protagonistas: Ballena Blanca, operación Hidalgo, Avispa, Malaya, Astapa o Goldfinger. Casos en los que confluían un montón de personas adineradas imputadas o en riesgo de imputación, es decir, necesitadas de servicios de gestión de crisis. Y cuando existía este tipo de demanda, la organización de Villarejo nunca andaba lejos. Como en Goldfinger, por ejemplo: Villarejo asesoraba en temas de gestión de crisis al ya desaparecido bufete Díaz-Bastién&Truán, principal imputado en dicha causa por facilitar operaciones irregulares a varios clientes mediante el diseño y gestión de estructuras mercantiles específicas[24].

	La operación Astapa, paradigma de la mafia
de Villarejo y Olivera

	Por tanto, el papel de Olivera siempre fue fundamental para el despegue del imperio empresarial de Villarejo, cuyo éxito y rentabilidad se basaban en la utilización arbitraria de los medios y recursos del Ministerio del Interior; una gigantesca malversación continuada de fondos públicos que no ha sido todavía perseguida de oficio por la Fiscalía, porque se ha limitado a la investigación de casos concretos, como si todo ello no constituyera un colosal entramado mafioso creado a costa del Estado y en el seno de su institución ejecutiva más poderosa.

	La enumeración y explicación de todos los casos en los que se cometieron esos gravísimos delitos desde la cúpula policial y a costa de los contribuyentes ocuparía una enciclopedia, pero vale la pena que detallemos el de la operación Astapa, porque cuenta con todos los elementos paradigmáticos de esa organización criminal formada por altos cargos oficiales, cuyos desmanes causan enormes perjuicios tanto a ciudadanos corrientes como a personalidades.

	Uno de ellos fue Antonio Barrientos, médico y alcalde del PSOE en Estepona hasta que cayó en desgracia en 2008, tras ser detenido por la Policía junto a un centenar de personas en la operación Astapa contra la supuesta corrupción urbanística en el municipio. A Barrientos se le intentó vincular además con una oscura financiación del Partido Andalucista y de los socialistas[25].

	El resultado fue el cambio del alcalde por un concejal también del PSOE, David Valadez, que fue el denunciante de la supuesta trama. En diciembre de 2016, el juez tomó por primera vez declaración a Barrientos después de ocho años de imputación. Y no tuvo palabras gratas para su sucesor –a quien varias fuentes políticas, judiciales y policiales señalaron como el hombre del comisario Villarejo en Estepona– ni tampoco para la UDEF de Olivera, que introdujo datos falsos sobre los procesados en sus informes –desde atribuirles cuentas bancarias que no poseían hasta puestos en consejos de administración de empresas con las que tampoco tenían relación–, según dictó el magistrado en un auto.

	La clave de esta relación entre Valadez y Villarejo estuvo en el exgerente de Urbanismo del Ayuntamiento de Estepona, Diego de Lucas Villarubia, quien después sería el administrador único de Sensible Code, la empresa que editaba la página digital de la mujer del comisario, investigada por difundir la grabación al CNI y a Asuntos Internos dentro de la causa del Pequeño Nicolás. 

	En 2006, Diego Valadez, portavoz del grupo socialista municipal y concejal de Bienestar Social, estableció contacto con el dueño de la sociedad Grupo SH Vilamoura, Juan Carlos Escribano Cárcel, que estaba interesado en la promoción de la finca La Ventilla, donde quería construir el Residencial Mirador de la Cala. Este acabaría siendo socio y administrador de las sociedades del comisario Villarejo en Estepona. Fuentes del municipio indicaron a Público que «Valadez tenía también una estrecha relación con el hermano del comisario, que ha sido cura en la localidad hasta hace poco».

	Según las actas del grupo municipal, Valadez advirtió en la reunión donde se debatía un convenio urbanístico que «no tenía nada que objetar al convenio, si bien había recibido una llamada de la Policía del Ministerio del Interior, y que incluso tenía documentos y grabaciones con respecto al mismo, que le impedían aprobar el citado expediente». El alcalde Barrientos insistió en que le diera esas pruebas para poner una denuncia «ante el Juzgado competente en la materia, ya que, de otra forma, sería como hacerse cómplice de estos hechos delictivos, cosa a lo que no está dispuesto».

	Valadez no acudió al pleno donde se iba a aprobar aquel convenio urbanístico y en la siguiente reunión de los socialistas volvió a reiterar que «nunca tuvo dudas sobre el expediente de urbanismo en sí» y que «no entraba a discutir sobre el mismo, y menos de su legalidad ya que contaba con todos los informes y, por consiguiente, no tenía nada que objetar».

	Sin embargo, diez días después viajaba a Madrid para declarar en la UDEF a petición propia, junto con otra concejala del PSOE, sobre los supuestos amaños urbanísticos en el consistorio. Según ya había manifestado al grupo socialista, «un promotor de su confianza le había transmitido que en otra ocasión había sido extorsionado con 200 millones de pesetas y que había entregado en una reunión en el Hotel Kempinski a alguien perteneciente a otro partido político».

	Ese promotor, Juan Carlos Escribano (socio y administrador de algunas empresas de Villarejo y también socio del exgerente de urbanismo Diego de Lucas), declaró a la Policía «que recibió presiones, antes de empezar las obras en el año 2003, por parte de la novia, hoy esposa, del entonces alcalde Antonio Barrientos, que le exigió una rebaja del 50%, que si no tendría problemas con la licencia de obra» del Mirador de la Cala. Sin embargo, esas supuestas presiones se probaron falsas, ya que la mujer de Barrientos nunca estuvo involucrada.

	La denuncia quedó parada en la UDEF mientras Barrientos cumplía su palabra y ponía una denuncia en la Fiscalía Anticorrupción de Málaga, que reiteró siete veces sin que se abrieran diligencias. Pero en 2008 la Policía volvió al ataque, cuando el Consistorio de Estepona requirió a Escribano el «pago de los excesos de aprovechamientos que habría de corresponder al Ayuntamiento». El Grupo Villamoura se había comprometido a hacer 113 aparcamientos que no había hecho y debía pagarlos al consistorio. 

	El 17 de junio Barrientos era detenido y a continuación fue nombrado nuevo alcalde David Valadez, quien, según declaró él mismo en sede judicial, se había traído desde Madrid un nuevo arquitecto que acabaría llevando el urbanismo de Estepona: Diego de Lucas, precisamente administrador del comisario Villarejo.

	La sociedad de Escribano consiguió entonces la licencia de primera ocupación sin compensar plazas de aparcamiento, sin sanción económica y sin el abono de los aprovechamientos urbanísticos.

	Al año siguiente, el grupo Cenyt Ksur, del entramado societario de Villarejo, se convirtió en la comercializadora de los pisos de lujo del Mirador de la Cala. El comisario era propietario, a través de su empleado David Macías, de 18 pisos (entre ellos dos áticos), 20 trasteros/garaje y un local en esos edificios, según el informe elaborado por Asuntos Internos. En el local estaba la clínica Cenyt, también propiedad del comisario.

	Otro fiscal que se retracta en beneficio
de Villarejo

	Público y El País informaron en 2015 de que entre 15 y 20 millones de euros de la fortuna de Villarejo fueron llevados desde empresas de Uruguay a Estepona y acabaron «blanqueados» en operaciones inmobiliarias, como la del Mirador de la Cala: «de ellos, casi 7 millones se recibieron en concepto de “otras deudas” y se destinaron en el mismo año a préstamos (en el caso de CENYT) o a constituir nuevas sociedades (Cenyt Consultoría y Cenyt Ksur) a través de Lextor»[26].

	No obstante, y para sorpresa de todos los personados en la causa Astapa, el mismo fiscal de Anticorrupción que en 2018 aceptó la petición del algunos acusados de indagar los intereses personales de Villarejo en esos posibles delitos urbanísticos, Valentín Bueno, se retractó un año después de haber admitido que existía un «interés legítimo» de las partes en reclamar los informes sobre el comisario en Tándem porque así se evitaría «la indefensión» de los encausados.

	Sin embargo, ahora, en un giro inesperado y en contra de la línea de los fiscales Stampa y Serrano que mantienen las acusaciones en la Audiencia, el fiscal Bueno asegura en un escrito que «una cosa es que Villarejo hiciera mal uso de informaciones a las que tenía acceso por los importantes cargos policiales que desempeñaba» y «otra muy distinta, que toda la investigación estuvo controlada por él para favorecer sus inversiones e intereses particulares».

	Esta consideración del fiscal malagueño choca de pleno con las acusaciones de Anticorrupción en la Audiencia Nacional y, según los letrados consultados de ambos procedimientos, «esto es una grave contradicción en una institución jerárquica como la que encabeza el fiscal jefe Anticorrupción Antonio Luzón y hace que entren en choque las posiciones del Ministerio Público en ambos procedimientos, algo que sólo puede favorecer al comisario Villarejo»[27].

	La instrucción de Tándem siguió adelante y poco más de un año después, en marzo de 2021, el testimonio del empresario Javier Pérez Dolset motivó que varios acusados en el caso Astapa solicitasen su declaración y la del dueño de la web Moncloa.com, así como los audios que mostraban que el comisario jubilado pagaba un 5% de comisión al exjefe de la UDEF y del CITCO, y posteriormente director de Crisis de la Real Federación Española de Fútbol, José Luis Olivera.

	El exalcalde Barrientos –que perdió su cargo y vio su vida convertida en un infierno por el montaje de la UDEF al servicio de los intereses económicos de Villarejo– volvió a pedir al Juzgado que se incluyeran en el sumario dos testimonios tomados por el juez García-Castellón, el de Pérez Dolset y el del director de Moncloa.com, Alejandro Suárez Sánchez-Ocaña.

	Este último tiene al parecer en su poder audios con conversaciones entre el policía recién salido de prisión [por Villarejo] y su compañero el exjefe de la UDEF, José Luis Olivera, que se remontarían al año 2008, cuando se detuvo a Barrientos por la causa Astapa. Dichos audios acreditarían que ambos hacían negocio con estas operaciones de delincuencia económica y fiscal.

	Villarejo y Olivera alteraron informes policiales, como ha puesto en conocimiento del juzgado de Tándem uno de los acusados en la causa de Estepona, Luis Fernando Linares. Asegura en un acta de comparecencia que otra de las personas que fue imputada en dicha causa, el empresario Antonio Vallejo, quedó fuera cuando empezó a proporcionarle información sobre diferentes inversiones urbanísticas que podría realizar Villarejo en Estepona. A cambio, Vallejo se reunió con miembros de la UDEF, incluido el comisario jefe de la UDEF, José Luis Olivera[28].

	Informes falsos de la UDEF para favorecer
los negocios de Villarejo

	O sea, Villarejo llevaba a los imputados en Astapa a la UDEF y los hombres de Olivera cambiaban los informes según los intereses de ambos policías:

	La causa ideada por el comisario José Luis Olivera y el entonces inspector jefe José Manuel Villarejo y de la que se ha abierto juicio oral en la Audiencia Provincial de Málaga –tras 14 años desde su estallido–, y de imputaciones poco concretas, Astapa, es la primera en levantar las pruebas sobre la posible organización criminal que presuntamente encabezaban ambos policías y ejecutada con otros imputados por organización criminal en la causa Tándem y algunos agentes de la UDEF que cambiaban los informes para imputar o librar a empresarios según pasaran estos por la caja policial o no.

	Varios abogados de los casi 100 imputados pidieron en las cuestiones previas la nulidad del procedimiento, debido a que audios entregados tanto al juez instructor de Astapa como al de Tándem en la Audiencia Nacional ponen de manifiesto lo que ya habíamos descubierto algunos periodistas: que Villarejo se hizo con el Ayuntamiento de Estepona y su gerencia de Urbanismo para obtener determinadas licencias que no conseguía con el alcalde Antonio Barrientos (PSOE), detenido, destituido y esperando juicio más de una década[29].

	Y esa tremenda injusticia fue posible por la connivencia de los fiscales:

	Los fiscales del caso Astapa, operación que desmanteló el Ayuntamiento de Estepona en el año 2008, Valentín Bueno y Juan Carlos López Caballero, protegieron las actuaciones del comisario Villarejo incluso cuando la Unidad de Asuntos Internos de la Policía (UAI) les avisó de las operaciones inmobiliarias que desarrollaba en Estepona en general y en Astapa en particular.

	El 7 de abril de 2016, 18 meses antes de la detención de Villarejo, la UAI emitió un informe [...] de más de 100 páginas [que] recogía las operaciones presuntamente ilegales de Villarejo, sus socios y otros policías. Dentro se mencionaban las andanzas del comisario en Estepona en, al menos, 136 ocasiones, a alguno de los socios de Villarejo como Juan Carlos Escribano o Diego de Lucas en 14 ocasiones e incluso le dedicaba algunos párrafos a la participación de Villarejo en varias de las piezas del caso Astapa como el Mirador de la Cala. En resumen, un rosario completo de denuncias y advertencias de lo ocurrido en Estepona y la operación policial de Astapa.

	El informe destinado a la Fiscalía Anticorrupción, dirigida en ese momento por Antonio Salinas, ni siquiera fue procesado, ni investigado ni judicializado. Simplemente fue remitido a la Fiscalía de Madrid, que dirigía Manuel Moix, donde quedó sepultado en un cajón. En él se recomendaba la investigación a Villarejo y hasta a 63 de sus socios, incluyendo a De Lucas y Escribano[30].

	Pero aún hay más. Para rematar esta truculenta historia de mafia policial en connivencia con el Ministerio Público, se descubrió finalmente que la UDEF, los fiscales y la juez detuvieron a decenas de personas y desmantelaron el Ayuntamiento de Estepona por un informe que nunca existió: el ficticio informe Codelsa, que supuestamente cifraba el perjuicio creado al Ayuntamiento de Estepona durante el mandato de Antonio Barrientos en más de 20 millones de euros. Tal como acabó descubriendo Patricia López:

	Crónica Libre ha conseguido un certificado de la empresa Codelsa que asegura que ellos jamás hicieron ese informe de valoración del Ayuntamiento de Estepona en el que se basa todo. Es decir, 14 años de instrucción se basan en un informe que no existe, no está añadido a las actuaciones, y nunca existió.

	Este nuevo hallazgo convierte a Astapa en la primera gran operación financiera demostrable de Villarejo y en la que se puede observar cómo cuenta con fiscales y policías que seguían sus indicaciones, incluso que ganaban dinero junto con él, como presuntamente es el caso del comisario José Luis Olivera que en un audio le pide a Villarejo que le guarde «el dinero en el ladrillo»[31].

	Por tanto, el caso Astapa es el verdadero paradigma del modus operandi de la red de Policía paralela coordinada por Villarejo:

	Crónica Libre ya desveló unos audios en los que se escuchaba a los comisarios Olivera y Villarejo [decir] que «una cuenta en Panamá te lo hacemos con el rabo».

	La invención de informes la acabamos de descubrir en Astapa, año 2007, cuando Valadez va a poner la denuncia a la UDEF de la mano de Villarejo, después de haber llegado a él por el hermano del policía, el cura de Estepona, Pedro Villarejo. Pero este modus operandi se repetirá a lo largo de los años, con el informe PISA y las cuentas inexistentes de Pablo Iglesias, las de Juan Luis Cebrián en Panamá, las cuentas inexistentes de Xavier Trías, el informe Pujol y sus testigos pagados con fondos reservados, el tráfico de documentación para el cese del ministro José Manuel Soria, el encarcelamiento con documentación falsa de Sandro Rosell y las cuentas inexistentes en Panamá de Javier Pérez Dolset[32].

	Olivera y Moix imputaron a guardias civiles inocentes para salvar al PP

	Olivera era el zorro colocado de vigilante del gallinero, como nos explicaría en 2016 el comisario Jaime Barrado –uno de los mandos policiales más galardonados por sus éxitos en la resolución de casos complejos como el del secuestro y asesinato de Anabel Segura– refiriéndose al caso Interligare: «Nos pusimos a tirar del hilo hasta que descubrí que los [policías] malos [implicados en corrupción] estaban siendo advertidos por José Luis Olivera Serrano, que era mi jefe más inmediato»[33].

	Barrado inició la investigación de la UDEF sobre el espionaje interno del PP de Madrid y descubrió que el jefe de la Unidad, Olivera, conspiraba con el fiscal Moix para encubrir a políticos culpables y condenar a guardias civiles inocentes. Cuando Olivera y el comisario general de Policía Judicial le ordenaron que falsease el informe sobre sus pesquisas, se negó a firmarlo. Y le destituyeron.

	Barrado se había esmerado en el estudio de los posicionamientos telefónicos de los guardias civiles a los que Olivera y Moix pretendían cargar con el mochuelo, como el sargento José Oreja, y pudo demostrar que no estaban en las mismas calles que el vicealcalde Manuel Cobo (blanco del espionaje interno del PP, junto con el consejero de Justicia, Alfredo Prada) durante uno de los seguimientos, comprobados gracias a los partes de la Dirección de Seguridad.

	«Olivera me llamó muy enfadado y me citó a una reunión con el comisario general de la Policía Judicial, Juan Antonio González García», me explicó en 2017 el avezado comisario durante una larga entrevista: «Me exigieron que modificase mi informe, aduciendo que el mismo repetidor de telefonía también cubría el lugar donde estaban los guardias, y Olivera acabó ordenándome que incluyera una ruta de Google Maps que coincidía con sus intenciones de inculpar a los guardias. Así que me negué en redondo, me levanté de la mesa y les dije: “Si queréis, me echáis”»[34].

	Tal cual. Barrado fue enviado a la Comisaría de Chamartín, pero allí topó con el caso del acoso a la doctora Elisa Pinto por parte de Villarejo, quien le había dado un «pinchazo colombiano». Y, como Barrado logró identificarle como autor y lo citó para una rueda de reconocimiento, volvió a ser cesado y represaliado.

	López Madrid había recurrido a su amigo Francisco Granados (exconsejero de Presidencia, Justicia e Interior de la Comunidad de Madrid) para resolver un conflicto personal con la dermatóloga Pinto. Y el antiguo hombre de confianza de Esperanza Aguirre le recomendó que contratase los servicios de Villarejo, a quien se lo presentó en un encuentro entre los tres en el Hotel Villamagna[35].

	Según declararía finalmente (tras cambiar su versión tres veces) López Madrid ante el juez García-Castellón, «Villarejo me recomendó que me viera con el comisario Enrique García Castaño y que denunciara ante la Policía los hechos que le relataba». Este le puso en contacto con José Luis Conde, jefe de la Brigada de Policía Judicial de la Jefatura Superior de la Policía de Madrid, quien también se puso al servicio del yerno de Villar Mir y gran amigo de Felipe VI.

	Villarejo confiaba tanto en su impunidad que, para intimidar a la doctora Pinto y obligarla a retirar su denuncia contra López Madrid, el 14 de abril de 2014 le clavó la punta de un punzón en el costado (cuando bajaba de su coche y en presencia de su hijo de diez años), susurrándole al oído: «López Madrid quiere que cierres la boca»[36].

	

	[1] Fernando Rueda, «La doble vida del policía que espió al juez Garzón», Tiempo, 15 de mayo de 1995.

	[2] J. Mendoza y J. M. Irujo, «Un informe falso de Interior acusa a jueces y políticos», Diario16, 29 de abril de 1995.

	[3] Ibid.

	[4] Ángel Olivares sería el secretario de Estado de Defensa escogido por Margarita Robles, al ser nombrada esta última como ministra por Pedro Sánchez, 23 años después. 

	[5] Al que Villarejo mencionó en su informe de protesta por su cese, como vimos antes.

	[6] Manuel Cerdán y Antonio Rubio, «Interior encargó el “informe Veritas”», El Mundo, 4 de mayo de 1995.

	[7] Entrevista de Jordi Évole a Villarejo; Salvados, laSexta, 25 de junio de 2017.

	[8] «José Villarejo, el cazador para los Gobiernos de PP y PSOE que acabó cazado», El Español, 4 de noviembre de 2017.

	[9] Javier Castro Villacañas y Lucas de la Cal, «Las 40 modelos con las que Villarejo conseguía “información vaginal” para sus extorsiones», Crónica - El Mundo, 15 de octubre de 2018.

	[10] El restaurante Rianxo de Madrid, donde el 23 de octubre de 2009 almorzaron juntos Delgado, Garzón, Villarejo y altos mandos policiales. El comisario grabó la comida y el audio lo difundió Moncloa.com en septiembre de 2018.

	[11] Una trama de corrupción para la concesión de contratos públicos en la que participaron altos cargos de Interior, como el comisario Fernández Rancaño, cuando el ministro era Alfredo Pérez Rubalcaba.

	[12] Javier Suárez, «Villarejo montó una red de prostitución para sacar “información vaginal” a políticos», Moncloa.com, 27 de septiembre de 2018.

	[13] «Villarejo confesó a la ministra de Justicia que tenía un prostíbulo y esta lo celebró: “Éxito garantizado”», El Mundo, 27 de septiembre de 2018.

	[14] Castro Villacañas y De la Cal, «Las 40 modelos con las que Villarejo…», cit.

	[15] Ibid.

	[16] Fue inicialmente imputado por conseguir visados a ciudadanos ecuatoguineanos clientes de Villarejo.

	[17] Patricia López, «El empresario denunciante de Tándem: “Le pagué a Villarejo tres millones en mano”», Público, 5 de agosto de 2018.

	[18] Carlos Enrique Bayo, «El rey Juan Carlos I fraguó su fortuna con la venta de armas a países árabes junto a Colón de Carvajal y Khashoggi», Público, 11 de julio de 2021.

	[19] Carlos Enrique Bayo, «Moix y Olivera se saltaron las leyes para tapar el espionaje entre líderes del PP en Madrid», Público, 10 de agosto de 2017.

	[20] «El inspector del caso Gürtel relata al juez los intentos para apartarle del caso a través de ascensos», Europa Press/Público, 15 de junio de 2021.

	[21] Pilar L. González de Lara y Patricia López, «El juez imputa al exjefe de la UDEF José Luis Olivera en el caso Villarejo», Público, 17 de junio de 2021.

	[22] Patricia López y Pilar L. González de Lara, «Olivera y Villarejo, dos “troncos” con vínculos más allá de la Policía», Público, 6 de octubre de 2020.

	[23] Ibid.

	[24] Ibid.

	[25] Patricia López y Carlos Enrique Bayo, «Operación Astapa: Villarejo se hizo con el urbanismo de Estepona gracias a la UDEF», Público, 23 de marzo de 2017.

	[26] Ayuso, «Cuatro empresas del comisario Villarejo…», cit.

	[27] Patricia López, «El fiscal del caso Astapa se retracta y ya no quiere investigar las maniobras de Villarejo», Público, 12 de diciembre de 2019.

	[28] Patricia López y Pilar L. González de Lara, «Piden investigar a Villarejo y Olivera en la causa de Estepona por lucrarse con casos de la UDEF», Público, 24 de marzo de 2021.

	[29] Patricia López, «Villarejo llevaba a los imputados en Astapa a la UDEF y los hombres de Olivera cambiaban los informes según los intereses de los comisarios», Crónica Libre, 9 de febrero de 2023.

	[30] Patricia López, «Los Fiscales de Astapa protegieron a Villarejo de las acusaciones de la Unidad de Asuntos Internos», Crónica Libre, 12 de febrero de 2023.

	[31] Patricia López, «Informe Codelsa: La UDEF, los fiscales y la juez detuvieron a decenas de personas y desmantelaron el Ayuntamiento de Estepona por un informe que nunca existió», Crónica Libre, 23 de diciembre de 2022.

	[32] Ibid.

	[33] Las cloacas de Interior, cit.

	[34] Carlos Enrique Bayo, «La Policía sabía que el PP espiaba con sus detectives pero mi jefe acusó a los guardias», Público, 12 de agosto de 2017.

	[35] Ana María Pascual y Patricia López, «López Madrid recurrió a Villarejo y al magnate David Hatchwell para librarse de la doctora Pinto», Público, 18 de enero de 2021.

	[36] Pedro Águeda, «López Madrid contra Elisa Pinto: la Policía al servicio de un poderoso empresario», elDiario.es, 19 de noviembre de 2022.

	  

	
IX

	La trama judicial

	Lawfare a medida de los clientes del comisario

	El éxito de Villarejo como gran conseguidor de la elite posfranquista y su meteórico despegue financiero no se debieron únicamente a que contaba con padrinos y cómplices en lo más alto de la cúpula policial (como Linares, Olivera y Pino), y políticos dispuestos a aprovecharse de la situación, sino también porque supo tejer una tupida malla de seguridad jurídica en la que no sólo participaban destacados abogados, sino también fiscales e incluso jueces situados en los más altos escalafones del poder judicial.

	Él mismo, licenciado en Derecho, con bufete muy activo y letrados que eran al mismo tiempo socios, cómplices y defensores del comisario, se especializó en «enredar procedimientos judiciales» (como él decía) para impedir las condenas a sus clientes mediante sofisticadas maniobras obstruccionistas o convertir en un infierno la vida de sus contrarios utilizando elaboradas estratagemas jurídicas.

	Villarejo empezó a formarse en el acoso y derribo de personalidades u organizaciones utilizando las leyes como armas, a los juristas como estrategas y a los jueces y fiscales como cómplices, cuando se acuñó en los años setenta el vocablo inglés lawfare («guerra jurídica» para desgastar a un Gobierno, partido o dirigente mediante actuaciones judiciales), mientras en España se aplicaba el continuismo de la Judicatura y los magistrados de la dictadura, promocionados en democracia mediante el mero cambio de nombre de sus instituciones[1].

	Al menos 10 de los 16 jueces que tuvieron plaza titular en el Tribunal de Orden Público (TOP) de represión franquista (casi dos tercios del total) fueron después magistrados del Tribunal Supremo o de la Audiencia Nacional. «Y todos mantuvieron la Cruz de San Raimundo de Peñafort, la medalla al mérito jurídico instituida en 1944 en el periodo más duro y filonazi del régimen, que también sobrevivió a la democracia»[2].

	El exfiscal Anticorrupción Carlos Jiménez Villarejo, en un acto celebrado en 2010 en la Universidad Complutense, denunció: «El auto de Varela[3] dice que la labor de jueces y fiscales a favor de las víctimas de la dictadura es encomiable. ¿Cómo puede decir eso? ¡Pero si estuvieron formando parte del TOP hasta 1976! Fueron cómplices hasta el último día de las torturas de la Brigada Político-Social y nunca abrieron una causa ni siquiera por lesiones durante 40 años». 

	Para reprimir toda oposición al régimen, las tres cuartas partes de los casi 3.800 procesos abiertos por el TOP terminaron en condenas; la primera de ellas, de diez años de prisión, por el delito de decir en público «¡me cago en Franco!».

	Una Judicatura dedicada a perpetuar
la ideología franquista

	La amnistía de punto final decretada en 1977 amparó a todos los jueces que dictaron duras condenas, incluso de muerte, por actividades contra la dictadura y les permitió que pasaran directamente a emitir sentencias decretando lo que era, o no, democrático. Obviamente, ese cuerpo de magistrados procuró por todos los medios perpetuar los principios ultraderechistas que los habían alzado al estrado judicial, inculcándoselos a sus discípulos y promocionando activamente a los aspirantes a la judicatura que comulgaban con ese ideario.

	Tuvieron que pasar 41 años para que la Asociación Atenas de Juristas por los Derechos Civiles se atreviese finalmente a presentar, el 13 de abril de 2018, una querella contra todo el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) por «el delito continuado de prevaricación» consistente en:

	La definición y ejecución de un plan tendente a alterar la garantía de la imparcialidad y de la independencia judicial como paso previo para asegurarse un tratamiento judicial favorable en las causas en las que asumen la condición de acusados, así como en las que desean imponer sus planteamientos legales o políticos.

	De este modo, en ejecución de un plan perfectamente diseñado, prevaliéndose de la manipulación y del abuso sistemático de la discrecionalidad prevista para la designación de los profesionales llamados a ocupar determinados órganos judiciales, los querellados propusieron y aprobaron la cobertura de los órganos más sensibles de la pirámide jurisdiccional con miembros de la carrera judicial seleccionados por su perfil y por su posicionamiento ideológico, con explícito quebranto de la garantía constitucional que asegura la imparcialidad de jueces y magistrados.

	Con idéntico propósito se habrían prevalido de las mayorías generadas en los órganos de gobierno para alterar las normas de reparto del conocimiento de los asuntos, asegurándose que las personas propuestas con tal criterio asumiesen el despacho de las causas deseadas.

	Los hechos que se relacionan en el cuerpo del presente escrito [de 62 folios] se habrían cometido de forma continuada en el tiempo, en ejecución de un plan preordenado y a pesar de las advertencias y denuncias que hasta en cuatro ocasiones habría remitido el Grupo de Estados Contra la Corrupción y el Crimen Organizado (GRECO) sobre este particular[4].

	En septiembre de ese año, la Asociación Atenas amplió su querella contra todo el CGPJ denunciando que la jueza de la Audiencia Nacional que arrebató las competencias al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña para procesar y enviar a prisión a políticos catalanes independentistas, Carmen Lamela Díaz, fue después nombrada a la Sala Segunda del Supremo (la que juzga a los aforados) por delante de muchos candidatos mejor preparados y pese a su incorrecta emisión de euroórdenes que tuvieron que ser retiradas poco después[5].

	En enero de 2019, el Supremo rechazó la querella de la Asociación Atenas, acusándola de utilizar «hechos retorcidos y falsificados» para «degenerar en una precipitada y alegre reconducción al territorio del delito de prevaricación administrativa, interpretando toda una secuencia de hechos como un estrafalario complot». La asociación de juristas llevó el caso al Constitucional y pretende recurrir después al Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

	Vista gorda judicial ante la brigada política
de Fernández Díaz

	Un par de años antes, la Judicatura ya había hecho la vista gorda frente a los abusos de poder de la brigada política creada en la cúpula policial bajo la batuta del ministro Fernández Díaz, como quedó patente cuando Público difundió las grabaciones en su despacho oficial que demostraban, entre otras cosas, que empleó fondos y recursos públicos, así como a funcionarios del Estado, para fabricar informes falsos contra sus adversarios políticos, entre 2012 y 2017, tal como dictaminó en sus conclusiones (más de un año después) la comisión de investigación del Congreso de los Diputados creada al efecto[6].

	Mientras el ministro acusaba y amenazaba a los periodistas autores de la exclusiva –y prometía una investigación interna que jamás se efectuó pese a la gravedad de que hubiera sido grabado en su despacho del Ministerio–, Público facilitó las grabaciones íntegras a la Fiscalía General del Estado y el engrasado mecanismo de tapadera judicial de los abusos ejecutivos se puso en marcha.

	La fiscal general Consuelo Madrigal se desentendió de un caso que afectaba al mismo núcleo de la seguridad del Estado y repartió la causa a las Fiscalías de Madrid y de Barcelona, así como a la del Supremo, sobre la base de que Fernández Díaz estaba aforado. Y el fiscal jefe del Supremo, Antolín Herrero, desestimó la querella interpuesta por Xavier Trías y por CDC alegando que «intercambiar información» estaba dentro de las «competencias» de ambos altos cargos[7]. 

	La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo también rechazó admitir la querella, alegando que estaba basada «sólo en medios de comunicación» (las exclusivas de Público) y asegurando que no era posible determinar si las grabaciones habían sido «editadas, alteradas o manipuladas», pese a tenerlas en su poder. El magistrado que redactó el auto, Andrés Martínez Arrieta, ni siquiera se molestó en encargar un informe pericial de las grabaciones, cuya autenticidad había sido admitida por el propio ministro. Un año más tarde, Fernández Díaz sólo alegó ante la comisión de investigación del Congreso que lo que claramente se escuchaba en su boca como «el fiscal te lo afina» correspondía en realidad a «el fiscal te lo… ah… en fin… ah». Trola evidente pero avalada por una supuesta investigación policial interna que apareció de pronto para blanquearlo.

	Así que la Justicia española dio carpetazo al mayor escándalo de seguridad nacional y abuso de poder ejecutivo de la democracia, sin ni siquiera analizar las grabaciones ni dilucidar quién grabó eso audios o cómo se filtraron. Se trataba, claro está, de tapar las actividades de las cloacas de Interior, y ningún juez abrió diligencias en defensa de las libertades y derechos políticos de la ciudadanía, frente a unas grabaciones que dieron la vuelta al mundo y en las que se hablaba abiertamente de investigaciones prospectivas con móvil político, montajes policiales, manipulación de pruebas y filtración para su publicación de dosieres falsos contra personalidades… por parte del propio ministro del Interior.

	Quien, además, reconocería poco después en un libro de memorias que sabía perfectamente que lo estaban grabando. Por tanto, había lanzado acusaciones falsas contra los autores de la exclusiva y mentido descaradamente al Congreso y en sus solemnes declaraciones públicas. Incluso organizó el show de convocar a la prensa a un completo barrido tecnológico de la sede del Ministerio, en busca de los micrófonos que sabía inexistentes.

	Después, en la investigación sobre el caso Kitchen, García Castaño admitió alegremente que él mismo se había encargado de realizar las grabaciones.

	El «otro Villarejo», el fiscal Carlos Jiménez,
tira de la manta

	Esta situación de un poder judicial viciado se alcanzó tras una larga transición de impunidad legal de los poderosos, que Villarejo aprovechó para hacer su agosto manipulando causas y procesos porque utilizaba sus buenas relaciones con jueces y fiscales para beneficiar a sus clientes. Entre sus instrumentos para lograr esa influencia figuraba el Instituto Europeo de Práctica Jurídica Schola Iuris, una entidad privada que dirigía en la sombra a través de su socio e imputado en Tándem, Rafael Redondo, y por el que pasaron tan importantes juristas como el presidente de la Sala de lo Penal del Supremo, Manuel Marchena, o el ex fiscal general del Estado José Manuel Maza[8].

	Ese centro de formación jurídica, dirigido por Ángel Benseny –socio de Redondo en la empresa matriz del imperio de Villarejo, CENYT–, ya fue denunciado en 2012 por una veintena de reputados juristas que presentaron un escrito ante el entonces presidente del CGPJ, Carlos Dívar, a causa de los elevados ingresos que proporcionaba a destacados jueces y fiscales, generando serias sospechas sobre su «cumplimiento del régimen de incompatibilidades y prohibiciones, con la consiguiente afectación claramente perturbadora no sólo de su ética profesional sino de su imparcialidad tanto objetiva como subjetiva».

	Esa denuncia fue enviada de nuevo en 2014 al CGPJ por el ex fiscal anticorrupción Carlos Jiménez Villarejo, quien subrayó que en el plantel de profesores de Schola Iuris figuraban autoridades judiciales tan relevantes como «los magistrados del TS [Tribunal Supremo] Maza Martín, Sánchez Melgar y Manuel Marchena, ahora presidente de la Sala Segunda [de lo Penal] del TS, más numerosos jueces y fiscales». Ese informe, nunca respondido por el CGPJ (que recurrió al silencio administrativo por dos veces frente a una denuncia gravísima sobre la que tenía la obligación legal de actuar), exponía abundantes ejemplos sobre la participación de jueces y fiscales en actividades partidistas conservadoras bien remuneradas y pedía que se tomaran medidas para atajar esa violación de la independencia judicial.

	Uno de los más destacados juristas relacionados con Schola Iuris fue el fiscal general del Estado José Manuel Maza Martín, quien puso al frente de la Fiscalía Anticorrupción a Manuel Moix, otro de los relevantes letrados que participaban de la trama y que era el preferido por el expresidente de la Comunidad de Madrid del PP Ignacio González, imputado en el caso Lezo, como se comprobó en las escuchas telefónicas policiales de la investigación judicial.

	El fiscal jefe anticorrupción preferido por los corruptos del PP

	Ignacio González se lo dijo por teléfono (legalmente pinchado) a Eduardo Zaplana –exministro de Aznar y exportavoz del PP, procesado también en el caso Lezo– al explicarle cuál era el primer paso que había que dar desde el Gobierno de Rajoy para blindar judicialmente al PP: «Vamos a ver, yo creo que a ver si podemos colocar el tema del fiscal anticorrupción, ¿sabes? Y... yo creo que va a ser él. Si sale es cojonudo. Se llama Moix, es un tío... serio y bueno»[9]. 

	Así fue, y nada más tomar posesión como fiscal jefe anticorrupción, Moix trató de anular las escuchas telefónicas de la operación Lezo.

	Además, el fiscal general Maza supo ocho días antes de nombrarlo al frente de Anticorrupción que Moix aparecía en las conversaciones grabadas entre Ignacio González y Zaplana en la investigación por corrupción de dicho caso.

	Lo sabía desde ocho días antes, y a pesar de saberlo, cuando a pocas horas de nombrar a Moix varios miembros de la Unión Progresista de Fiscales le advierten de que hay rumores sobre la existencia de esas grabaciones, José Manuel Maza se hace de nuevas, asegura estar sorprendido, pero sigue adelante con el nombramiento.

	Lo sabía Maza porque así consta con todo detalle en el informe al que ha tenido acceso la SER, un informe que le entrega la fiscal jefe anticorrupción en funciones, Belén Suárez, que ocupaba el cargo de forma interina por jubilación del titular[10].

	Anteriormente, cuando Moix ocupaba el cargo de fiscal superior de Madrid archivó en 2009 la denuncia –sobre el pelotazo en el campo de golf del Canal de Isabel II– que después destaparía la trama del caso Lezo, pero que el protegido de Maza desestimó sin practicar ni la más sencilla y rutinaria comprobación en Hacienda que solicitaban los denunciantes (Parque Sí en Chamberí). Moix no hizo averiguación ninguna, pero aseguró por escrito que no existía «ni indicio, ni rastro, ni la más leve sospecha» de irregularidad por parte de González, quien acabaría imputado en la Audiencia Nacional.

	El meteórico ascenso del juez que arrastró
a Garzón «por el fango»

	Entre las conversaciones que Ignacio González mantuvo al final de 2016 también aparecía Marchena, a quien colocaba entre los jueces «buenos». Marchena apadrinó –tras ascender a su altísimo puesto en el Supremo– a Maza y a Moix, con quien coincidió tras ser nombrado en 2003 jefe de la Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado por el que era entonces fiscal general de Aznar, el opusdeísta ferviente Jesús Cardenal –quien se opuso en 1998 a la petición de extradición del dictador Pinochet cursada por el juez Garzón–, que quedó encandilado por Marchena. En 2007, ya con mayoría absoluta parlamentaria del PSOE, un CGPJ dominado aún por los ultraconservadores designados por Aznar ascendió a Marchena a magistrado del Supremo en la Sala de lo Penal, convirtiéndolo en el juez más joven del Alto Tribunal.

	Aznar había blindado durante su mandato la mayoría ultraderechista en el poder judicial[11], haciendo presidente del CGPJ a Francisco José Hernando, quien después incluso se negó a comparecer ante la Comisión de Justicia de un Congreso de los Diputados con mayoría socialista, en 2006, generando una protesta de los vocales progresistas del Consejo por su incumplimiento de la obligación de comparecencia parlamentaria. Hernando también mantuvo un enfrentamiento sin precedentes con el Tribunal Constitucional –al que llegó a acusar de traspasar sus límites jurisdiccionales– y mostró su extremismo al redactar, en 2005, informes extemporáneos contra la Ley de Matrimonio Homosexual y contra la Reforma del Estatut de Catalunya.

	La carrera profesional de Marchena volvió a acelerarse en cuanto regresó el PP al poder. En marzo de 2012, el ministro de Justicia Alberto Ruiz-Gallardón le hizo presidente de la comisión que elaboró una propuesta de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal con el objetivo de traspasar a los fiscales la dirección de la investigación de los procesos judiciales –actualmente al cargo de los jueces de instrucción–, con lo que la Fiscalía, que depende directamente del Ejecutivo, tendría la voz cantante en las investigaciones judiciales.

	Fue en ese mismo año, el 7 de mayo, cuando apareció la primera denuncia seria del entramado judicial partidista, en la que una veintena de juristas envió al presidente del CGPJ el antes citado escrito exponiendo una serie de conductas privadas irregulares de magistrados del Supremo, incluido Marchena, que habían participado en los procesos contra el juez Garzón a raíz de las causas por los crímenes del franquismo y sobre la trama Gürtel de corrupción del PP. 

	Marchena se estaba ya distinguiendo por ejercer una persecución feroz contra Garzón, al que por ejemplo rechazó todas las diligencias de prueba que solicitó en la causa de los cobros por unos cursos que este último impartió en 2005-2006 en la Universidad de Nueva York. El juez de la Sala Segunda negó todas esas pruebas en el mismo día que concluía el plazo y en el que él mismo puso fin a la instrucción, insistiendo en imputar cohecho impropio a Garzón. Pero dos semanas más tarde, y cuatro días después de que este fuera condenado por ordenar las escuchas de la Gürtel, Marchena descubrió de pronto que ese supuesto delito estaría en todo caso prescrito[12].

	El propio Marchena fue ponente del tribunal que acabó condenando a Garzón, y se esforzó en «arrastrar la honorabilidad de Garzón por el fango», según escribió el periodista de El País especializado en tribunales, José Yoldi[13].

	Simultáneamente, el justiciero Marchena había estado impartiendo, desde su llegada al Supremo, cursos, conferencias y charlas para fundaciones, universidades y entidades con el patrocinio financiero de al menos 25 empresas privadas, desde bancos como el Santander o Cajamar hasta multinacionales como Wolters Kluwer y Endesa, pasando por grandes bufetes de abogados como Garrigues Walker. Y fueron esas actividades remuneradas –no sólo de Marchena, sino también de otros destacados magistrados conservadores de la Sala Segunda, como José Manuel Maza Martín, quien años después, como fiscal general del Estado, abriría la causa general contra el procés soberanista catalán– las que generaron la desoída protesta de los juristas en 2012 ante el CGPJ.

	Marchena, el dios supremo de la Justicia
designado por el PP

	Marchena ascendió a la presidencia de la Sala Segunda del Supremo en septiembre de 2014 con los votos de la mayoría derechista del CGPJ, que desplazó a Cándido Conde-Pumpido a pesar de tener mucha más antigüedad y experiencia jurídica, en una maniobra del presidente del Consejo y del Supremo, el aznarista Carlos Lesmes[14], para controlar todas las salas estratégicas.

	Casi enseguida se descubrió que el flamante jefe de la Sala encargada de procesar a políticos y parlamentarios había disfrutado de una opípara comida con el exministro y ex secretario general del PP Ángel Acebes sólo cinco días antes de que este fuera imputado en el caso de la trama de corrupción Gürtel por el juez Pablo Ruz de la Audiencia Nacional. Pero el escándalo se tapó rápidamente porque a Marchena ya se le empezaba a apodar «dios», en el seno de la Judicatura, por su inmenso poder en la cúpula judicial.

	Entonces fue cuando el ex fiscal anticorrupción Carlos Jiménez Villarejo se llevó las manos a la cabeza y volvió a dirigir un escrito al CGPJ, recordando la anterior denuncia cursada por los juristas dos años antes y subrayando que, «hasta ahora, el CGPJ no ha respondido a dicha reclamación, incumpliendo abiertamente las obligaciones que le impone la LO [Ley Orgánica] 4/2001, que regula aquel derecho. Un ejemplo más de cómo las instituciones públicas menosprecian los derechos civiles de los ciudadanos».

	En su trayectoria al frente de la Sala Segunda del Supremo, Marchena se distinguió por favorecer siempre a los políticos del PP encausados, desde Ignacio González (caso Ático de Estepona) hasta Jaume Matas (caso Palma Arena), pasando por Francisco Camps (regalos de la Gürtel) y por Pablo Casado, al que salvó del caso Máster cuando era presidente del PP.

	En ese último caso, Marchena tuvo que hacer una pirueta argumental para negarse a abrir una investigación por las irregularidades del máster que Casado cursó en la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid en el curso 2008-2009, pese a admitir que hubo trato de favor hacia el líder del PP en la convalidación exprés de 40 créditos, aduciendo que aquello «puede deberse a un, cuando menos, irregular comportamiento de los responsables del máster»[15].

	Sólo dos meses después, en noviembre de 2018, su fidelidad partidista hacia el PP quedaba patente, cuando el ex director general de la Policía Ignacio Cosidó, ostentando el cargo de portavoz del PP en el Senado, se dirigió a los 146 senadores de su partido a través del grupo de WhatsApp que compartían, para garantizarles que el pacto alcanzado con el PSOE para renovar el CGPJ, con Marchena como presidente, beneficiaría a los populares porque obtendrían así el control de las dos salas del Supremo que son clave para blindarse frente a las investigaciones judiciales por corrupción:

	«Con la negociación, el PP tiene 9 vocales más el presidente (10) y el PSOE tiene 11», recalca Cosidó.

	«Con otras palabras», continúa el portavoz del PP, «obtenemos lo mismo numéricamente, pero ponemos un presidente excepcional, [...] un gran jurista con una capacidad de liderazgo y auctoritas para que las votaciones no sean 11-10 sino próximas al 21-0. Y además controlando la Sala Segunda desde detrás [la Sala de lo Penal, única competente para enjuiciar a diputados, senadores y miembros del Gobierno] y presidiendo la Sala 61 [la Sala especial que tiene entre sus atribuciones la de ilegalizar partidos políticos, como sucedió en el caso de Herri Batasuna]»[16].

	Al salir a la luz este mensaje, Marchena se vio obligado a renunciar a la presidencia del poder judicial, pero a continuación el PP se dedicó a bloquear indefinidamente la renovación del órgano de gobierno de los jueces, aduciendo cínicamente que lo hacía para preservar la «independencia judicial», en un desvergonzado alarde del tercer principio de la propaganda de Goebbels, el de la «transposición»[17].

	Con el subterfugio de que buscaban «despolitizar la Justicia» haciendo que «los jueces elijan a los jueces», los sucesivos líderes del PP tras la caída de Rajoy –derrotado en la moción de censura de Pedro Sánchez porque su partido había sido condenado en firme por corrupción– mantuvieron el CGPJ caducado y sin cumplir el plazo constitucional de renovación durante más de cuatro años. En ese tiempo, la mayoría absoluta de vocales conservadores en funciones (heredada de los tiempos del rodillo pepero en el Congreso de los Diputados) fue designando descaradamente a decenas de los más altos cargos de la Judicatura (en las audiencias y tribunales superiores, así como el Supremo) para perpetuar la abrumadora superioridad derechista interna en el poder judicial.

	Y en sus malabarismos dialécticos para justificarse, los líderes del PP siguieron beneficiándose de los alardes argumentales de las sentencias de Marchena. Por ejemplo, se había visto obligado a confirmar las penas a dirigentes populares por corrupción, incluida la que condenó al PP como partido por beneficiarse, a título lucrativo, de la trama Gürtel. Pero

	la Sala de lo Penal estimó en parte, aunque sin efectos materiales, el recurso del PP sobre que la sentencia recurrida había incluido de forma innecesaria afirmaciones sobre la existencia de una caja B. El Supremo, pese a considerar probada la caja opaca del PP, reconoce que no era el hecho juzgado, sino el «auténtico sistema de corrupción» creado por el grupo de Francisco Correa.

	El Supremo mantuvo la pena al PP, al que obligó a pagar 245.000 euros como partícipe a título lucrativo de la trama, pero su alegato a favor de la tesis del PP de que la Audiencia Nacional había incluido innecesariamente afirmaciones relacionadas con la caja B, permitió a Pablo Casado acusar a Pedro Sánchez de haber llegado al poder mediante una moción de censura, que echó a Rajoy del Gobierno, basada en una mentira sobre la corrupción del PP[18].

	Schola Iuris y Transparencia y Justicia, 
armas judiciales de Villarejo 

	Villarejo siempre supo aprovecharse bien, por supuesto, de todas estas maniobras para mantener una Judicatura al servicio de las elites posfranquistas, desarrollando diversas estrategias para apoyar sus operaciones «encubiertas» con jueces y fiscales amigos. Fue también el periodista de El País Javier Ayuso quien primero sacó a la luz, en mayo de 2017, los tentáculos del comisario en el mundo judicial y denunció que «montó durante años una red de influencias en la Justicia española para poder intervenir en los procedimientos judiciales que les afectaban a él o a sus clientes»[19].

	Esa red sigue viva y tiene como principales activos el Instituto de Práctica Jurídica Schola Iuris, en el que han cobrado por dar clases relevantes jueces y fiscales españoles (entre ellos, el fiscal general del Estado, José Manuel Maza, y el fiscal anticorrupción, Manuel Moix, según los datos públicos del claustro de profesores), y la asociación Transparencia y Justicia, que se persona en aquellos casos de interés para el Policía, como hizo hace apenas 10 días en el caso Lezo.

	Schola Iuris es un exclusivo instituto jurídico de Madrid en cuyo claustro han confluido altos cargos policiales, reputados abogados y, sobre todo, fiscales y magistrados de relevancia. El centro fue creado el 19 de octubre de 2004 y una de sus especialidades es el Máster de Derecho Penal Práctico, homologado por el Colegio de Abogados de Madrid. Los alumnos abonan de matrícula 14.000 euros por 512 horas lectivas.

	Este instituto es una sociedad limitada, cuyo titular es la sociedad Procard Europa, con un capital social de 3.010 euros, de la que es administrador único el director de dicho instituto, Ángel Benseny Pellicer. El director es perito calígrafo y psicólogo forense de los juzgados de Primera Instancia de Madrid y el campus está situado en la planta 18 de la Torre de Cristal, en el centro financiero del paseo de la Castellana de Madrid.

	Benseny aparece como apoderado junto al abogado Rafael Redondo (socio de Villarejo en la mayoría de sus negocios) y otros dos policías, los hermanos Carlos y Antonio Giménez Raso, en el consejo de la empresa Cenyt Argo, que tiene como sociedad matriz a Cenyt Consultoría, uno de los ejes del entramado societario del conflictivo policía.

	Además de Schola Iuris, Villarejo tenía una segunda vía para influir sobre aquellos casos de interés: la asociación Transparencia y Justicia, que acaba de personarse como acusación popular en el caso Lezo. Esta asociación fue fundada en 2005, un año después que la Escuela de Práctica Jurídica, bajo el nombre de Asociación para la Protección de la Inversión.

	Transparencia y Justicia se ha personado en procedimientos famosos. Entre ellos, el caso Campeón, por el que se imputó al político socialista José Blanco, y el incidente de tráfico de Esperanza Aguirre en la Gran Vía de Madrid. En este último caso, la asociación tuvo una actuación errática, acusando primero a la expresidenta de la Comunidad de Madrid de un delito de desobediencia y abandonando el caso posteriormente a pesar de ganar un recurso de apelación[20].

	Alterar procesos judiciales con falsas 
«acusaciones populares»

	Porque Villarejo llevaba ya muchos años desarrollando sus «tentáculos judiciales», que no se limitaban a su influencia por las relaciones personales que mantenía con jueces y fiscales de alto rango, sino que incluían también la alteración de procedimientos judiciales utilizando supuestas «acusaciones populares». Estas eran de dos tipos: las creadas bajo control del comisario y las que se repitieron en los casos del llamado «lobby de socorristas». En este segundo grupo estaban, por ejemplo, el sindicato ultra Manos Limpias y la asociación Ausbanc, cuyos líderes (Miguel Bernad y Luis Pineda) acabaron condenados por la Audiencia Nacional por extorsionar a bancos y empresas para que les pagasen a cambio de evitar acciones judiciales o campañas de descrédito en su contra[21]. 

	El entorno del comisario creó a partir de 2005 al menos tres acusaciones populares, según el registro de Interior[22]:

	1. La Asociación para la Protección de los Inversores, constituida el 17 de febrero de 2005 con dirección en Boadilla del Monte, donde Villarejo tenía también oficina, aunque más tarde pasó a Castellana 91, el mismo edificio donde tenían la oficina las empresas que dirigía el cuñado de De la Joya, Abdul Rahman al Asir. Su presunta misión era la de «defender a inversores no profesionales». 

	2. Transparencia y Justicia fue el nuevo nombre que el 11 de mayo de 2011 adoptó aquella asociación, tras cambiar su objeto por el de personarse en casos de corrupción. También modificó la dirección, a Castellana 135-7, donde la Comisión Judicial del caso Pequeño Nicolás constataría años después que no operaba desde allí. Su dirección quedó formada por Sergio Daza del Castillo, Rafael Redondo y dos conocidos del caso Tándem: Diego de Lucas Villarrubia, el hombre que Villarejo situó a controlar el urbanismo de Estepona, y Jorge Benseny, hijo de Ángel Benseny, cara visible de Schola Iuris.

	3. Asociación para la Defensa de Usuarios de Medios de Pago distintos de Efectivo ASUSMEPA, constituida el 14 de septiembre de 2011 en la planta 9 de Torre Picasso. La asociación se personaba en muchos procedimientos que derivaban de casos investigados por la UDEF cuando estaba al mando Olivera[23].

	Villarejo: «Hablamos con los jueces
a calzón quitado»

	De hecho, Villarejo cultivó todo tipo de relaciones con la Judicatura, incluidos jueces y fiscales progresistas, como alardeó durante una de las comidas que mantuvo conmigo y con otro periodista de Público. Este diario publicó en marzo de 2017 la grabación de esa conversación[24], mantenida en otoño de 2016, en la que el comisario de las cloacas se ufanaba de participar en comidas de más de veinte personas en las que participaba «gente de la Judicatura» como los jueces de la Audiencia Santiago Pedraz y Fernando Andreu. Según afirmaron en aquella comida –que yo grabé a escondidas sabiendo que también me grabarían a mí–, Villarejo y su gran amigo Manolo González, un empresario que años después testificaría a su favor, el comisario de las cloacas organizaba una vez al mes esas comidas informales con magistrados, fiscales y políticos:

	Manolo González: Nosotros lo hacemos todos los meses.

	Villarejo: Una comida muy divertida.

	M.G.: Vienen con o 24 o 26 personas, gente de la Judicatura.

	V.: De la política...

	M.G. (interrumpe): De la política. A los medios no les invitamos. Invitamos a más gente de la Judicatura.... va mucha gente.

	V.: La última vez estuvo... [decide no dar el nombre]. Son interesantes, son unas comidas interesantes porque hablamos a calzón quitado y todo.

	M.G.: Ha venido Mariano Fernández Bermejo [ministro de Justicia con Zapatero], ha venido Fernando Andreu [magistrado de la Audiencia Nacional], Mauricio [Casals] también está, el Pepe [Villarejo], el Adrián [de la Joya], Manolo, luego viene alguien de la banca... entre 24 y 26.

	V.: Óscar López [dirigente del PSOE] estuvo la última vez y a los pocos días dijo que...

	M.G. (interrumpe todo el rato): Pablo Casado también ha venido.

	V.: Muy heterodoxo [refiriéndose al ambiente de esas comidas]. Un par de jueces siempre van: Santiago o Fernando [Pedraz y Andreu].

	Tras la publicación de esta exclusiva, el magistrado Santiago Pedraz negó rotundamente a Público que él hubiera participado en esas comidas. Sin embargo, no quiso hacer la rectificación escrita que le ofrecimos.

	Por otra parte, la existencia de esos almuerzos quedó confirmada años después mediante la transcripción oficial –que figura en el sumario de la causa Tándem– de una de las conversaciones más reveladoras que mantuvo Villarejo con sus cómplices y protectores De la Joya y Olivera, el 16 de febrero de 2017. Fueron más de dos horas y media alrededor de una comida en un restaurante al que llegaron primero juntos (la grabación comienza cuando van en un vehículo) Villarejo y De la Joya, mientras que Olivera se retrasó hasta el minuto 27:36 del audio, transcrito por el funcionario 107.735, tal como figura en el encabezado de la «TRANSCRIPCIÓN LITERAL OliJoiy-17.2.16.m4a» (36 folios con membrete de la Dirección General de la Policía).

	En el final del folio 13, el transcriptor (perteneciente al Grupo III de la Unidad de Asuntos Internos) escribe:

	Minuto 48:55: Continúan hablando de una «guerra» que dice VILLAREJO que se ha inventado el TROLL [el director del CNI, Sanz Roldán], hablan de Bárbara Rey y comenta que esa información se la dio Alberto Perote a este hace tiempo a manos cerradas hace veintitantos años y por eso Antonio Rubio le metió una denuncia, porque se llevó una carpeta que era de los dos. Villarejo comenta que la que está montando es por miedo a que le metan en prisión por el tema del Pequeño Nicolás y por lo de la Pinto. Dice VILLAREJO que lo de Nicolás es un escándalo. Hablan seguidamente de un viaje de una semanita, de Javier COSTA en Colombia y de una comida que suelen hacer cada mes o cada dos meses con COSTA, Catalá [ministro de Justicia de Rajoy], Alfonsito y Manuel MARCHENA en una casa en la sierra y que uno de ellos le habló muy bien de OLIVERA.

	No cabe duda de que en aquella comida Villarejo estaba hablando con sinceridad, puesto que ya temía ser detenido y tenía como interlocutores a sus dos mejores amigos y valedores: De la Joya, en la elite económica, y Olivera, en la cúpula policial. Con ellos contaba para que le salvasen de prisión, así que no tenía por qué alardear con ellos sobre Marchena. Tampoco sus amigos se extrañaron de la mención ni le hicieron más preguntas sobre la presencia del presidente de la Sala Segunda del Supremo en esas comidas periódicas «a calzón quitado».

	El juez de la Audiencia Nacional
que conspiraba con Villarejo

	Como hemos ido relatando, la mayor parte de estas actuaciones judiciales ilegítimas beneficiaba a clientes potentados o a políticos conservadores, pero también se efectuaban para acabar con las amenazas de los jueces o fiscales que empezaban a escarbar en la trama. Fundamentalmente destruyendo la reputación de esos enemigos, como ya intentó Villarejo con el informe Veritas contra Baltasar Garzón. Y para ello era muy útil contar también con la cooperación de jueces progresistas... incluso del propio Garzón, con quien el comisario acabó haciendo amistad, a través precisamente de García Castaño, a quien el juez-estrella tenía mucho afecto porque se puso de su parte cuando fue acosado por intentar perseguir los crímenes del franquismo.

	Aunque el magistrado con el que Villarejo ha trabado mayor amistad es el juez Fernando Andreu de la Audiencia Nacional, considerado progresista por haber investigado crímenes de guerra en Gaza y Ruanda, en defensa del derecho internacional humanitario, y por su estrecha relación con el propio Garzón y con su pareja de hecho, la fiscal Dolores Delgado, quien sería promocionada por Pedro Sánchez a ministra de Justicia, primero, y fiscal general del Estado, después, hasta que dimitió «por motivos personales» no exentos de las repercusiones de las grabaciones de sus amistosas conversaciones –que inicialmente negó, hasta que aparecieron los audios– con Villarejo.

	Algo parecido le pasó al juez Andreu, titular del Juzgado Central de Instrucción n.º 4 de la Audiencia Nacional, puesto que «iba a ser nombrado secretario de Estado de Justicia en el segundo Consejo de Ministros de Pedro Sánchez, el 15 de junio [de 2018]. Pero el presidente del Gobierno sugirió a la ministra Dolores Delgado anular la propuesta a raíz de información que le aportó el titular de Interior, Fernando Grande-Marlaska, sobre la posibilidad de que el nombre de Andreu saliera en grabaciones de Villarejo»[25].

	De hecho, su nombramiento había sido ya decidido por Delgado, hasta el punto de que

	mantuvo diversas reuniones para configurar su equipo en Justicia a las que acudió Andreu. La ministra le presentó como el número dos y dijo que sería nombrado en el Consejo de Ministros del viernes 15 de junio.

	[...] El juez Andreu visitó el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) el jueves 14 y comentó con el presidente del Tribunal Supremo y del CGPJ, Carlos Lesmes, que en el Consejo de Ministros del día siguiente sería nombrado secretario de Estado de Justicia. Lesmes compartió la información con algunos miembros conservadores de la Comisión Permanente del CGPJ reunida ese jueves 14 de junio de 2018.

	Finalmente, no fue nombrado. Fuera de los focos, el juez fue la primera víctima relacionada con Justicia de las grabaciones del comisario Villarejo, tres meses antes de que estas afectaran a la propia ministra[26].

	Años después, las grabaciones que salieron a la luz de las conversaciones íntimas entre Villarejo y el juez Andreu fueron demoledoras: este último incluso conspiró con el comisario de las cloacas para destruir la carrera del fiscal anticorrupción José Grinda, en venganza porque había investigado los vínculos del hijo mayor de Villarejo con la mafia china de Gao Ping (véase el capítulo 4).

	El odio de Villarejo contra Grinda ya quedó plasmado en el montaje que el señor de las cloacas orquestó para desacreditar, incluso sentar en el banquillo, al fiscal anticorrupción, acusándole falsamente de ser pederasta. Para ello, insertó una IP (dirección de internet) en un sumario en Cangas del Morrazo (Galicia), atribuyendo al fiscal esa búsqueda de material pedófilo en redes. Un tema que no llegó ni a ser investigado, ya que no existía ningún otro indicio.

	Pero Villarejo repitió esas calumnias reiteradamente a todos los interlocutores que tenía en el ámbito judicial, incluido por descontado el juez Andreu. Y el magistrado se avino, con entusiasmo, a participar desde la Audiencia Nacional en la campaña para acabar con la carrera del fiscal anticorrupción, tal como queda de manifiesto en la grabación de una de sus conversaciones, cuyo audio fue filtrado en mayo de 2022, cuando el comisario ya estaba siendo juzgado por las tres primeras piezas de la causa Tándem.

	En ese audio, Villarejo y Andreu hablan abiertamente de la maniobra ejercida por el juez de la Audiencia para imputar a Grinda por revelación de secretos a dos periodistas de ABC, Cruz Morcillo y Pablo Muñoz, enviando (en 2014) a los juzgados de plaza de Castilla esa acusación contra los reporteros, que habían informado sobre hechos relacionados con el escándalo de Luis Bárcenas[27]. La jueza Mónica Aguirre, del Juzgado de Instrucción n.º 53 de Madrid, incluso abrió una causa contra los periodistas (que al final fueron los únicos imputados), para los que el abogado del extesorero del PP llegó a pedir tres años de cárcel a pesar de que habían publicado una información veraz.

	El caso acabó sobreseído, después de que la jueza dictase la apertura de juicio oral, porque la Fiscalía retiró su acusación –en un principio pedía dos años y medio de cárcel– y solicitó el archivo. Pero lo más grave de todo este despropósito judicial fue que Andreu llegó a recabar los listados completos de las llamadas entrantes y salientes de los móviles de los reporteros en busca del presunto filtrador (que estaba convencido de que había sido Grinda), obteniendo todos los datos de las fuentes de los periodistas en clara violación del derecho fundamental a la libertad de información establecido en la Constitución.

	Y todo ello lo hizo el magistrado de la Audiencia con la intención de destruir a Grinda (del que dijo: «No puede ser fiscal») para cumplir la venganza de su amigo Villarejo, según se oye en el audio de su conversación, el 30 de marzo de 2016, sobre dos periodistas del ABC a los que el abogado de Bárcenas pedía tres años de cárcel tras ser imputados por el juez Andreu[28]:

	Fernando Andreu: Esto es la hostia. ¿Te acuerdas de lo de Bárcenas, esa conversación clave que salía que si Bárcenas con uno de la Camorra (me acuerdo, me acuerdo) que yo deduje testimonio (y tú dedujiste testimonio) y lo mandé a plaza de Castilla y yo pensaba que eso había muerto?

	Villarejo: Me acuerdo, me acuerdo.

	F.A.: Que yo deduje testimonio y lo mandé a plaza de Castilla, y yo pensaba que eso había muerto. Pues Bárcenas se presentó como acusación. Les han tomado declaración como imputados a los dos periodistas, a Morcillo y al otro, Pablo Muñoz, y ahora hay escrito de acusación particular de Bárcenas que les pide por revelación de secretos de Grinda.

	V.: Qué bueno, ¿no?

	F.A.: Los periodistas serán lo que sean, pero no son los... el malo es el que revela el secreto, sabiéndolo además, pero está hecho a propósito porque Grinda como testigo tendrá que decir la verdad y le van a preguntar «oiga, ¿usted ha contactado a través de su teléfono?».

	V.: Y a ver qué dice, pues de puta madre.

	Pero hay mucho más, en ese mismo audio: 

	El comisario pide al juez que le facilite «los nombres de los dos fiscales aquellos rusos» a los que había recibido. «Consíguemelos porque me voy a poner en contacto con ellos […]. Tengo muy buenas relaciones con el servicio secreto de Bielorrusia y con algunos rusos que otros y lo que quiero es ir allí porque tú sabes que la pedofilia es un tema universal, un delito internacional que además se puede acceder desde Rusia a cualquier página... pues hay una posibilidad...», plantea. Entre risas, Andreu le contesta que «en Rusia lo mismo está castigado con pena de muerte» y le avanza que intentará acordarse de buscarlos. «Dame los nombres que me voy a Rusia y le meten una busca y captura y este hijoputa no puede salir y, por lo menos, la vergüenza a ver cuando mande una comisión rogatoria», concreta Villarejo.

	En ese audio, Villarejo se dirige al magistrado con una familiaridad y un lenguaje insultante y soez que en absoluto sorprende a Andreu:

	«El hijo de puta de Grinda no para. Él sabe que yo le he jodido. No tiene ni puta idea de que somos troncos Balta y yo. Hay que hacer lo que sea para joder a este cabrón…».

	«Acuérdate de los nombres», le insiste al juez.

	«Los debo tener apuntados», responde Andreu.

	«Me dijiste: te voy a dar los nombres porque tal…».

	«Sí, se me pasó», se excusa el juez. «Yo te paso esos dos nombres», sentencia…[29].

	Un abogado, Ignacio Peláez, denunció a Grinda en 2017 y apareció en televisión llamándole pederasta, tras lo que el fiscal le demandó por calumnias. Y resulta que al día siguiente de esa conversación con Andreu, en marzo de 2016, Villarejo anotó en su agenda: «Ignacio Peláez: Pendiente de recibir datos de los fiscales rusos que se los iba a dar Andreu».

	De hecho, en enero de 2023 la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo dio finalmente la razón a Grinda en la batalla que libró durante años contra el abogado Peláez –quien le llamó «pedófilo» y «pederasta reincidente» en dos intervenciones en el programa El Cascabel de 13TV pocos meses antes de fallecer– y condenó a sus herederas a indemnizar al fiscal.

	De todas formas, de lo que no puede caber ninguna duda es de la estrechísima amistad que mantenían Villarejo y Andreu, para hablar en esos términos de maniobras con el fin de acabar con la carrera de un fiscal anticorrupción con quien el comisario tenía enemistad y al que el magistrado estaba dispuesto a destruir, incluso utilizando para ello a fiscales de un país como Rusia. ¡Y todavía bromeaba con que, allí, quizá pudiera ser condenado a muerte!

	Por todo esto, y otras pruebas de la parcialidad de Andreu a favor de Villarejo, su otro gran enemigo, el comisario principal Marcelino Martín-Blas (el exjefe de la Unidad de Asuntos Internos destituido por investigar las cloacas de Interior) presentó, el 1 de septiembre de 2021, un recurso de apelación ante la Sala Penal de la Audiencia Nacional para pedir el sobreseimiento de su imputación en el caso Kitchen, en el que fue encausado únicamente por las acusaciones contra él lanzadas por el propio Villarejo y otros cómplices de su trama mafiosa. En ese recurso, Martín-Blas también solicitó la recusación del juez Fernando Andreu por su «manifiesta amistad» con Villarejo:

	[…] para el caso de que el magistrado D: FERNANDO ANDREU MERELLES forme parte de la Sección que ha de conocer del presente recurso, venimos a RECUSARLE tanto en cuanto la manifiesta amistad que ha existido entre el comisario Villarejo y dicho magistrado, tal y como se refleja en las agendas intervenidas al excomisario de tal forma que inclusive le ha llevado a asesorar en algunas acciones jurídicas y así podemos leer en la entrada de 20 de abril de 2015 ANDRE FDO.: «Muy predispuesto a todo. Cree que puedo denunciar por varios delitos pero no ve colaboración con banda armada». Si bien se recogen muchas otras referencias entre las que destacamos[30]:

	– 8 de enero de 2014. SALAS: Papeo agradable con FDO ANDREU. Propuesta para que sea Pres. de la Aud. Nacional. Organizada comida CHISCO [Francisco Martínez, secretario de Estado de Seguridad con el ministro Fernández Díaz] y ANDREU.

	– 15 de enero de 2014. CHISCO: Comida con SALAS [el comisario jefe de Barajas, Carlos Salamanca] y ANDREU para promocionarle como Pres. AN. [presidente de la Audiencia Nacional]

	– 14 de marzo de 2014. ANDRE [aquí usa por primera vez este mote del juez Andreu]: Acudió enseguida a la convocatoria. Muestra mucho recelo hacia GRINDA. Va a inhibirse de la denuncia de A. [Asuntos] Internos. Muy chungo el texto.

	– 18 de marzo de 2014. ANDREU FDO: Aviso sobre comida hoy con CHISCO, NI, y [Mauricio] CASALS. Quedó muy bien impresionado. Quedamos en hablar otro día.

	– 16 de abril de 2014. LUCIMAN [el periodista Manuel Cerdán]: Dice que estuvo con ANDRE y que va a muerte contra GRINDA y A. INTERNOS.

	– 23 de abril de 2014. ANDREU FDO: Se iba hoy de viaje hasta después del puente. Le avisé de los movimientos de Grinda con Jerez. Quedamos en hablar a la vuelta.

	– 11 de mayo de 2014. ANDRE: Muy firme en que todo volverá si Salas es exculpado. Dice que el escrito de Ernes [el abogado de Villarejo, Ernesto Díaz-Bastien[31]] es impecable.

	– 16 de julio de 2014. ANDRE: Muy decidido a dar caña a todos JOY [Adrián de la Joya]: Comida con Salas y Andre. Paga él insistentemente.

	– 16 de septiembre de 2014. ANDRE FDO: Conforme comida 23. Propone vernos mañana.

	– 9 de enero de 2015. ANDREU: Entrega de Denuncia y resto de comentarios. Está decidido a ir hasta el final cuando tenga el sumario de nuevo.

	– 30 de abril de 2015. SALAS: Muy contento con el resultado del TS. Ahora lo que hay que hacer es que ANDREU ponga a todos en su sitio.

	– 6 de mayo de 2015. ANDRE FDO: Muy predispuesto a abrir causas pendientes. Muy cansado del CNI y sus arbitrariedades.

	– 2 de junio de 2015. ANDREU FDO: Quiere que le dé los datos de los periodistas secuestrados pero a través de otra asociación. ME APOYA EN TODO. Está dispuesto a ir en los temas contra CNI.

	– 29 de junio de 2015. OLI [José Luis Olivera]: Comida con ANDRE y otros. ANDRE FDO. No tiene claro que admitan mi querella. Va a citar al chino [el jefe mafioso Gao Ping] para ratificar todo. Sobre Rato no tiene claro qué hará. MAUR CAS [Mauricio Casals]: Muy predispuesto a todo a favor de Andreu.

	– 14 de julio de 2015. JOY: Comida con ANDRE. Después operación de análisis ANDRE FDO. Comida agradable. Aviso de los temas pendientes. 

	– 28 de julio de 2015. ANDRE FDO: Mandó mensaje para vernos. Le dije que mañana porque hoy tenía día complicado. Verlo antes de empezar las vacaciones.

	– 22 de septiembre de 2015. ANDRE: 20:30; Dice que en el entorno de GRIN [el fiscal José Grinda] están muy preocupados. Él no va a seguir dando caña.

	– 30 de septiembre de 2015. ANDRE: Muy animado en apoyar la causa. Está decidido a todo. Recibió llamada extraña.

	– 3 de diciembre de 2015. ANDRE FDO: Muy cordial y comunicativo. No tiene confianza en absoluto en sus colegas.

	Queda aquí bien claro que el juez Andreu participaba plenamente de las conspiraciones de su amigo Villarejo, quien a cambio le apoyó en su intento de ascender a presidente de la Audiencia, y que comentaba abiertamente con el comisario las causas que instruía, como la de Gao Ping (de la que se inhibió por su gran amistad con Carlos Salamanca), o la de Rodrigo Rato por la salida a Bolsa de Bankia (en mayo de 2017 envió al banquillo a Rato y a la cúpula del banco).

	Como escribió Villarejo en su agenda: «ANDREU ME APOYA EN TODO».

	En cuanto al juez de la causa Tándem, tampoco parecía ser demasiado duro con Villarejo, ya que en ese mismo escrito el abogado de Martín-Blas señalaba ante la Sala de lo Penal que el instructor García-Castellón no había contestado a ninguno de sus escritos enviado a lo largo de los cuatro años de investigación. Tanto la solicitud para que declarase el ex director general de la Policía Nacional, Ignacio Cosidó, como la del examen médico forense que solicitó para el ex-DAO, Eugenio Pino, o la petición de documentación sobre el policía Vicente Galán, recibieron el silencio administrativo como toda respuesta judicial.

	Por todo ello, Martín-Blas denunció que se había producido una vulneración de la tutela efectiva y pidió a la Sala el sobreseimiento de su procesamiento. 

	Las amistades peligrosas de la ministra 
y fiscal general del Estado

	Otra de las grandes amistades del juez Andreu era la fiscal Dolores Delgado, y tenemos que volver a hablar del Consejo de Ministros que citamos al final del capítulo 3, en el que Pedro Sánchez (participando, como ministra de Justicia, la propia Delgado) clasificó como secretos de Estado los negocios de Villarejo con el narco-empresario Marcet y con el misterioso socio ruso Serguéi. 

	Dolores Delgado había negado rotundamente –cuando era ministra de Justicia– haber tenido «ningún tipo de relación personal, profesional, oficial o no oficial» con Villarejo (cuando era fiscal de la Audiencia Nacional), ya que en una nota del comisario que figura en el sumario el caso Tándem se menciona una supuesta cita con ella para recabar su apoyo en beneficio del empresario Ángel Pérez Maura, inmerso en un proceso de extradición al ser reclamado por la Justicia de Guatemala, como contamos en el capítulo 7.

	También hemos relatado el contenido de un audio grabado durante una comida de fraternidad policial con Villarejo, a la que asistieron el juez Garzón y la fiscal Delgado, y cómo esta última aplaudía al comisario de las cloacas en iniciativas como obtener información comprometida mediante modelos prostituidas[32]. Pero, además, en las agendas de Villarejo aparece Delgado en innumerables ocasiones, a menudo mencionada con el familiar «Lola», y se expone claramente la estrecha relación del comisario con Baltasar Garzón, pareja de la fiscal y exministra:

	El 23 de mayo de 2017, Villarejo apuntó otra comida: «Comida mañana con BG [Baltasar Garzón, también referido como “Balta”], Lola y Andreu. Contacto con Salas – Disco».

	Días después de ese almuerzo, Villarejo anotó: «Comida 14:30 en Marconi. Al final anulada. Quedamos directamente donde BG». El 13 de septiembre, un nuevo apunte señala: «Balta, comida interesante». En junio, una nota más: «BG. Dar toque mañana». «Comida lunes con Balta. En su defecto, con Ori y Charli», dice otra anotación[33].

	El caso es que Villarejo mantenía una relación muy cercana con Dolores Delgado, cosa que ella estuvo negando enfáticamente hasta que aparecieron los audios y las anotaciones en la agenda del comisario que eran prueba de cargo de que estaba mintiendo. Por eso es más que sospechoso que Pedro Sánchez decidiese elevar a la categoría de secreto de Estado los negocios de Villarejo con el narco-empresario Clemente Marcet (alias Scorpy), a quien se llevó a Arabia Saudí junto a la cúpula de la Policía Nacional, y que el presidente del Gobierno lo hiciera en un Consejo de Ministros al que asistía, como ministra de Justicia, Dolores Delgado. 

	Sobre todo, teniendo en cuenta que Sánchez ya había tenido que cambiar de planes, en el último minuto, durante la formación de su primer Gobierno, por la incompatibilidad de Delgado con Margarita Robles (a la que iba a colocar en Interior y al final tuvo que ponerla en Defensa) ante su rechazo a tener que colaborar estrechamente con una ministra de Justicia pareja de Garzón, quien acusó a Robles un año antes de ser la que encargó el informe Veritas[34]. 

	Sánchez se vio forzado a recurrir a Fernando Grande-Marlaska en Interior, y poco después aparecería el audio de la comida con Villarejo en 2009 en el restaurante Rianxo, donde Delgado hacía comentarios homófobos contra Marlaska cuando él era magistrado de la Audiencia Nacional, en la que ella ejercía como fiscal. Pese a todo ello, dos años después (en 2020) Sánchez la nombró fiscal general del Estado y aguantó un temporal político desencadenado por el PP a raíz de ese nombramiento, que supuso un importante desgaste para el líder socialista. 

	Finalmente, Delgado dimitió por «motivos de salud» en julio de 2022, dejando tras de sí un escandaloso reguero de vínculos con el comisario Villarejo. Porque, por ejemplo, en la grabación de la charla de la marisquería Rianxo también se oye cómo la fiscal aseguraba festivamente haber visto a jueces y fiscales españoles de la Audiencia Nacional en compañía de chicas menores de edad en Cartagena de Indias durante un viaje oficial a Colombia.

	Ese del Rianxo fue el segundo encuentro Delgado-Villarejo de los tres que ella finalmente reconoció –en un comunicado oficial, aún como ministra de Justicia, alegando que fueron con ocasión de actos oficiales–, pero resultó que fueron más, y todos inconfesables:

	El tercer encuentro se produjo el 4 de julio de 2017, cuatro meses antes de que el policía [Villarejo] fuera detenido. En esa reunión, Delgado comió con Villarejo, pero también estuvieron presentes otros personajes implicados en la macrocausa Tándem: el comisario Carlos Salamanca, detenido el mismo día que Villarejo, y el comisario José Luis Olivera, entonces jefe del Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO) y muy amigo de Villarejo.

	Aquella tercera reunión se celebró en pleno proceso de extradición del naviero español Ángel Pérez Maura, reclamado por Guatemala por presunto delito de soborno, aunque en mayo de 2018 la Audiencia Nacional rechazó la extradición. Los hermanos Pérez Maura contrataron presuntamente a Villarejo para frenar la entrega del naviero al país centroamericano. En una grabación de una conversación entre los hermanos Pérez Maura, Villarejo y el empresario Adrián de la Joya, el comisario se refirió a Delgado diciendo que Lola era «muy tronca, muy amiga».

	Pero hubo un cuarto encuentro que Delgado omitió en aquel comunicado. Según pudo averiguar Público a través del análisis de las agendas del comisario, el 24 de mayo de 2017, unos días antes de la tercera reunión reconocida, Villarejo comió con Delgado, Garzón, el comisario Carlos Salamanca y Andreu, en referencia al juez de la Audiencia Nacional Fernando Andreu.

	Público ha identificado una quinta reunión que tampoco puede enmarcarse en el concepto «jornadas jurídicas». El 15 de octubre de 2007, Delgado almuerza con jueces y fiscales estando presentes su pareja, Baltasar Garzón, y Villarejo. En esa comida conversan, según recoge el comisario, sobre el futuro de Monzer al Kassar, un traficante de armas y uno de los mejores clientes de Villarejo al que este apoda Luis o Luisito. A los diez días, la Audiencia Nacional, donde era fiscal Delgado, aprueba la extradición de Al Kassar a Estados Unidos[35].

	Dolores Delgado aparta al fiscal Stampa
del caso Villarejo

	Otra de las decisiones de la fiscal general Delgado que benefició a Villarejo fue la de apartar al fiscal Ignacio Stampa del caso Tándem, pese a ser uno de los dos fiscales que iniciaron la investigación de la trama del comisario en abril de 2017 (y lograron su detención en noviembre de ese año) y, por tanto, uno de los mejores conocedores de la causa.

	Pero Stampa estaba en comisión de servicios en Anticorrupción y, en octubre de 2020, Delgado decidió que quedase fuera del proceso de selección para ocupar una plaza permanente en esa fiscalía especial y así fue apartado automáticamente de la causa.

	Stampa consideró que Delgado, entonces ya fiscal general del Estado, se debía haber abstenido de la deliberación sobre las plazas de Anticorrupción ya que tenía «interés» en el caso. Por un lado, su pareja es el propietario del bufete ILOCAD Baltasar Garzón Abogados, que ejerce la defensa de varios investigados muy relevantes en la causa, y ha mantenido una relación estrecha con el comisario que viene de lejos y que ha quedado acreditada. De hecho, aunque la unidad de Asuntos Internos de la Policía descartó transacciones económicas entre ellos y Garzón ha negado siempre haber hecho negocios con el policía, existen conversaciones grabadas entre Villarejo y el exjuez que demuestran una relación muy cercana. En los meses previos a la detención del comisario se pone de manifiesto cierta preocupación de Garzón y el mismo día que Público desveló parte del ingente patrimonio del comisario Villarejo, el exjuez hizo una llamada a su amigo.

	Por otro lado, en el momento que se decide el futuro de Stampa ya había quedado acreditada la relación directa de Delgado con Villarejo y otros implicados en el caso[36].

	Por todo esto, enseguida traslució que el caso Stampa escondía «un intrincado trasfondo relacionado con ciertas amistades de Dolores Delgado, empezando por su relación de pareja con el exjuez Baltasar Garzón, cuyo bufete de abogados representa a varios imputados en el Tándem, entre ellos el comisario García Castaño y el ex-DAO Eugenio Pino»[37].

	Ignacio Stampa presentó una reclamación patrimonial de 245.203 euros ante el Ministerio de Justicia por supuestas «irregularidades» en el proceso de selección que le dejó sin una plaza fija en Anticorrupción el 27 de octubre de 2020. En su reclamación considera que la fiscal general debió abstenerse de participar en la deliberación del Consejo Fiscal de aquel día al tener «interés personal» en el caso Villarejo por ser pareja de Baltasar Garzón y defender este a procesados en el caso.

	Numerosas anomalías en la instrucción
judicial de Tándem

	Además, la instrucción judicial del caso Tándem mostró numerosas anomalías, todas ellas favorables al encausado, que son notorias en cuanto a la actuación de la Fiscalía durante el mandato de Delgado como fiscal general del Estado, quien en esa época tuvo que reconocer finalmente su relación íntima con el juez Garzón.

	Esa relación entre la fiscal y el comisario también ha sembrado dudas sobre la propia actuación de la Fiscalía en el caso. Uno de los puntos más llamativos y que se han cuestionado por esta vinculación es el hecho de que no se haya acusado al comisario de blanqueo de capitales y organización criminal, salvo en la pieza principal. En el resto de las más de treinta piezas en las que se divide la macrocausa, no se persiguen estos delitos, que son más graves y los que más penas acarrean, aparte de que el blanqueo de capitales no prescribe. Por tanto, de la investigación de estos presuntos delitos se podrían extraer importantes evidencias[38].

	Ni siquiera se solicitó a Hacienda, hasta bien entrado el año 2021, la información sobre las identidades de los clientes de las empresas de Villarejo, que tuvo que hacer constar en sus declaraciones anuales:

	La remisión reciente [en junio de 2021] de los informes de la Agencia Tributaria y de la Seguridad Social que las defensas están incorporando a sus argumentarios muestra una nueva anomalía, una de tantas de las que Público viene informando con relación a la instrucción del caso Villarejo: alteración de transcripciones, omisión de audios en oficios, omisiones de investigación acerca del verdadero problema que tenían sus clientes y que les urgía resolver, registros de inmuebles sin practicar, móviles de investigados clave sin analizar tras años de instrucción, información clave omitida en el cuerpo de los oficios y relegada a anexos kilométricos, y una pieza abierta, la 28, que parece provocada para archivar todo el caso. Resulta que no ha sido hasta hace un mes que se ha solicitado información oficial a la Agencia Tributaria sobre la plantilla de las empresas de Villarejo y la identidad de los clientes y proveedores que hizo constar en las declaraciones anuales modelo 347.

	«Parecería que no se quiere saber quiénes eran los clientes y los destinatarios de los pagos de Villarejo a lo largo de los años», han comentado juristas expertos en Procesal y Penal consultados por Público y que no salían de su asombro al conocer la dilación. Funcionarios de Hacienda que prefieren permanecer en el anonimato creen que es «muy raro» y todos coinciden en que esas declaraciones modelo 347 es casi lo primero que se solicita en un procedimiento de estas características (como así ocurrió en el caso Púnica) y además se pide remontar a todos los años posibles porque «el blanqueo es un delito grave que tarda muchos años en prescribir»[39].

	La manipulación judicial contra el procés catalán

	Las irregularidades judiciales en las que participaron los amigos de Villarejo dentro de la Judicatura no se limitaron en absoluto a la macrocausa Tándem, y las más notorias fueron las que afectaron a los políticos y activistas del procés independentista catalán. Un movimiento secesionista pacífico contra el cual también actuó el jefe de las cloacas, coordinando la llamada operación Cataluña, que veremos en el próximo capítulo.

	En Público hicimos un extenso análisis jurídico sobre la querella del fiscal general del Estado, José Manuel Maza, contra los cesados miembros del Govern de la Generalitat y de la Mesa del Parlament de Catalunya, que condujo a prisión al exvicepresidente Oriol Junqueras y a ocho ex-consellers. Ese análisis puso de manifiesto los 10 agujeros negros de la Justicia española en esa causa y ya vaticinó que las euroórdenes de extradición del juez Llarena serían tumbadas por los tribunales europeos, como así fue meses después.

	Por su parte, el entonces fiscal general del Estado, Juan Manuel Maza, se aferró a un razonamiento capcioso: los artículos 56 y 57 del Estatuto de Autonomía establecen que el TSJC tiene atribuciones exclusivas sobre los aforados para los delitos cometidos en Cataluña, pero si se trata de un delito cometido fuera de la comunidad –y, por supuesto, no son opiniones vertidas o votos ejercidos en sede parlamentaria, que tienen inviolabilidad–, entonces es competente el Supremo. Así que Maza arguyó que el delito que atribuía a la presidenta Forcadell y a la Mesa del Parlament se había cometido fuera de Cataluña... porque podían tener efectos en todo el Estado.

	Según los juristas consultados por Público, eso era «una construcción jurídica aberrante».

	Más aún, Maza añadió una cláusula inexistente de protección de la Judicatura y afirmó que además era conveniente alejar el caso un poco de la Judicatura catalana, porque estaba sometida a presiones. Eso era tanto como manifestar que desconfiaba del presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (TSJC)[40].

	Marchena rechaza todos los testigos
y pruebas de parcialidad

	El examen judicial de los hechos probados tras el referéndum independentista del 1-O demuestra que las acusaciones de los altos mandos de la Guardia Civil eran falsas, pero como Marchena rechazó todos los testigos[41] y las pruebas de que la instrucción de la Policía Judicial fue parcial y sesgada, el Tribunal Supremo acabó condenando en falso a los encausados.

	Entre muchos testigos propuestos por las defensas, Marchena dictó improcedente mi propio testimonio, pese a estar en posesión del audio (también rechazado como prueba) en el que el teniente coronel Daniel Baena, quien dirigió la instrucción de la Policía Judicial de la Guardia Civil, reconocía en persona (por teléfono) que él era Tácito en redes. Una identidad ficticia tras la cual lanzaba durísimas acusaciones contra las mismas personalidades a las que investigaba, y profería mensajes extremistas del estilo: «Ponga las urnas en el suelo. Lentamente. Las manos detrás de la cabeza. Sin movimientos bruscos. Gire»[42].

	Después, el presidente de la Sala Segunda permitió, a sabiendas, que durante el juicio Baena negara como testigo ser Tácito, cometiendo a todas luces un flagrante delito de falso testimonio, ya que en el audio de aquella conversación telefónica conmigo queda fuera de toda duda que él mismo reconoce ser quien firmaba como Tácito en Twitter, para luego intentar matizar su confesión aduciendo argumentos tan peregrinos como que no era el único en participar en esa cuenta, cosa que era evidentemente falsa[43].

	Aunque lo más grave no fue que tanto el teniente coronel Baena como el coronel Diego Pérez de los Cobos mintieran en sus declaraciones como testigos ante la Sala Segunda el Supremo[44], sino que el presidente del tribunal juzgador lo sabía. Porque, al hacer la vista gorda de esos falsos testimonios, Marchena cometió presuntamente una omisión del deber de perseguir delitos.

	El resultado fue que los dos más altos tribunales penales (las salas segundas del Supremo y de la Audiencia Nacional) dictaron sentencias contrarias sobre los mismos hechos ocurridos el 1-O: una tras el juicio contra Oriol Junqueras y los otros líderes del procés, condenados por sedición y malversación, y otra con la absolución del mayor de los Mossos d’Esquadra, Josep Lluís Trapero, y de los exjefes políticos de la Policía autonómica César Puig y Pere Soler[45].

	Lo de que Marchena vetase a todos los testigos y pruebas sobre la falta de imparcialidad de la instrucción de la Policía Judicial que dirigió el teniente coronel Baena, a las órdenes de Pérez de los Cobos, era para nota. Pero lo del voto particular de la presidenta de la Sala de lo Penal, Concepción Espejel, en contra de la absolución Trapero, Puig y Soler, fue de traca: empleaba 365 folios más que toda la sentencia en argumentar la supuesta «pasividad» de los Mossos, sin aportar más pruebas que la «percepción personal» de Pérez de los Cobos.

	Una «percepción» reforzada por la campaña de falsedades en prensa que orquestó Villarejo gracias a sus «infiltrados en los medios de comunicación».

	Ascendida a presidenta de Sala para saltarse
la recusación

	El empecinamiento de Espejel por condenar a la cúpula de los Mossos ya sería sospechoso sólo con el examen riguroso de los hechos probados establecidos en la sentencia absolutoria de Trapero y los demás acusados. Pero, a la luz de su historial de amiguismo con el PP, es flagrante.

	Espejel –la «querida Concha», como la presentó en un acto público Cospedal, exsecretaria general del PP y vinculada a la mafia policial de Villarejo según los propios audios del excomisario– fue nombrada presidenta de la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional para que pudiera controlar los casos que afectaban al Partido Popular. En consecuencia, Espejel modificó los criterios de composición de los Tribunales de la Sección Segunda, arrogándose la Presidencia de cuantos se formasen, rompiendo así con la tradición de rotación de los cinco integrantes, con el objetivo de presidir los tribunales del caso Gürtel 1 y de la caja B del PP.

	Pero Espejel fue recusada, ante su evidente interés personal en los procedimientos relacionados con la corrupción del PP, y apartada de las causas por sus propios compañeros magistrados del Supremo. En respuesta, el CGPJ controlado por el PP la ascendió a presidenta de la Sala de lo Penal y de esta forma se convirtió en la superior jerárquica de los magistrados que la habían apartado por manifiesta parcialidad en favor del PP. A continuación, Espejel nombró a otra gran amiga de ese partido, M.ª José Rodríguez Duplá, como presidenta de la Sección Segunda de esa Sala.

	Además, como nueva presidenta de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, Espejel modificó las normas de asignación de ponencias y de composición de los tribunales de la Sala y forzó la modificación de tribunales ya constituidos en procesos vinculados a la corrupción del PP. De esta forma, Espejel hizo que Duplá presidiese los tribunales de los casos de corrupción del PP, nombrando a otros magistrados afines a ese partido como miembros de estos y logrando que la proporción fuese, al menos, de dos a uno en jueces fieles a dicho partido.

	Fue por todo ello, y muchas cosas más, que la Asociación Atenas de Juristas por los Derechos Civiles presentó denuncias por prevaricación continuada contra todos los miembros del CGPJ. Contra esos mismos vocales del Consejo del Poder Judicial que nombrarían después discrecionalmente, estando ya todos ellos en funciones y con mandatos caducados, a otro medio centenar de magistrados en puestos de poder de la Judicatura.

	Esa es la «independencia» de la Justicia española que el PP ha bloqueado durante más de cuatro años, negándose a renovar el CGPJ: décadas de ascensos, nombramientos y asignaciones de magistrados, decididos, primero, por los jueces que sirvieron a la dictadura y, después, por sus sucesores y discípulos, nos han legado una Justicia ultraderechista.

	El PP busca que el poder judicial no emane
de la soberanía popular 

	Con esos antecedentes, Pablo Casado tuvo la desvergüenza de proponer, cuando fue presidente del PP, una reforma del sistema de votación interna del CGPJ que volvería a la mayoría de 3/5 que el partido de Rajoy cambió en 2013 para asegurarse de que su mayoría absoluta dominaría todos los nombramientos del poder judicial, contando con la fidelidad partidista de Carlos Lesmes en la presidencia simultánea del poder judicial y del Tribunal Supremo.

	Casado también recuperó la propuesta de la derecha de que sean los jueces quienes elijan a los vocales del CGPJ –como prometieron pero no hicieron Soraya Sáenz de Santamaría, como vicepresidenta de Rajoy, y Alberto Ruiz Gallardón, como ministro de Justicia), porque el PP ya había blindado una abrumadora mayoría de magistrados afines en la Judicatura durante la década siguiente a su victoria en las urnas por mayoría absoluta–. Si fueran los propios jueces quienes eligiesen al órgano de gobierno de la Justicia, se aseguraría la continuidad de altos cargos ultraconservadores en la cúpula del poder judicial. Pero la consigna populista «que sean los jueces quienes elijan a los jueces» da la apariencia de proteger la independencia judicial a los electores poco informados.

	La realidad es que, tras más de cuatro años de bloqueo político, «nos encontramos ante jueces cargados de trabajo, con medios congelados y que tienen como portavoz a un CGPJ caducado, fuera de la legalidad, que no le representa, alineado con los partidos y que contamina la imagen de la independencia judicial», advierte un magistrado del Alto Tribunal[46].

	Una situación que se replica en la Fiscalía, como se vio durante la cena que el presidente del PP, Alberto Núñez Feijóo, celebró el 18 de abril de 2023 en el hotel Claridge de Madrid con medio centenar de fiscales afiliados a la mayoritaria y conservadora Asociación de Fiscales. Ese encuentro a puerta cerrada permitió a fiscales con cargos relevantes en el Supremo atacar con dureza al Gobierno, mostrar su apoyo al líder del PP y preguntarle por las medidas que aplicaría para resolver la supuesta «falta de democracia en los procedimientos legislativos» de los últimos años o ante el problema de cohesión territorial de España como consecuencia de la «alianza de los socialistas con los filoetarras de Bildu»[47].

	Y Feijóo les prometió lo que le pedían esos representantes de la mayoría derechista de la Fiscalía –en una postura común partidista, anticonstitucional y de deslealtad al Ejecutivo–, que «acometerá si gobierna una contrarreforma urgente a través de un proyecto de ley que aborde diversas materias para derogar algunas de las normas aprobadas por el Gobierno de Pedro Sánchez».

	Uno de los fiscales que intervino, Antonio Narváez, magistrado del Tribunal Constitucional hasta hace unos meses, llegó a expresar su deseo, a título personal, de que Feijóo llegue a la presidencia del Gobierno. Narváez puso bajo sospecha los procesos electorales en los que interviene la empresa Indra y vaticinó problemas en la aplicación de la Ley Trans.

	Narváez ejerce ahora como fiscal de Sala de lo Contencioso en el Supremo que analiza los recursos contra decisiones del Gobierno. En su intervención durante la cita con Feijóo se refirió al problema «de la cohesión territorial» y de «Cataluña fundamentalmente», un asunto sobre el que Narváez se había inhibido durante la tramitación en el Constitucional de una decena de recursos de dirigentes independentistas condenados. La defensa de los altos cargos catalanes había recusado a Narváez por una conferencia pronunciada en Granada donde equiparó lo ocurrido en Cataluña a un golpe de Estado.

	También alertó Narváez en la cena con Feijóo sobre uno de los principales problemas que tiene España en Euskadi porque, según explicó, en las próximas elecciones al Parlamento vasco «se está perfilando una estrategia de coalición con Bildu, que es una organización filoterrorista, con el apoyo del Partido Socialista de Euskadi y lo que quede de Podemos»[48].

	La cena dio para muchos más gestos de apoyo al PP y a Feijóo, pero sobre todo confirmó la postura abiertamente derechista, opuesta frontalmente al Gobierno progresista y presta a obstaculizar el cumplimiento de las leyes aprobadas por el Parlamento que no son de su agrado, por parte de una mayoría de los fiscales que ocupan altos puestos de la Judicatura. Postura de la que se supo aprovechar Villarejo para que el Ministerio Público ayudase a sus clientes.

	El CGPJ es el órgano de gobierno de uno de los poderes del Estado y, por imperativo constitucional, su autoridad tiene que emanar del pueblo (a través de sus representantes electos en las urnas) y no de un grupo corporativo como el de los jueces y magistrados. Pero la Judicatura heredera del franquismo no es un reflejo de la sociedad en la que administra justicia, sino elitista y endogámica, guardián de tradiciones trasnochadas y prácticamente impune en sus acciones. 

	Un jurista de otro país europeo me sorprendió hace unos años, hablando en Bruselas sobre la Justicia española, con la pregunta: «¿Cuántos jueces han sido condenados a prisión en España desde el fin de la dictadura?». Al responderle que sólo unos pocos, meneó la cabeza en desaprobación y dijo: «Pues esa Justicia no es aún democrática del todo».
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	El hundimiento

	Del Pequeño Nicolás a la operación Cataluña

	En 2016 comenzó el hundimiento del imperio Villarejo. El año anterior ya fue malo para sus negocios, pese al auge de la brigada política del ministro del Interior Fernández Díaz, porque empezaron a salir a la luz (en Público y El País) esos tejemanejes gracias a las pesquisas periodísticas de Patricia López[1] y de Javier Ayuso. Pero en 2016 el comisario tropezó al fin con los investigadores que acabarían parándole los pies, a un alto coste personal y profesional; policías honrados a los que había despreciado y acosado anteriormente.

	Todo saltó por los aires a causa del fichaje de un veinteañero fantasioso y temerario que se hizo famoso con el mote del Pequeño Nicolás[2], un ambicioso adolescente aspirante a James Bond que trató de medrar desde el interior de la FAES[3] y finalmente descubrió que para trepar a la cúspide del poder de los secretos tenía que embaucar al recién nombrado ministro Fernández Díaz.

	Narcisista, fotogénico y listo como un demonio, Francisco Nicolás Gómez Iglesias emprendió su escalada incluso antes de ser quinceañero, vistiéndose de traje y corbata impecables como voluntario de las Nuevas Generaciones del PP, dedicado a servir y proteger a los responsables del partido[4]. Adorador de las cámaras, reunió un gran álbum de fotos suyas acompañando a los más altos dirigentes populares, incluidos Aznar y sus ministros, así como Esperanza Aguirre. Incluso logró una foto estrechando la mano de Felipe VI, al colarse con sólo veinte años en la recepción oficial del Palacio Real tras la coronación, en 2014.

	Elogiado por muchos cargos del PP como un chaval superdotado, al que llamaban Fran, Nicolás se abrió paso con gran habilidad en la FAES, hasta el punto de que logró hacerse con una copia de la llave del despacho del presidente Aznar, adonde llevaba en ocasiones a chicas de Nuevas Generaciones a las que deseaba impresionar, pues esa oficina solía estar vacía. Pero pronto se dio cuenta de que ese camino hasta la cúpula era muy largo y necesitaba encandilar a algún preboste de la Seguridad Nacional si quería cumplir su sueño infantil de convertirse en agente secreto millonario.

	El trampolín de comulgar en la misma iglesia
que Fernández Díaz

	Ese iba a ser el feudo de Jorge Fernández Díaz, tras la anunciadísima victoria de Mariano Rajoy el 20-N de 2011, y se aplicó en hacerle ver su valía. La debilidad del futuro ministro del Interior era la religión[5] y le fue sencillo a Nicolás averiguar dónde y a qué hora iba diariamente a recibir la comunión: una iglesia en la calle Príncipe de Vergara del madrileño Barrio de Salamanca, a la que el imberbe aspirante a espía empezó a acudir también cotidianamente para cruzarse en la cola con el ministro, quien le reconocía por sus tareas en la FAES.

	Así fue como –según me aseguraron fuentes policiales de toda solvencia– Fernández Díaz acabó prendado del seductor Pequeño Nicolás y terminó por recomendarlo a su equipo de la cúpula de Interior, ya que supuestamente era un brillante y voluntarioso muchacho de probada fidelidad al PP y tempranas habilidades (además de su encomiable fervor religioso), que deseaba servir a su patria en el terreno de la seguridad nacional. Con esta presentación, el precoz impostor se introdujo en distintos ambientes policiales y consiguió que el propio Villarejo le hiciera encargos para la operación Cataluña[6].

	La impostura de Nicolás –que se hacía pasar por un «Charlie» (colaborador externo) del CNI– engañó a dos agentes de la Policía Local del Ayuntamiento de Madrid, al coordinador municipal de Seguridad y Emergencias (Emilio García Grande) y a un guardia civil. «Los cuatro le suministraron información confidencial de bases de datos sensibles, como la titularidad de placas de matrícula (que en la mayoría de los casos resultaron ser de empresarios), que el joven usaba para sus intereses personales»[7].

	Al condenarle a cuatro años y tres meses de prisión (en su cuarta pena de cárcel consecutiva) la Audiencia de Madrid subrayó que el Pequeño Nicolás entregaba «gratificaciones» a los dos policías locales a cambio de la información, que aprovechaba para «conseguir dinero que terminaban repartiéndose». El tribunal enumeró numerosos mensajes que se cruzaron a través de aplicaciones de mensajería, donde usaban términos en clave –como «lechugas verdes, lechugas moradas, rábanos»– para intentar ocultar que «realmente hablaban de dinero». En una de esas conversaciones, el policía local Jorge González le llegó a preguntar a Gómez Iglesias: «Bueno, ¿qué? ¿La gallina ha puesto huevos? Que estamos en código rojo». A lo que el joven respondió: «Os paso a código verde».

	La falsa comitiva policial Madrid-Ribadeo
de un impostor imberbe

	Entre las auténticas payasadas ilegales que Nicolás Gómez Iglesias pudo cometer gracias a su capacidad de embaucar a agentes policiales, acabaría también condenado por «el viaje que protagonizó en el verano de 2014 a Ribadeo (Lugo), donde se hizo pasar por emisario del entonces nuevo monarca Felipe VI, que acababa de ser proclamado rey, y de la vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría. Los jueces lo condenaron a tres años de prisión por esas jornadas en las que engañó a las autoridades municipales con una comitiva de vehículos de lujo, y llegó a sentarse a almorzar en un restaurante del puerto deportivo con el presidente de la compañía de transporte Alsa, Jorge Cosmen»[8].

	Para escenificar semejante pantomima viajera, el prematuro estafador sobornó a un cabo de la Policía Municipal del Ayuntamiento de Madrid, destinado en el grupo de escoltas y protección, para que le ayudara con la comitiva de vehículos que lo llevó hasta Ribadeo, pero su defensa adujo que todo se limitó a que «durante unas horas hizo realidad el enfermizo sueño de aparentar (sólo aparentar) lo que no es». Sus abogados alegaron que el Pequeño Nicolás padecía «trastorno de la personalidad con características narcisistas y de rasgos inmaduros, así como con un trastorno adaptativo con sintomatología ansioso-depresiva».

	Tras su primer procesamiento, en 2014, la magistrada titular del Juzgado de Instrucción n.º 24 de Madrid, en función de guardia de diligencias, manifestó su asombro ante la capacidad de Nicolás Gómez Iglesias para engañar a todos los políticos y policías con los que tuvo tratos: «Vaya por delante que esta instructora no acierta a entender cómo un joven de veinte años, con su mera palabrería, aparentemente con su propia identidad, pueda acceder a las conferencias, lugares y actos a los que accedió sin alertar desde el inicio de su conducta a nadie, por muy de las juventudes del PP que manifieste haber sido», escribió la jueza.

	Tampoco comprendía cómo había podido colar su afirmación de ser asesor del Gobierno de España, y sus burdas falsificaciones de identificaciones del CNI elaboradas con una fotocopiadora pública, cuando el informe del médico forense hacía constar que el detenido padecía de «una florida ideación delirante de tipo megalomaníaco»[9].

	De cómo un veinteañero graba las confesiones
de Javier de la Rosa

	Pues este inmaduro trastornado fue el encargado por Villarejo para obtener información contra el ex-president de la Generalitat Jordi Pujol, en el marco de la ilegal operación Cataluña emprendida por órdenes del ministro del Interior y acometida por la cúpula policial del DAO Eugenio Pino. Según su propia declaración ante la Policía tras ser detenido en el curso de lo que parecía un intento de estafa (que luego aclararemos), el comisario en jefe de las cloacas le había enviado a una cita con Javier de la Rosa[10] para que grabase con su móvil la conversación, en la que el financiero le proporcionó «toda la información que disponía de la familia Pujol, que se la facilitó de forma verbal en una reunión que mantuvo en la terraza del Hotel Meliá Castilla, sita en la calle Capitán Haya, aproximadamente a finales de agosto de este año».

	De acuerdo con ese testimonio, «en esa reunión, el comisario Sr. Villarejo le dejó a deber 200.000 euros a Javier de la Rosa, que le tenía que pasar el CNI, reconociendo que anteriormente ya habría cobrado del CNI aproximadamente 200.000 euros»[11].

	En un principio, tanto Villarejo como De la Rosa negaron conocer a Nicolás y la existencia de ese encuentro con el pequeño impostor, pero lo cierto es que la conversación se produjo, aunque no en agosto, sino el 19 de septiembre de 2014, como demostró Patricia López al publicar el audio de esa charla siete meses después de que tuviera lugar[12].

	Fueron tres cuartos de hora en los que el financiero catalán se desahogó con el Pequeño Nicolás –al que incluso indicó: «toma nota o graba»–, creyendo que se trataba de un enviado de la vicepresidenta del Gobierno, Sáenz de Santamaría, y agente del CNI. Según contó De la Rosa al jovencito impostor, él financió a Convergència durante diez años (de 1984 a 1994), a través de Pujol y de Miquel Roca:

	Les di hasta 4.500 millones de pesetas de sociedades que me dieron a mí para darles a ellos, para que Convergència fuera el equilibrio para la no entrada del independentismo. Cuando veo que este hombre [Pujol] se mete de lleno en el independentismo, no sólo eso, sino que me amenaza personalmente, es cuando le fui a denunciar.

	Le llevaba por la noche el dinero en efectivo a su despacho. Y eso que ponen los empresarios no, era yo el único. Que lo bajaba por la puerta de atrás, por una escalerilla al coche y le metía los cheques en los bolsillos, delante de Alavedra, por ejemplo. Cientos y cientos y cientos, hasta sumar 1.400 millones para él personalmente. Al margen de esos 4.500 más de Convergència.

	También aseguró De la Rosa, en ese audio, que

	el ministro del Interior ha vivido de los Pujol durante muchos años, cuando no era nadie en el PP, hasta que lo rescató Rajoy y le hizo secretario de Estado. Y le debe dinero mensual, que es lo que más se agradece, el ministro del Interior a Pujol. Por tanto, por ahí se os va a ir todo, todas las filtraciones. Porque lo sé, lo he vivido, he vivido con Jorge Fernández [Díaz] y me conoce muy bien.

	De la Rosa: «Villarejo lo que quería era ganar dinero, nada más»

	Años después, yo le pregunté en privado a De la Rosa por Villarejo y Nicolás, y el exfinanciero catalán me aseguró que el comisario

	era un tío que lo tenían suelto porque les convenía. Villarejo lo que quería era ganar dinero, nada más. La operación Cataluña no existió nunca, se la inventó Villarejo el día que fue a declarar en el caso del Pequeño Nicolás porque pegaba bien. Él vino a Barcelona a ver a la examante de Jordi Pujol Ferrusola [Vicky Álvarez], a ver si les podía sacar dinero a sus compañeros, que eran el Gordo [García Castaño]… Iban a obtener su dinero personal. Villarejo cuando venía a Barcelona no quería que le viera la Policía para nada. Estaba escondido de todos.

	Villarejo a lo que iba era a sacar dinero. Y cuando salió lo de Pujol me decía: «¿Tú qué crees?, ¿cuánto puedo pedir yo?». Y él iba a buscar el dinero, teórico, a la calle Miguel Ángel, donde está la Dirección General de la Policía y estaban sus amiguetes, el Gordo y el del aeropuerto de Barajas [Carlos Salamanca]. Estos iban a la operación de Barcelona a sacar dinero a Pujol y a repartírselo ellos. Y le pagaban a esta [la querida del primogénito del ex-president Pujol], ellos. De fondos reservados nada. Estos eran unos golfos y nada más.

	A De la Rosa se le presentó Villarejo bajo una de sus muchas falsas identidades, la del abogado Pérez Villar, para convencerle de que tenía que denunciar a los Pujol ante la UDEF. Esto es lo que me contó:

	Al final es Soraya [Sáenz de Santamaría] la que tiene todo el lío del Pequeño Nicolás. Y el que envió a Villarejo a Barcelona fue el marido de la Cospedal, que era amiguete suyo [López del Hierro]. Y se me presentó como un abogado y me trajo unos papeles. Le dije que no eran verdad y al día siguiente estaban publicados en El Mundo. Entonces se acojonaron el [Eduardo] Inda y el otro [Esteban Urreiztieta] y me pidió Villarejo que fuera a Madrid y que testificara a favor de ellos. Y estuve con ellos en el Hotel Hesperia porque les habían dado unos papeles a través del sindicato de los policías… aquel que había del sindicato. Y con eso se lo pasaron a Inda y al otro y sacaron la primera cosa. Que jodió las elecciones a Convergència, que la hundió… esa es la verdad. Y cuando salió, Pujol me amenazó a mí. Y yo me fui a la UDEF a denunciarlo, dos veces. Pero ponía al final que si lo hacían público yo no lo ratificaría. Y efectivamente, El Mundo lo sacó, las dos veces, y yo no lo ratifiqué.

	Una vez más, otro testigo directo explicaba cómo se fabricaban documentos en la UDEF, para luego publicarlos a toda portada en El Mundo u otros medios afines y así crear la excusa para que las acusaciones populares al servicio de Villarejo judicializaran el asunto, aunque fuera totalmente infundado. Tal como queda patente en las grabaciones secretas del ministro del Interior que desvelamos en junio de 2016, en relación con la falsa cuenta bancaria en Suiza del alcalde de Barcelona Xavier Trias[13].

	El show de Nicolás no cuela
en la Embajada de EEUU

	En cuanto a que fue Sáenz de Santamaría la que tuvo «todo el lío del Pequeño Nicolás», De la Rosa tenía conocimiento de causa. Porque la espoleta del bombazo que sacó a la luz el tinglado de Villarejo fue otro alarde temerario del veinteañero impostor.

	Nicolás organizó un nuevo show con comitiva de coches policiales como el que le llevó a Ribadeo, pero esta vez pretendió entrar en los terrenos de la Embajada de EEUU (entre Serrano y Castellana) para un encuentro imprevisto con el embajador estadounidense, o su número dos, haciéndose pasar por enviado de la vicepresidenta del Gobierno. Por supuesto, el servicio de seguridad de la sede diplomática se negó a franquearle el paso e informó de inmediato al embajador de la rocambolesca aparición del adolescente.

	Poco tardó el embajador en ponerse en contacto con Vicepresidencia y una sorprendida Sáenz de Santamaría encargó a su jefa de gabinete, María González Pico, que averiguase quién era el jovencito farsante. Y no le costó mucho a Pico cumplir el encargo, ya que encontró enseguida el teléfono móvil que el propio Nicolás iba repartiendo cuando fingía ser agente del CNI[14] y llamó al chaval:

	—¿Francisco? Tengo entendido que trabajas para la vicepresidenta.

	—Sí, así es, soy miembro de su gabinete.

	—Vaya, resulta que yo sí te llamo desde el gabinete de Soraya Sáenz de Santamaría e ignoro quién eres.

	Al menos, esa es la versión del intercambio telefónico que publicó un medio de ultraderecha[15], para atribuir a Pico el mérito de desenmascarar a Nicolás, aunque sin mencionar el motivo por el que la jefa de gabinete de Vicepresidencia tomó personalmente cartas en el asunto. Una anécdota que nunca fue judicializada, puesto que el incidente no tuvo consecuencia ninguna, pero que fuentes policiales me indicaron como la verdadera razón de que la vicepresidenta exigiera a Interior que aclarase quién era ese tal Nicolás y cómo se podía pasear alardeando de ser agente del CNI y enviado de Vicepresidencia.

	Así fue, según dichas fuentes, cómo el DAO Eugenio Pino se vio obligado a encargar al comisario principal de la Unidad de Asuntos Internos, Martín-Blas, que investigase las andanzas de Nicolás con miembros de la Policía Local, poniendo en marcha las pesquisas que después fue incapaz de controlar. Y el protagonismo de Pico en esas órdenes me lo confirmó indirectamente el propio Villarejo en una de nuestras comidas, al cargar desaforadamente contra la jefa de gabinete de Soraya, contando –como solía hacer cuando quería desautorizar a mujeres– escabrosas historietas sobre su supuesta promiscuidad sexual.

	El caso es que Martín-Blas puso a trabajar en el tema al Grupo Operativo IX de Asuntos Internos, que llevaba el inspector Rubén Eladio López.

	La «autoestafa» de un directivo bancario
y la finca La Alamedilla

	En cuanto los policías de Asuntos Internos empezaron a vigilar al Pequeño Nicolás, se empezaron a acumular los indicios de graves delitos contra la seguridad del Estado. 

	Por ejemplo, en una ocasión, el jovencito se apercibió de que era seguido por una moto y después trató de identificar al propietario preguntando por su matrícula a sus amigos policías locales, pero ese número no les aparecía en sus ordenadores. Así que recurrió a otro conocido: un miembro de la escolta real de Juan Carlos que sí pudo descubrir que aquella matrícula estaba reservada porque pertenecía a algún miembro de la Seguridad de Estado, como los agentes del CNI o los de Asuntos Internos.

	Sin embargo, esa búsqueda informática quedó registrada y pasó a engrosar el caudal de pruebas contra Nicolás y sus cómplices. Hasta que se tomó la decisión de detener e interrogar al precoz impostor:

	Enseguida, los policías apostados tras el operativo de vigilancia empezarán a observar cosas extrañas. Ven al muchacho saliendo del Hotel Villamagna –uno de los más caros de Madrid– acompañado de un varón de unos setenta años de edad que resulta ser un tal Francisco Javier Martínez de la Hidalga, un conocido exdirector de operaciones inmobiliarias del Banco de Santander vinculado a la familia Botín. Luego Nicolás se dirige a una papelería para –a través de una vulgar fotocopiadora– fabricar una documentación con el membrete del escudo real y la leyenda «Gobierno de España» firmada por el director del CNI, Félix Sanz Roldán. Poco después, Martínez de la Hidalga y Nicolás se dirigen a una sucursal de su antiguo banco para intentar vaciar la cuenta de la mujer del primero, pidiendo medio millón de euros en efectivo con la rocambolesca historia de que el chaval es el «ayudante de la Subsecretaría de Estado de Presidencia» y explicándole al director del banco que uno de sus socios había sobornado a un alto funcionario implicándolo en una falsa irregularidad fiscal, y que el Gobierno había decidido ayudarle.

	Los policías no salen de su asombro. ¿Está estafando un muchacho, más bien con cara de panoli, a un alto directivo bancario con cuatro fotocopias? ¿O quién estafa a quién?

	Martes 14 de octubre de 2014. A las diez menos cuarto de la mañana se lleva a cabo la detención de Nicolás. En el registro de su habitación se encuentran algunos informes policiales de la Unidad de Delitos Económicos y Fiscales (UDEF), unas extrañas anotaciones manuscritas sobre el entonces comisario en activo José Manuel Villarejo y, ¡sorpresa!, un contrato de crédito con la Banca Nacional de Guinea por valor de casi veinte millones de euros, cuyo beneficiario resulta ser el propio Martínez de la Hidalga, el cual presta como aval una finca denominada La Alamedilla, en la provincia de Toledo.

	A los investigadores no les cuesta demasiado desenmarañar la red societaria para descubrir que, además de Martínez de la Hidalga, la sociedad propietaria de la finca –Hacienda La Alamedilla S.L.– ha tenido otros dueños. Aparece Adrián de la Joya, un conocido –pero no famoso– de los chanchullos del pijerío de Madrid, residente en Suiza, con sociedad en Luxemburgo y cuentas en Panamá, presunto blanqueador oficial de la zona oscura del Partido Popular investigado sin ir más lejos por custodiar e intermediar –presuntamente– los dos millones de euros de la estafa de la construcción del Cercanías a Navalcarnero entre el compiyogui López Madrid, la constructora de su suegro –el marqués de Villar Mir– y la Comunidad de Madrid. De la Joya es un habitual de los más exclusivos saraos de Marbella y Madrid, más aún después de su matrimonio con la cuñada del ilustre traficante de armas Abdul Rahman al Asir, amigo del emérito y de sus amigos, que se encuentra en Gstaad, es decir, en paradero desconocido, desde que lo busca la justicia[16].

	En definitiva, la finca La Alamedilla era utilizada por los padrinos y amigos de Villarejo para efectuar un blanqueo masivo impecable: se usaba como aval de créditos del Banco Nacional de Guinea, que luego se devolvían en Malabo desde paraísos fiscales con lo que el dinero entraba limpio en las cuentas bancarias en España y no era posible rastrear su origen en negro.

	Así que una vez detenido e interrogado el Pequeño Nicolás –y registrados su piso y su móvil–, Villarejo y sus amigos entraron en pánico. ¡Había que detener la investigación de Martín-Blas como fuera! Y no sólo la cúpula policial presionó y amenazó al inspector Rubén López[17], sino que altos mandos de la Policía, el propio Villarejo y destacados políticos también acudieron al rescate tratando de convencer al juez, Arturo Zamarriego, de que archivase la causa, sin éxito.

	Tecnología secreta israelí para grabar al ministro, al CNI y a catalanes

	Entonces, quizás a causa de los nervios, Villarejo cometió otro traspiés: decidió grabar la reunión que sabía se iba a producir en el despacho del jefe de Asuntos Internos entre el comisario Martín-Blas y agentes del CNI interesados en saber cómo avanzaban las pesquisas policiales sobre el insólito jovencito impostor. Para hacerlo, el jefe de las cloacas empleó un sistema secreto de alta tecnología, de fabricación israelí, que adquirieron ilegalmente al Rayzone Group Ltd (con sede en Tel Aviv) el DAO Eugenio Pino y su jefe de gabinete, Fuentes Gago, en el verano de 2014, y que probaron unos días antes haciendo las grabaciones secretas del ministro Fernández Díaz en su despacho oficial con el jefe de la Oficina Antifraude de Cataluña, Daniel de Alfonso, como revelaríamos en Público año y medio después de publicar esa histórica exclusiva en 2016[18].

	Fue el mayor escándalo de las cloacas de Interior y el ministro Fernández Díaz clamó a los cuatro vientos que lo investigaría a fondo y que actuaría judicialmente contra Público por desvelar las grabaciones de sus conversaciones conspirando contra políticos y partidos catalanes. Pero ni su ministerio ni la Fiscalía lo investigaron y nunca se indagó cómo se pudo cometer semejante violación de la seguridad del Estado. Hasta que aportamos las pruebas documentales que, además, indican que el comisario Villarejo utilizó ese mismo sistema sofisticado en las numerosas grabaciones que efectuó para la operación Cataluña contra políticos soberanistas catalanes, ya que en los correos electrónicos ocultos que Pino y Gago cruzaron con la empresa israelí Rayzone a través de un mail-pantalla especificaban que había que «llevar el material a Barcelona», pero no en vuelo directo desde Israel a esa ciudad.

	Esa es otra clara indicación de la participación de la red de Villarejo en la operación, ya que uno de sus cómplices era Carlos Salamanca, quien en la época era el comisario-jefe de Barajas y participaba en la presunta comisión de delitos –como facilitar la entrada irregular de inmigrantes– gracias a su control sobre los mecanismos de seguridad aduaneros del aeropuerto de la capital. Y en uno de los correos electrónicos se especificaba que «para pasar el material de forma segura, se ha de utilizar el aeropuerto de Madrid y después llevar el material a Barcelona», como ya explicamos en el capítulo 4.

	Ese mail –volcado por encargo de Pino y Gago en la cuenta de correo electrónico pantalla– indicaba también que la operación de compra de los sistemas secretos de grabación ya había sido cerrada, pues detallaba:

	Como continuación a la conversación mantenida en el día de ayer, nuestros jefes nos piden que os informemos de lo siguiente: 1. Quieren mantener una reunión el día 3 de septiembre [de 2014] para ver resultados y poder informar, igualmente, ellos de los resultados a los superiores. 2. El pago del día 6, se hará como acordemos por este medio, en la cantidad de 90. 3. El pago del día 15, será de 15 y no de 35. 4. Los 20 restantes, se entregarán el día 3 en la reunión que mantengamos.

	Queda bien claro de todo ello que se iba a comprar esa sofisticada tecnología, a cuenta de la Dirección Adjunta Operativa de la Policía –tal como consta en cartas con el membrete, el sello y la firma de Eugenio Pino que reprodujimos en Público–, y que se solicitaba que fuera introducida de forma subrepticia en España a través del aeropuerto de Barajas.

	Compra ilegal de spyware cometida por el máximo jefe de la Policía 

	Pino y Gago transmitieron sus correos a través del mail-pantalla de un funcionario de Asuntos Internos, que utilizaba el nombre clave de Lionel y la discreta cuenta ananas2014@gmail.com. Por tanto, queda patente que esa operación se hizo sin conocimiento ni autorización judicial –como es preceptivo para sistemas de interceptación de comunicaciones privadas protegidas por la Constitución–, porque la transacción no quedó registrada en la Dirección Operativa del Cuerpo Nacional de Policía, como debería ser si se hubiera seguido el procedimiento administrativo correspondiente.

	Un mes después de que Pino y Gago cerrasen la compra ilegal de esos sistemas –diseñados por Rayzone para «que las agencias de inteligencia y policiales intercepten y graben llamadas de voz y mensajes de texto»– comenzaron las grabaciones secretas a Fernández Díaz y a agentes del CNI.

	El mensaje de correo electrónico en el que se cerraba la transacción fijaba la última reunión con los vendedores israelíes para el 3 de septiembre de 2014. Las grabaciones en el despacho del ministro –de unas reuniones con De Alfonso en las que precisamente medió Fuentes Gago– se produjeron los días 2 y 16 del siguiente mes de octubre. Y la que espió a los agentes del CNI se efectuó el 20 de octubre en el despacho de Martín-Blas en Asuntos Internos de la Policía.

	En el caso de las entrevistas entre el ministro Fernández Díaz y De Alfonso, a este último se le instaló el sistema Sprinter para convertirlo en grabadora secreta y por eso fueron infructuosas las investigaciones sobre esa gravísima violación de la seguridad de Estado. El propio De Alfonso reconoció en su día, a Patricia López, que antes de los encuentros había entregado su móvil a Fuentes Gago, quien se escudó en que así lo blindaría con software de protección de spyware, y que fue también quien gestionó sus citas con el ministro: «Yo he confiado en ellos, y me he confiado, y el contacto sí era José Ángel Fuentes Gago. Ahora, nunca pensé ni hubiera pensado que a mí me tuvieran el teléfono monitorizado para hacer cosas parecidas», declaró De Alfonso a Público. «Ahora, si me lo han hecho, que pague el que tenga que pagar, si me han hecho el teléfono zombi, que pague quien tenga que pagar, me da igual que sea mi amigo, que sea mi contacto, que sea lo que sea»…[19].

	Cómo grabar al jefe de Asuntos Internos
hablando con tres espías

	En el caso de la reunión confidencial entre Martín-Blas y agentes del CNI para tratar el caso del Pequeño Nicolás, el método fue exactamente el mismo: Pino requirió al jefe de Asuntos Internos que entregase previamente su móvil al departamento técnico para supuestamente instalar programas cortafuegos y antivirus. Pero lo que hicieron en el departamento que dirigía el «tronco» de Villarejo, García Castaño, fue hackearlo, como quedó demostrado por el informe que elaboró el Centro Nacional de Criptología (entregado al juzgado el 16 de febrero de 2016 y que figura en los folios 901 a 926 del sumario del caso Pequeño Nicolás), en el que los expertos formularon la siguiente hipótesis de lo que ocurrió.

	En el teléfono de Martín-Blas se había instalado una aplicación que lo convertía en micrófono ambiental, sin que se apercibiese su portador, activado por una señal enviada desde otro móvil. En la investigación del tráfico de llamadas de los aparatos que estaban presentes en la reunión quedó probado que sólo hubo una: la que se cursó al móvil de Martín-Blas desde el teléfono del periodista Carlos Mier, quien en aquella época trabajaba en el medio digital Información Sensible, propiedad de Villarejo y regentado por su esposa.

	Consta en las declaraciones de todos los que participaron en la reunión (con obligación de decir verdad en función de sus altos cargos en la seguridad del Estado) que durante el encuentro no sonó ningún teléfono ni ninguno de los asistentes habló por teléfono, ni ninguno de ellos salió del despacho para hacer una llamada telefónica. Por tanto, la única explicación que hallaron los técnicos policiales para la existencia de esa llamada fantasma de Mier fue que se trató de un mensaje en código para activar el móvil de Martín-Blas[20].

	El Centro de Datos de la Policía elimina 
una prueba que pide el juez

	Más aún, quien después de aquella reunión envió a Martín-Blas el fragmento de la grabación ilegal filtrado a la prensa fue precisamente Fuentes Gago, y se lo remitió mediante su correo oficial del Cuerpo Nacional de Policía. Sin embargo, el correo electrónico que el jefe de gabinete del DAO envió al entonces jefe de Asuntos Internos, a las 14:56 horas del 12 de diciembre de 2014 –en el que adjuntó el archivo *.mp3 de la grabación ilegal de la conversación en sede policial con agentes del CNI–, fue completamente eliminado de los servidores centrales de la Policía Nacional en El Escorial, tal como descubrí año y medio después de aquel informe del Centro Nacional de Criptología. En Público aporté los documentos que demostraban esa gravísima destrucción de pruebas de un flagrante caso de violación de la seguridad del Estado que estaba siendo investigado por la Justicia[21].

	Reprodujimos el contenido del correo electrónico que Fuentes Gago remitió desde su iPhone a la cuenta de mail oficial de Martín-Blas (donde en «Datos adjuntos» está el archivo VCE_ 141021_002.mp3 que corresponde a la grabación de la reunión en el despacho de la jefatura de Asuntos Internos), en el que el número dos del DAO había borrado la identidad del remitente original antes de reenviarlo al comisario encargado de la investigación sobre el Pequeño Nicolás.

	Para comprender la importancia de esos hechos es menester narrar en detalle lo que ocurrió en aquellas fechas.

	El día antes de ese mail incriminatorio, Pino (el DAO) había llamado a su despacho a Martín-Blas, quien se encontró allí dentro a Fuentes Gago y al periodista Eduardo Inda. Le dijeron que este último poseía una grabación de la reunión que él mantuvo con agentes del CNI dos meses antes en su despacho y el jefe de Asuntos Internos quedó asombrado y alarmado. Así que propuso enviar al día siguiente al inspector López a recoger esa grabación.

	No obstante, cuando Rubén López fue a buscar la grabación, Inda no se la entregó. Dos veces intentó que el periodista se la entregara sin resultado, por lo que dijo telefónicamente a Martín-Blas que dudaba de que realmente existiera. Así se lo comentó el jefe de Asuntos Internos a Fuentes Gago y este, para demostrar que sí existía, se la reenvió a su superior... borrando el remitente original de la copia que poseía. Si el remitente era Inda, no tenía por qué borrar el origen, ya que Martín-Blas había visto al periodista y ya contaba con que la fuente era él. ¿Quién era la verdadera fuente de Gago?

	Pero, casi al mismo tiempo (a las 15:11, o sea, sólo un cuarto de hora más tarde), Inda cedió a las presiones del inspector López y le reenvió también una copia de la grabación mediante un mail que remitió desde su teléfono móvil. Un correo electrónico (el que envió el periodista, con una copia de la grabación ilegal) que también reprodujimos en Público, mostrando que entre los datos adjuntos estaba el mismo archivo VCE_141021_002.mp3 de la grabación ilegal.

	Aunque, una vez más, lo más incriminatorio no es evidente y figura en la parte inferior de esa captura de pantalla: con las prisas, Inda se olvidó de borrar el historial del correo y resulta que esa grabación se la remitió por primera vez su colega Esteban Urreiztieta... ¡el 17 de noviembre de 2014! Es decir, los periodistas habían estado ocultando esa grabación ilegal durante casi un mes y de pronto se la ofrecían a Asuntos Internos con la intención de que la incorporase a la causa, algo que sin duda motivaría la invalidación de todas las actuaciones contra el Pequeño Nicolás.

	Ahora bien, cuando la comisión judicial –que ayudaba al juez Arturo Zamarriego a descubrir al autor o autores de esa grabación ilegal– presentó estos correos electrónicos como prueba, el fiscal se opuso a aceptarlos –pese a que procedían de ordenadores y cuentas de mail pertenecientes al Cuerpo de Policía Nacional– y reclamó que se aportasen los originales radicados en los servidores centrales situados en El Escorial.

	En consecuencia, el magistrado solicitó esa información mediante un mandamiento dirigido al «Centro de Protección de Datos de El Escorial de la Dirección General de la Policía a fin de que se llevara a cabo la interceptación y el volcado de datos de contenido y registro de la cuenta de D. José Fuentes Gago: josé.fuentes@policia.es durante los meses de octubre noviembre y diciembre de 2014». Tal como se podía leer en el auto emitido el 8 de julio de 2017 por la jueza que sucedió en el caso a Zamarriego, la magistrada Pilar Martínez Gamo, que se reproducía al final del citado artículo de Público.

	Pero lo que hacía ese auto de la jueza era, precisamente, archivar la subpieza secreta que se abrió para desentrañar esos correos –desimputando así definitivamente a Fuentes Gago–, porque cuando finalmente el Centro de Protección de Datos remitió el informe de sus archivos al juzgado (seis meses después de que se lo hubiera solicitado el juez Zamarriego), se descubrió que estaban todos los mails de Fuentes Gago... ¡a excepción del que recibió con el remitente original de la grabación!

	Por tanto, Martínez Gamo dictó el sobreseimiento de la causa contra Fuentes Gago... ¡porque la prueba de cargo contra él había desaparecido de los archivos centrales de la Policía!

	La jueza no ve «indicios» en que desaparezca
una prueba clave 

	La existencia del correo electrónico desaparecido de los servidores del Centro de Protección de Datos de la Policía en El Escorial, un mail que dejaba clara la participación del número dos de la brigada política de Interior en la maniobra de la grabación ilegal a agentes del CNI, había sido verificada por el análisis de los peritos de la Unidad de Informática y Comunicaciones, tal como también dimos en exclusiva en Público[22].

	Dicho informe, rubricado por la inspectora-jefe de la Sección Técnica de la Unidad Central de Investigación Tecnológica de la Policía, con número de placa 95040, aparece en el folio 160 y siguientes de la subpieza separada secreta dedicada a ese intercambio de mails que la jueza Pilar Martínez Gamo ordenó archivar, tras un año casi exacto de diligencias infructuosas. Diligencias que permanecieron secretas durante toda esa instrucción y de las que sólo se levantó el secreto cuando ya habían sido archivadas.

	El juez Zamarriego envió en su día un mandamiento judicial a esos archivos centrales de la Policía, solicitando los correos electrónicos originales, pero durante meses la Dirección General se resistió a entregarlos al juzgado, alegando el derecho al secreto de las comunicaciones. Hasta que en diciembre de 2016 el magistrado del Juzgado n.º 2 dictó una providencia instruyendo a la Unidad de Delitos Tecnológicos que se hiciera con el contenido de la cuenta oficial de Fuentes Gago en las fechas en las que cruzó esos mails.

	Finalmente, el 11 de enero de este año –seis meses después del mandamiento inicial del juez– la Unidad Central de Investigación Tecnológica emitió su informe, con referencia 824/VARIAS2017 SECTEC, que acreditaba la autenticidad del correo electrónico de Fuentes Gago y del que reprodujimos un fragmento en el que se podía leer que los peritos informáticos policiales habían comprobado lo siguiente: «De la cabecera técnica se puede observar que el correo electrónico procede de la cuenta de correo jose.fuentes@policia.es y la recibe mmartin@policia.es y que al ser dos del mismo dominio únicamente interviene el servidor Exchange de la Dirección General de la Policía para la transmisión de la información de un buzón de correo a otro».

	Los técnicos de la Policía estudiaron «los metadatos referidos al archivo adjunto de audio mp3. Se trata de un archivo de audio con el nombre VCE_141021_002.mp3 de 6,52 segundos de duración, sin que consten otros datos relativos a la identificación del autor o dispositivo utilizado en la grabación. Se ha calculado una firma digital o número hash en formato SHA1 sobre el archivo obteniendo la siguiente secuencia: bbdf04e00e05c9c975afffe5130fd7b4ba2dcc81».

	¿Por qué era este mail una prueba clave? Porque en él Fuentes Gago había borrado la identidad del remitente original que le envió esa grabación ilegal, cometida en sede policial, con casi siete minutos del audio de la reunión entre mandos policiales y agentes del CNI. En la reunión se habló de la suplantación de personalidad, falsificación (de documentos con la firma del director de los servicios secretos, el general Sanz Roldán) e intento de estafa por parte de Francisco Nicolás Gómez Iglesias.

	Es decir, Fuentes Gago envió ese mail, con la grabación ilegal, a través del servidor de correo interno de la Policía. Eso es indubitable. Pero en la base de datos central de la Policía desapareció el correo que él recibió con la grabación, enviado por un remitente cuya identidad borró al reenviarlo a su superior.

	A la vista de estos hechos, ¿cómo pudo la magistrada-juez disponer el archivo de esa pieza, alegando: «No existen indicios de criminalidad»? De momento, había sido destruido en los servidores de El Escorial un correo entrante donde estaba el nombre del que envió la grabación ilegal objeto de la investigación, identidad que además el inspector Fuentes Gago ocultó a su superior. ¿No existían «indicios»?

	Por su parte, Fuentes Gago negó rotundamente ante la comisión de investigación del Congreso de los Diputados –citado como testigo y con la obligación de decir verdad– haber tenido ningún tipo de conocimiento ni participación alguna en nada relacionado con esta grabación ilegal. Una de las muchas mentiras flagrantes que Fuentes Gago dijo en respuesta a las preguntas de los parlamentarios, sin que la Fiscalía moviese un dedo para perseguir ese evidente delito de falso testimonio[23].

	Una jueza empeñada en dar carpetazo a la trama
de Villarejo

	En cambio, tanto la jueza Martínez Gamo –que cargó toda la culpa en Villarejo para poder exonerar a Pino e Inda[24]– como el fiscal Alfonso San Román –quien omitió la investigación previa de la comisión judicial sobre la pata mediática de la conspiración[25]–, se esforzaron en entorpecer la instrucción, con lo que parecían buscar el sobreseimiento general de la causa.

	La jueza incluso archivó de golpe –nada más abrirla– la subcarpeta secreta en la que se investigaba el mail del inspector Fuentes Gago (jefe de gabinete del DAO Pino) que habría demostrado la participación de los periodistas Eduardo Inda y Esteban Urreiztieta en la difusión de la grabación ilegal de la reunión entre Martín-Blas y agentes del CNI. Y dio carpetazo a esa subpieza sin haber tramitado las comisiones rogatorias en EEUU ordenadas por su antecesor, el juez Zamarriego, para descubrir los correos electrónicos incriminatorios.

	Tan arbitraria fue esa medida de Martínez Gamo que las acusaciones populares (Podemos y la Plataforma X la Honestidad) presentaron sendas quejas ante el CGPJ, denunciando que «son numerosos los informes policiales en los que se interesan diligencias de prueba en esclarecimiento de los hechos, que son denegadas de forma total y sistemática por la jueza instructora».

	Pero nada de eso arredró a la magistrada, quien en junio de 2018 dio también carpetazo a la pieza principal de la investigación: la que provocó la detención de Nicolás por hacerse pasar por agente del CNI, de la Vicepresidencia del Gobierno y de la Oficina Económica del presidente del Gobierno, para estafar a diversos empresarios. Porque en su breve auto de transformación de la causa en procedimiento abreviado no tuvo en cuenta datos cruciales para la investigación sobre la organización criminal que blanqueaba capitales y que estaba detrás de la operación por la que el Pequeño Nicolás fue detenido.

	Aquel auto incluso entraba en contradicción con documentos e informes policiales aportados en otras piezas separadas de la causa, confundiendo datos y omitiendo testimonios, en un ejercicio de imprecisión procesal que al final dio al traste con años de investigación de la comisión judicial.

	En concreto, la jueza se negó a tomar declaración –como solicitó el magistrado Zamarriego– a los dueños de la Hacienda La Alamedilla, entre los que estaba De la Joya, y rehusó realizar cualquier diligencia sobre el presunto blanqueo que se hacía a través de esa sociedad y que parecía pertenecer al tesoro de Banesto, oculto por Mario Conde y Arturo Romaní.

	De hecho, De la Joya había incluso comparecido en el juzgado, tras aplazarse su primera citación al ser imputado en el caso Lezo, cuando Martínez Gamo se negó a tomarle declaración y lo envió para casa. A pesar de que fue precisamente el intento de ocultación de estos delitos lo que llevó a los propietarios a pedirle a Villarejo que grabase al CNI y a Asuntos Internos e hiciera llegar el audio a Nicolás para que se archivase la causa por nulidad de las pruebas, según expone exhaustivamente el Informe de finca La Alamedilla y sus vinculaciones con los casos: Banesto, Nicolay y Grabación ilegal con el que culminó la investigación de la comisión judicial formada por el magistrado Zamarriego.

	Nada de lo aportado en ese informe, de 377 páginas y con 46 anexos, fue examinado o valorado por la jueza Martínez Gamo, quien dio cerrojazo a toda la causa con su auto de transformación en procedimiento abreviado que sólo consideró imputados a Villarejo, a su mujer Gema Alcalá y a su empleado en la web Información Sensible Carlos Mier.

	No obstante, en sus razonamientos la magistrada aceptó por fin plenamente la versión que mantuvo desde el principio la comisión judicial encabezada por Martín-Blas hasta su jubilación (después la dirigió el inspector Rubén López) y que fue desestimada, y hasta ridiculizada, reiteradamente tanto por el DAO Eugenio Pino como por los artículos de los periodistas implicados en la operación: Inda, Urreiztieta y Daniel Montero:

	«Carlos Mier», escribió la jueza en su auto, «desde su teléfono particular efectuó una llamada al teléfono del comisario principal [Martín-Blas], con una duración de 13 minutos, llamada que se produjo justo en el momento en que la reunión se estaba produciendo» y «el registro de la transmisión telefónica fue presuntamente realizada mediante un dispositivo de grabación a través de una transmisión de área. Se ha constatado por otro lado que el teléfono del comisario principal tenía anulados los servicios de seguridad».

	Así que la jueza reconoció que Martín-Blas fue la víctima de ese espionaje en sede policial –tras haber sido anulados los servicios de seguridad de su móvil, al que sólo tuvieron acceso previo Pino y Gago– más de un año después de que denegara la personación de este en el procedimiento por, supuestamente, no tener la condición de perjudicado. Otra maniobra procesal con la que todo indica que pretendía proteger a los verdaderos autores intelectuales del delito.

	Para sustentar la imputación de Villarejo, la magistrada argumentó que «en ese momento desarrollaba las funciones de adjunto a la DAO» y subrayó «su vinculación con el director adjunco [sic] operativo a través de la cual presuntamente tuvo conocimiento de la celebración de la reunión». Además de destacar su vinculación con Información Sensible, que regentaba su mujer y donde aparecieron las primeras informaciones sobre esa reunión confidencial; aparte de que llevaba tiempo desvelando interioridades del caso del Pequeño Nicolás que sólo estaban en conocimiento de la cúpula de Interior.

	La grabación ilegal fue entregada a Inda, Urreiztieta y Montero

	Pero la jueza ni siquiera se refirió a Pino y Gago como cómplices del delito, pese a que así se constató a lo largo de los informes de la comisión judicial, que detallaron numerosos datos, indicios y pruebas circunstanciales que lo demuestran. Todavía peor, la magistrada omitió la segunda parte de un delito (revelación de secretos) que necesariamente requiere la distribución de la información reservada a terceros, hecho también probado exhaustivamente por los informes de la comisión.

	Esa grabación fue después entregada a Inda, Urreiztieta y Daniel Montero, quienes la distribuyeron e incluso se la entregaron al propio imputado, Francisco Nicolás, con la intención de invalidar toda la investigación judicial del caso Nicolay. Eso quedó demostrado por los registros de las llamadas que cruzaron entre ellos –con la duración exacta de los 13 minutos de duración de la grabación–, y con los mandos de la cúpula judicial, en el momento de los hechos.

	Por tanto, la acusación particular de Podemos recurrió ese auto, en apelación a la Audiencia Provincial, porque no se puede procesar a los autores de un delito de revelación de secretos sin referirse también a los distribuidores de ese material.

	Quedaba claro que el nuevo auto/tapadera de la jueza Martínez Gamo estaba tan cojo como los anteriores que había dictado en esta causa, con el claro riesgo de que fuera sobreseída, porque a todo lo expuesto hasta ahora hay que agregar que en ningún momento exponía el móvil de semejante operación delictiva, cometida en el mismo corazón de las instalaciones policiales y por la que se espió a agentes de los servicios secretos españoles, en flagrante violación de la seguridad del Estado.

	Un operativo que requirió el manejo de sofisticados medios de alta tecnología y cuya naturaleza tampoco fue investigada por la jueza, a pesar de que había pasado ya un año desde que se descubrió que Pino y Gago culminaron sólo un mes antes de la grabación investigada (en septiembre de 2014) la adquisición ilegal a Israel, con fondos reservados, de Sprinter e InterApp, sistemas diseñados por Rayzone para «que las agencias de inteligencia y policiales intercepten y graben llamadas de voz y mensajes de texto».

	En resumen, la magistrada Martínez Gamo hizo caso omiso en su auto de lo que ella misma calificaba como «compleja y extensa labor policial», desestimó muchos de los resultados de los «informes periciales» que también citaba, y acabó por cerrar la instrucción en falso, sin haber acometido diligencia investigadora ninguna.

	Entre los despropósitos de la instrucción de la jueza, destaca que ordenase archivar una subpieza secreta crucial –pese a que no se había cumplido la finalidad con la que fue abierta– sin ni siquiera haber practicado dos diligencias clave ordenadas por la Audiencia Provincial; que no investigase la destrucción de pruebas en la base de datos policial central de El Escorial, y, sobre todo, que disolviera la comisión judicial creada por su antecesor sin cursar diligencias sobre Adrián de la Joya ni José Luis Olivera Serrano, los dos principales cómplices y protectores de Villarejo.

	Interior condecora a la magistrada enemiga
de la comisión judicial

	La magistrada incluso intentó imputar a los miembros de la comisión judicial un supuesto delito de sustracción de documentos, cuando se limitaron a retirar sus objetos personales acumulados en cuatro años de trabajo incansable. Esos policías, el inspector Rubén Eladio López (autor del concluyente Informe de finca La Alamedilla), dos subinspectores, una subinspectora, un oficial y dos agentes fueron los que verdaderamente se enfrentaron a la mafia de Villarejo y arriesgaron su carrera profesional para tirar de la manta de las cloacas de Interior.

	Tanto fue así que antes de retirarse de la causa el magistrado Zamarriego dirigió un oficio al director general de la Policía proponiendo el ingreso de todos ellos en la Orden al Mérito Policial.

	Pero ocurrió todo lo contrario: los investigadores fueron apartados y hasta degradados dentro del cuerpo de Policía (Rubén López fue enviado a Calabozos por el nuevo jefe de Asuntos Internos, Francisco Migueláñez, en cuanto la jueza disolvió la comisión judicial que protegía a los investigadores de la trama), mientras que la magistrada Martínez Gamo recibió en octubre de 2018 una medalla blanca al Mérito Policial, concedida por el Ministerio del Interior de Fernando Grande-Marlaska, pocos meses después de inaugurarse el primer Gobierno de Pedro Sánchez.

	Al final, más de ocho años después de los hechos, la Audiencia Provincial de Madrid absolvió a Villarejo en enero de 2023 tras anular también la prueba del tráfico de llamadas bajo antenas BTS de los asistentes a la reunión grabada ilegalmente, lo que dejó la puerta abierta a la «duda razonable» con la que se fundamentó la absolución del comisario, aun sin descartar que hubiera cometido el delito. Algo inusitado, porque el tribunal alegó erróneamente que esa prueba de observación de las llamadas –que identificaba a Carlos Mier como el único que llamó a un móvil de los asistentes– habría requerido un auto judicial, cuando la jurisprudencia del Supremo dispone que basta una mera providencia, como la que se dictó, ya que no se intervienen los contenidos, sino que únicamente se identifican los números de teléfono implicados.

	Además, como no se permitió a Martín-Blas personarse como víctima y el fiscal no recurrió la sentencia –pese a adolecer de una decena de agujeros jurídicos importantes–, esa anulación de la prueba se convirtió en firme.

	Se trata de una anulación que conecta con la estrategia puesta en marcha por Villarejo y sus cómplices y que ha funcionado. Esta planificación, tal y como también adelantó Público, se basaba en intentar poner encima de la mesa muchos sospechosos y crear dudas razonables. La idea era conseguir que los jueces no pudieran señalar inequívocamente a los acusados.

	Para Villarejo y el resto de los cómplices que están implicados junto al comisario en Tándem la absolución en este caso es fundamental para poder solicitar una eventual nulidad de toda la macrocausa con la argumentación del «fruto del árbol envenenado», es decir, alegar que todo Tándem tiene origen en unas actuaciones que supuestamente se iniciaron con vulneración de derechos fundamentales de los principales imputados[26].

	Por tanto, la instrucción de la jueza condecorada después por Interior fue inmejorable... para los intereses de Villarejo y de sus compinches. Quizá por ello fue después recompensada.

	Sólo un mes después de que la Audiencia Provincial de Madrid absolviera a Villarejo por «duda razonable», el juez García-Castellón y los agentes de la Unidad de Asuntos Internos repartieron un audio en el que el comisario le aseguraba al abogado Javier Iglesias –uno de sus enlaces con el presidente Rajoy– que él fue el inductor de la grabación a los agentes del CNI y Martín-Blas, mientras que el ex-DAO Eugenio Pino fue el autor material, según reveló la investigación conjunta de Crónica Libre y La Vanguardia[27]:

	Asuntos Internos y el juez García-Castellón se comprometieron a que todo lo que apareciera en lo incautado al comisario en 2017 por la Audiencia Nacional relacionado con el caso Nicolás sería remitido al juzgado de instrucción 2 de Madrid, pero este audio inculpatorio lo han desvelado con la sentencia de absolución dictada.

	[…]

	La relevancia del audio es que fue incautado en noviembre de 2017, al ser detenido Villarejo, pero no ha sido hasta el 23 de febrero de 2023 cuando García-Castellón ha autorizado a la Unidad de Asuntos Internos que lo incorpore íntegro al sumario. El audio se transcribió parcialmente en 2019, y fue incluido en un informe remitido a la pieza Kitchen que instruye la Audiencia Nacional. En abril de 2022 Pino pidió la inclusión en el sumario de los audios íntegros. El fiscal dio el visto bueno a la incorporación el 16 de noviembre de 2022, pocos días antes de empezar el juicio contra Villarejo en la Audiencia Provincial de Madrid.

	Asuntos Internos anuncia en un oficio su incorporación el 2 de diciembre de 2022, con el juicio iniciado. Y el juez García-Castellón da la autorización a su distribución el 23 de febrero de 2023, con la sentencia absolutoria dictada.

	El juez de la Audiencia Nacional había ordenado, desde hacía unos cuatro años, que todo lo relacionado con las diligencias del Juzgado número 2 de Plaza Castilla fueran extraídas de Tándem y remitidas a Madrid. Así se hizo con dos CD que aportaban información sobre la Hacienda La Alamedilla, con la que presuntamente se iba a hacer la operación de blanqueo de la familia Obiang. Sin embargo, el audio de la autoinculpación no fue entregado por la Audiencia Nacional al Juzgado número 2.

	A continuación, Crónica Libre reproducía los 42 segundos del audio, en el que Villarejo le explicaba al abogado Javier Iglesias[28], afín al PP y quien representó al partido en numerosos casos relacionados con las cloacas[29], que un día le llamó Pino, después de jubilarse, asustado por las posibles consecuencias que podía tener para él la causa sobre la grabación ilegal al CNI:

	Villarejo: Me llama: «¿Y, oye, qué pasa? ¿Y cómo va el tema?». Y yo qué sé… ¿sabes? Entonces él esta acojonado, con que le lleguen a imputar por el tema de tal. Pero después de que hay un informe de la Policía Científica diciendo: «Oiga, no hay programa espía…» no sé qué, no sé cuántos. Pero, tronco, no te van a imputar. «No, pero como a ti te van a imputar y eres solamente el inductor, yo que soy el autor material…». Pues de ahí viene la disputa.

	Según las acusaciones populares preguntadas por Crónica Libre, «este audio debía haber sido puesto a disposición de la Audiencia Provincial de Madrid para que hubiera sido escuchado en el juicio oral, que se estaba celebrando. Porque la persona a la que se identifica como autor material fue a declarar como testigo y no como imputado. Además, reconocen también que Pino habló con un coronel del CNI para advertirle que cambiaría su testimonio si le volvían a llamar en dicha causa. Es decir, que cuando fue a declarar cometió falso testimonio».

	El asunto de que la causa de la grabación haya sido juzgada y Villarejo absuelto, mientras que en la Audiencia Nacional se ocultaba un audio relevante para la causa, es lo que le está ocurriendo a quienes han intentado personarse en Tándem sintiéndose perjudicados[30].

	Como subrayó La Vanguardia, «a pesar de que esta conversación podía haber sido clave para el enjuiciamiento de la denuncia de Martín-Blas, y que estaba transcrita e incorporada en la macrocausa de Villarejo desde el 2019, no fue hasta hace un mes cuando el audio llegó a la Audiencia Nacional desde asuntos internos de la Policía. Demasiado tarde para cambiar una causa juzgada y sentenciada»[31].

	El caso del Pequeño Nicolás destapa
las cloacas de Interior

	Lo que sí quedó claro, pese a las maniobras judiciales para exonerar a la cúpula de Interior, es que «el caso Nicolás es la clave que desvela las maniobras de Pino y Villarejo», como me subrayó el propio Martín-Blas en la única entrevista que concedió, en junio de 2017, para romper su silencio sobre el escándalo de la brigada política y las cloacas de Interior que sacudió España tras destaparlo Público[32]. 

	Martín-Blas, quien se jubiló en abril de 2017 al cumplir sesenta y cinco años, ascendió a comisario en 1990. Su primer destino fue dirigir la seguridad de los Juegos Olímpicos de Barcelona 92, donde obtuvo el primer gran éxito de su carrera. Así que fue nombrado secretario general de la Comisaría General de Información y a continuación jefe de la Unidad Central de Seguridad Privada. Pero tres años después fue cesado por enfrentarse a los intereses de grupos financieros que controlaban las empresas de seguridad y fue enviado a la comisaría de Chamberí.

	Cuatro años más tarde ascendió a jefe de la Unidad Provincial de Policía Científica en Madrid. Y fue destituido de nuevo, en 2004, porque comunicó directamente al juez –en vista de que ese magistrado del Juzgado n.º 6 así lo había pedido– unas circunstancias concretas sobre los atentados del 11-M, y eso no gustó nada a sus superiores. Fue relegado a la comisaría de Retiro hasta ganarse de nuevo el ascenso como jefe de la Unidad de Asuntos Internos de la Policía, la que se ocupa de perseguir a los agentes corruptos. Pero a finales de marzo del 2015 volvió a ser cesado, esta vez por haberse atrevido a investigar las actividades del Pequeño Nicolás y a sus protectores. Tres ceses, por mantener su honradez frente a las presiones de los poderosos, en una carrera de 27 años ascendiendo poco a poco por méritos propios hasta comisario principal.

	Lo que ocurrió con el caso Nicolás fue tan importante, me explicó Martín-Blas[33], porque

	es en este procedimiento en el que se cometen las mayores irregularidades policiales que yo haya visto en toda mi carrera, desde presiones al magistrado encargado del caso hasta maniobras de obstrucción de la Justicia, pasando por campañas mediáticas para destruir reputaciones de investigadores judiciales y hasta amenazas a un inspector encargado del caso. De hecho, la ofensiva de Pino, Fuentes Gago y Villarejo para impedir que se investigasen las andanzas del jovencito son las que acaban por sacar a la luz las maniobras de esa cúpula policial.

	El juez del caso Nicolás se ve obligado a constituir una comisión judicial porque desde el día siguiente de la detención empieza una campaña mediática contra su instrucción. El magistrado no reacciona a lo que dice la prensa, pero lo primero que le ocurre es que le visita Villarejo para decirle que nos aparte de la investigación a los que estamos en Asuntos Internos. Después, aparece Fuentes Gago con otro comisario ofreciendo a cualquier unidad de la Policía para continuar con esa investigación, pero que no sea Asuntos Internos. 

	Así que el juez se alarma. Se pregunta: «Pero, bueno, ¿aquí qué pasa? Primero viene uno a denunciar, pero no denuncia, luego vienen dos y me ofrecen cualquier unidad de la Policía y yo les digo que estoy contento con esta investigación y aun así lo siguiente que hacen es cesar al jefe de la unidad». Que vayan a ver al juez a esas alturas de la investigación para que la corrija y ponga a otros investigadores al frente, no es normal. Así que al final se ve obligado a constituir una comisión judicial, algo nada habitual, incluyéndonos a los que estaban tratando de apartar del caso. Tan raro lo ve todo el juez, que en su providencia de constitución de la comisión judicial, a finales de marzo de 2015, Zamarriego nos prohíbe hablar con cualquier autoridad o funcionario del Ministerio del Interior: solamente debemos comunicarnos con él. Eso, en otro país, o se va el ministro del Interior o se cargan al juez.

	Todo lo que se ha hecho por parte de Interior y de la Fiscalía en este caso ha sido irregular. Para empezar, nada más ponerse en marcha la comisión judicial, Eugenio Pino me pide por escrito que le revelemos si estamos investigando a Villarejo, pese a que se encontraba bajo el secreto del sumario. Me lo pide por escrito en dos ocasiones. Además, Villarejo se presenta como testigo de la defensa de Nicolás, sin que se lo haya pedido nadie. Se persona motu proprio un comisario de Policía como testigo de la defensa de un encausado de poca monta, acusado de estafa, suplantación, falsificación de documentos de la seguridad del Estado... Esto no tiene precedentes.

	Después de las primeras presiones al magistrado se produce una reunión, el 17 de diciembre de 2014, a la que asisten Gago, Pino, Villarejo y García Castaño, con Rubén Eladio López, en la que –según declara este último– le amenazan con expulsarle de la Policía y le conminan a que no le diga nada a su superior de la existencia de esa reunión. Y ¡todo eso está en el sumario! El propio Villarejo admite que esa reunión se produjo.

	El fiscal se pone de parte de Villarejo 
para socavar la instrucción

	Y continuó Martín-Blas:

	Más todavía: después de su comparecencia como testigo de la defensa de Nicolás, Villarejo le pone una querella criminal al juez. A continuación, presenta una queja ante el Consejo General del Poder Judicial. Ambas las ha perdido, pero presenta reiteradamente peticiones de disolución de la comisión judicial hasta que en tres ocasiones consecutivas la Audiencia Provincial debe pronunciarse dictaminando que la comisión debe seguir. Y en su último pronunciamiento, la Audiencia advierte al fiscal de que vale ya; que si sigue uniéndose a las posiciones de la defensa de Nicolás y de Villarejo podría generar una dilación indebida del procedimiento.

	En el informe que entregamos sobre la investigación que hemos hecho bajo la dirección del juez, sostenemos que es preciso continuar con la investigación y que para ello hay que efectuar el registro de la casa de Villarejo. Y pedimos su detención porque argumentamos que existe una organización criminal para impedir la investigación, para obstruir la acción de la Justicia, un gravísimo delito cuando lo están cometiendo altos cargos de las propias fuerzas de seguridad. Y lo hacen mediante la grabación que nos hicieron, y después su difusión pública, y más tarde intentando cargarse la comisión judicial. Sobre todo esto, la Audiencia Provincial les ha dado hasta en el cielo del paladar una y otra vez, no es sólo lo que nosotros hemos concluido y sostenido con pruebas obtenidas legalmente, sino lo que dictaminan los jueces de la Audiencia.

	Yo pedí marcharme de la comisión por dos razones: una, porque si era yo el problema para que continuara su investigación, pues yo me voy para aliviar el procedimiento, y la otra porque se me acababa el tiempo ya que me llegaba la jubilación. Pero, claro, si el objeto de la investigación es que me han grabado a mí, en mi despacho, y no se ha personado ni la Fiscalía, ni la Policía, ni el CNI ni nadie, pues yo tengo que procurar que continúe el procedimiento y me persono como acusación particular. Y entonces el fiscal se opone; el mismo que lleva un año intentando echarme de la comisión porque dice que soy víctima del delito ahora se opone a que yo me persone como víctima. Eso es muy grave, porque va contra mis garantías constitucionales y quiebra varios artículos del Código Penal. ¿Qué impulsa al fiscal a tomar esa postura claramente ilegal?

	Al día siguiente de la detención de Nicolás se emprende una campaña de prensa contra esa diligencia, ordenada por un juez, contra un chaval que al principio parecía un mero delincuente común de poca monta. Y la ofensiva mediática se dirige hasta contra el método de la investigación sobre las correrías de ese veinteañero. Pero, sobre todo, la campaña comienza en una publicación digital que empieza a revelar todo lo que estamos haciendo como si supiera tanto como nosotros mismos. Empezamos a averiguar, puesto que es inusitado que el periodista que publica esas informaciones conozca los hechos con el mismo detalle que nosotros, y miramos qué es Información Sensible. Descubrimos que es una página web de una empresa que se oculta en un largo entramado empresarial que culmina en CENYT, y que CENYT pertenece a Villarejo. 

	De esto informo otra vez al DAO y al secretario de Estado y constato frialdad e indiferencia por su parte. Al cabo de muy poco empiezo a percibir una animosidad personal directa contra mí por su parte… hasta que me cesan por anticipado: señalando esa misma publicación el día concreto en que me van a destituir. Pregunto cómo es posible que salga eso publicado y su respuesta es presionarme para que me vaya de vacaciones y aparte la atención del caso Nicolás. Pero yo continúo con el caso, hasta que a finales de marzo de 2015 me destituyen para destinarme al Consejo Asesor. Enseguida, el juez Zamarriego me reclama para la comisión judicial que acaba de crear y a partir de abril me aparta por completo de Interior. ¿Cómo pueden seguir acusándome de hechos que ocurrieron cuando yo ya no estaba en Interior?

	Villarejo, Pino, Gago y sus compinches me acusan a mí de todo lo que ellos han cometido, incluso de lo que es evidente que no pude haber hecho, como filtrar a Público las grabaciones del ministro del Interior. En Interior saben que es imposible que yo lo hiciera, puesto que se grabaron justo en el momento en que también me grabaron a mí sin mi conocimiento y cuando la cúpula ya no tenía confianza en mí. Nunca tuve acceso a esas grabaciones y además me apartaron inmediatamente. ¿Me las iba a dar el mismo que pretendía destituirme pocos meses después? En cambio, unos periodistas que están en la misma trama de Nicolás y Villarejo, y a los que la comisión judicial del caso propone que se los investigue, son precisamente los que están difundiendo esas noticias. Parece mentira que alguien se las crea... o que los medios se crean una sola palabra de lo que dice Villarejo. Él está acusándome a mí, y a todos los que intentan pararle los pies, de los actos ilícitos que precisamente él siempre ha cometido.

	La participación de Martín-Blas
en la operación Cataluña

	Y aquí es cuando le pregunté a Martín-Blas: «Pero usted sí participó en la denominada operación Cataluña, ¿verdad?»

	Vamos a ver, lo que sucede es que, antes de todo lo que he relatado hasta aquí, el propio Pino me envía a Barcelona para hablar con el fiscal [Emilio] Sánchez Ulled, y yo voy de mil amores. A mí me parece bien el encargo. Lo que no me parece bien es que venga [José Luis] Olivera [entonces jefe de la UDEF e íntimo de Villarejo] conmigo. Pero, bueno, lo acepto. Eso fue todo: ir a decirle a un fiscal: «Mire usted, a mi juicio se podría continuar la investigación del caso Palau por el sucesor de Carles Torrent [como tesorero del CDC], que es Daniel Osàcar». Nada más. «Si usted la quiere continuar, hágalo, y si no, no lo haga. Pero su deber es promover la acción de la Justicia y yo creo que debe hacerlo». Nada más. Allí no se habló de registros en Convergència ni de nada. Además, hay testigos. Porque con Sánchez Ulled estaba [el fiscal anticorrupción] Fernando Bermejo y puede ratificarlo si se lo preguntan. Que le pregunten a él si dijimos algo más que expresar nuestra opinión de que se podía continuar con la investigación. Nada más. Y como resultas de esa investigación se ha destapado finalmente todo lo del caso Palau. Así que no era tan descabellado lo que fuimos a decirles, ¿no?

	Y le repliqué: «Pero también estuvo usted en los contactos con los propietarios de la Banca Privada d’Andorra (BPA) para conseguir las cuentas de los Pujol...».

	Sí, claro. Después de que se reactivara la investigación judicial del caso Palau… ¿qué se buscaba? Pues dónde podía estar el dinero del caso Palau… y ¿por qué no iba a estar en Andorra? ¿Es tan descabellado pensar que a lo mejor está en Andorra el dinero del Palau? Por eso viene Pino a hablarme de la BPA y me dice: «Oye, hay un empleado infiel que a lo mejor te da información». Y todo lo demás es de sobra conocido. Pero ni yo amenacé a los [hermanos] Cierco [propietarios de la BPA] ni mucho menos fabriqué pruebas contra políticos y partidos catalanes. De todo eso se encargaba Villarejo, como él mismo ha reconocido al declararse autor, ante notario, de las notas informativas internas irregulares, sin membrete, ni firma, ni número de agente, en las que se acusaba a los Pujol de tener ¡hasta 1.800 millones de euros! en Andorra. Un delirio. ¡Pero si Joan Pau Miquel [director general de la BPA] sólo me enseñó un papelito informal con una cantidad sin gran relevancia!; de menos de dos millones de euros, creo recordar. Y ahora Villarejo admite haber cometido falsedad documental, en esas notas internas apócrifas e irregulares, sólo para ayudar a los Cierco en su demanda de las supuestas amenazas, que denuncian sólo para salvar los muebles de su banco. Vamos, todo esto es tan pueril que no se lo cree ni un niño.

	En resumen, lo que sostenía Marcelino Martín-Blas era que lo más grave de todo el entramado de corrupción policial de la etapa del ministro Fernández Díaz fue lo que se hizo desde la cúpula de Interior y desde la Fiscalía para impedir el avance de la investigación del caso Nicolás. Las más altas instancias del Ejecutivo intentaron descaradamente, casi públicamente, impedir la acción de la Justicia. Y aseguró: «¡Eso no había pasado nunca!».

	Sin embargo, eso mismo se repitió en el caso Kitchen, cuando el propio Gobierno de Rajoy movilizó a la cúpula policial para hallar y destruir las pruebas que poseía el extesorero del PP Luis Bárcenas sobre la caja B y la financiación ilegal del partido que estaba entonces en el poder (el caso Kitchen). Pero de esa operación no sabía nada Martín-Blas, como vimos en el capítulo 4.

	Sánchez-Camacho y Moragas iniciaron
la operación Cataluña

	De lo que no cabe duda es que los escándalos del caso Nicolás y de las grabaciones secretas en el despacho del ministro del Interior, en las que Fernández Díaz conspiraba para efectuar montajes policiales y mediáticos contra políticos y partidos soberanistas catalanes, destaparon en 2016 la trama que acabó conociéndose vulgarmente como operación Cataluña, pero que Villarejo denominó en sus agendas «proyecto Barna», escribiendo que se trataba de «un plan de imagen para relanzar al PP catalán».

	«En la reunión en la que se sitúa el inicio de la operación Cataluña, el 26 de octubre de 2012, también aparece el nombre de Sánchez-Camacho, ahora senadora del PP por la Comunidad de Madrid y diputada en la Asamblea madrileña. Villarejo escribe “Organiza cita con Alicia”, y cuatro días después, “ILH2”, siglas que coinciden con las del marido de Cospedal, el empresario Ignacio López del Hierro, que da “varios toques porque Alicia S. Camacho no estaba en el hotel”», según reveló el Periódico de España en junio de 2022[34]:

	Aunque es en la entrada del 6 de noviembre, encabezada por «ASC: modista» [como tildaba a Alicia Sánchez-Camacho en sus anotaciones], donde aparecen varios números de teléfono, entre ellos los del expresidente catalán Artur Mas y Oriol Pujol, el único de los hijos del otro «ex-president» que se dedicaba a la política.

	En la anotación del 6 de diciembre, Villarejo reitera que Cospedal está de acuerdo con lo hecho con un «apoyo a tope con todo» y le envía a su jefe de gabinete, José Luis Ortiz, «con 100 y promete 50 más para el lunes», a la vez que se compromete a «informarla». Sin embargo, ni Ortiz ni Cospedal han sido procesados en relación con estas anotaciones analizadas en el caso Kitchen, porque la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional duda de su veracidad[35].

	En Público ya habíamos desvelado en febrero de 2017 que Alicia Sánchez-Camacho puso en marcha la Operación Cataluña, cuando la líder del PP catalán organizó la grabación secreta de su comida en el restaurante barcelonés La Camarga (en 2010) donde la ex de Jordi Pujol Ferrusola, Victoria Vicky Álvarez, le reveló la existencia de dinero de la familia del ex-president catalán en Andorra; y que dos años después la brigada política de Interior la usó para sus primeros informes contra los partidos soberanistas catalanes[36].

	Además, obtuvimos documentación que demuestra también que Interior recibió esa información mucho antes de que Vicky Álvarez contara su versión al comisario Villarejo –quien actuaba como agente encubierto, bajo la falsa identidad del periodista de El Mundo Javier Hidalgo– y después fuese a declarar sobre ello a la UDEF. En consecuencia, sólo la propia Sánchez-Camacho pudo haber transmitido esa información, muy probablemente a través de Moragas, quien, como jefe de gabinete de Mariano Rajoy, participó en las presiones a la BPA para que desvelasen la cuenta de los Pujol[37].

	De hecho, fue Moragas quien presentó a Sánchez-Camacho a Vicky Álvarez. Pero cuando la líder del PP catalán comprendió todo lo que estaba dispuesta a contar la ex de Pujol Jr., decidió interrumpir su conversación en la sede barcelonesa de su partido y organizó el encuentro en La Camarga para que fuera grabado y así obtener las primeras pruebas de la operación Cataluña[38].

	Todo ello queda expuesto sin lugar a duda en la conversación telefónica mantenida el 30 de septiembre de 2013 entre el comisario Villarejo y Vicky Álvarez, quien todavía creía que estaba hablando con el periodista Javier Hidalgo. Un audio cuyos fragmentos más relevantes difundimos en exclusiva en Público ocho meses antes de la detención de Villarejo en 2017[39].

	Las exclusivas envenenadas de periodistas colaboracionistas

	En la operación Cataluña fue fundamental la participación de periodistas colaboracionistas para que lanzasen a los cuatro vientos cualesquiera informes que les entregasen desde Interior contra políticos catalanes. Así que todo empezó con la publicación en El Mundo, a principios de 2013, del primer informe falso de la UDEF sobre la fortuna de la familia Pujol. Esa exclusiva procedía de lo que contó Vicky Álvarez a Sánchez-Camacho –en la comida grabada en La Camarga– y después a Villarejo cuando este se hacía pasar por periodista.

	Villarejo fue avalado en su falsa identidad por Inda y Urreiztieta, quienes le aseguraron a Vicky que él era un colaborador habitual de El Mundo. En parte, no mentían, puesto que la mayoría de sus informaciones de investigación procedían de los materiales que les entregaba el comisario, a menudo fabricaciones de intención inconfesable. Y en la conversación telefónica entre Villarejo y Vicky que desveló Público también queda claro que Inda y Urreiztieta colaboraron en todo el montaje original de la operación Cataluña:

	Vicky Álvarez: Hay una cosa que yo tengo, que te comenté, que me pasó Fiscalía, que son todas las declaraciones de toda la gente.

	Javier Hidalgo (Villarejo): Pues eso, eso es interesante, es interesante.

	V.A.: De hecho, le he dicho a Inda… es que no sé cómo te lo puedo pasar porque es muy cargado todo el expediente, muy pesado, y lo he intentado comprimir para mandarlo y tal, pero no. Entonces he quedado con Eduardo [Inda] y con Esteban [Urreiztieta] que se acercarían para dárselo en un pendrive y se lo llevaban.

	J.H.: Ah, vale, bien, bien…

	V.A.: A mí me da igual, además ya está levantado el secreto de sumario con lo cual…

	J.H.: Diles que, cuando se lo des, «oye, dejarle una copia a Javier, que se lo he prometido y tal», para que cuando estos capullos vengan...

	V.A.: Sí, yo te lo doy cuando quieras, no tengo ningún problema en dártelo. No tengo ningún problema. Además, eh…

	J.H.: Si ellos van a ir antes, en caso de que ellos vayan a ir antes.

	V.A.: Aparte Alicia [Sánchez-Camacho]; Alicia diciendo que había quedado conmigo porque yo no tenía trabajo y era para ver si me daba trabajo...

	J.H.: ¿Eso dice ella? ¿eso dice ella?

	De este intercambio queda claro que Inda y Urreiztieta están cooperando con la estrategia de Villarejo para darle vuelo a las declaraciones de Vicky Álvarez.

	Interior tenía la grabación de La Camarga
desde el primer momento

	Pero todo esto es engañoso, porque parece que las primeras informaciones que alertan a Interior de la fortuna de los Pujol proceden de la examante del primogénito. Cuando la realidad, según logramos verificar al obtener una nota informativa interna policial fechada antes del primer encuentro Villarejo-Vicky, es que en Interior se conocía el contenido de la conversación de La Camarga de otra fuente que la había pasado mucho antes a la Policía. Y esa fuente sólo pudo ser Sánchez-Camacho, como corroboramos con otros testimonios y documentos.

	Uno de ellos, titulado «Sumario Palau – Análisis de situación (II)» y fechado el 11 de septiembre de 2012, contiene la información que la ex de Jordi Pujol Jr. le confesó a Sánchez-Camacho en la comida de La Camarga en 2010. 

	Sin embargo, en esa fecha la UDEF aún no se había puesto en contacto con Vicky para que esta desvelara y denunciara en sede policial las corruptelas de las que dijo ser testigo junto al primogénito de Pujol entre 2006 y 2008. Algo que finalmente hizo el 13 de diciembre de 2012, en el centro policial de Canillas.

	La nota informativa policial que descubrimos fue elaborada por la Comisaría General de la Policía Judicial, encabezada en ese momento por José García Losada, y supuestamente se basaba en informaciones aportadas por «sindicalistas de los Mossos d’Esquadra, servicios policiales extranjeros, parte del sector empresarial catalán», «algunos imputados que quieren negociar» y el «sector judicial no nacionalista». 

	El autor de la nota –del que sólo se infiere que es miembro de la UDEF que dirigía Olivera debido a que hace alusión al sumario Palau– reconoce que son informaciones obtenidas sin seguir el procedimiento judicial, pero les da validez: «La información recogida tiene su origen en fuentes muy fiables y solventes, y aunque se deban judicializar una vez se disponga de las Comisiones Rogatorias oportunas, se debe dejar constancia fehaciente para que no desaparezca como otros documentos ya emitidos y que no han tenido respuesta». 

	Aunque no está firmada ni tiene el sello de la DAO, adonde suelen ir remitidas este tipo de notas informativas, fuentes policiales nos aseguraron que «durante el tiempo en que Eugenio Pino ocupó este puesto abundaron las comunicaciones con estas carencias formales, relacionadas con todo tipo de casos, desde el sumario Palau hasta las elaboradas por Villarejo acerca de la operación Cataluña o del ático de Ignacio González».

	Dichas fuentes apuntaron a que eran Olivera y Villarejo los que manejaban estas informaciones obtenidas por una «unidad de inteligencia» inexistente, para después buscar la manera de judicializarlas. Con esta brigada política es con la que cooperaban desde 2012 los exdetectives de Método 3 Julián Peribáñez y Antonio Tamarit, además del socio de Villarejo, Antonio Giménez Raso. 

	Incluso fue el propio Olivera quien acudió a entrevistarse con los fiscales del caso Palau –junto a Martín-Blas– para que estos reabrieran la causa que llevaba la UDEF y que apuntaba, según la nota informativa, a que los Pujol y otros políticos catalanes habrían «vaciado las cuentas de Cataluña hacia paraísos fiscales y/o sociedades offshore, trasladando toda la ingente cantidad de dinero recaudada, a base de pagos de comisiones pactadas, como el 3 y el 4% aflorados en el sumario Palau, las cantidades puntuales por concesiones, el caso ITV...».

	Parte de la información de esa nota interna, que es exactamente igual a la que hablaron Sánchez-Camacho y Victoria Álvarez en 2010, hace alusión a la relación de Jordi Pujol Ferrusola con un británico de origen hindú, Herbert Rainford Towning, aunque la nota asegura que es «la examante» de este inversor quien «ha informado a servicios policiales de Gran Bretaña» de estos negocios. También hace alusión la nota a «la compra de terrenos y posterior pago de la construcción en México de varias propiedades y predios, entre ellos el Hotel Encanto en Acapulco», y a otras inversiones en Miami, Puerto del Rosario (Argentina) o Andorra, de las que siempre habló Vicky tanto en su declaración ante la UDEF como ante la Audiencia Nacional o los medios de comunicación. 

	Según contó la propia Vicky a Público[40], no fue hasta finales del otoño de 2012 cuando Villarejo, haciéndose pasar por el periodista Javier Hidalgo, le informó de la existencia de esta grabación y, como prueba, le relató el contenido:

	Casi un par de años después de esa comida [contó Vicky], me llama una persona del entorno de El Mundo, un tal Javier, y me comenta que existe esa grabación y que la tiene El Mundo. Me llamó y me dijo: «¿Te acuerdas de esa comida que tuviste el 7 de julio en La Camarga con Alicia Sánchez Camacho?… Pues está grabada toda la conversación y la tiene El Mundo». Yo me puse nerviosa, no entendía nada y quedé con Eduardo Inda y con Esteban Urreiztieta porque querían publicar la grabación, a lo que yo me negué rotundamente.

	Y no fue hasta tres meses después, el 13 de diciembre, cuando hizo oficial esa información ante la UDEF.

	Pero sólo dos meses después salían publicadas las acusaciones de Vicky Álvarez contra el primogénito de Pujol, citando el audio de su comida con Sánchez-Camacho en La Camarga, tanto en El Periódico de Catalunya como en El Mundo, aunque fue este último diario el que reveló que la conversación la grabó la agencia de detectives Método 3 por encargo del PSC. Porque fue el dirigente socialista catalán José Zaragoza quien medió con el director de la agencia, Francisco Marco, para realizar el encargo de esa tarea de espionaje[41].

	La explicación radica en que Zaragoza y Sánchez-Camacho eran amigos y ella le pidió que hablase con Paco Marco, porque sabía que también tenían amistad, para que Método 3 organizase la grabación secreta de la comida.

	Villarejo destruye a Método 3 para salvar
la cara a Sánchez-Camacho

	Ante el escándalo mediático creado, Sánchez-Camacho fingió ser la víctima del espionaje y negó todo conocimiento de la grabación, mientras se abrían investigaciones policiales y diligencias judiciales. Como de costumbre, fue Villarejo el que ideó la forma más drástica de matar el asunto: imputar al director de la agencia por descubrimiento y revelación de secretos, y ordenar la entrada y registro de su sede para, de paso, extraer de sus archivos y ordenadores todo lo que hubiera investigado sobre los políticos soberanistas catalanes. Una supuesta carambola maestra que acabó rompiendo el tapete.

	De hecho, Villarejo tenía enfilada a la agencia Método 3 «porque lo investigamos en los años noventa por un fraude a una compañía de seguros y desde entonces nos puso una cruz y nos convirtió en antagonistas», explica el propio Francisco Marco. Y un periodista que habló con el propio comisario en jefe de las cloacas sostiene que «Villarejo necesitaba una orden judicial para allanar la oficina de Método 3 y acceder a sus archivos, en los que creía que iba a encontrar los secretos del ministro del Interior y de la familia Pujol»[42].

	Como Villarejo manejaba en aquella época todos los resortes policiales, fiscales y judiciales necesarios, así se hizo: el 21 de febrero de 2013, decenas de policías, acompañados de dos fiscales anticorrupción (Fernando Bermejo y Emilio Sánchez Ulled), entraron a saco en la sede barcelonesa de Método 3 y en el domicilio de su director, quien fue detenido junto a tres de sus empleados. Poco después empezaron a salir en prensa filtraciones que acusaban a la agencia de detectives de haber espiado a decenas de políticos, partidos, jueces y otras personalidades. En realidad, en los registros de Método 3 no se obtuvo prueba ninguna de todo ello.

	Pero el escándalo fue morrocotudo y al final se filtró la grabación completa de La Camarga (con una importante omisión) a través del semanario El Triangle, de Jaume Reixach[43]. De inmediato, la líder del PP en Cataluña hizo que el Juzgado n.º 14 de Barcelona ordenase retirar ese audio de internet[44] e interpuso una denuncia contra Método 3 por grabación ilegal e intromisión al derecho al honor. Después fue a declarar ante la jueza con perfecto conocimiento de que estaba obligada a decir la verdad, pero contó una historia inverosímil hasta para el fiscal, quien por supuesto había escuchado la grabación original, en la que quedaba claro que Método 3 se hizo cargo de la cuenta, mientras que ella aseguraba que había firmado el ticket del restaurante para que lo enviaran a cobro del partido.

	Había que poner fin al escándalo y hacerlo limpiamente. Además, los que tenían la fuerza estaban en el poder... legislativo (y con mayoría absoluta), ejecutivo, judicial y policial. Así que la cosa se arregló rápida y definitivamente.

	Los detectives cuya carrera había sido destruida tuvieron que aceptar las condiciones draconianas del todopoderoso PP: «Método 3 S.A. en liquidación» admitió todas las culpas de la grabación en el restaurante barcelonés La Camarga (el 7 de julio de 2010) y accedió a abonar 80.000 euros «en concepto de indemnización por daños y perjuicios, que incluirá los daños morales, como consecuencia de la intromisión ilegítima en su honor, intimidad personal y derecho a la propia imagen» a «doña Alicia Sánchez-Camacho Pérez», presidenta del PP de Cataluña[45].

	Así reza, en su página 10, el acuerdo por el que la agencia de detectives se plegó al vendaval policial y judicial desencadenado en 2013 por el Partido Popular con el fin de borrar todo rastro de la maniobra con la que se puso en marcha la operación Cataluña. Lo lamentable es que gran parte del contenido de ese documento es falso y se limita a hacer de tapadera de una realidad inconfesable: se destroza una empresa y se arruina la carrera de los profesionales que trabajaban en ella para proteger a la persona que encargó que se grabara esa comida entre la que sería después primera secretaria de la Mesa del Congreso de los Diputados y la examante de Jordi Pujol Ferrusola.

	En febrero de 2017 ya demostramos con audios grabados que los detectives de Método 3 no sólo reservaron –por encargo de Sánchez-Camacho– la mesa donde se puso el centro floral con el micrófono, sino que incluso pagaron la factura, en su nombre, por adelantado. Cosa que ella negó no sólo en declaraciones a la opinión pública, sino también ante la comisión de investigación del Parlament de Catalunya e incluso en declaración judicial, con obligación de decir la verdad, ante la jueza Elisabeth Castelló[46].

	Ahora bien, mucho menos conocido es que en el acuerdo por el que Sánchez-Camacho concedió el «perdón del ofendido» a Método 3 se presentó un pago de indemnización imposible: en el documento que pone fin a la demanda de la líder del PP catalán se estableció que los 80.000 euros de indemnización serían cubiertos por sendas pólizas de seguros –de las compañías Estrella y ER Berkley España– que supuestamente cubrían a Método 3.

	Pero esas pólizas estaban caducadas desde dos años antes. El propio director de Método3, Francisco Marco, así lo reconoció ante la comisión de investigación sobre el escándalo del Parlament de Catalunya, y explicó que los abogados de Sánchez-Camacho fueron advertidos de la inutilidad de esa cláusula, pero no les importó porque ese punto sólo se había incluido para que la prensa no sospechase sobre el acuerdo que puso punto final al affaire.

	Un acuerdo que fue sólo una tapadera para el verdadero arreglo de todo ese turbio asunto: existe otro documento confidencial entre las partes, firmado por Sánchez-Camacho, Victoria Álvarez y Francisco Marco, donde este último se comprometió a no hacer pública la documentación que poseía y que demostraría la legalidad de la grabación de La Camarga, a cambio de que la líder del PP catalán no utilizase contra el director de Método 3 la información obtenida por la Policía fuera de los ámbitos judiciales, en el marco de la brigada política organizada bajo el mandato del ministro del Interior Fernández Díaz.

	«Tu detención fue una patraña», le confiesa un fiscal anticorrupción a Francisco Marco. «Villarejo y el resto de la cúpula policial conocían que la grabación fue consentida por Alicia Sánchez Camacho y que todo el operativo policial era falso», dice refiriéndose a la grabación del restaurante La Camarga que consta en una denuncia inédita que se instruye en la causa Tándem.

	Ahora se puede demostrar que Villarejo obtuvo información ilegal que, posteriormente, los abogados de Sánchez Camacho usaron contra Marco: «El 18 de junio de 2013, tras diversas amenazas condicionales, el abogado de Alicia Sánchez Camacho transmite a mis letrados que tiene información sobre clientes e investigados de Método 3, que han obtenido en la entrada y registro de mi oficina y que no dudará en usarla contra mí si no me avengo a pactar un cierre de la causa sin denunciarla. Son precisamente los mismos datos que había manejado Antonio Giménez Raso y Villarejo», reza la documentación judicial que aporta Francisco Marco. La propia Victoria Álvarez reconoció en 2014 que la grabación era legal. No obstante, Álvarez estuvo manejada por Antonio Giménez Raso y por el propio Villarejo, hasta el punto de que el primero la acompañó a declarar ante el jefe de la Oficina Antifraude de Cataluña, Daniel de Alfonso [47].

	Villarejo pagaba con fondos reservados 
a la ex de Jordi Pujol Jr.

	Vicky Álvarez estuvo cobrando mensualmente 2.500 euros de fondos reservados a cambio de que mantuviese sus acusaciones contra el primogénito del expresident Pujol, pero cuando revelamos en Público toda la trama amenazó públicamente con querellarse contra mí por sostener que su denuncia fue comprada por la brigada política de Villarejo. 

	Nunca lo hizo, porque era cierto, como se pudo verificar cuando años después salió a la luz la grabación en la que Villarejo le decía al secretario de Estado de Seguridad, Francisco Martínez, que ellos habían «cumplido con el tema de las pelas, sí. Y seguimos» (pagando a Vicky), pero ella pedía más. El comisario aventuraba que quizá podrían darle los 50.000 euros de más que pedía en plazos de 5.000 euros/mes, porque Álvarez había amenazado a Alicia y temían que «hablara», pese a que llevaban dos años pagándole. Villarejo explicaba que los pagos se hacían «con recibos sin ningún tipo de membrete», con la identidad de «Javier Hidalgo» como pagador.

	«Ella se siente engañada, porque dice que le grabaron la conversación» y que le dijeron un día que le iban a dar 50.000 a cambio de su firma. «Hay que evaluar si en esos 50.000 euros que se le pueden dar de cinco en cinco y así se le tiene entretenida un año», apunta Villarejo[48].

	«Nosotros estamos investigando cosas de ERC, 
pero son muy débiles»

	La brigada política de Fernández Díaz llevaba más de cuatro años tratando de montar una causa general contra los políticos independentistas en Cataluña cuando estalló el auténtico bombazo informativo que marcó el principio del hundimiento de la mafia policial de Villarejo: la difusión, en una larga serie de exclusivas de Público, de las grabaciones secretas en el despacho oficial del ministro, hablando sin tapujos sobre cómo conseguir cualesquiera datos con los que fabricar escándalos para desprestigiar o incluso acusar de prevaricación a dirigentes de los dos grandes partidos soberanistas catalanes: Esquerra Republicana (ERC) y Convergència Democrática (CDC)[49].

	En sendas reuniones (el 2 y el 16 de octubre de 2014) con el jefe de la Oficina Antifraude de Cataluña, Daniel de Alfonso, Fernández Díaz insiste en presionar a su interlocutor para que saque algo con lo que poder incriminar al líder de ERC, Oriol Junqueras:

	Daniel de Alfonso: Nosotros estamos investigando cosas de Esquerra, pero son muy débiles. Esa es la verdad, ministro, son de CESPA, pero no acabamos de… Tenemos cuatro adjudicaciones al hermano de Oriol Junqueras. Yo estoy intentado convencer ahora al Grupo Planeta para que me haga una investigación, para que no aparezca nadie y no sea nada sospechosa, de una información que me llegó que no sé si es verdad, y por eso no me atrevo a tomármela como tal y lo externalizo para que alguien me lo averigüe como tal, que es un enriquecimiento en el municipio de Puigcerdà del padre de Oriol Junqueras con temas de terrenos y demás...

	Entonces, he hablado con el director de Seguridad de Planeta que es un hombre de la Policía, Antonio López López, y le he dicho: «Oye, sabiendo cómo piensa José Manuel [Lara], nos interesa. Si quiere, lo podéis hacer vosotros. A mí lo que me interesa es que comprobéis adjudicaciones, recalificaciones, en nombre o como apoderado en los últimos ocho años. Que aparecen nombres y tal, pues dámelo que eso ya lo pondré yo en orden».

	«En el entorno de Puigcerdà, por ahí está Carretero, claro», apostilla el ministro Fernández Díaz en ese momento, refiriéndose al que fue alcalde de la población (Joan, de ERC) hasta 2003, y luego consejero de Gobernación y Administraciones Públicas de la Generalitat. Pero su interlocutor no parece tener nada contra él y sigue centrado en sus pesquisas sobre el padre de Junqueras.

	Daniel de Alfonso: Cuando termine yo de hablar contigo, ministro, se lo diré a José Ángel [Fuentes Gago], que sabe que puede confiar en mí. Joder, si tenéis algo dádmelo. Dámelo. No os queméis vosotros sacándolo en la prensa, que aparezca siempre la UDEF, que os va quemando, que parece un ataque… coño, dámelo y ya lo sacaré yo, ya lo investigaré yo y lo daremos.

	Fernández Díaz: «Esto la Fiscalía te lo afina, hacemos una gestión»

	El ministro sigue buscando cabezas de turco y pregunta por Felip Puig (conseller de Interior) y Francesc Homs (conseller de Presidencia y portavoz de la Generalitat). De Alfonso le muestra unos expedientes en los que se buscaron presuntas irregularidades en dos nombramientos firmados por Homs, y Jorge Fernández Díaz, tras examinarlos, dice[50]:

	Jorge Fernández Díaz: Esto, esto... si se publica a ti te perjudica, ¿no?

	Daniel de Alfonso: A mí me mata, porque esto se puede publicar si quieres, ministro... si quieres que se publique, yo me comprometo a que se publique, pero déjame que antes cierre el expediente, le dé el coscorrón, le mande la propuesta de informe diciendo que eso se tiene que anular, etc., etc. Y tres, dos meses después, un periodista lo averigua. Pero ahora… es que ahora no lo tengo cerrado ni asignado...

	J.F.D.: Esto la Fiscalía te lo afina, hacemos una gestión.

	D. de A.: Si la Fiscalía me dice: «Oye, lo he leído», yo entonces cierro los informes.

	J.F.D.: ¿Y en cuánto tiempo puedes cerrar esto?

	D. de A.: En tres semanas.

	J.F.D.: Lo digo porque una vez lo tenga la Fiscalía ya puede salir.

	D. de A.: Claro, si va a la Fiscalía puede salir todo lo que sea… Yo... Como ha salido un año y medio después lo de Jordi Pujol junior. Nosotros llamamos a la Fiscalía en abril de 2013.

	J.F.D.: O sea, tú esto en dos, tres semanas, ¿lo podrías tener?

	D. de A.: Sí, ya lo tengo cerrado. Lo único que tengo que decidir es si va a la Fiscalía, que ya tengo un borrador, o si lo mando a la Dirección General de Asuntos no sé qué de Presidencia del Gobierno de allí, para que…

	J.F.D.: ¿Qué es lo que me puedo quedar yo? ¿Qué es lo que me puedo quedar yo?

	D. de A.: Esas son las dos resoluciones.

	J.F.D.: Esta es la mía, ¿no?

	D. de A.: Y esta sería… Sí, estas son los dos, las dos… y esto sería de los documentos originales que tenemos. Y esto sería el informe, la propuesta que yo le hago a la Fiscalía, está en borrador…

	J.F.D.: ¿Eso me lo puedes dejar?

	D. de A.: Sí, pero este piensa que aquí... A mí... a mí... Yo vengo por eso, ministro. Yo soy español por encima de todo, pero a mí me hunde, tengo familia.

	J.F.D.: No, no. Es que el tema aquí es para hablar con el fiscal general y decirle: «Oye, mira, hay esto, ¿no?». Me explico…

	D. de A.: Sí, sí, sí.

	J.F.D.: Esto, sin esto, ¿es lo mismo o no? [revisando papeles].

	D. de A.: Bueno, es el informe. Es el informe que yo tengo redactado.

	J.F.D.: ¿Lo conoce esto Fiscalía o no?

	D. de A.: No, no he hablado con ellos.

	J.F.D.: No, para que él pueda tener un criterio y… me explico lo que quiero decirte, ¿no?

	D. de A.: Sí, sí. Él no lo conoce. Ni la Fiscalía ni nadie. Esto lo tengo yo para que vaya rápido. Tengo el de Fiscalía, tengo el que iría a la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Generalitat...

	J.F.D.: Yo puedo hacer la gestión con el fiscal general. Decirle: «Mira, hay esto. Y mira a ver, oye, si esto tal…, ¿no?». Pero, claro, me va a pedir documentos.

	D. de A.: Podemos hacer una cosa. Yo tengo la semana que viene una reunión con Pedro... con Fernando Bermejo, fiscal anticorrupción. Reunión-comida con él. Se lo enseño, que se lo lea delante de mí, que se lo aprenda y que él llame a Fiscalía o lo que sea. O que a través de Sabina que llame: «Oye, fiscal general, tengo esto y lo he leído y me parece que tiene…».

	J.F.D.: Y, si queréis, nosotros le decimos… ¿Yo le puedo contar a Eduardo [Torres Dulce, el fiscal general del Estado] que nos hemos visto, que he hablado contigo, que tengo conocimiento de esto?

	D. de A.: Sí, sí.

	De Alfonso: «Con estos documentos,
como no tienen membrete...»

	Por si queda alguna duda del enorme interés de Fernández Díaz en airear algo que de entrada parece de poca monta (esa línea de investigación acabó en vía muerta) sólo por perjudicar a Homs, en la conversación se comprueba cómo De Alfonso empieza a angustiarse de lo que le puede ocurrir a él: 

	Daniel de Alfonso: Jooo, ministro, es que...

	Entonces, el ministro del Interior trata de calmarlo:

	Jorge Fernández Díaz: Nada, nada, no te preocupes que no quiero agobiarte. Pero, claro, es que esto sería prevaricación y esto... se encuentra con un follón este señor, ¿eh?

	Daniel de Alfonso: Es interesante.

	J.F.D.: Por eso lo digo, claro. Esto es un torpedo a la línea de flotación...

	D. de A.: Yo, con estos documentos, que esos como no tienen membrete ni nada los podéis haber obtenido… Con esos documentos y sabiendo que se refieren a dos hermanas, en la misma época... 

	J.F.D.: Estos podrían salir, ¿no?

	D. de A.: Podría salir. Pero yo creo que, si salen, mejor que haya ido primero a la Fiscalía. Lo ideal es: si eso está en un juzgado y sale, nadie va a sospechar que sale de la Policía ni de investigaciones policiales; nadie va a sospechar. Eso sí, los funcionarios de turno, el periodista gacetillero que está siempre por ahí, el amigo del fiscal... 

	J.F.D.: Lo digo porque muchas veces, cuando lo publicas, generas una presión mediática que al final haces que cosas por las que no se hubiera tomado interés, se lo toman.

	D. de A.: Bueno.

	J.F.D.: ¿Sabes lo que te quiero decir?

	D. de A.: Puede ser. Podría ser un arma que tuviera para si el presidente decidiera hacer esa llamada para poner las cosas en su sitio; puede ser un arma también: «Oye, que sepáis que tenemos cosas que nos estamos callando». Yo sólo te pido, ministro, que comprendas mi situación en Catalunya. No soy de la Generalitat, la oficina no pertenece a la Generalitat, somos independientes. Les hemos dado en todos los morros con Ramón Bagó, les hemos destrozado el sistema sanitario, les hemos acusado, estamos jorobándoles el CTT [Centro de Telecomunicaciones y Tecnologías de la Información]. En fin, yo soy español, lo tengo claro, pero estoy en una situación que tengo que bailar allí.

	J.F.D.: Está claro, está claro. Esto…

	D. de A.: Esto, y sabiendo que son dos hermanas y las dos son cuñadas...

	J.F.D.: Es que son dos hermanas, dos cuñadas de Felip Puig, por un lado, y Homs, por el otro. Hombre…

	D. de A.: Eso es. Pero yo creo que se hace más pupa, si se quiere meter presión, yo creo que sería más sibilino, yo sería más «calla y dale»… Metamos la presión, pero en un tú a tú; metamos la presión en un tú a tú. Porque en la prensa, ellos van a jugar al contraataque de prensa. Ellos tienen TV3, ellos tienen allí los diarios y van a hacer que la gente encima se encabrone más. Yo creo que si eso tiene que salir, que sea una vez que esté bien atado, que esté amarrado. Si eso llega al juzgado, ya no pueden decir que no; eso ya está en un juzgado...

	Ministro del Interior: «El presidente 
del Gobierno lo sabe»

	Las dos largas conversaciones entre Fernández Díaz y De Alfonso transcurren igual: buscando la manera de destruir el prestigio y las carreras de sus enemigos políticos a base de filtraciones a medios afines sobre posibles escándalos basados en rumores, indicios endebles o meras suposiciones. Pero en el inicio del segundo encuentro en el despacho del ministro, este hace una revelación más que notable. El ministro se había despedido del primer encuentro asegurándole a De Alfonso que informaría de sus planes a alguien importante:

	Jorge Fernández Díaz: Quedamos, si te parece. Yo tomo buena nota y voy a trasladar esta conversación a quien te puedes imaginar. Le explico ¿no? Lo que me has dicho y tal.

	Daniel de Alfonso: Sí, no te preocupes.

	J.F.D.: Esto queda entre nosotros y a quien se lo voy a contar, que es una tumba, como es obvio ya actuará como estime oportuno y conveniente.

	Apenas dos semanas más tarde, Daniel de Alfonso vuelve a despachar con el ministro. Actualizan la agenda de investigaciones y escritos enviados a la Fiscalía por el director de la Oficina Antifraude desde la primera reunión. Entonces el ministro le confirma una de las gestiones que ha realizado en ese tiempo: «El presidente del Gobierno lo sabe».

	Además, le transmite a su interlocutor la sensación de que Mariano Rajoy está de acuerdo con los planes en contra de partidos que promueven el derecho a decidir. Casi 24 años de relación entre Jorge Fernández Díaz y el líder del Partido Popular garantizan la sintonía entre ambos.

	Jorge Fernández Díaz: El presidente del Gobierno lo sabe.

	Daniel de Alfonso: Me parece bien, pero eso es lógico, es una relación de Gobierno.

	J.F.D.: Yo se lo dije a él, es un hombre discreto donde los haya. Por supuesto, su mano derecha no sabe lo que hace su mano izquierda. Yo le conozco muy bien, de muchos años. Llevo trabajando y colaborando con él desde febrero del 91 ininterrumpidamente, en la oposición, en el Gobierno, en la oposición.

	D. de A.: Casi 15.

	J.F.D.: Desde el 91, 23 años.

	D. de A.: 14 años.

	J.F.D.: Desde febrero casi 24 años.

	D. de A.: Casi 24, claro.

	J.F.D.: Que le conocía de antes. Él estaba en el partido en Pontevedra, yo en Barcelona. Estuvimos en las elecciones con Hernández Mancha y ganamos en las elecciones a Miguel Herrero de Miñón y a todos, en fin, y a Rato y estábamos todos juntos en esa aventura política, ¿no? Pero, vamos, ya de empezar junto con él siendo el secretario general del partido, secretario de política autonómica y tal, y luego en cada ministerio que él ha ido; él es presidente del Gobierno, yo ministro del Interior, en febrero hará 24… y te puedo asegurar que es un hombre... la discreción personificada.

	El montaje contra Trias que 11 días después 
publica El Mundo

	Quizá el tema más grave y flagrantemente delictivo de los que se trataron en esas conversaciones fue el del alcalde de Barcelona Xavier Trias, de CiU, puesto que tuvo consecuencias inmediatas y perjudicó seriamente al político catalán. Además de ser un paradigma del modus operandi de la brigada política: fabricar informes policiales falsos, filtrarlos a la prensa afín, judicializar el montaje sobre la base de los grandes titulares incriminatorios y provocar el desprestigio y pérdidas electorales a las víctimas de la fabricación.

	Los dos sabían que no había prueba ninguna contra Trias cuando Fernández Díaz y Daniel de Alfonso trataron largamente sobre su supuesta participación en una operación de blanqueo de capitales. Era su segunda reunión en el despacho del ministro en Madrid, el 16 de octubre de 2014[51].

	Sólo 11 días después, El Mundo publicaba: «Investigan una cuenta de 12,9 millones de Xavier Trias en Andorra»[52]. Trias se querelló contra el periódico y demostró que eso era totalmente falso. Hasta la Fiscalía Anticorrupción negó la veracidad de esa información, publicada a dos semanas de la consulta popular soberanista del 9-N. Pero la Justicia exoneró a los periodistas que la publicaron y a El Mundo porque la información procedía de altas fuentes policiales, contra las que ninguna institución judicial quiso actuar.

	Fernández Díaz acababa de decirle a De Alfonso que «El presidente del Gobierno lo sabe» y se había extendido en las virtudes Rajoy: «Y te puedo asegurar que es un hombre... la discreción personificada». De Alfonso siguió la conversación así:

	No, no, si a mí de eso no me queda ninguna duda. Tengo un último asunto, ministro, que ahora te cuento y que hablé con tu hermano [Alberto Fernández Díaz, presidente del grupo municipal del PP en Barcelona]. Por un asunto del Ayuntamiento. Ese asunto ya está en manos de Sepblac [Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias de España]. Debería haberlo recibido ya el Sepblac y estará en manos de la Fiscalía en una o dos semanas. Y es el asunto de la Marina Port Vell y afecta sobre todo a un concejal que era del PSC y probablemente, probablemente, alcanzará al propio alcalde, no lo sé. Yo se lo dije a Alberto, le dije: «Alberto, esto que te sirva a ti también si tienes que hacer uso en el Ayuntamiento…».

	De Alfonso: «No tengo ninguna, ninguna prueba, ninguna, ninguna...»

	A continuación, De Alfonso se extiende en la explicación de las complejidades de una presunta «operación de blanqueo de capitales de un grupo que se llama Lukoil», que era entonces la petrolera más grande de Rusia. Hasta que el jefe de la Oficina Antifraude catalana menciona al alcalde Trias:

	Daniel de Alfonso: La Fiscalía tendrá en breve esta parte, las personas del Ayuntamiento que yo no descarto... No tengo ninguna, ninguna prueba, ninguna, ninguna, pero no me extrañaría encontrarme con que el propio alcalde haya tocado el dinero. Es que son 36 millones de euros de blanqueo de capitales en la que el Ayuntamiento lo hace, lo hace mal y además pierde pasta.

	Jorge Fernández Díaz: ¿Y cuándo está hecho esto?

	D. de A.: Esto lo he enviado…

	J.F.D.: No, esta operación cuando la han hecho.

	D. de A.: Esta operación fue lo primero que firmó, la hizo el PSOE, el tripartito, y fue lo primero que firmó Trias cuando entró. Esta operación es…

	J.F.D.: 2011.

	D. de A.: Sí. Yo, si te quieres entretener, te diría que esto lo tienes que tener, pero es para que lo vuelvas a estudiar… para que lo rompas. Te lo doy como curiosidad. Si te digo que informaré a tu hermano en su momento para que en el Ayuntamiento, pues a él le pueda servir de… Él está al corriente.

	J.F.D.: ¿Tú qué opinas de Xavi Trias en todo este proceso?

	D. de A.: A mí me ha llegado una información, pero no la tengo contrastada. Te lo digo, no te lo iba a decir. Si es algo que yo no tengo claro, no la tengo clara, por lo tanto… Pero me han dicho que Xavier Trias tiene una cuenta en el extranjero con alrededor de 12 millones de euros. Y un hermano suyo también.

	J.F.D.: Y su hermano.

	D. de A.: De 20 millones.

	J.F.D.: Tenía… Lo sé.

	D. de A.: Eso es lo que yo sé, pero no tengo ningún dato que lo acredite. Eso es un comentario de café, que me lo cuentan. Es que, ministro, como lo que no sé si lo que quieren es destruirme o no, me llega un comentario así y yo, o me lo das por escrito o no investigo nada. Ahora no sé si coincidirá con esto…

	J.F.D.: Y tú esta información que a ti te ha llegado, Xavier Trias puede saber algo de eso.

	D. de A.: Xavier Trias no sabe ni esto, ni esto.

	J.F.D.: Claro, es que esto a Xavier Trias le... Vamos, es demoledor para él.

	D. de A.: A mí, a mí, ministro... esto es como lo que te he dicho de Duran, tomando cafés con gente, unos vienen…

	J.F.D.: ¿Y eso circula en Barcelona?

	D. de A.: 24 años de magistrado, 33 jueces metidos en la carrera judicial preparados por mí, sin ninguna mácula por así decirlo y los tres de oficina, me hacen tener contactos en Guardia Civil, en Mossos, en Policía, entre periodistas, entre abogados… Yo tomo café con quien me llama para tomar un café, sea de los buenos o de los malos. Yo voy a escuchar.

	J.F.D.: Es que eso está circulando en ambientes restringidos.

	D. de A.: Es mala cosa que circule, es mala cosa que circule si se va a hacer una operativa. Yo no lo tengo en la oficina, te lo digo. De hecho, cuando me los has preguntado es por lo que te lo he dicho, porque, si no, no te lo hubiera dicho porque no deja de ser un comentario de café. De una persona que sí puede tener acceso a eso o le puede haber llegado de primera mano, pero para mí es un comentario de café.

	J.F.D.: De café.

	En sólo diez días, ese «comentario de café» se había convertido en una imputación policial, dentro de un informe apócrifo elaborado en la UDEF, para que Inda y sus adláteres lo publicasen a toda plana en la portada de El Mundo. Y, claro, el escándalo fue monumental, justo dos semanas antes de la consulta popular soberanista del 9-N en Cataluña. 

	¿Cómo conseguirlo? Pues haciendo una cuenta bancaria falsa «con el rabo», como alardeaba Villarejo ante sus compinches Mauricio Casals, José Luis Olivera, Adrián de la Joya y Antonio García Ferreras en un audio, grabado por él mismo, que difundió Patricia López en exclusiva cuando ya dirigía su propio medio de comunicación, Crónica Libre[53], como explicaremos en el próximo capítulo.

	La exclusiva más infame de la prensa: 
sólo números en el titular

	Es ahora evidente que el ministro no hizo caso de las cautelas de De Alfonso, quien le dijo claramente: «No tengo ninguna, ninguna prueba, ninguna, ninguna». También hizo oídos sordos Fernández Díaz a su interlocutor cuando le advirtió: «Pero El Mundo no. El Mundo no, porque yo conozco a Inda y al otro y son unos locos». Pues serían precisamente Eduardo Inda y «el otro» (Esteban Urreiztieta) quienes firmasen, con Fernando Lázaro, una de las exclusivas más infames de la prensa española.

	Titularon a toda página una apertura en caracteres inmensos, en azul, con sólo el número «7651162-5445.954*» y debajo la explicación: «*Este es el número de la cuenta de Xavier Trias en la Union de Banques Suisses desde la que transfirió 12,9 millones de euros a Andorra», con el subtítulo «En febrero de 2013 había 12.986.730,80 €»[54].

	Un alarde periodístico sin precedentes (lo de titular a toda página sólo con cifras) que adolecía de un defecto fundamental: ni Trias tuvo jamás cuenta en la Union de Banques Suisses (UBS), ni siquiera –algo aún peor para la supuesta investigación periodística– ese montón de cifras correspondía al formato de los números de cuenta empleado por esa unión bancaria suiza. Tal como certificaron tres días después de aquella exclusiva dos consejeros jurídicos de la UBS, cuya traducción oficial del original francés figura en el sumario: «No observamos en nuestros libros de haberes ninguno a nombre del Sr. Xavier Trias Vidal de Llobatera, nacido el 5 de agosto de 1946, en calidad de titular. Por si le resulta de alguna utilidad, precisamos que el número de relación bancaria citado no se corresponde con el formato de los números de cuenta de UBS AG».

	¿De dónde salió, entonces, ese número de cuenta falso y esa cantidad de euros no menos ficticia? Eso lo tendrían que contestar el DAO Eugenio Pino y su jefe de gabinete, Fuentes Gago. Porque, en la conversación con Fernández Díaz, De Alfonso confesaba: «Pues yo, ministro, a mí me lo dice alguien del Cuerpo Nacional de Policía, y creo que, si esa información la tiene El Mundo, la tiene por el Cuerpo Nacional de Policía». De Alfonso siempre reconoció que su contacto en Interior, y el que gestionaba las citas con el ministro, era Fuentes Gago.

	Avión privado a Ginebra para que un jefe policial compre fake news

	Fuentes Gago hizo un viaje relámpago a Ginebra –donde supuestamente estaba domiciliada la cuenta ficticia de Trias– en cuanto la Fiscalía Anticorrupción decidió archivar el caso por la falta de verosimilitud de la acusación. Como se demuestra en el certificado de la Subdirección General de la Policía que reproduje en Público[55], el número dos de Pino no sólo viajó a esa ciudad suiza, sino que después fue recogido allí por una «aeronave policial española», de nombre Ángel y modelo 41 EC-GBB (B20), «adscrita al Servicio de Medios Aéreos de la DGP» (Dirección General de Policía).

	Fuentes Gago debería explicar por qué viajó con tanta urgencia a Ginebra (en ese artículo se pueden consultar todos los archivos internos policiales que detallan ese viaje) justo cuando Anticorrupción acababa de decidir el archivo del caso. Porque esa visita relámpago a Ginebra se produjo sólo tres días después de que se hubiera notificado ese archivo a la Brigada Central de Investigación de Blanqueo de Capitales y Anticorrupción de la Policía.

	Sólo Pino pudo ordenar el viaje de Fuentes Gago a Suiza, y movilizar un avión policial privado, así como autorizar el empleo de fondos reservados para esas operaciones de la brigada política cuya existencia sacaron a la luz nuestras exclusivas. Aunque no es posible rastrear los gastos y pagos con fondos reservados –puesto que su gestión y administración fueron diseñadas para que permanezcan secretas y no dejen rastro–, por lo que es imposible verificar si es cierto que Fuentes Gago llevó a Suiza 1,5 millones de euros para pagar al confidente que les dio, a cambio, ese chivatazo falso, como publicó el semanario Ahora en septiembre de 2016[56].

	Fuentes Gago hizo muchos trabajos sucios para Pino, como el informe sobre el enorme patrimonio de Villarejo y su imperio de empresas incompatibles para un funcionario policial. Informe que elaboró en marzo y abril de 2015 –cuando supuestamente se ocupaba del servicio operativo de la Casa Real– para exonerar a Villarejo, algo que según fuentes judiciales podría constituir un delito de encubrimiento. Por todos estos servicios, antes de jubilarse Pino recompensó a Fuentes Gago con el puesto de agregado de Interior en la Embajada en La Haya, cargo que conlleva dietas mensuales de 10.000 euros, además de uno de los mejores salarios del cuerpo policial.

	Pino se ratificó una y otra vez en sus acusaciones contra Trias, incluso después de haber sido desmentidas por escrito por la propia UDEF, aduciendo que confiaba en una «fuente» que «no sabe muy bien cuál es» porque «suelen ser secretas, pero saben que son fiables porque se lo dicen sus subordinados, aunque estos no le dicen qué fuente es», según la transcripción judicial de su declaración ante la jueza del Juzgado de Instrucción n.º 25 de Madrid.

	«Soy partidario de asestar el golpe cuando
va a acabar con el animal»

	O sea, Pino se empecinó en mantener una acusación a todas luces falsa con el fin de ayudar a los periodistas que publicaron la filtración. Una patraña desmontada por el primer juez que se hizo cargo de la causa (José Emilio Coronado, del Juzgado de Instrucción n.º 16 de Madrid): «información que dichos periodistas manifestaron procedía de fuentes del Ministerio del Interior y que había sido constatada, lo que no se ajusta a la realidad». Claro que no.

	Lo que sí se ajusta a la realidad es que la complicidad de ciertos periodistas y medios de comunicación era imprescindible para que esa estrategia de fabricación de pruebas policiales falsas tuviera efectos demoledores sobre las víctimas de la trama mafiosa auspiciada desde el Gobierno.

	Y el montaje contra Xavier Trias es epítome de ese modus operandi, como demuestra el siguiente fragmento de las grabaciones secretas del ministro del Interior, en el que ambos interlocutores se refieren al alcalde de Barcelona:

	Daniel de Alfonso: Yo, ministro, soy partidario de asestar el golpe cuando el golpe va a acabar con el animal. En fin… darle los rejonazos y clavarle las picas... no le mato. Yo, un golpe así es un golpe mortal. Yo me aseguraría de que estuviera bien asestado, para que si es mortal sea mortal, no sea… porque, claro, ya luego no le voy a poder sacar nada… más gordo. ¿Qué tengo? Tener 12 millones sin declarar en el extranjero, o 13, más gordo que eso… sólo es descubrir un homicidio…

	Jorge Fernández Díaz: El número de cuenta corriente[57].

	Pues ahí tenemos el origen del gran titular sólo de cifras (falsas) con el que abrió El Mundo su gran exclusiva fake para «acabar con el animal»... Trias.

	Y también la explicación de que, durante la difusión por Público de esas conversaciones del ministro del Interior, Ferreras fuera quien más cínicamente denigró la exclusiva de los audios en el despacho oficial de Fernández Díaz. Durante los diez días en que los fuimos desgranando, su programa Al Rojo Vivo utilizó esos audios con gran despliegue de grafismo (pero con un minúsculo «fuente: Público» en un rincón casi invisible) y siempre conectó después en directo con Eduardo Inda para que analizara una exclusiva de la que este no tenía conocimiento alguno. Jamás llamó ni preguntó nada a ninguno de los dos autores de las informaciones, ni a Público, para contrastar los infundios de Inda.

	Fue un auténtico alarde de antiperiodismo con el ánimo de desvirtuar unas revelaciones que, pese a sus esfuerzos, estremecieron a la opinión pública y provocaron la creación de dos comisiones parlamentarias de investigación, una en el Congreso de los Diputados y la otra en el Parlament de Catalunya. Ambas dictaminaron que se estaban cometiendo gravísimas violaciones de derechos fundamentales desde el Ejecutivo, con fondos y recursos públicos.

	Pero, una vez más, obviaron la pata mediática del entramado.
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	Los últimos chantajes

	PISA frena a Podemos y Corinna tumba al rey

	El paradigma de la fabricación de pruebas falsas por parte de la cúpula policial para destruir al líder de un partido y pervertir el curso de la democracia al frenar su escalada electoral fue el informe mega-fake «Pablo Iglesias Sociedad Anónima (PISA)», encargado por el Ministerio del Interior de Fernández Díaz para impedir una victoria de Podemos en las urnas. Informe pergeñado por el inspector jefe Fuentes Gago y calificado como «basura» por el propio Villarejo en una conversación con Cospedal en 2017, cuando esta se encontraba en la cúspide de su poder en el PP y el Gobierno de Rajoy.

	En ese audio queda clara no sólo la burda falsificación del informe, un borrador de la UDEF sobre la supuesta financiación ilegal de Irán que habría cobrado Iglesias, sino también la participación activa de la entonces ministra de Defensa y secretaria general del PP en las maniobras para hundirle:

	«Hicieron la mierda esa del informe PISA, que eso es basura, y con eso lo vacunaron», le dijo Villarejo a Cospedal en una de las múltiples conversaciones que mantuvieron y que el comisario grabó. La policía incautó este material en el registro de las propiedades de Villarejo, pero no se ha incorporado aún a ninguna de las casi 30 piezas separadas del caso Tándem.

	La conversación resume una manera de hacer contra Podemos que se extendió durante el mandato de Jorge Fernández Díaz al frente del Ministerio del Interior.

	Villarejo: El Coletas [Pablo Iglesias] es un hijo de puta…

	Cospedal: Un hijo de puta en toda regla.

	V.: Perdona, en el 2014, [...] yo tenía un segundo tema de la hostia, es que tenía un coronel del servicio secreto venezolano donde me iba a dar unas actas donde había reuniones de ETA con el servicio secreto cubano y con los de Podemos. ¡En Venezuela!

	C.: Joder, eso es una bomba.

	V.: Pero esa bomba, cuando yo se lo dije a esta gente, Paco [Martínez, ex «número dos» del Ministerio del Interior] se cagó. Paco, pobrecico, buena gente y tal…

	C.: Pero yo eso sí lo quiero.

	El comisario explica a Cospedal que la operación policial para acusar a Pablo Iglesias de haber cobrado grandes cantidades de dinero del régimen venezolano a través de una cuenta bancaria en islas Granadinas resultó un fiasco.

	V.: Pues resulta que había un tipo, un almirante, que dijo, «venga, tal», entonces yo hablo con tal, y al final mandan al pobre este, al [inspector de Policía José Ángel Fuentes] Gago este que compareció ayer…

	C.: Sí.

	V.: … que es más tonto que... Y claro, van y lo mandó [Eugenio] Pino [director adjunto operativo de la Policía] y a mí me apartaron. Y dije: «Oye, tío». Hicieron la mierda esa del informe Pisa esa, que eso es basura, y con eso lo vacunaron. Yo creo que lo encargó El Coletas, es que no tiene otra explicación. Entonces esa línea, que te la podría yo reconstruir, claro, todo eso vale pasta, ¡claro que vale pasta!

	C.: Claro.

	V.: ¿Pero qué rentabilidad política, María Dolores, tiene descubrir las actas donde estos hijos de puta tenían instrucciones del servicio secreto cubano, de los etarras y del servicio secreto venezolano, estos hijos de puta? El Monedero, fundamentalmente. Les buscamos la ruina.

	El comisario nunca aportó pruebas de esos vínculos ni hubo investigación judicial que acreditara nada parecido contra Podemos y sus dirigentes.

	Aquel no fue un caso aislado. Desde su nacimiento en 2014, Podemos y sus principales líderes han sido objeto de una campaña de difamación política y judicial orquestada desde las cloacas del Estado del Ministerio del Interior durante el mandato del Gobierno de Mariano Rajoy. Esta estrategia de desprestigio ha contado con la participación de determinados medios de comunicación que difundieron información falsa facilitada por la Policía patriótica sobre el partido morado[1].

	Villarejo admitió en 2016 que la información
de Inda era falsa

	Un año antes de su conversación con Cospedal, Villarejo ya había admitido que la información sobre Podemos contenida en el informe PISA, publicado cuatro meses antes, era falsa, como mostró El País en uno de los capítulos de su larga serie sobre «Los audios secretos de la corrupción», que recopiló buen número de los audios más comprometedores hallados en el archivo del comisario:

	Villarejo: A quien se le haya ocurrido darle la documentación de esa… de Podemos falsa a Inda [Eduardo Inda, director del digital Ok Diario], ha hecho una jugada buena. De carambola, pero la ha hecho buena [...].

	Empresario: ¿Pero es buena la información?

	V.: Es chunga. La ha montado la… Y además está mal montada. Porque han tirado de impresos antiguos, que ya ese ministerio no se llama así y tal… Un desastre. [2]

	En este última parte de la charla, Villarejo se refería a otro montaje policial para desprestigiar a Iglesias: la falsificación de una orden de pago falsa según la cual habría recibido 272.000 dólares del Gobierno venezolano de Maduro en la cuenta a su nombre de un paraíso fiscal. Otra de las acusaciones falsas de financiación ilegal que mantuvieron a Podemos bajo investigación judicial y presión mediática durante ocho años, hasta que la Audiencia Nacional archivó (el 27 de junio de 2020) la última de esas imputaciones fake.

	Igual que ocurrió con el montaje de la falsa cuenta de Trias en Suiza, Eduardo Inda se sumó desde el primer momento, con un entusiasmo militante, a la campaña de la brigada política de Interior para desprestigiar a Podemos. La primera anotación de Villarejo en sus agendas sobre esa conspiración delictiva está fechada en agosto de 2014, cuando el partido de Iglesias acababa de entrar en la Eurocámara con cinco escaños y las encuestas del CIS lo situaban ya como tercera fuerza política en España.

	Un complot de largo alcance entre la mafia policial de Villarejo y la pata mediática de las cloacas que Público fue el primer medio en revelar y denunciar, por lo que sufrió (durante la etapa en la que yo fui director, de 2012 a 2016) enormes presiones y hasta amenazas directas contra la reportera Patricia López.

	Reunión de Inda con el DAO para lanzar
los bulos contra Podemos

	Ya en enero de 2016 publicamos que la cúpula de Interior estaba filtrando información a prensa afín para desprestigiar a Podemos y a Pablo Iglesias[3].

	El lunes 18 de enero se celebró a media mañana, dentro de las dependencias policiales de la Dirección Adjunta Operativa (DAO), que dirigía el comisario Eugenio Pino, una reunión con el periodista y tertuliano Eduardo Inda. Al día siguiente, Ok Diario –el medio de comunicación que este fundó tras su salida de El Mundo– publicó que «la productora de Pablo Iglesias recibió otro millón de euros desde un banco de Moscú», continuando así un serial iniciado una semana antes en el que se acusaba a Podemos de recibir dinero de Irán y que Inda había bautizado como el Irangate.

	Según describieron a Público testigos que se encontraban en el edificio, «los primeros en llegar fueron el comisario Eugenio Pino y su mano derecha, el inspector José Ángel Fuentes Gago, que, a pesar de estar destinado en Holanda cobrando 10.000 euros de dietas al mes, se pasa el día en Madrid. Después llegó Eduardo Inda y, a los pocos minutos, el comisario José Manuel Villarejo».

	Estas reuniones, añadieron dichas fuentes policiales, «son habituales, no sólo con Inda, sino también con otros periodistas que suelen ser beneficiarios de grandes exclusivas. En este caso, los periodistas que han publicado el falso informe de la UDEF son los convocados habitualmente por el DAO en su despacho».

	Las informaciones difundidas por Eduardo Inda sobre Podemos, que no formaban parte de una investigación de la UDEF ni de ningún juzgado, como desveló Público, contenían datos bancarios[4] que, explicaron a este medio fuentes policiales, «sólo pueden haber sido consultadas por el Servicio de Prevención y Blanqueo de Capitales (Sepblanc), aunque esta unidad de la Policía no puede acceder a esos datos privados libremente».

	Las fuentes judiciales consultadas aseguraron que «la cúpula policial podría haber incurrido en un claro delito de revelación de secreto. En primer lugar, porque no se puede consultar la información bancaria y de Hacienda sin que haya una investigación legal abierta por un juzgado. Y en segundo lugar, porque antes de dar las indagaciones a la prensa deben ser remitidas a las autoridades judiciales pertinentes».

	La misma tarde del 14 de enero en la que Público desveló[5] que, en realidad, las pesquisas eran un encargo de la Secretaría de Estado de Interior a la cúpula policial y que ningún juez ni fiscal tenía abierta una investigación –por lo que no podía ser un informe de la UDEF–, la cúpula de la Policía remitió su informe fantasma a la Fiscalía Anticorrupción y a Hacienda, sin que aún se hubieran abierto diligencias ni ninguna investigación legal. Sin embargo, dos días antes Eduardo Inda ya había comenzado el Irangate para desprestigiar a la formación morada y a sus dirigentes.

	Aunque oficialmente en la Policía no quisieron responder a Público sobre la existencia o no de unas diligencias y sólo se remitieron a las declaraciones del ministro Jorge Fernández Díaz en las que hablaba de «supuesta investigación», diferentes fuentes de este cuerpo mantenían que el origen de esta investigación era muy parecido a otros casos: «No existe denunciante, existe la intención del partido en el Gobierno de utilizar a algunos mandos de la Policía que se prestan a iniciar investigaciones por encargo político para facilitar el camino al PP. Y ahora, después de la filtración, alguna asociación popular amiga interpondrá una querella para intentar iniciar un proceso contra Podemos oficialmente».

	Todo esto ya lo publicábamos cuando Villarejo era desconocido, la brigada política de Interior aún no había salido a la luz y las conspiraciones del ministro no se conocían porque todavía no habíamos difundido las grabaciones secretas en su despacho oficial. Por tanto, Público fue el blanco de ataques desde todos los flancos, incluidos muchos medios que años después difundirían a toda plana exclusivas sobre Villarejo que ya habíamos publicado nosotros desde el principio.

	El DAO marca a Inda la fecha de publicación
del falso informe PISA

	Además, empezamos a publicar las pruebas de que Inda estaba trabajando a las órdenes y al dictado de la cúpula policial, que incluso le marcaba los tiempos de publicación de los montajes convertidos en exclusivas. Hasta el punto de que, cuando el director de Ok Diario ya llevaba meses paseándose por los platós de las grandes cadenas de televisión agitando incansablemente la portada del falso informe PISA, reconoció en persona –en conversación telefónica con Patricia López– que su «fuente» (es decir, el DAO Eugenio Pino) le había marcado exactamente la fecha de publicación de ese dosier fake, para hacerla coincidir con el momento en que podía ser más perjudicial para las perspectivas electorales de Podemos.

	La fecha elegida fue el 12 de enero de 2016, sólo 23 días después de que Podemos entrase en el Congreso con 69 escaños, y

	no fue casual, pues su difusión fue cuidadosamente orquestada por la misma fuente que filtró el también conocido como «informe fantasma». Las fechas de publicación de las informaciones contra Podemos, tal y como están reconociendo ya organizaciones judiciales e incluso otros partidos, coinciden con momentos claves de una obvia estrategia política: los resultados de las elecciones, los pactos, las reuniones para formar Gobierno.

	Según reconoció a Público el periodista Eduardo Inda, uno de los receptores de esta información, «yo los papeles estos [refiriéndose al informe] los tengo desde hace muchísimo tiempo y cuando digo muchísimo tiempo es muchísimo tiempo […] muchísimo antes de las elecciones, lo que pasa es que a mí mis fuentes me piden que “por favor no lo publiques” y, cuando me dicen “publícalo”, pues lo publico, nada más»[6].

	En cambio, su labor periodística dejó mucho que desear, puesto que ese célebre informe PISA carecía del logotipo del Cuerpo Nacional de Policía, de firma (ningún funcionario de la UDEF ni de ninguna otra unidad ratificaba su contenido con su número de placa o identidad, como es preceptivo), de sello oficial e incluso de fecha de elaboración[7]. Además, el número de referencia e no tenía nada que ver con el empleado habitualmente. Algo totalmente irregular en una UDEF que depende directamente de los órganos judiciales (juzgado o Fiscalía) para los que trabaja.

	De hecho, circularon dos versiones distintas, una de 35 páginas y otra de 39 páginas, que es la que obtuvo Público. En su mayoría, ambos textos se basaban en recortes de periódicos impresos y capturas de pantalla de las portadas de diarios como El Confidencial, pero también de Canal 33 o El País, entre otros, e incluso citaban un libro del empresario Enrique Riobóo, que fue quien planteó la primera denuncia infundada contra Podemos y Pablo Iglesias, que fue rechazada por la Justicia.

	El dosier incluía el capítulo «Entramado de financiación de Pablo Iglesias/Podemos», donde se acusaba al líder del partido morado y a su «núcleo duro» de haber creado una red clientelar con la televisión iraní, con Venezuela y con el productor Jaume Roures, «para el realce de su imagen personal y afianzamiento de su liderazgo tanto político como personal».

	Y la acusación más grave, totalmente infundada, aseguraba que «está acreditado que ha recibido en dinero efectivo y de forma directa en sus cuentas corrientes más de 300.000€ netos en menos de tres años, eso sin contar con las disposiciones que realiza de las más de 20 cuentas de Podemos en las que está autorizado en diferentes entidades bancarias españolas y el supuesto dinero en B que podría estar recibiendo según denuncia Enrique Riobóo[8] [dueño del Canal 33] en su libro y en algunos medios de comunicación».

	No obstante, ese dato clave y directamente enlazado a las cuentas bancarias de Podemos fue suprimido del informe que la Policía envió finalmente al Tribunal de Cuentas el 9 de febrero (con gran repercusión mediática) para salvar la cara de la UDEF en vista del escándalo por el carácter apócrifo e infundado de un presunto informe que durante meses monopolizó las informaciones sobre Podemos en todos los medios de comunicación del país. El Tribunal de Cuentas lo calificó de «irrelevante».

	El pseudosindicato Manos Limpias había interpuesto, el 27 de enero, una querella sobre la bade de ese informe PISA ante el Tribunal Supremo y otra en los juzgados madrileños, que también fueron rechazadas por la Justicia.

	Todo el dosier exhibía un tono extremadamente hostil contra Iglesias y Podemos, hasta el punto de sostener que Iglesias planeaba dar «un golpe de Estado encubierto financiado por los gobiernos de Irán y Venezuela».

	Dictamen judicial: un conjunto desordenado
de noticias sin valor

	Durante meses, Inda apareció una y otra vez en el gran debate semanal de La Sexta Noche agitando ese informe falso, pero fabricado por altos mandos policiales, como si fuera la prueba de cargo irrefutable de que Pablo Iglesias tenían que entrar en prisión y Podemos ser ilegalizado. Hasta que,

	en junio de 2016, el magistrado Alejandro Abascal, entonces juez de refuerzo en el Juzgado Central de Instrucción número 6, aseveró en un dictamen que la sucesión de hechos recogida en ese «supuesto informe policial» carecía «de toda virtualidad indiciaria como principio de prueba». Es más, concluía que el documento no tenía ningún valor y sentenciaba: «La denuncia es un conjunto desordenado de reproducciones de noticias publicadas en la prensa, en las que se atribuye a los denunciados y otras personas recibir cantidades de dinero de paraísos fiscales o países de riesgo a través de la empresa 360º Global Media, propiedad supuestamente de un ciudadano iraní.

	Aun así, los ataques contra el partido de izquierdas ya se habían sucedido durante casi medio año, con las elecciones de junio de 2016 en el horizonte, después de que ningún partido fuese capaz de formar Gobierno tras las celebradas en diciembre de 2015. Y esas arremetidas tampoco cesaron después, tras el archivo de las dos denuncias presentadas en la Audiencia Nacional y el Tribunal Supremo. Algunos partidos colaboraron en fomentar las sospechas de financiación irregular. De hecho, el PP creó en esta legislatura una comisión de investigación en el Senado donde llegó a asegurar que estaba «muy cerca» de poder afirmar que Podemos se financió ilegalmente con dinero de Venezuela e Irán. «Tenemos indicios más que racionales», dijeron los populares. De momento, en los tribunales no saben nada de esas sospechas[9].

	Inda manipula la noticia original del falso
pago en las Granadinas

	La campaña mediática de falsedades contra el partido morado, capitaneada por Inda, fue incesante: el 5 de abril, Ok Diario y El Confidencial publicaron un documento firmado por el exministro Rafael Isea que aseguraba que Venezuela pagó casi siete millones de euros a los líderes de Podemos, y el 6 de mayo Ok Diario publicó una nueva exclusiva contra Iglesias, asegurando que cobró de Venezuela a través un paraíso fiscal, las islas Granadinas.

	La fuente de esa nueva fake news era Carlos Alberto Arias, otro confidente venezolano que llevaba desde febrero suministrando datos y documentos contra Podemos, según aseguró después ante notario, y al que el secretario de Estado de Seguridad, Francisco Martínez, había concedido un permiso extraordinario de residencia sólo un mes antes. Por si eso fuera poco, Eduardo Inda hizo manipular durante la noche el texto original de su jefe de Investigación, Francisco Mercado, quien después le demandó porque se utilizó su firma para publicar graves calumnias que él jamás escribió[10].

	La información manipulada estaba titulada originalmente: «La policía investiga si Iglesias ingresó 272.000 dólares de Venezuela en un paraíso fiscal». El titular no convenció a Inda –llegó a decir después al periodista que era «una mariconada»–, por lo que hizo que fuera reemplazado por: «El Gobierno de Maduro pagó 272.000 dólares a Pablo Iglesias en el paraíso fiscal de Granadinas en 2014», dando por cierto algo de lo que su propio jefe de Investigación no estaba en absoluto seguro.

	Pero lo más grave fue que toda la exclusiva estaba fundamentada en una falsificación chapucera de una supuesta orden de pago de 272.325 dólares del Gobierno venezolano a «Pablo Iglesias Turrión» en la sucursal del EuroPacific Bank de San Vicente y las Granadinas. Tan mal falsificada estaba, que identificaba al ordenante como «Ministerio de Economía y Finanzas» de Venezuela, cuando su nombre en 2014 era Ministerio del Poder Popular para la Economía y Finanzas. Además, en el ejercicio 2014, ese ministerio hizo en total 7.150 órdenes de pago, pero la orden de pago falsa que publicó Eduardo Inda lleva el número 36.277[11].

	Igualmente, el EuroPacific Bank de San Vicente y las Granadinas certificó que jamás había tenido un cliente con el nombre de Pablo Iglesias Turrión, por lo que evidentemente nunca recibió transferencia ninguna para esa persona.

	Al final, una vez que quedó demostrado que eran falsificaciones los documentos que se aportaban en la información cuyo original (escrito por Mercado) manipuló, Inda se refugió en que habían sido proporcionados a Ok Diario por una «unidad de inteligencia» de la Policía. Es decir, la misma fuente de la que obtuvo el falso informe PISA: la brigada política dirigida por el DAO Eugenio Pino.

	Acorralado ante la Justicia, Inda recurre
al testimonio del DAO

	La existencia de esa conspiración de la cúpula de Interior, dirigida por el exministro Fernández Díaz para destruir a Podemos quedó además ratificada cuando Inda solicitó que testificase el propio Pino en su favor, en cuanto se vio acorralado ante la Justicia por su enésima falsificación periodística, la de las Granadinas. El ex-DAO admitió ser la fuente de la información publicada por Ok Diario, y eso permitió a la magistrada, Gladys López Manzanares, desestimar la demanda de Iglesias contra Inda por el «daño moral al prestigio personal, político y profesional» que le habían causado esas falsas exclusivas.

	Además, la jueza dictaminó que la pieza de información manipulada y basada en un documento falsificado era «veraz», acogiéndose a la jurisprudencia del Supremo de que la «veracidad no equivale a una exactitud total», sino que implica el deber del periodista de «contrastar» la noticia. Así que dio por bueno el contraste con Eugenio Pino, por su categoría de DAO, y acabó condenando a Iglesias a pagar las costas del procedimiento judicial. ¿Justicia?

	Viaje policial a Nueva York en busca
de testigos contra Podemos

	Tres años después de las revelaciones de Público sobre la falsedad del informe PISA y de las otras informaciones de Eduardo Inda contra Podemos, finalmente se confirmó que «Interior costeó con dinero público el viaje de la “policía patriótica” a EEUU para recabar datos contra Podemos»:

	El viaje a Nueva York en abril de 2016 del inspector jefe José Ángel Fuentes Gago –presunto integrante de la policía patriótica e imputado en el caso Villarejo– para recabar datos contra Podemos fue costeado con dinero público, según documentos oficiales aportados a la comisión de investigación del Congreso y a los que ha tenido acceso El País. Una grabación difundida este miércoles reveló que, en ese desplazamiento, el agente ofreció por «mandato» del entonces ministro Jorge Fernández Díaz (PP) protección a un exdirigente venezolano si facilitaba datos contra Iglesias. Fuentes fiscales aseguran que Interior buscó el aval de la Audiencia Nacional, pero se le negó.

	En el encuentro, celebrado el 12 de abril en el consulado de España en Nueva York, Gago ofrece al exministro chavista Rafael Isea –que se encontraba en Estados Unidos bajo protección de la DEA, la agencia norteamericana antidroga– una identidad nueva y protección en España tanto a él como a su familia, según la grabación difundida por los diarios digitales Moncloa.com y El Confidencial. «Yo he hablado con el ministro del Interior español [Jorge Fernández Díaz] y el ministro del Interior español habló con el presidente español [Mariano Rajoy]», aseguró. A cambio, el exdirigente chavista debía declarar sobre un supuesto pago de siete millones de euros a la Fundación Centro de Estudios Políticos y Sociales (CEPS), a la que habían pertenecido miembros de Podemos. Tras este encuentro con Fuentes Gago, Isea fue interrogado ese día en el consulado por dos agentes de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF) desplazados a la ciudad estadounidense.

	De hecho, el viaje de Fuentes Gago fue autorizado por la DAO y costeado con dinero público, según consta en la documentación emitida por Interior a la comisión del Congreso que investigó el supuesto uso partidista de la Policía[12].

	En realidad, el uso partidista de la Policía por parte del Ejecutivo del PP no es ya «supuesto», sino confirmado por el dictamen de la comisión de investigación del Congreso de los Diputados que acreditó que el Ministerio de Interior que dirigía Jorge Fernández Díaz empleó fondos y recursos públicos, así como funcionarios del Estado, para fabricar investigaciones fraudulentas contra sus adversarios políticos, entre los años 2012 y 2017. Seis partidos (Unidos Podemos, PSOE, ERC, PDeCAT, PNV y EH-Bildu) sumaron los 172 votos que aprobaron por mayoría absoluta ese veredicto de las Cortes Generales en septiembre de 2017, como consecuencia de las exclusivas de Público sobre las grabaciones secretas de Interior.[13]

	El dictamen se dividió en dos conclusiones. La primera, que la investigación sobre este uso antidemocrático de la Policía Nacional no iba dirigida a la institución, aunque dejaba claro quiénes eran los funcionarios que pudieron relacionarse directamente con esos montajes policiales, desde el exdirector general de la Policía, Ignacio Cosidó, hasta el exnúmero dos del cuerpo, el comisario Eugenio Pino, pasando por el comisario José Manuel Villarejo y el inspector jefe José Angel Fuentes Gago, entre otros.

	La segunda desgranó los casos prácticos en los que se había demostrado este uso de fondos públicos para crear o buscar información sobre rivales políticos «que luego se intentaba introducir en procedimientos judiciales» contra esos dirigentes, como el líder de Podemos, Pablo Iglesias, o Xavier Trías, exalcalde de Barcelona por CiU, según expuso el presidente de la comisión, Mikel Legarda (PNV). Esta brigada política, explicó, «se ha financiado con fondos públicos y un gran despliegue fuera del marco legal del Estado».

	Entre muchas otras cosas, la investigación parlamentaria demostró el modus operandi de las cloacas de Interior y su connivencia con el tertuliano Eduardo Inda, actuando contra Podemos y Pablo Iglesias con el falso informe PISA. También se demostró que «fabricaron pruebas falsas», como el ya mencionado extracto bancario falsificado del supuesto pago a Iglesias por parte de Venezuela en el EuroPacific Bank de San Vicente y las Granadinas, un abono que jamás se efectuó.

	A pesar de que se pudo probar que todo eso era falso y fabricado fraudulentamente, con premeditación y alevosía, por el propio Gobierno del PP, Rajoy siguió utilizando esas falsedades como si fueran ciertas en sus discursos públicos contra Podemos. E Inda continuó con su campaña, mientras las grandes cadenas mediáticas aupaban su panfleto Ok Diario a la categoría del periódico más representado en las tertulias y programas de debate de las televisiones españolas.

	Ferreras: «Inda, voy con ello, 
pero es demasiado burdo»

	Porque lo que nunca se investigó en serio fue el abuso alevoso y destructivo de la libertad de información por parte de los medios de comunicación dominantes, formando un auténtico oligopolio de manipulación periodística con el eslogan de «Más periodismo» que se arrogó Antonio García Ferreras para su programa Al Rojo Vivo, donde entregó a Inda el protagonismo absoluto de ese periodismo durante años de desinformación masiva.

	«Ferreras sobre la falsa cuenta de Iglesias: “Inda, voy con ello, pero es demasiado burdo”», tituló Crónica Libre la exclusiva que dinamitó el buque insignia de la cloaca mediática al demostrar que el director de La Sexta y el consejero de Atresmedia y presidente de La Razón, Mauricio Casals, difundieron en Antena 3 y en el canal del «Más periodismo» información de Eduardo Inda contra Podemos y Pablo Iglesias que sabían que era falsa[14]:

	En marzo 2017, cuando faltaban meses para que el comisario José Manuel Villarejo fuera detenido, todavía tenía a sus fieles intentando absorber las migajas de información que guardaba para que no fuera encontrada en un posible registro. Mientras, a través de sus amigos en los medios, seguían apretando a la Casa Real como fórmula de evadir un procedimiento penal.

	Eduardo Inda había difundido una grabación acerca de la relación entre el rey emérito, Juan Carlos de Borbón, y la isleña Marta Gayá. Una grabación que se remontaba a los noventa y que alguien había guardado con mucho cuidado. Esa mañana, además, Javier Ayuso desde la tertulia de Espejo Público desacreditó la publicación y señaló a una maniobra más del comisario Villarejo. Entonces, el director de La Sexta levantó el teléfono y fue directo a la fuente, como se puede escuchar y leer en exclusiva en Crónica Libre:

	Ferreras: ¿Cómo estás?

	Villarejo: Hombre, don Antonio. ¡Joder, qué alegría oírte, qué alegría!

	F.: Del huracán, como dice Inda, es la deidad cordobesa. Todo lo controla, de todo está detrás. De todo, de todas las situaciones.

	V.: Tiene cojones macho, qué puta manía tiene esta gente conmigo. Te lo juro, no me deja, no me deja en paz. Yo que estoy a mi rollo y a mis temas…

	F.: Síi... ahora resulta que tú controlas las grabaciones de hace 30 años.

	Pues, efectivamente, hace apenas unas semanas se procedió al desprecinto de las cintas que Villarejo guardaba de los años en los que el sistema era aún analógico. Los teras del digital que no pudo desencriptar ni el Centro Criptológico Nacional, dependiente del Centro Nacional de Inteligencia (CNI), están siendo filtrados por el entorno del comisario.

	Aunque a la «deidad cordobesa» Ferreras la había conocido un año antes, en 2016, en un restaurante de Madrid de los de puros y conspiración. A la mesa estaban sentados el consejero de Atresmedia y presidente de La Razón, Mauricio Casals, el empresario de la jet-set Adrián de la Joya, los comisarios José Luis Olivera Serrano y José Manuel Villarejo, junto al director de La Sexta […]. Comparten amigos en común, sobre todo uno, Eduardo Inda, a quien en esa comida de 2016 Villarejo y Ferreras confiesan querer como a un hermano:

	Ferreras: Tú ya sabes que a Eduardo [Inda] le quiero… le quiero un huevo, le quiero como a un hermano.

	Villarejo: Anda, ¿tendrás dudas de que yo no le quiero?

	F.: Y él a ti también, a ti también.

	V.: Además es un tío valiente, echao p’alante, un zumbao total... pero a mí me gusta.

	F.: A veces yo le digo: «Frío, frío… tienes que ser más frío».

	V.: No, él no puede evitarlo, es un vehemente.

	La comida sigue distendida entre tanto comensal interesante, que si Olivera y Ferreras se conocen de cuando este denunció como anónimo lo de las bolsas de basura, que si quieren curar el cáncer… Hasta que Mauricio Casals plantea el problema de que Podemos pueda llegar al Gobierno. Villarejo llega a señalar que si lo hace es por Ferreras y su Al rojo vivo: «Le ha puesto un set a Verstrynge en casa».

	Sin embargo, el hombre de la camisa negra les reconoce que dio voz a Eduardo Inda cuando publicó la falsa cuenta de Pablo Iglesias en la sucursal del EuroPacific Bank de San Vicente y las Granadinas, un paraíso fiscal donde habría cobrado cientos de miles de euros del Gobierno venezolano de Nicolás Maduro, como se puede leer y escuchar a continuación. La confesión comienza a raíz de las «batallitas» que Villarejo y Olivera le están contando sobre la detención de Roldán y cómo el espía Francisco Paesa engañó al Ministerio de Interior en el que Margarita Robles era secretaria de Estado de Interior, en 1995:

	Villarejo: ¿Sí, claro, por qué, por qué? ¿Por qué? Ella no podía explicar cómo coño había recibido un fax de Laos, ¿cómo que de Laos? Y, claro, manda, manda de París, el propio Paesa a mandar ese pero además con membretes antiguos del Ministerio, que ya no era. Lo mismo que le ha pasado a nuestro amigo Inda que los papeles...

	Ferreras: ¿Quién le ha metido la bacalada?

	V.: Le ha metido la bacalada la DAO, se la ha dado el Pino, Pino, se la ha metido Pino, que a su vez se lo han proporcionado los tíos de la... de la DEA, pero...

	F.: ¿Pero lo han hecho aposta o no?

	V.: Eh... Bueno, a él... uf, no sé, ¿sabes lo que pasa? Que a Eduardo yo le presenté en su día a Pino y a toda esta gente y tal, pero se lo he dicho muchas veces: «Eduardo, no te fíes de esta gente. Esta gente no, o sea, no son...».

	F.: Yo le dije: «Eduardo, esto es muy serio, yo voy con ello, pero esto es muy delicado y es demasiado burdo».

	V.: Claro...

	F.: Es demasiado burdo, es decir, porque yo no sé…

	V.: Ellos tienen un lenguaje.

	F.: Estos son bolivarianos, que total estos han estado allí. Claro que nunca se han ocultado. Ahora, yo no creo que Pablo Iglesias abra una cuenta en las Granadinas a su nombre, dos apellidos, para que Maduro, el día que se inscribe Podemos, le mande doscientos mil euros. Joder, son bastante más listos que todo eso.

	Villarejo: «Meterle una cuenta a Iglesias, 
te lo hacemos con el rabo»

	Aunque lo más revelador de esa sobremesa es que el propio Olivera confiesa que no le supone ninguna dificultad ni reparo fabricar una cuenta bancaria falsa con la que poner en aprietos a un líder político. Confesión extremadamente reveladora de quien había sido director de la UDEF, al frente de la persecución de los delitos económicos y fiscales, y que en ese momento dirigía el Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO). 

	Olivera: Que tampoco es muy costoso el meterle una cuenta a Pablo Iglesias de hace 5 años, ¿eh? Y luego que expliquen.

	Villarejo: Eso te lo hacemos con el rabo igualmente (risas).

	Ferreras: Hombre, eso muy legal no creo que sea… (risas).

	O.: Pero que lo has hecho (risas).

	F.: A la Cotino (risas).

	V.: Quiere decir que no es nada difícil, lo que pasa es que en la vida hay que tener sensibilidad de violinista, para a la hora de... pero haz las cosas serias, claro.

	Casals: Lo que te está diciendo es que si es necesario se hace con Cebrián. 

	F.: Ya sabes que en mi código si no se ha hecho, aunque sea mi enemigo, no quiero…

	V.: Que te está vacilando, que te está vacilando.

	F.: Bueno, Mauricioooo…

	Un año después de esta comida, Ferreras y Villarejo son casi igual de amigos que el comisario con Eduardo Inda o el propio Mauricio Casals. Así que el camisa negra vuelve a confesarse con el policía sobre las gestiones a su favor que ha hecho ante Pablo Iglesias.

	Ferreras: Te voy a contar una cosa. eh No sé si te la tendría que contar.

	Villarejo: Dímelo, dímelo, dímelo.

	F.: ¿Tú sabes lo que le dije un día a Pablo Iglesias, eh? Porque yo sé que los de Público están calentándoles con este asunto.

	V.: Sí, sí.

	F.: Eso te voy a decir una cosa, mi realidad. Tú, Pablo, estabas muy enfadado, muy enfadado con el papel que sacó Inda de Miami de los paraísos fiscales, de tal de los... Vale, te acuerdas, de qué publicó Eduardo, que había Miami, no sé qué, digo, mira, yo te voy a decir la verdad, mi experiencia. Ese comisario del que tú me hablas, ¿sabes lo que me dijo a mí? Que ese material no era bueno. Me lo dijiste tú.

	V.: Eh, te acuerdas... efectivamente, te lo dije yo.

	F.: Es más, digo, Pablo, yo sé de dónde, por dónde le llega el material a Eduardo, digo, evidentemente no te lo voy a contar, ni creo que ni Eduardo sabe que yo lo sé... lo que te digo es que ese comisario, el que tú me hablas, me dijo a mí: «Antonio, esa información no es buena, está contaminada».

	Con todas las dudas despejadas de que La Sexta y Antena 3 dieron una información falsa sobre Podemos simplemente por la amistad que une a Antonio García Ferreras con Eduardo Inda, comisario y opinador se despiden[15].

	«Somos una mafia, un clan», dicen Villarejo, 
Casals, Olivera y De la Joya

	Pese a la aparición de esta información inequívoca, con los audios de las voces de cada protagonista que la hacen incontestable, Ferreras siguió dirigiendo la tertulia política Al Rojo Vivo, dando clases de moralina desde su sillón y manteniendo el lema «Más periodismo». Aunque el escándalo en las redes sociales –porque ningún medio de comunicación osó reproducirlo y arriesgarse a la venganza del «Príncipe de las Tinieblas» Casals– fue monumental.

	Especialmente cuando Patricia López siguió publicando audios en los que Casals, Ferreras, Olivera y De la Joya departían con Villarejo sobre cuentas bancarias irreales de Pablo Iglesias, Juan Luis Cebrián, Xavier Trias o el empresario Javier Pérez Dolset, así como dosieres falsos sobre los Pujol o Podemos. Y un mes después publicó en Crónica Libre una grabación en la que todos ellos se definían como una auténtica mafia, por encima del bien y del mal[16]:

	[…] que se lo dijeran a Mauricio Casals, que se pasaba el día diciéndole a la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaria o al ministro del Interior Jorge Fernández Díaz lo que tenían que hacer. Así que elaborar un informe falso sobre Pablo Iglesias o meterle una cuenta ficticia de hace cinco años era algo que los comisarios Olivera y Villarejo «hacían con el rabo», que Eduardo Inda te lo publicaba sin rechistar y que Antonio García Ferreras te lo metía en horario de máxima audiencia sin hacer preguntas, aunque le pareciese raro. «Porque Eduardo es como un hermano» y «le quiero de corazón».

	Así que no es de extrañar que, si un ministro se las hacía pasar «canutas», Casals pidiera un informe sobre él y lo que hiciera falta. Y eso le ocurrió a José Manuel Soria, ministro de Industria con Mariano Rajoy, a quien, aunque el presidente le dio un voto de confianza, duró en el puesto lo que aguanta una embestida diaria de los telediarios de las 9, las 15 y las 21, con sus debates correspondientes, más los amigos tertulianos de la prensa. ¿El pecado? Inmiscuirse en la marcha económica del Grupo Planeta y Atresmedia con la idea de gravar con un impuesto la concesión de televisión y eliminar también las subvenciones que les habían sido concedidas con el anterior Gobierno del PSOE.

	Frente a este arrojo de Soria, que estaba en funciones hasta las elecciones de junio puesto que había dimitido en abril, la reacción de «la mafia», como lo define Casals, o «el clan», según matiza Villarejo, se pone en marcha. Eso sí, «con códigos», apuntilla Ferreras a su conciencia y a la grabadora del comisario… Un clan de protección para delinquir compuesto por los funcionarios, empresarios, políticos y medios de comunicación:

	Villarejo: Lo que necesite, tienes mi teléfono, yo tengo el tuyo cuando necesites... 

	Ferreras: Puedes llamarme también yo no soy como Federico [Jiménez Losantos]. 

	De la Joya: Antonio... 

	V.: Has visto qué tonto. 

	De la J.: ... Sabiendo perfectamente cómo te has portado con Mauricio, con el ataque de un tal Soria, ¿me entiendes? 

	F.: Mauricio... hombre, si atacan a Mauricio... 

	De la J.: Bueno, nosotros sabemos, eso, eh, Mauricio es... 

	F.: De todas formas esa semana fue muy dura. 

	De la J.: Mauricio es una persona, eh, oye totalmente excepcional. 

	Olivera: Que le soltamos algo a Soria, que a Soria lo quieres... 

	V.: Sí. 

	De la J.: Es como un hermano mío. 

	O.: Lo quiere mucho. 

	De la J.: Y para eso tú estás ya. 

	[...]

	Casals: Dicho de otra manera, Antonio, esto es una mafia... 

	V.: Je, je, je. 

	F.: Pero aquí hay códigos.

	De la J.: Bueno. 

	O.: Sí, sí, un clan. 

	C.: Por eso lo digo, es un clan. 

	O.: Un clan, es un clan. 

	F.: Yo creo en los códigos. 

	V.: Yo también. 

	O.: Esto es un clan. 

	V.: ¿Has visto el tonto del Federico?, ¡qué respuesta!...

	Fue una semana dura, según explica Ferreras, pero consiguieron proteger a Casals y que dimitiera el ministro Soria[17].

	Ferreras: «El papel de las Granadinas te lo meto
en máxima audiencia»

	Pero eso no es todo. El contenido de la grabación que hizo Villarejo de esa comida con Ferreras, Casals, Olivera y De la Joya desveló también la profunda falsedad del director de La Sexta, que confió a sus interlocutores que estaba haciendo un canal dirigido a la izquierda para tener mucha más fuerza a la hora de desacreditar a Podemos, aunque tuviera que emplear para ello noticias falsas.

	El 17 de mayo de 2016, cuando se produce la comida a cuyo audio ha tenido acceso Crónica Libre, García Ferreras desvela cuáles son los índices de audiencia de su programa a Villarejo, Olivera y De la Joya. El motivo son las quejas expuestas por parte de los directivos del Grupo Atresmedia y de las que Casals le está informando durante la comida:

	Ferreras: Mauricio lo sabe. Yo quiero que La Sexta sea medio de referencia. Como me dice Mauricio, temas delicados: terrorismo, yihadismo... ahí vamos...

	Mauricio: Una televisión de Estado. 

	F.: Ahí como un solo hombre, ningún problema. Podemos tener una discrepancia si un día un policía, en una manifestación, un policía le quita la cámara... pero terrorismo, yihadismo, crimen organizado... ¡Vamos, hasta Paco [Marhuenda] lo sabe! 

	M.: Pero vuelve a afectarnos profesionalmente. Ya te dijo que hoy [José] Crehueras [presidente del Grupo Planeta y de la corporación Atresmedia] acojonado perdido, además ya sabes que no tiene ni media hostia, que los italianos con [Mauricio] Carlotti [entonces, vicepresidente de Atresmedia] al frente... 

	F.: A los italianos les da igual lo que pasa aquí. Mientras haya pasta y audiencia... 

	M.: Tenemos que ver un poco cómo lo montamos... O sea, justo cuando tendrían que estar más contentos de una televisión del 8%... 

	F.: Somos una tele, la más barata de todas las privadas, que la media como dice Mauricio es un 8, pero cuando hacemos por la noche política nos ponemos en un 15 o en un 16. 

	Olivera: ¿La Sexta Noche cuánto tiene? 

	M.: 13, 14... 

	F.: El otro día con Eurovisión, que sabéis que es el acontecimiento televisivo, hizo un 10 cuando lo lógico es que se haga un 5. Sobre todo es que somos una tele que se ha convertido en una referencia política. 

	Villarejo: ¿Pero tú por la mañana sacas más? 

	M.: Sí, 14 y 15. 

	O.: Pero por la mañana, la gente... 

	V.: No, la gente al mediodía ya ve mucho. 

	M.: Un millón, un millón. 

	F.: Nosotros acabamos el programa a las dos y cuarto, que es cuando yo despido, y millón y medio de personas. 

	M.: De promedio millón, ¡eh! 

	F.: Encima nosotros tenemos una ventaja. Nuestra audiencia cualitativamente es lo que se llama clase media-alta, no es una cuestión económica, es una cuestión de formación y estudios. 

	V.: Con inquietudes, implicada. 

	F.: De mucha calidad para publicidad, para... 

	M.: Como dirías tú, Pepe, Podemos.

	V.: Podemos.

	F.: Podemos y el PSOE[18].

	No cabe duda de que Ferreras era muy consciente de a qué audiencia electoral iban dirigidas las informaciones de Inda contra Pablo Iglesias, pero en el caso de la falsa carta de pago en las Granadinas también era consciente de que esa exclusiva era «chunga», como reconoció ante sus poderosos interlocutores:

	Ferreras: El día de Eduardo Inda, el otro día, el de la factura, yo llamo a Eduardo y le digo «el documento este del Gobierno venezolano, el papel del ministerio de las islas Granadinas, Eduardo, yo te meto en directo». Perfecto. «Quiero el informativo contigo, dos de la tarde, máxima audiencia». Eduardo es como mi hermano, aunque discrepamos mucho, nos queremos mucho... 

	Villarejo: El papel es chungo. 

	F.: Chungo. Yo se lo dije. Digo a mí me resulta muy raro... 

	V.: El papel es chungo, pero... 

	F.: Me resulta muy raro, muy raro, muy raro... 

	V.: Pero es el único tío con cojones para darlo. Pero a él le han guindao.

	F.: Bueno, pero cuál es mi problema, cuál es mi historia. Mi problema es que ahí hay un tío que está aportando un documento que es la polla si es verdad. Y yo siempre digo lo mismo, si la sacan del PSOE yo lo saco, si lo sacan de Pablo Iglesias, oye, en directo, y llamo a Podemos. Digo «señores, yo voy a dar esta noticia, ustedes sabrán si quieren salir o no». Y la respuesta es «sí, salimos y damos la cara», para decir que es mentira o lo que sea[19].

	Ferreras: «¿Tú sabes dónde matamos nosotros
a Monedero?»

	Es decir, el director de información de La Sexta considera que es suficiente con dar al político perjudicado la oportunidad de negar la bomba informativa, para poder emitirla a todo trapo aun a sabiendas de que es «chunga». Y lo hace, qué duda cabe, con la intención de convertir su programa Al Rojo Vivo en un ariete que derribe a dirigentes y partidos, aunque tenga que airear exclusivas fake en horario de máxima audiencia. Especialmente, contra Podemos. 

	No ha sido solamente el exvicepresidente del Gobierno Pablo Iglesias quien ha tenido que enfrentarse a estas tácticas periodísticas. Su profesor de Ciencias Políticas, Juan Carlos Monedero, parece ser otra de las víctimas del director de La Sexta, como explica a los comensales:

	Ferreras: Monedero a nosotros nos odia, porque nosotros fuimos los que matamos a Monedero con aquello, con la pasta. Porque, además, cuando nosotros le damos una hostia a ellos, ellos sufren de cojones... 

	Olivera: De cojones, claro, porque no se la ha dado La Razón. 

	F.: Pero La Razón, oye, ¿puedo decir algo? La Razón, y te lo dije hace como dos meses, empieza a ser periódico, Mauricio. Periódico oficial no es sólo... además es verdad que en el origen y además tiene todo el derecho, es el editor, «mira, yo quiero hacer una cosa que sea muy del PP». Pero ahora... y la entrevista del otro día no estaba mal, de Pablo. E informaciones que habéis sacado... 

	Casals: Pues estamos teniendo unos problemas, por ejemplo Ussía hoy esta mañana con Ussía... 

	F.: Pero eso os hace tener mayor credibilidad y, cuando llega el combate importante, tú tienes más fuerza. Yo un día que pillen a los de Podemos, el que nosotros demos la noticia es demoledor. ¿Tú sabes dónde matamos nosotros a Monedero?

	Con ese ímpetu que Ferreras le pone a su manera de hacer «Más periodismo», como si se tratara de un campo de batalla en el que aniquilar al enemigo, explica cómo mató a Juan Carlos Monedero.

	Ferreras: Monedero a mí me odia. Conmigo no se pone, no se pone. Es decir, os acordáis de unas declaraciones que hizo, yo creo que las sacó El Mundo, diciendo que la Guardia Civil metía droga en Euskadi, no sé qué no sé cuántos. Y yo cogí y dije abrimos con esto, metemos las grabaciones y le pedimos a él, porque las grabaciones son de... 

	Villarejo: De un loco, de un pirado... 

	F.: De un pirado, porque es la vieja teoría, eso ya lo escuchamos nosotros hace muchos años: que si Galindo metía, que si... Oye, tío, no puedes decir esto. No es serio. «Para acabar con la juventud vasca». Se lo sacamos, le invitamos a estar y dice que no. Y se va a la Cuatro a decir que La Sexta lo está dando pero que nunca le han llamado para pedir su versión. Entonces yo voy a matarle. Y el día que El Plural saca, creo que fue el primero, lo de la pasta que gana por ese informe de coña. Desde ese día, conmigo no se pone.

	Patricia López publicó muchísimas más exclusivas y audios que confirmaban fuera de toda duda las categorías de «mafia» y de «clan» que esta otra camarilla de las cloacas se atribuyó a sí misma en esa charla, y desveló la identidad de otro de los puntales que utilizaban dentro de la Fiscalía Anticorrupción: el fiscal Carlos Yáñez, quien elaboró varios borradores de la querella del Grupo Planeta contra el empresario Pérez Dolset. Una operación que al final provocó la imputación del holding (editor de Antena 3, La Sexta y La Razón), de su presidente, José Creuheras, y del secretario del consejo de administración, Luis Elías, por los presuntos delitos de falsificación de documento privado, denuncia falsa, revelación de secretos y estafa procesal[20]. 

	Pero, una vez más, no pasó nada en el panorama mediático español, salvo el enorme interés de todos los grandes medios por silenciar esa realidad, incluso ocultando, ya en la primavera de 2023, la imputación judicial de Crehueras.

	Chantaje a la Casa Real para impedir
el curso de la Justicia

	Algo parecido ocurrió al principio con el gran chantaje final que puso en marcha Villarejo para tratar de salvar su imperio de las llamas del escándalo. Aunque en este caso el incendio se extendió imparable hasta que provocó la abdicación del propio jefe del Estado, Juan Carlos I.

	El comisario ya iba calentando su gran baza en la manga cuando le conocí, en otoño de 2016, y en las dos largas comidas que mantuvimos insistió una y otra vez en contarme el viaje a Londres del director del CNI, general Sanz Roldán (al que odiaba profundamente porque nunca se dejó cautivar por los alardes del gran conseguidor de las cloacas), para visitar a Corinna y presuntamente amenazarla de muerte, a ella y a su hijo, si contaba algo comprometido sobre sus relaciones con el monarca español:

	Villarejo: Ella [refiriéndose a Corinna] contacta conmigo porque alguien le dice que «hay un abogado que no se asusta». Porque, claro, ella viene y quiere presentar una denuncia en la Corte Penal Internacional porque, dice: «El presidente del Gobierno me ha amenazado de muerte»… Y, claro, hay un espabilado que dice: «Hay un zumbado por ahí». Ella no tenía ni puta idea de que yo era madero. Mi estatus de madero es solamente para que los informes tuvieran validez, no es por otra cosa, y no he ejercido hasta que volví en el año 92, 93... y ya hablaremos de la zumbada esa que dice que la he pinchado [refiriéndose a la doctora Pinto].

	También alardeó de que él poseía el material que demostraba los pagos de fondos reservados a Corinna para comprar su silencio (aunque lo que de verdad tenía era una grabación en la que la examante acusaba al rey de cobrar comisiones millonarias) y los negocios que mantenía con Juan Carlos I:

	Villarejo: Lo tengo porque Corinna me lo entregó, porque la iban a haber matado, porque el muy tonto la amenaza de muerte a la Corinna... ¡Él! Si quieres amenazar a alguien de muerte, coges a un tío como yo, que no se conoce la cara. Bueno, ahora sí, el nombre, la cara me he preocupado de que no… La amenaza de muerte… Dice ella, «¿después de todo lo que me he comido me van a amenazar de muerte? Una polla. Pues le dices que me coma el coño». Y tiene la grabación y, claro, a los dos minutos de eso le ha llegado al otro tonto... Todo ese chocho... pues a Villarejo, que le suda la polla. Yo, cuando volví hace veintitantos años, volví con una condición. Yo me había ido de la poli, me he arruinado dos veces pero he ganado pasta, yo no sé lo que es una comisaría ni un coche oficial...

	Ningún medio de comunicación importante había aún aireado las tormentosas relaciones de negocios inconfesables del rey Juan Carlos con su socia y amante Corinna Larsen –ni yo había todavía publicado el contenido de esa conversación con el comisario– cuando revelamos en Público que la camarilla de Villarejo estaba intentando chantajear a la Casa Real con la amenaza de destapar ese escándalo si continuaban las investigaciones judiciales sobre operaciones ilegales del círculo policial del DAO Eugenio Pino: «El recién jubilado Director Adjunto Operativo del exministro de Interior Fernández Díaz ha amenazado a los servicios secretos españoles con revelar todos los detalles de la relación sentimental del rey emérito Juan Carlos con la aristócrata alemana Sayn-Wittgenstein si es investigado en alguna de las causas judiciales abiertas sobre la mafia policial que dirigió»[21].

	Son finales de enero de 2017 y, «pasado ya el primer aviso que está aireando un medio digital[22], la extorsión a las más altas instituciones del Estado ha tomado forma: o se detienen las investigaciones judiciales sobre la brigada política montada en la anterior cúpula del Ministerio del Interior, o estallará un escándalo mediático sin precedentes que socavará a la mismísima Casa Real. Avisado está el propio Centro Nacional de Inteligencia (CNI), según ha podido confirmar Público en exclusiva de fuentes muy cercanas a esa trama de extorsión, cuyas voces se escuchan en los audios que hoy revelamos».

	Todo lo que apuntamos en aquella exclusiva se iría confirmando, punto por punto, a lo largo del año y medio siguiente. Este es el texto que publicamos, redactado por mí con la información obtenida por Patricia López (con las transcripciones de los audios difundidos con el artículo) [23]:

	En realidad, la operación ya ha comenzado a través de las primeras filtraciones escandalosas sobre las supuestas relaciones sexuales del rey Juan Carlos con Bárbara Rey, un antiguo affaire que se conoce desde hace veinte años y que se ha resucitado inopinadamente. Pero la verdadera bomba de relojería se llama Corinna zu Sayn-Wittgenstein [Larsen de soltera], aristócrata alemana de origen danés que mantuvo muchos años de intimidad con el monarca emérito.

	El caso lo instruye el Juzgado Número 2 de Madrid que dirige el juez Zamarriego, y en él se investiga una grabación ilegal de una reunión de agentes del CNI con el entonces jefe de Asuntos Internos, Martín-Blas, y el inspector Rubén López, realizada en dependencias policiales, presuntamente, por esta cúpula de Interior que estaba a las órdenes del exministro Fernández Díaz. Los espías y jefes policiales trataban en ese encuentro sobre el sospechoso caso de Francisco Nicolás Gómez Iglesias, famoso como «el Pequeño Nicolás».

	La extorsión que se está llevando ahora a cabo sería un salto en esta campaña de desprestigio que se ha desarrollado desde 2013, cuando algunos funcionarios policiales fueron procesados por colaborar con la trama de la mafia china de Gao Ping. El cénit de esa larga operación fue la citada grabación ilegal, que ponía en jaque a dos de los cuerpos de investigación más infranqueables y que fue entregada al Pequeño Nicolás por el tertuliano Eduardo Inda, quien está siendo el altavoz de este nuevo chantaje a las más altas instituciones del Estado.

	«La información la tiene Cerdán, 
que es muy tronco de Villarejo»

	Que el siguiente capítulo de este chantaje a la Casa Real y al CNI consistiría –si no se cedía a la extorsión– en airear los pagos de fondos reservados que supuestamente recibió Corinna, lo reconoce el comisario García Castaño:

	García Castaño: Entonces, siguiente paso, todo esto de las cuentas de Corinna; una cuenta que hay en Turquía, una cuenta que hay en Suiza, las comisiones, los pagos, los billetes, los cuadros, el no sé qué... no sé cuántos. [Villarejo] Se lo ha dado todo a Cerdán. Todo lo tiene Cerdán. Y en el momento en que a Villarejo se le cruce la locura o vea que le entra la paranoia de «van a por mí», ¡pum!

	García Castaño está hablando del material que Villarejo ha proporcionado a Cerdán, recién fichado por Inda para el digital que dirige, con el objetivo de que lo difunda en el caso de que el CNI no presione al juez para que dé carpetazo a la pieza sobre la grabación ilegal a los agentes que investigaban el caso Nicolás.

	El comisario incluso especifica cómo ha logrado Villarejo enterarse de los secretos de Corinna:

	G.C.: Porque este está obsesionado por el tema de Gao Ping. Siguiente paso, Corinna. Corinna se ve con Villarejo en Londres y una de las veces le relata que ha estado Félix Sanz a verla y que Félix Sanz la ha medio amenazado.

	Periodista[24]: Va a verla a través de su amigo Villalonga o César Alierta que es el que...

	G.C.: No, no, Félix Sanz Roldán va a verla...

	P.: No, a Villarejo, se lo dice su amigo Villalonga [expresidente de Telefónica], que es amigo de Corinna.

	En la conversación queda bien claro que el comisario está al corriente de la estrategia diseñada por Villarejo para que sus periodistas infiltrados difundan informaciones comprometedoras sobre el rey emérito si el CNI no se pliega a su «chantaje», tal como él mismo lo define:

	G.C.: Y esa es la jugada, que tú no me haces caso.

	P.: Pregúntale [refiriéndose al exDAO Pino]: ¿Has comido con alguien la semana pasada, así, del otro lado [en referencia al CNI]?

	G.C.: Cállate. Te estoy contando todo cronológicamente lo que hay y quién tiene esa información. Ahora mismo la información la tiene Mauricio Casals, pero Mauricio Casals ya se ha quitado de en medio, ya también se junta poco con Villarejo... La información la tiene Cerdán.

	P.: Y Cerdán es otro de los sobaos de Villarejo.

	G.C.: Cerdán es tronco de Villarejo, es muy tronco, y Cerdán me imagino que...

	P.: Llámale [a Pino].

	G.C.: Ahora, me imagino que según vaya la situación sacarán o no sacarán; porque, claro, sacarán o no sacarán cuando el otro le diga: «Tira p’alante». Si el otro considera que no se meten con él o considera que le dejan tranquilo, pues me imagino que parará. Ese es el chantaje... Espérate, que voy a llamar a Pino.

	Año y medio después, Cerdán cumple 
el chantaje de Villarejo

	En ese momento, Público ya tenía conocimiento, por fuentes cercanas al exnúmero dos de la Policía, de que Pino se había reunido el viernes anterior (tres días antes de que Cerdán empezase a publicar sobre Bárbara Rey) con un alto mando del CNI para que trasladase a sus superiores esa amenaza. Cita que el comisario desconocía, como muestra esta conversación que mantuvieron, con el móvil de García Castaño en modo manos libres, sin saber que la periodista estaba grabándolo todo con el suyo, colocado al lado en la mesita del bar:

	García Castaño: ¿Comemos la semana que viene?

	Pino: Sí, vale, cuando quieras.

	G.C.: Qué te iba a decir... ¿tú el viernes comiste con alguien del CNI?

	P.: ¿Si comí yo con alguien del CNI...?

	G.C.: El viernes, que si comiste...

	P.: Ah, sí, sí, sí, sí, sí, sí.

	G.C.: Ah, vale, vale, vale...

	P.: Sí, sí. He comido en Alcalá de Henares con un coronel, sí.

	G.C.: Ah, es que me lo dijeron, y yo quería saber si era verdad o mentira.

	P.: No, he comido con uno... es que... te lo cuento. Le dije: «Oye, si me llaman a declarar en el asunto del Pequeño Nicolás, que sepas que yo sé que tenéis el teléfono intervenido y que lo voy a decir, o sea, que no me llamen a declarar». Yo creo que es un [ininteligible]. ¿No?

	G.C.: Vale, vale, no hagas ni puto caso de eso. No hagas ni puto caso.

	P.: Pues sí, estuve comiendo porque él es amigo mío. Este es el que me dijo que me iba poniendo a caer de un burro el jefe [por Félix Sanz Roldán].

	G.C.: Ah, ya sé quién es.

	P.: Sí. Luego también me contó cosas ahí de Cara Huevo [el comisario general de Información, Enrique Barón] y, bueno, no te puedes imaginar...

	G.C.: Cara Huevo es un hijo puta. Bueno, pues el domingo te llamo y preparamos la comida.

	P.: De acuerdo, muy bien.

	G.C.: Venga, tronco, hasta luego.

	Más claro no podía quedar lo que ocurriría un año y medio después: el 11 de julio de 2018, Manuel Cerdán publicó en Ok Diario el primero de los temas sobre «Las confidencias de la ex del rey Corinna a Villarejo y Villalonga», que tituló «La grabación a Corinna: “Juan Carlos tiene cuentas en Suiza a nombre de su primo y de su abogado Canonica”»[25], con el epígrafe: «Investigación». Era más que evidente que así cumplía el chantaje que habíamos revelado con muchísima antelación en Público, puesto que Villarejo llevaba ocho meses en prisión y ya había agotado todos los otros cartuchos de su ingente archivo de kompromat[26].

	Era obvio que García Castaño había dicho la verdad y que el plan final del fontanero de las cloacas se había cumplido a rajatabla, pero el juez Diego García Egea dijo no ver conexión ninguna de Villarejo con la publicación del audio de Corinna, argumentando que llevaba ocho meses en prisión y no podía haberlo filtrado desde la cárcel. Es muy difícil creer que el magistrado ignoraba por completo lo que Público había sacado a la luz año y medio antes, puesto que lo volvimos a publicar reiteradamente tras la exclusiva de Cerdán.

	Además, fueron precisamente Cerdán y su ahijado Daniel Montero –ya en El Español, pero quien antes había sido empleado de Villarejo en el medio Información Sensible– los que comenzaron a difundir las grabaciones de Corinna justo cuando quedó claro que el juez no pensaba dejar en libertad al excomisario que dirigió durante años las cloacas de Interior.

	Dos jueces empecinados en diluir los cargos
contra la mafia de Interior

	Todo hay que decirlo, el juez García Egea ya puso en libertad, pese al criterio en contra del ministerio fiscal, al comisario Carlos Salamanca, que fue detenido junto a Villarejo. Además, sobreseyó el caso sin que la defensa del propio acusado lo pidiera y sin consultar al resto de las partes.

	El policía figuraba como investigado junto a sus familiares por organización criminal, cohecho, blanqueo y delito contra ciudadanos extranjeros. Y el juez tenía en sus manos el testimonio de un empresario, amigo íntimo de este policía, quien dijo haber hecho numerosos regalos a la familia del agente a cambio de que este permitiera el acceso de personas de origen ecuatoguineano sin visados ni controles en el aeropuerto de Barajas.

	Entre los presentes figuraban 25.000 euros para la boda de su hijo, viajes de lujo y coches de alta gama. «La decisión del juez es extemporánea. La instrucción de la pieza no está terminada», se sorprendieron desde la Fiscalía[27].

	«Los fiscales del caso también quedaron atónitos cuando De Egea decidió, tras estallar la noticia de que el marido de Ana Rosa Quintana, Juan Muñoz, había contratado al comisario Villarejo para extorsionar al exjuez Urquía, dejarlo en libertad sin medidas. Muñoz y su hermano habrían contratado al expolicía para conseguir un vídeo en el que se veía al juez consumiendo drogas en compañía de prostitutas. Los fiscales recurrieron la decisión y en su recurso explicaban que Muñoz era la persona que se había ocupado de organizar las citas con Villarejo, quien había asistido a todas las reuniones con él, quien había cogido el vídeo incriminatorio para entregárselo a su hermano –que era quien tenía el problema con Urquía– y quien lo pagó. Pese a ello, De Egea decidió mantener su decisión»[28].

	De Egea también decidió dejar en libertad a García Castaño justo dos días después de que Cerdán difundiese los audios de Corinna sobre las cuentas en Suiza y los negocios ocultos del rey Juan Carlos, como él mismo había predicho.

	Aunque su sucesor, Manuel García-Castellón, superaría ampliamente ese comportamiento tolerante con las tramas y los cómplices o clientes de las cloacas de Interior, especialmente las relativas a corruptelas del PP. Por algo lo quería de regreso en su puesto, como titular del Central 6 de la Audiencia Nacional, el expresidente de Madrid Ignacio González cuando se sabía investigado por el caso Lezo, en el otoño de 2016: 

	Las tramas corruptas del PP Púnica y Lezo estaban siendo investigadas por el Central 6 de la Audiencia Nacional, que en ese momento ocupaba el juez Eloy Velasco, aunque la plaza era propiedad de García-Castellón, quien había sido enviado por Aznar como juez de enlace (un cargo en el que se cobra muchísimo y se trabaja muy poco) a París, primero, y después, por Rajoy a Roma. En ambos casos, este magistrado ultraconservador recibió esos codiciados destinos –sin que ni siquiera hablase el idioma del país correspondiente– como recompensa por su fidelidad al PP, y pasaba gran parte de su tiempo en Madrid.

	El 22 de noviembre de 2016, la Guardia Civil, a instancias del juez Velasco y de Anticorrupción, intervino la llamada de González (procesado por el saqueo del Canal Isabel II y las comisiones del tren a Navalcarnero) con el exministro Eduardo Zaplana (imputado por blanqueo de capitales, cohecho, prevaricación, malversación de fondos públicos, tráfico de influencias, fraude en la contratación, delito fiscal, falsedad documental, asociación ilícita para delinquir y organización criminal), que mostró los usos del PP en materia judicial[29].

	Ignacio González: «Que venga el titular
que ya me apañaré con él»

	Tras explicar Zaplana que había una «jugada» planeada para apartar a Velasco del Central 6, Ignacio González puso las cartas sobre la mesa:

	González: Un poli me ha dicho que a Velasco le van a mandar al Supremo, pero yo creo que no. Vamos a ver, tenemos el Gobierno, el Ministerio de Justicia, y tenemos a un juez que está provisional. Yo le digo, a ver, venga usted pa’ acá, ¿cuál es la plaza que le toca? Onteniente, a tomar por culo a Onteniente, y aquí que venga el titular. Que ya me las apañaré con el titular, coño. Que al titular lo quitaron porque era uno que era aparentemente rogelio [por rojeras] y le dan de magistrado de enlace en Roma, y gana una pasta, vive como dios y el tío no quiere saber nada, claro. Yo le llamo a este y le digo, oye, ven aquí, el titular aquí y a este a tomar por culo. Pero ¿qué te cuesta eso? Y a este tío le pones a escardar cebollinos, joder, y ya está. ¡Pero qué cojones de chantaje! Pero como tó el mundo ve que esto funciona, pues ancha es Castilla.

	En lo único que se equivocaba Ignacio González era en que García-Castellón no era en absoluto rogelio, pero acertó en que a Velasco no lo ascendieron al Supremo, sino que le dieron un puesto en la Sala de Apelaciones de la Audiencia Nacional. Por su parte, a García-Castellón de pronto le entraron unas ganas enormes de volver a su mal pagada plaza de titular en el Central 6, para verse sobrecargado de casos complejísimos, y pidió el regreso.

	Desde entonces (junio de 2017), García-Castellón se hizo cargo de la instrucción de los casos Lezo y Púnica, y sobre todo se ocupó de poner un orden muy determinado en la macrocausa Tándem del caso Villarejo y de perseguir a Podemos por tierra, mar y aire.

	En septiembre de 2022 rechazó imputar a Cospedal en el caso Kitchen, contradiciendo el criterio de la Fiscalía Anticorrupción, a pesar de que se habían filtrado los audios del comisario de las cloacas en los que la secretaria general del PP le pedía claramente a Villarejo que hiciera todo lo posible para que los papeles de Bárcenas sobre la caja B del PP no vieran la luz. Once días después de aquella conversación grabada por el comisario, los publicaba El País y estallaba el mayor escándalo de corrupción de la democracia.

	La grabación filtrada demostraba, además, que Cospedal mintió cuando declaró como imputada en junio de 2021 y aseguró que nunca había hecho ningún encargo a Villarejo. Además, ese no es el único audio del comisario que compromete a la exministra de Defensa (con control sobre el CNI), puesto que en uno de ellos Villarejo contó lo que decía la secretaria general del PP cuando entraba en cólera y cuesta creer que el juez decidiera exonerarla por completo.

	Cospedal a Villarejo: «A este hijo de puta [Bárcenas] hay que matarlo»

	«María Dolores de Cospedal fue quien contrató a Villarejo en su despacho de secretaria general del PP para espiar a sus compañeros de partido. Como Javier Arenas, al que le tenía una ojeriza “apasionada y especial”, y al que los Bárcenas llaman “el Bocanegra” porque les ha traicionado, según el chófer familiar»[30].

	El contrato fue «baratito», explica en un audio el comisario. Es más, 

	Villarejo: Cospedal todavía me debe 100.000 pavos, más los intereses y más su puta madre.

	«María Dolores ya no quiere verme porque las últimas veces le dije, dame mi pasta, y le creó una situación, y le dije, tía, 100.000 pavos más los gastos que he tenido más tal, no que tal, no te preocupes que ya... pero, claro, ya la última vez le dije, me voy a cagar en la madre, un poquito de cabreo y ya no quiere verme», explicó en una conversación grabada a su colega el comisario Olivera, así como a [el abogado Javier] Iglesias y De la Joya.

	Cospedal le deriva a su marido, Ignacio López del Hierro, quien marcaba y hacía una serie de cosas cuando se encontraba «para que no le chicharree» [que no le grabe].

	Villarejo: Como si sirviera para algo... La tengo diciendo que hay que montar a la hermana!! Un día que estaba más cabreada que la hostia y dice «he tenido que matarlos... a este hijo de puta hay que matarlo» y yo le decía «pero, María Dolores, no me jodas, que estás de broma y tal...» «No, es que hay que matarlo, este hijo puta nos ha robado, ¡espérate!... ¿Qué te parece? Primero lo de Rato, luego lo de esto...

	García-Castellón ya había archivado anteriormente la causa contra Cospedal y su marido, Ignacio López del Hierro, pese a los audios de este último con Villarejo que demostraban su participación activa en la trama Kitchen.

	El magistrado, de vuelta en su plaza de la Audiencia, también excarceló al expresidente de la Comunidad de Madrid, Ignacio González (¡cuánta razón tenía!), y a su hermano, imputados en Lezo, y en 2019 archivó la causa contra el presidente de la Región de Murcia, el derechista Pedro Antonio Sánchez, acusado de fraude, cohecho y revelación de información reservada en la trama Púnica. 

	En cambio, esa manga ancha del juez con los dirigentes del PP imputados se transformaba en una dureza extrema contra los miembros de Podemos, a partir de la más mínima sospecha y al son de las falsas exclusivas de la cloaca mediática. 

	El juez convierte a la víctima del caso DINA en imputado (Iglesias)

	Quizá lo más llamativo fue que García-Castellón intentase convertir el robo (cometido el 1 de noviembre de 2015) del móvil de Dina Bousselham, la asistente que el líder de Podemos tenía cuando era eurodiputado en Bruselas, en un caso contra Pablo Iglesias, retirándole la condición de víctima a pesar de que el contenido de ese teléfono fue empleado por Eduardo Inda para desprestigiarlo. Además, el juez rechazó investigar –en esa pieza 10 de la causa Tándem, denominada DINA– los vínculos entre Inda y Villarejo, pese a que los contenidos del móvil de Bousselham acabaron en Ok Diario y que en las agendas del comisario figuraban varias reuniones entre ambos.

	Y todo ello a pesar de que en el móvil sustraído había datos confidenciales, como la cuenta bancaria del europarlamentario, que aparecieron en la primera versión del falso informe PISA, justo el que la Policía entregó a Inda el mismo mes de noviembre del robo del teléfono. Posteriormente, la UDEF eliminó la cuenta bancaria en la nueva versión del falso informe enviada al Tribunal de Cuentas y filtrada a la Cadena SER.

	Tanto Iglesias como Bousselham solicitaron al juez de Tándem una serie de pesquisas –como el posicionamiento del móvil robado, que fue hallado en casa de Villarejo– que García-Castellón denegó pese a que un escrito de la Policía le había informado de que en los registros efectuados tras la detención del comisario también se halló el informe PISA y documentación relacionada[31].

	El juez se escudó en que, supuestamente, el informe PISA y la financiación de Podemos no eran objeto de investigación en la pieza 10 de Tándem, donde ellos estaban personados. Pero en el DVD de la Policía sobre las indagaciones relacionadas con el informe PISA los investigadores subrayaban todo lo contrario: que la documentación incautada en casa de Villarejo «tiene relación con la supuesta financiación irregular del partido político Podemos cuya investigación se está llevando a cabo en la pieza numero 10 dimanante de las presentes actuaciones».

	La cerrazón de los jueces concernidos en negarse a investigar la cloaca mediática cómplice de la brigada política de Interior quedó de manifiesto también tras descubrirse que sólo cuatro días después de la segunda reunión entre el ministro del Interior y el jefe de la Oficina Antifraude comenzó un chorro de más de 200 llamadas telefónicas entre la cúpula policial y los periodistas que publicaron los dosieres falsos contra políticos catalanes mencionados por Fernández Díaz y De Alfonso. Y de esos contactos también salió el montaje del informe PISA fabricado para desacreditar a Pablo Iglesias[32].

	Como le dijo De Alfonso al ministro del Interior: «Te estoy dando una cobertura legal, jurídica, que te evita que a ti te puedan imputar que estás torpedeando los sistemas bancarios para conseguir eso», a la hora de rastrear supuestas cuentas en Suiza del alcalde de Barcelona, Xavier Trias, de las que nunca hubo más que rumores. Pero esa «cobertura» les falló luego cuando hicieron lo mismo para fabricar el falso informe PISA.

	La Policía utiliza al Sepblac contra Iglesias
sin una orden judicial

	El jefe de la Oficina Antifraude de Cataluña le dio a Fernández Díaz, en su despacho oficial, un documento que justificaba el rastreo de las cuentas de Trias en otros países por parte del Sepblac (Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias). Sin embargo, al elaborar el dosier PISA –por encargo directo del secretario de Estado de Interior al DAO de la Policía–, los agentes hicieron exactamente lo contrario: utilizaron al Sepblac para espiar las cuentas de Pablo Iglesias sin cobertura legal que lo justificase. Así encontraron la cuenta de Bélgica, en la que cobraba el sueldo del Parlamento Europeo, y también otras de empresas ligadas a 360 Global Media, productora de Fort Apache, que le pagaba 700 euros por dirigir y presentar cada uno de esos programas de debate.

	Después de que Público revelase que el supuesto informe de la UDEF no existía, en la versión del PISA que se envió finalmente al Tribunal de Cuentas, para dar cobertura legal al montaje policial, se retiraron esos datos porque legalmente no los tendrían que haber mirado. Es decir, en el informe al tribunal –sobre financiación «investigada» a través de los movimientos de diferentes cuentas– la Policía retiró precisamente la información de las cuentas que supuestamente deberían probar esa ilegalidad. Porque lo que era ilegal era rastrear esas cuentas sin una orden judicial.

	De hecho, la mayor parte de las operaciones en las que participaron los integrantes de las cloacas de Interior era flagrantemente ilegal, y se cometió con el fin de «obstaculizar la investigación de los escándalos de corrupción que afectaban al PP» y «la persecución de adversarios políticos», como dictaminaron dos comisiones de investigación del Congreso de los Diputados, la creada a raíz de las grabaciones del ministro desveladas por Público y la que examinó la operación Kitchen de espionaje al extesorero Luis Bárcenas para destruir pruebas sobre la caja B del partido.

	Por el contrario, en estos cuatro años los tribunales no han dictado ninguna sentencia firme en la que se considere probada la existencia de este grupo. De hecho, varias de las operaciones presuntamente irregulares de las que se les acusan a sus integrantes ni siquiera son investigadas, y la única vez que dos presuntos integrantes de la trama se sentaron en el banquillo, fueron absueltos. Ocurrió en julio de 2020. El comisario Eugenio Pino, exjefe de la Policía Nacional y supuesto muñidor de la Policía política, fue juzgado junto a uno de sus hombres de confianza, el inspector jefe Bonifacio Díez Sevillano, en la Audiencia Provincial de Madrid acusados de un delito de descubrimiento de secretos por el supuesto intento de incorporar al caso Pujol, en el que se investiga el supuesto enriquecimiento irregular de la familia del expresidente de la Generalitat Jordi Pujol, un pendrive con documentos de origen ilícito. Una de las acusaciones personadas pidió 10 años de cárcel para cada uno de ellos, aunque la Fiscalía pidió la absolución.

	Pese al sentido favorable de la sentencia, el tribunal reprochó en el fallo al comisario Pino una conducta «alejada de un correcto actuar profesional» y afirmaba que su «oscurantismo» sobre el origen de la información que contenía aquel dispositivo de memoria «puso en serio riesgo» la investigación sobre el clan Pujol que se llevaba en la Audiencia Nacional[33].

	En cuanto a Kitchen, García-Castellón dictó en julio de 2021 un auto en el que ponía fin a la instrucción y proponía juzgar a sólo once personas, entre ellos el exministro Fernández Díaz, su secretario de Estado, Francisco Martínez, y nueve policías, incluido Pino, excluyendo de las imputaciones a los numerosos responsables del PP y allegados que se retrataban en los audios de Villarejo. En esa resolución –recurrida por acusaciones y defensas–, el magistrado concluía que la trama actuó a partir del verano de 2013 con el objetivo de «acceder a documentación e información en poder de Bárcenas para desviarla» y que no llegara al juez de la Audiencia Nacional Pablo Ruz, que instruía el caso Gürtel.

	La Justicia se niega a investigar la trama
de la operación Cataluña

	En cambio, los repetidos intentos de que la operación Cataluña llevara al banquillo de los acusados a sus responsables cayeron una y otra vez en saco roto. El Supremo rechazó la querella que, en septiembre de 2016, interpuso el exalcalde de Barcelona Xavier Trias contra Fernández Díaz y De Alfonso, a raíz de la revelación de sus conversaciones en Público. El alto tribunal adujo que era imposible determinar si los audios estaban manipulados, sin ni siquiera intentar peritarlos y a pesar de que el propio ministro había reconocido su autenticidad.

	En cuanto a las actividades del propio Villarejo en la operación Cataluña, tanto la Fiscalía Anticorrupción como el juez García-Castellón estimaron que no fueron delictivas, pese a que tras su detención se encontraron en su domicilio seis dosieres sobre ese operativo, uno de ellos sobre el expresidente de la Generalitat Artur Mas, del que se difundió un informe apócrifo. Tampoco aceptó el magistrado la personación de Jordi Pujol Ferrusola tras conocerse los detalles de las maniobras y montajes organizados por el comisario para obtener material incriminatorio contra la familia del expresidente de la Generalitat. El juez argumentó que los Pujol eran un objetivo de interés policial y no constaba que se hubieran empleado métodos ilegales.

	García-Castellón también rehusó investigar en Tándem la fabricación del informe PISA, presuntamente redactado por el inspector Fuentes Gago, número dos del DAO Eugenio Pino, y por el comisario Andrés Gómez Gordo, asesor de Cospedal durante su etapa de presidenta de la Junta de Castilla-La Mancha.

	La Justicia de Andorra procesa a Rajoy 
y su ministro por hundir la BPA

	Al final, la única parte de la trama político-policial contra el soberanismo catalán que siguió su trayectoria judicial fue la del acoso y derribo de la Banca Privada d’Andorra (BPA), acometido por el Gobierno del PP con el objetivo de obtener datos bancarios de políticos independentistas. La batlle Stephanie García del Juzgado de Instrucción n.º 2 de Andorra envió en junio de 2022 una comisión rogatoria internacional a España notificando que Rajoy y sus ministros Montoro (Economía) y Fernández Díaz (Interior) estaban siendo investigados.

	La jueza les atribuía un delito de «coacciones de órganos constitucionales» –que castiga a quienes mediante «intimidación» traten de «influir» en el Gobierno andorrano para que «adopte una decisión» determinada– durante la visita oficial que los dos primeros efectuaron a ese país en enero de 2015[34].

	Según la denuncia del Instituto de Derechos Humanos de Andorra (IDHA), el Gobierno español envió «información financiera falsa» sobre la BPA al Fincen, el organismo de control de crimen financiero de EEUU, para que la castigara por blanqueo de capitales. En la visita, Rajoy y Montoro usaron presuntamente esa información para «hacer creer» al presidente del Gobierno andorrano, Antoni Martí, que debía «intervenir y liquidar la BPA». El IDHA sospecha que Rajoy presionó a los dirigentes andorranos para que facilitaran información sobre supuestos depósitos en ese país del entonces presidente de la Generalitat, Artur Mas, y del líder de Esquerra Republicana, Oriol Junqueras.

	En cuanto a Fernández Díaz, el IDHA le hace responsable de coacciones y extorsión a Higini Cierco y su hermano Ramón, propietarios de la BPA, y al consejero delegado de esa entidad, Joan Pau Miquel, para que facilitaran información de las cuentas bancarias que pudieran tener dirigentes nacionalistas catalanes con la amenaza del cierre tanto del banco como de su filial española, Banco Madrid, algo que se produjo dos meses después.

	El agregado de Interior de la Embajada de España en Andorra, Celestino Barroso, les advirtió: «Sería conveniente que hablases con unas personas de Madrid para el tema del banco. De lo contrario, el banco morirá y los americanos están al corriente de cómo hacerlo». Miquel grabó esa conversación, pero Barroso se ampara en su inmunidad diplomática.

	La investigación judicial de Andorra también imputa al exDAO Eugenio Pino, al inspector jefe Bonifacio Díez, al exsecretario de Estado Francisco Martínez y al exdirector general de la Policía Nacional, Ignacio Cosidó, así como a Martín-Blas, a raíz de que Villarejo testificase contra él y entregase a los Cierco cuatro «notas informativas» fechadas entre 2014 y 2015, pero fabricadas ad hoc para vengarse de su viejo enemigo y de paso cobrar por ese servicio a los banqueros[35].

	Público desveló un audio grabado por el comisario con sus socios De la Joya y Pedraza, que acredita que los dueños de la BPA los contrataron para solucionar las investigaciones de los fiscales españoles y el andorrano. En el audio aseguran que Grinda «está muerto» tras el ascenso de Moix a fiscal jefe Anticorrupción y dicen contar con el apoyo del exjefe de campaña de Trump, Paul Manafort[36].

	Gago amenaza a Patricia López con 
«hacer las cosas a las bravas»

	Cuando esa mafia decía que alguien «está muerto», había serias razones para preocuparse, como se demostraría con la campaña de desprestigio organizada contra el fiscal Grinda que ya hemos relatado. Por eso fue también muy preocupante la amenaza directa que el número dos del DAO, Fuentes Gago, lanzó directa y personalmente contra la periodista Patricia López, exigiéndole que dejara de revelar en Público las andanzas de la brigada política. 

	Los problemas con el inspector jefe Fuentes Gago comenzaron en junio de 2015, con la publicación del reportaje Interior suspende de empleo y sueldo al comisario que investigaba a Villarejo. El artículo informaba sobre el cese del comisario Jaime Barrado, encargado en ese momento de la investigación sobre las amenazas a la doctora Elisa Pinto y en las que, según las denuncias de ella, el empresario Javier López Madrid se habría servido de los servicios privados del comisario Villarejo para apuñalarla a modo de advertencia[37].

	En el penúltimo párrafo del artículo decíamos:

	La otra investigación que se abrió contra el agente encubierto, la que intentaba deliberar si sus cargos de consejero y presidente de diferentes empresas eran compatibles con la investigación policial, fue encargada al inspector jefe José Ángel Fuentes Gago, adjunto a la DAO como Villarejo y militante de su mismo sindicato, el SPP. Hasta hubo quejas dentro de la Policía de por qué se seleccionaba a una persona de inferior rango para investigar a un comisario y por qué no se hacía a través de Asuntos Internos o de Régimen Disciplinario. Aun así, se siguió adelante con el procedimiento del que Villarejo salió completamente exonerado, y el inspector jefe que lo elaboró ha sido enviado con una dieta de 10.000 euros a la embajada española en Holanda, donde también trabaja su esposa.

	A Gago no le gustó que escribiéramos que iba destinado donde estaba su esposa, también agente de la Policía Nacional, pese a que no pusimos nombre ni profesión. Su respuesta fue inmediata y directa, en una llamada a Patricia López: «Es que imagínate si llega a aparecer. Si llegas a poner algún dato de ella, ya te digo yo que hubieras tenido problemas serios, pero personales. Ya te lo digo así de claro; tú y cualquiera que los ponga. Llega un momento en el que ya va a haber que hacer las cosas a las bravas, te lo digo en serio».

	Y esa no fue la única amenaza a Patricia López desde la cúpula policial por sus informaciones en Público. En la tarde de la Nochevieja de 2015 Villarejo presentó una denuncia contra ella, por supuesta revelación de secretos y otros delitos, en la Jefatura Superior de Policía de Madrid, a raíz de un reportaje donde sacábamos la ficha del DNI del comisario Villarejo, tal como aparecía en el sumario del caso de la doctora Pinto. Ante la amenaza de detención transmitida a través de un abogado que la conocía, la redactora de Público acudió el lunes 4 de enero de 2016 a primera hora de la mañana a Jefatura, donde se le practicaron diligencias por parte del más alto mando de la Policía Judicial de Madrid. Esas diligencias nunca fueron enviadas al juzgado, pero la amenaza de detención siempre estuvo presente durante la labor periodística de Patricia López.

	«En septiembre le partirán las piernas y la mano,
y le cortarán la cara»

	El otro periodista que corrió peligro por informar sobre las cloacas de Interior fue el ya citado varias veces Javier Ayuso, de El País.

	El 17 de julio de 2017, Villarejo, su hijo, su socio Rafael Redondo y su amigo De la Joya comentaban las noticias del día en sus oficinas de la planta 9 de Torre Picasso. En aquel momento, las diligencias de Anticorrupción 8/2017, origen de la causa Tándem, estaban ya en marcha, aunque secretas, y tres meses y medio después el comisario Villarejo sería detenido.

	En la portada de El País, hay un artículo de Javier Ayuso, entonces adjunto al director del diario, titulado «La policía descubre la causa por la que Villarejo intervino en el “caso Nicolay”», que informa de que el 12 de julio entró en el Juzgado de Instrucción número 2 de Madrid –que, desde octubre de 2014, investiga a Francisco Nicolás Gómez Iglesias, el Pequeño Nicolás– un informe de 377 páginas más 46 anexos titulado Informe de finca la Alamedilla y sus vinculaciones con los casos: Banesto, Nicolay y la grabación ilegal al CNI y a Asuntos Internos[38].

	La información no gusta a Villarejo y De la Joya, y ambos empiezan a preparar un escarmiento al periodista Ayuso para el mes de septiembre, como demuestran los audios desvelados en exclusiva hoy por Público y que ponen el foco en la explicación que Villarejo le da al comisionista de Indra y OHL.

	Aunque se les escucha sarcásticos, riéndose y felicitándose de que lo desprecie la titular del juzgado, Martínez Gamo, su reacción fue violenta:

	De la Joya [tras hablar con Héctor Hoyos por teléfono, se dirige a Villarejo]: Si es que todo va a ir bien, todo va a ir bien, si todo va a ir bien, todo...

	Villarejo: Y luego todo eso se lo contamos al Ayuso para que pueda seguir escribiendo...

	Pero a renglón seguido, y después de que Villarejo haya hablado con alguien por teléfono, la paliza a Javier Ayuso es planificada por el comisario jubilado:

	Villarejo: Ya… vale, ya lo tengo programado, para septiembre... Sí, pero no, no… me han dicho que si le dan… [se entiende que «si le dan matarile»…], y he dicho que «¡Noo, coño!», que me parece muy fuerte, ¿eh?

	De la Joya: ¿Por qué?

	V.: Pá qué, coño, va... Ma-ma, no… le van a partir las dos piernas y la mano con la que escribe pá jodida, para que tenga que aprender el [ininteligible] y la cara se la van a cortar. Ya con eso… Con eso es suficiente, ¿sabes?

	De la J.: ¿En septiembre? ¿A la vuelta de vacaciones?

	V.: Sí, claro, yo he dicho... no, en septiembre, en septiembre. En septiembre, eso… va en marcha.

	Sorprendentemente, la transcripción de la conversación que realiza la Unidad de Asuntos Internos de la Policía y que incluye en los oficios que envía a la Audiencia, para la consideración del juez García Castellón y de la Fiscalía Anticorrupción, omite toda la parte del escarmiento al periodista Javier Ayuso y la paliza programada para septiembre. Omisión que no parece inocente: se aprecia que el transcriptor junta la frase de «programado, para septiembre» con el fragmento anterior a la amenaza, en el que De la Joya se mofa del informe del caso Nicolay y bromea con hacer negocios con mafias colombianas y dirigentes de Afganistán tras leer que se les describe como una organización criminal.

	Precisamente por ello, además de blanqueo y cohecho, serían detenidos. Pero ni que decir tiene que ni la Fiscalía ni la Policía emprendieron en su día diligencias de oficio tras la publicación de las gravísimas amenazas contra el periodista de El País.
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EPÍLOGO

	¿El fin de la impunidad?

	Pese a gozar de la protección de la cúpula de Interior, de gran parte de la Fiscalía y hasta de algunos jueces, el poderoso cabecilla de la Policía paralela al servicio de multimillonarios, enriquecido él mismo con esas actividades, fue finalmente detenido el 3 de noviembre de 2017 y estuvo en prisión provisional sin fianza hasta el 3 de marzo de 2021. Su caída reivindicaba el trabajo de los investigadores de la comisión judicial del caso Nicolás, que fueron degradados tras presentar el informe que detallaba la trama delictiva que le llevó a la cárcel e hizo saltar en pedazos la tapa de esa red de alcantarillas del Estado en la que se fabricaban falsas pruebas contra políticos y partidos rivales del PP[1].

	José Manuel Villarejo fue el gran extorsionador de un entramado mafioso policial-judicial que secuestró la Justicia, chantajeó a la democracia y emponzoñó la política española incluso después de su hundimiento, librándose inicialmente de las imputaciones con mayores penas de prisión, como el cohecho, por mucho que el juez García Castellón se viera obligado a atribuirle, junto a algunos de sus cómplices, la participación en una «organización criminal» que se lucró con «servicios especializados de inteligencia» incompatibles con su cargo policial.

	Villarejo enredó procesos judiciales, envenenando árboles de pruebas, actuando al margen de la Ley y arrogándose la licencia de agente encubierto, gracias al amparo clientelar de las mayores fortunas del posfranquismo, a la red policial paralela levantada con los jefes de la brigada político-social de la dictadura y al encubrimiento, la cooperación o la pasividad de los poderes ejecutivo y judicial.

	Por todo eso, la tesis de la defensa del fontanero de las cloacas de Interior –cuando se sentó en el banquillo del juicio por las tres primeras piezas de la causa Tándem– fue simple: «Si el señor Villarejo es un delincuente, el Estado que le mandó es más delincuente», en palabras de su abogado, Antonio José García Cabrera. «¿No resulta escandaloso juzgar al señor Villarejo cuando hay otros Villarejos y la Fiscalía lo sabe?»[2].

	Ciertamente, Villarejo nunca actuó solo, sino bajo el manto de impunidad que le otorgaba estar al servicio de la cúpula policial y del Ministerio del Interior. Incluso de su negocio millonario eran partícipes otros policías corruptos, como el inspector jefe de la Policía Nacional, asignado a Tráfico, Manuel Guillén, con los que repartía el 10% de los beneficios por cada cliente que le presentaban[3].

	Y de sus tejemanejes se beneficiaron hasta los que inicialmente fueron sus mentores y padrinos, como el muñidor de la red de Policía paralela, el comisario principal Agustín Linares, quien en una ocasión le pidió que colocase a su hija en la empresa CENYT, buque insignia del imperio económico de Villarejo[4].

	Asimismo, sus operaciones encubiertas de espionaje político ilegal contaban casi siempre no sólo con la complicidad, sino a menudo con las órdenes directas de los más altos cargos del Gobierno, como queda claro en el audio de su conversación con el secretario de Estado de Seguridad, Francisco Martínez, el 29 de noviembre de 2012 en el bar Tomate, muy cerca del Ministerio del Interior, en la que advierte al número dos de Fernández Díaz:

	Villarejo: Te digo lo que he hecho. He quedado esta noche con un notario amigo mío, y esta mañana he depositado pruebas para el acta notarial, por si me detienen en alguna circunstancia o me pasa algo; está depositado.

	Martínez: ¿Qué tipo de pruebas?

	V.: Pues que demuestran que todos estabais en esta movida.

	La «movida» a la que se refiere Villarejo es el informe policial apócrifo que denunciaba numerosas corruptelas, la mayoría falsas, de los principales dirigentes de Cataluña. Villarejo había filtrado dos semanas antes ese informe a El Mundo, previa consulta a Martínez.

	Villarejo: ¿Por qué lo sacó Pedro J. [director de El Mundo en noviembre de 2012]? Porque soy el único que, a las ocho de la tarde, a un tonto como el Inda le digo: «Uy, esto, por qué no lo sacas, papapapá...». Y a las nueve está imprimiéndose[5].

	Otra de las patas de esa gigantesca organización criminal, la mediática, permanece impune por el momento, a pesar de la importancia crucial que tuvieron sus campañas para destruir carreras políticas y profesionales, además de quebrar los principios democráticos básicos para inclinar la balanza electoral con métodos ilegítimos, propaganda tóxica y bulos informativos. Una cloaca periodística que tanto la Fiscalía como la Judicatura se han negado repetidamente a investigar, como hemos podido ver.

	Queda sin investigar el contenido real
de los «trabajos» de Villarejo

	En realidad, los tribunales han parecido quedar anonadados por la trascendencia de las tramas destapadas con el archivo secreto de Villarejo, hasta el punto de que las tres primeras piezas –Iron (pieza 2), Land (pieza 3) y Pintor (pieza 6)– de la macrocausa Tándem quedaron vistas para sentencia sin que se hubiera investigado el contenido real de los trabajos encargados al comisario, puesto que la Audiencia Nacional juzgó sobre un proceso de instrucción que seguía la estela marcada por el señor de las cloacas.

	Así, en la pieza Planeta, la defensa de Villarejo ideó una estrategia para convencer de que este grupo mediático pagó al comisario 40.000 euros en 2014 para que ayudase a revertir un laudo arbitral, cuando en esas fechas ya hacía años que dicho laudo era irreversible. Igual que el proyecto Trampa (primer encargo del BBVA a Villarejo) escenificaba un asalto imposible de Luis del Rivero al consejo de administración del banco que en realidad escondía una lucrativa operación mediático-bursátil para su empresa. 

	La estrategia se repitió en la pieza Wine, que fue presentada como una misión para impedir a Sacyr, la constructora de Luis del Rivero (el supuesto perjudicado), lanzar un asalto a Repsol, cuando lo que se buscaba era en realidad salvar a esa constructora de la quiebra.

	Multitud de fuentes jurídicas consultadas a lo largo de los años por este diario coinciden en que esta es la clave del caso. Si alguien es sorprendido cometiendo un delito (por ejemplo, pagar a un policía en activo por servicios que este provee por su condición de policía), una de las formas más eficaces para obtener el archivo de la causa, minorar condenas o incluso conseguir absoluciones es lograr que durante toda la fase de instrucción se investigue en exclusiva una historia completamente diferente a la real (y más ventajosa para los implicados) y que acabe siendo esta la que figure finalmente en el auto de procesamiento. Es decir, no se trata de eludir completamente la Justicia, sino de conseguir ser juzgados por un delito que acarrea una pena muy inferior.

	Además, con esta argucia se da la oportunidad a los implicados de obtener durante el juicio el perdón de falsos perjudicados, como se ha visto en la pieza que afecta al marido de Ana Rosa Quintana; o incluso la absolución o archivo si durante la fase de juicio los acusados afloran las lógicas inconsistencias que acompañan a toda historia ficción.

	La clave de todo este proceso reside en garantizarse que se investigue una sola historia posible de principio a fin del proceso de instrucción. Es decir, que en la investigación no se soliciten y ordenen diligencias para verificar cualquier otra alternativa. Esa es la historia que se tiene que conseguir que figure en el auto de procesamiento, que da paso a la fase de juicio.

	Es la parte del proceso más importante, porque los magistrados que luego juzgarán el caso en sala (distintos del juez instructor) no podrán salirse de los hechos que ha fijado el auto del juez instructor. Tanto es así que, si durante el juicio aflorase la farsa creada, habría que volver a la casilla de salida: abrir instrucción nuevamente para investigar la historia real. Es decir, en el peor de los casos, la argucia permite ganar tiempo.

	Y los jueces conocen la estrategia de Villarejo y sus cómplices desde el principio de toda esta macrocausa. El primer cliente e investigado del caso, el abogado Francisco Menéndez, explicó durante la fase prejudicial del caso —concretamente durante las diligencias de investigación de la Fiscalía— que los informes de Villarejo donde plasmaba los supuestos encargos que se le hacían no eran más que un «parapeto» para disfrazar el verdadero motivo de los suculentos trasvases monetarios que atravesaban las cuentas bancarias vinculadas a Villarejo[6].

	A pesar de que esta declaración se recoge en el folio 46 del primer tomo de toda la macrocausa Tándem, durante la fase judicial que comenzó en noviembre de 2017 y en la instrucción de las piezas el juzgado no ha puesto en cuestión las historias construidas por Villarejo y sus cómplices y clientes que el primer investigado calificó de «parapeto». Al contrario.

	Por consiguiente, y vistos los esfuerzos del juez García-Castellón por edulcorar la instrucción de Tándem, es más que probable que la macrocausa judicial del siglo deje sin resolver, ni siquiera investigar, la mayor parte de las principales ramificaciones de la red de Villarejo.

	Los agentes que hicieron informes falsos
siguen en la UDEF

	La trama policial de las cloacas del Estado no ha sido desmantelada en absoluto. Por ejemplo, Villarejo contaba con un grupo de policías para hacer los informes falsos, que aún seguían en la UDEF al cierre de la edición de este libro. Lo demostró Patricia López rastreando a todos los agentes que elaboraron informes para Olivera y Villarejo por encargo de empresarios como Mauricio Casals o las dirigentes del Partido Popular Alicia Sánchez Camacho y María Dolores de Cospedal, entre otros[7].

	Tras meses de análisis de las agendas, documentos y audios del comisario Villarejo, y de recabar testimonios de algunas de sus víctimas, así como fuentes policiales y de la Fiscalía, la periodista descubrió que a todos ellos los mantuvo en sus puestos el ministro del Interior Grande-Marlaska. Y todos habían estado involucrados en casos de fabricación de informes policiales con datos falsos.

	Tanto el ministro Marlaska como el presidente Sánchez han insistido innumerables veces en que las cloacas de Interior han desaparecido y todos sus integrantes han sido apartados, pero yo también hice un análisis pormenorizado de todos los mandos policiales que habían participado de la red de Villarejo, Olivera y Pino, descubriendo que la realidad es absolutamente contraria a esas afirmaciones: prácticamente todos ellos mantuvieron sus cargos, o incluso fueron ascendidos y/o condecorados por Marlaska, salvo los que se jubilaron o fueron señalados judicial y públicamente como cómplices de la trama.

	Más aún, en su comparecencia sobre el tema en una sesión de control del Congreso de los Diputados, Marlaska «no parecía estar al tanto de quiénes de ese entramado ocupan todavía puestos dentro de la Policía Nacional, a los que no se les ha abierto un expediente o información reservada dentro del cuerpo, aunque han tenido que ir a declarar a diferentes tribunales y en algunas causas, como Tándem, han quedado imputados»[8].

	Marlaska ha mantenido a casi todos los altos mandos de las cloacas

	La supuesta limpieza de Marlaska se limitó a unos pocos cambios de destino, a menudo ni siquiera eso, y el ejemplo más clamoroso fue el de Francisco Migueláñez, a quien el DAO Eugenio Pino escogió para sustituir al frente de Asuntos Internos a Martín-Blas, destituido fulminantemente por tratar de investigar la trama de Villarejo. Después, el mismo Migueláñez se hizo cargo de la investigación de la causa Tándem, pese a sus estrechos vínculos con muchos de los integrantes del «clan» de Villarejo, Olivera, García Castaño y sus cómplices. 

	A Migueláñez lo sorprendieron llamando al comisario Enrique García Castaño antes de su detención y también unas semanas después de que este se presentara en la Fiscalía Anticorrupción para informar de que ya sabía que le estaban investigando y que se ponía a su disposición. Los fiscales tuvieron que negarlo, porque lo habitual es intentar detener a los sospechosos con las manos en la masa y así hacer un buen registro. No pudo ocurrir con Castaño, al cual no se le encontró un solo folio ni una grabación de prueba en los registros de sus domicilios ni en los de su hija y su exmujer. Todo limpio. 

	Los informes de la unidad dirigida por Migueláñez en la causa Tándem empiezan a resultar «preocupantes» a las acusaciones y a varias defensas por la cantidad de diálogos que se omiten en las transcripciones de las conversaciones, por ejemplo, por la baja calidad de algunos informes de delitos económicos o por información evidente que no cruza o incluye.

	En el lugar de García Castaño, al frente de la Unidad Central de Apoyo Operativo (dependiente de la Comisaría General de Información) pusieron al comisario Mariano Hervás, quien en dicho puesto tenía acceso a aparatos de alta tecnología para realizar grabaciones y poner balizas, entre otras cosas. Según varias fuentes, Hervás tenía capacidad para suministrar los aparatos con los que durante la etapa del PP se grabó al exministro Jorge Fernández Díaz en su despacho, a los agentes del CNI y a los de Asuntos Internos que llevaban el caso Nicolás, y a su propio jefe, el Comisario General de Información, Enrique Barón. 

	Pues bien, es precisamente Hervás a quien el Gobierno de Pedro Sánchez le ha encomendado gestionar la Policía de Madrid en esta crisis del coronavirus.

	Entre los casos más relevantes de miembros de las cloacas que siguen acudiendo a la Policía sin que Grande-Marlaska ni su equipo hayan reparado, al menos aparentemente, está el ex jefe de gabinete de Eugenio Pino, José Ángel Fuentes Gago, a quien todos los partidos con representación parlamentaria pudieron ver declarar en la comisión de investigación del Congreso de los Diputados sobre las cloacas de Interior.

	A quien sí cesó Grande Marlaska fue precisamente a Olivera, que pasó de ser el director del Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO) a pasear por el Consejo Asesor de la Policía como vocal. Lo que parecía ser un punto final en las cloacas se quedó así. Ahora Olivera es el director de Seguridad y Crisis de Luis Rubiales en la Federación Española de Fútbol.

	Otro de los hombres fuertes de las cloacas, protegido de Olivera y compañero de Fuentes Gago, continúa ejerciendo de jefe de una comisaría de distrito madrileña. Se trata de Andrés Gómez Gordo, el policía de cabecera de María Dolores de Cospedal –estuvo con ella en Castilla-La Mancha y con Francisco Granados y Alfredo Prada en la Comunidad de Madrid–, que realizó varios informes en el caso de la doctora Elisa Pinto, entre otros, contra el investigador, el comisario Jaime Barrado[9].

	En resumen, «el clan» se ha vuelto a perpetuar en la cúpula de la Policía y las autoridades políticas han sido incapaces de neutralizar a sus nuevos adalides, como el DAO designado por el ministro Marlaska: José Ángel González Jiménez, conocido como Jota, gran amigo de García-Castaño y de Migueláñez.

	Migueláñez encarna la continuidad de la trama
de Pino y Villarejo

	El caso de este último es clave para entender que las cloacas de Interior nunca fueron desmanteladas, ya que Migueláñez no sólo fue el elegido para reemplazar a Martín-Blas por tratar de desenmascarar a Villarejo, sino que después se encargó de tomar represalias contra los policías que habían investigado la trama amparados en la comisión judicial del caso Nicolás. Y alertó a García Castaño de que iba a ser detenido, permitiendo que se deshiciera de todos los documentos y archivos comprometedores.

	Migueláñez se entrevistó en 2015 con el juez Arturo Zamarriego para advertirle de que él iba a cerrar el caso Nicolás en «una semana» y que sería mejor que el magistrado hiciera igual. Dos años después, en junio de 2017, se personó ante la jueza que llevaba dicho caso y, a partir de ese momento, la magistrada dictó todas sus resoluciones en contra de los policías denunciantes de corrupción. En septiembre de ese año, Migueláñez intentó cesar por tres veces consecutivas a los enemigos de Villarejo: el comisario Marcelino Martín-Blas y el inspector Rubén López.

	Pero también el nuevo DAO de Marlaska, Jota, pertenecía al círculo íntimo de Pino, ya que coincidieron durante muchos años en la Unidad de Intervención Policial (UIP), además de mantener estrecha amistad con dirigentes políticos del PP, como Juan José Imbroda, amigo personal de Rajoy. No fue casual, que nada más tomar posesión del cargo de DAO, Jota recibiese la visita de Agustín Linares.

	De hecho, un repaso de los máximos cargos de la Policía Nacional que permanecieron en sus puestos, o los alcanzaron, con Marlaska, muestra cómo casi todos ellos mantuvieron estrechas relaciones personales y profesionales con Villarejo y Olivera, como el comisario principal de la Comisaría General de la Policía Judicial, Eloy Quirós Álvarez, o el de la misma UDEF, Fernando Moré, íntimo amigo de Pino y afín al PP. Algo parecido ocurre con los comisarios principales que ostentan la mayor parte de las jefaturas superiores de las diferentes comunidades autónomas, ya que ascendieron de la mano de Fernández Díaz o de su sucesor, Juan Ignacio Zoido, quien en sólo un año reconstruyó las cloacas con hombres fieles a la ministra de Defensa, Cospedal, según nos confirmaron diversas fuentes policiales y jurídicas coincidentes[10].

	Cospedal termina mandato poniendo a los suyos
en la cúpula policial

	Durante el último año de su mandato, Cospedal fue colocando sus alfiles, caballos y torres en posición de control absoluto del tablero policial. Su pieza más importante fue Juan Carlos Ortiz Argüelles, cuyo ascenso meteórico en la Policía vino de la mano de sus contactos con el PP madrileño, del que la exministra de Defensa fue consejera de Transportes e Infraestructuras de la CAM cuando él era jefe de la Unidad de Coordinación Cooperativa y Territorial de Madrid. Después, Argüelles –como se le conoce en el cuerpo– fue uno de los hombres de confianza de Cospedal durante su gobierno de la Comunidad de Castilla-La Mancha, en el que era jefe superior de Policía. Ortiz Argüelles fue ascendido, primero, a la jefatura de la Comisaría General de Extranjería y Fronteras, y, después, como jefe central de Información, Investigación y Ciberdelincuencia. 

	La guinda de todo ese pastel fue el nombramiento de Germán Rodríguez Castiñeira como comisario general de Información, tras el cese de Enrique Barón, uno de los pocos altos mandos no afectos a Cospedal que quedaban en la cúpula de Interior. Una maniobra ejecutada en fechas festivas que fuentes policiales nos aseguraron que fue consumada por el tándem de Olivera –cuando dirigía el CITCO– y Argüelles, quien actuaba con los poderes del anterior DAO.

	Al final, Argüelles, Castiñeira y Migueláñez se jubilaron con honores –que les impuso el propio Marlaska en julio de 2022[11]–, cumpliéndose un nuevo ciclo de falsa renovación de la cúpula policial sin que se hubiera hecho limpieza ni se hubieran depurado responsabilidades, pese al giro de 180 grados en el Gobierno.

	La demostración de que una vez más se está perpetuando la trama policial de altos mandos con el relevo de los jubilados por sus discípulos y sucesores designados se plasmó en abril de 2022 con la promoción del comisario Pedro Agudo, señalado en las agendas de Villarejo y en la operación Kitchen –además de ser uno de los que se esforzó en frenar la investigación del caso Nicolás–, hasta los Servicios Centrales de la Policía Nacional, en el ámbito de la UDEF.

	El ascenso de Pedro Agudo, primero con el PP
y luego con el PSOE

	Agudo estuvo durante un año (2012) como jefe de gabinete del director general del PP, Ignacio Cosidó, y fue relevado tras descubrirse que su mujer dirigía una academia de formación llamada Legispol, que examinaba y cobraba a futuros agentes que preparaban la oposición.

	Después, Agudo fue destinado como inspector-jefe en la Embajada en Roma, donde coincidió en su trabajo precisamente con el magistrado García-Castellón en la época en la que era juez de enlace en la capital italiana. A su regreso a España, en 2017, fue asignado jefe de la Policía Judicial en los juzgados de la plaza de Castilla de Madrid, puesto desde el que boicoteó el trabajo de los investigadores del caso Nicolás, incluso colocando cámaras de circuito cerrado en la calle para espiar los movimientos de Martín-Blas y Rubén López.

	El 13 de septiembre de 2017, Villarejo escribió un mensaje revelador en su agenda tras hablar con Agudo. «Sorprendido por mi llamada para darle las gracias por unas gestiones. Dijo que el tema Nicolás estaba finiquitado». Esta anotación del comisario se produjo dos semanas antes de que Agudo visitara a la juez del caso, Pilar Martínez Gamo, para reiterar la necesidad de cesar al equipo investigador por decisión de la Dirección General de la Policía. 

	En noviembre pasado, [Agudo] acudió a declarar a la comisión de investigación del Congreso por su etapa con Cosidó y su antigua amistad romana con el juez García Castellón. Agudo negó a los diputados que intercediera ante el instructor de la Audiencia Nacional como le pidió, «absolutamente desesperado», Francisco Martínez, ex secretario de Estado de Seguridad bajo las órdenes de Jorge Fernández Díaz en Interior[12].

	Agudo ascendió a comisario y fue destinado en Galicia, con la nueva cúpula policial nombrada por el Gobierno de Pedro Sánchez a propuesta del ministro Fernando Grande-Marlaska, y tanto el director general, Francisco Pardo, como el DAO José Ángel González, Jota, volvieron a promocionarle de vuelta a Madrid con un puesto de libre designación en los Servicios Centrales. En enero de 2022, Pardo también nombró al comisario principal Agapito Hermes de Dios como número dos de la Jefatura Superior de Madrid a pesar de su antigua relación con Villarejo, a quien reveló, en un correo electrónico enviado en septiembre de 2011, información judicial sobre la titularidad del ático de Ignacio González en Málaga y la propiedad de otros bienes del entonces vicepresidente madrileño.

	Para cerrar el círculo, baste decir que la promoción de Hermes de Dios fue impulsada por el jefe de la División de Formación y Perfeccionamiento de la Policía, encargada de los ascensos, Cirilo Durán, quien tiene un más que antiguo vínculo con Villarejo, puesto que ambos compartieron cargos ejecutivos en aquel Sindicato Profesional de Policía que fue su trampolín inicial (véanse capítulos 2 y 3).

	Una estrecha confidente de Villarejo dirige
ahora los servicios secretos

	Pero la continuidad de los afines al clan de Villarejo y Olivera no se ha limitado a la cúpula policial, sino que también ha alcanzado la cúspide de los servicios secretos, tras la caída de Paz Esteban (sucesora de su jefe, el general Sanz Roldán) por el escándalo del espionaje a políticos catalanes con el software israelí Pegasus, en 2022. Entonces, la ministra de Defensa Margarita Robles colocó al frente del CNI a una de las más estrechas confidentes del comisario en jefe de las cloacas: Esperanza Casteleiro, quien ya estaba de jefa de la Unidad de Inteligencia (es decir, representante del CNI, donde había hecho carrera desde 1983) en el CITCO cuando Olivera fue nombrado director, en 2014, y a la que Robles escogió como secretaria de Estado de Defensa en 2020.

	No es fácil creer que en esa comunidad de inteligencia se desconocía que Olivera y Casteleiro hicieron amistad y que el director del CITCO la presentó a Villarejo, con el que mantuvieron durante años largas comidas casi semanales –muchas de ellas con sobremesas bien regadas– en las que hablaban «a calzón quitado» sobre los más variopintos y delicados temas de alto secreto.

	De forma que el ascenso de Casteleiro a la cima del servicio de espionaje (en junio de 2022) fue celebrado por Villarejo con una traca fenomenal: la filtración[13] del audio de más de cinco horas grabado en una de esas comidas del trío, el 3 de noviembre de 2016. El kompromat acumulado por Villarejo a lo largo de 30 años de grabaciones subrepticias volvía a funcionar como un reloj:

	Durante el largo almuerzo, los tres repasan operaciones secretas del CNI dentro y fuera de España, hablan del Pequeño Nicolás, de Corinna, de la persona que Villarejo considera uno de sus grandes enemigos, el jefe de Asuntos Internos de la Policía Martín-Blas; de agentes que han hecho servicios importantes para España y a los que el Estado, a diferencia de Villarejo, cuidó especialmente; de las acciones en Cataluña para frenar el secesionismo; del entonces director de la policía, Cosidó; del general Manglano, antecesor de Sanz Roldán en el CNI, de quien dicen los comensales que llegó a «endiosarse». Lo que sí manifiesta Casteleiro de forma reiterada es, según explica, la necesidad «que tenemos que ser capaces de reconducir esto» para que tú, en alusión a Villarejo, «no utilices todas las armas [información] que tienes» [para evitar una condena judicial][14].

	Dos meses después, el filtrador volvía a la carga: «AUDIO EXCLUSIVO: La responsable del CNI y un subordinado pactaron con Villarejo “no calentar a Corinna” para que callase lo que sabía del Rey», tituló el mismo portal de internet un audio de la comida que mantuvieron, el 6 de octubre de 2015, Casteleiro (como número dos del CNI), Villarejo, Olivera y el coronel del CNI y responsable de terrorismo internacional, Rafael S. P. [dar su identidad es un delito de revelación de secretos], «para arreglar ciertos asuntos que les preocupaba resolver»[15]. En esas fechas, el juez Zamarriego citaba a la cúpula policial a declarar por la grabación de la conversación entre agentes del CNI y Martín-Blas.

	Uno de ellos […] hace referencia al control y vigilancia que realizaban los servicios secretos españoles a la examante del rey emérito, Corinna Larsen, para que no desvelara los secretos y negocios ilícitos de don Juan Carlos. En este sentido, el coronel afirma que «es de interés para todos» no «calentar» a Corinna. A lo que Villarejo le responde que «lo mejor es dejarla en paz».

	En otro orden de asuntos, otro de los propósitos de la reunión era firmar la paz entre el CNI y Villarejo debido a que la relación entre el por entonces jefe de los espías, Félix Sanz Roldán, y el comisario era muy tensa. Sanz Roldán ya sabía que Villarejo se había reunido con Corinna en Londres. «Él sabrá que hemos arreglado temas pero detalles ninguno», asegura el miembro del CNI especialista en terrorismo internacional en relación con el objeto de la reunión.

	En la conversación, hablan del cruce de querellas, en 2017, entre Villarejo y Sanz Roldán[16], y tanto Esperanza Casteleiro como el coronel del CNI tratan de tranquilizar al comisario prometiéndole que los servicios secretos no actuarán contra él. Y la hoy directora del CNI sostiene que la Policía «necesita» a Villarejo.

	En el otro almuerzo, los tres hablan de cómo esperan que Rajoy nombre ministra de Defensa a Cospedal (entonces secretaria general del PP) y coloque el CNI bajo su mando. Y especulan con que destituya a Sanz Roldán y coloque a Casteleiro al frente del servicio secreto, lo que ayudaría al comisario a resolver sus problemas judiciales. Hora y media antes de que acabe la sobremesa, comienzan a conocer, a través de TVE, los nombres del nuevo Gobierno de Rajoy. 

	Durante la larga espera, Villarejo va desgranando uno por uno sus problemas judiciales. La actual directora de los servicios secretos españoles empatiza con cada una de las situaciones que describe el comisario y con las falsas historias que va narrando. Además, Casteleiro entra al trapo y critica a los que denuncian las fechorías de Villarejo llamándoles incluso «principiantes».

	[…]

	También califica de «alucinante» y describe como algo «fortísimo» situaciones como, por ejemplo, la detención programada de Villarejo y el registro de su domicilio y oficinas por el juzgado que instruía el caso Nicolay y el de las grabaciones ilegales al CNI. Hay que tener en cuenta que esta comida se celebra el 3 de noviembre de 2016, exactamente un año antes de que Villarejo fuera finalmente detenido. Sin embargo, no era la primera vez que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado intentaban echarle el guante al comisario.

	En mayo de 2016, el juez del caso Nicolay y de la grabación ilegal a agentes del CNI organiza la detención de Villarejo. Pero en el último momento se aborta la operación, a pesar de que los agentes ya estaban esperando la señal del juez apostados en el garaje de la oficina del comisario en Torre Picasso. El fracaso del dispositivo fue posible gracias, entre otros, al fiscal del caso, Alfonso San Román.

	Casteleiro no muestra el menor atisbo de sorpresa ni disgusto ante la revelación del comisario acerca del chivatazo sobre su detención. El fracaso de esta operación permitió a Villarejo maniobrar en su defensa y eliminar o manipular todas las pruebas que quiso para que, en caso de ser detenido, se encontrara lo que el comisario quisiera y en la forma que él hubiera decidido.

	[…]

	La actual directora de los servicios secretos escuchó en aquella comida de 2016 cómo Olivera y Villarejo explicaban de forma amenazante y chulesca el escudo-chantaje que habían organizado contra la Casa Real como elemento de disuasión ante una posible detención o registro de las oficinas de Villarejo.

	Del chantaje no trascendió una palabra. No se sabe si Casteleiro denunció esta actitud de su entonces jefe José Luis Olivera y de Villarejo. Pero lo que sí está claro es que Olivera siguió en su cargo hasta julio de 2018, cuando fue cesado[17].

	Casteleiro promete a Olivera y Villarejo
que estará con ellos «a morir»

	La actual directora de los servicios secretos españoles irá mostrando, durante toda esa prolongada sobremesa, su apoyo incondicional a todos los problemas judiciales que le va planteando Villarejo; incluso traza una hoja de ruta a seguir para proteger al comisario y mantenerlo al frente de su red de espionaje ilegal después de los profundos cambios que piensan que podrá acometer Cospedal en la inteligencia tras hacerse cargo de la cartera de Defensa:

	Casteleiro plantea cómo deberían hacerse las cosas «tras lo que viene» (el nombramiento de Cospedal en Defensa y su eventual control del CNI). Además, la actual directora de los servicios de inteligencia propone una futura «colaboración» con Villarejo en base al manido relato del comisario sobre su supuesta red de contactos en lugares como Libia o Arabia Saudí o gracias a sus buenas relaciones con Putin y Estados Unidos.

	De hecho, cuando se produce esa comida, quedan apenas cinco días para que se celebren elecciones presidenciales en EEUU. Serán los comicios en los que vencerá Trump, que acude a las urnas como candidato republicano con el apoyo de Paul Manafort, quien es el artífice de la financiación y ejecución de su campaña electoral, pero también es socio-cliente de uno de los compinches de Villarejo: Adrián de la Joya, del que también se habla durante el almuerzo y al que, según explica el comisario jubilado, Olivera y él lo llaman «el artista».

	[…]

	A las 19 h, TVE comienza a anunciar la composición del nuevo Gobierno de Rajoy y se confirma que María Dolores de Cospedal asume la cartera de Defensa.

	Villarejo da por hecho que el CNI pasará a estar gestionado por su amiga Cospedal, quitándole el control de los servicios secretos a Sáenz de Santamaría. Para el comisario no puede haber otra opción porque, si no, Cospedal habría optado por el otro ministerio que, según él, le habría ofrecido Rajoy: Interior.

	Villarejo también apunta a que será él quien le recomiende a Cospedal personas para dirigir los servicios secretos porque conoce «mucho, pero mucho» a la hasta entonces secretaria general del PP. Ante eso, Casteleiro les asegura que irá con ellos «a morir».

	Una vez que se saben todos en el mismo barco, comienzan a hablar sobre el nombramiento de un nuevo director para el CNI. Mientras, Villarejo envía un SMS de felicitación a Cospedal y trata de hablar por teléfono con el marido de esta, el empresario Ignacio López del Hierro, también amigo suyo. López del Hierro comunica y se oye cómo Casteleiro le sugiere que, cuando contacte con él, le diga que puede contar con ella: «si fuéramos honrados, realmente… que supiera que cuenta con la gente ¿no?».

	Pocos segundos después Villarejo recibe una llamada de alguien que identifica como López del Hierro y comienza una charla en la que el comisario jubilado recomienda a «gente muy valiosa y honrada para el CNI».

	Tras colgar, Olivera recrimina a Villarejo no haberle mencionado a Casteleiro a las claras. El comisario jubilado calma a ambos y argumenta que «han quedado el lunes para hablar tranquilos».

	En ese instante, cuando el encuentro está a punto de finalizar, Casteleiro asegura que «es el momento» y que existen serias posibilidades de poder darle la vuelta a los problemas judiciales que Villarejo tiene, como el magistrado Zamarriego por el caso Nicolay y por las grabaciones ilegales a agentes del CNI[18].

	La sospechosa absolución de Villarejo
por la grabación ilegal del CNI

	Estos audios aparecen en pleno verano de 2022 y pasan casi desapercibidos para la opinión pública. Después, las filtraciones de grabaciones de la flamante directora de los servicios secretos hablando con Villarejo cesan de golpe y la situación judicial del comisario empieza a mejorar. Sobre todo, en enero de 2023 es absuelto definitivamente de la grabación ilegal a agentes del CNI gracias a una serie de inexplicables triquiñuelas jurídicas: 

	1. La jueza instructora desestima numerosas pruebas e indicios, y desprecia los resultados del informe de la comisión judicial investigadora del caso. Tampoco acepta la personación de Martín-Blas, negándole la categoría de víctima, hasta que en su auto de apertura de juicio oral sí reconoce que lo es. Pero ya no está personado y, por tanto, no podrá intervenir en el juicio ni recurrir el fallo judicial después.

	2. El tribunal no admite la prueba de cargo principal, que señala (mediante el estudio del listado completo de llamadas telefónicas realizadas a través de las antenas BTS) a un empleado de Villarejo (Carlos Mier) como quien hizo la llamada que activó la grabación del encuentro a través del móvil de Martín-Blas (aparato que le instó el DAO Pino que entregase a García Castaño para que se le instalara software antivirus).

	3. El tribunal anula la observación telefónica de las BTS que cubren la zona aduciendo que es una medida desproporcionada e innecesaria, porque se debía haber solicitado el registro de llamadas de los asistentes. El tribunal obvia que el registro de llamadas de los agentes del CNI está amparado por la Ley de Secretos Oficiales, igual que las de los miembros de Asuntos Internos por acuerdo del Congreso de julio del 2014. Obvia también la jurisprudencia y la instrucción de la Fiscalía General del Estado sobre observación del registro de llamadas telefónicas, pues basta para autorizarlo una simple providencia judicial, como así se hizo.

	4. El tribunal, en la sentencia, es contradictorio con sus propios hechos probados porque no considera probada la hora de comienzo de la reunión a pesar de que en los informes policiales y del propio fiscal, y hasta en su escrito de acusación, se concreta exactamente esa hora por la llamada que un miembro del CNI hace al teléfono de Martín-Blas para poder acceder a la sede de Asuntos Internos.

	5. El mismo tribunal reprocha al inspector Rubén López que, tras declarar que agentes del CNI le mostraron el ticket del parking para probar la hora a la que llegaron, no lo haya entregado. En ningún momento el inspector declaró tenerlo en su poder, pero, si así fuera, es sorprendente que una sentencia le reproche no hacer algo que sería delictivo, pues entregar cualquier documentación que identifique medios o personal de una operativa del CNI sin la autorización competente es un delito de revelación de secretos.

	6. El magistrado García Castellón custodia durante tres años el audio en el que Villarejo admite ser el inductor, y Pino el autor material, de la grabación ilegal, sin trasladar esa grabación al juzgado que está investigando el delito, pese que se había comprometido a hacerlo. Sólo da finalmente el traslado cuando ya se ha dictado sentencia absolutoria (aduciendo «duda razonable» sobre la autoría) que no puede recurrir la víctima porque no se le ha permitido personarse.

	7. Como el fiscal no recurre la sentencia (pese a haber sido advertido de estas irregularidades) y no se han permitido otras personaciones, el fallo es inapelable y la absolución de Villarejo se convierte en irrevocable.

	En resumen, dos magistrados, un tribunal y un fiscal propician que Villarejo y Pino salgan absueltos de una gravísima violación de la seguridad del Estado, a pesar de la enorme cantidad de pruebas que los incriminan, incluida la confesión grabada del comisario. Y lo logran, claro.

	¿El fin de la impunidad? No se vislumbra ni en lontananza.

	El poder de los secretos sigue tan sólido en España como la ley franquista que los blinda y que este septiembre cumplirá 65 años sin que ningún Gobierno de la democracia haya querido jubilarla. Al contrario, el Consejo de Ministros de Rajoy dispuso que fuera secreto de Estado todo lo relativo a los fondos reservados –por lo que quedan fuera del alcance de la Justicia los pagos a confidentes y sobornos cometidos para destruir a políticos y partidos catalanes[19]– y el de Sánchez declaró secretos los detalles del viaje oficial a Arabia Saudí de la cúpula policial, que pretendía poner en marcha negocios de venta de armas al margen del Ministerio de Defensa.

	Precisamente, ese fue el método que empleó Juan Carlos I para amasar su fortuna, como también revelé en Público[20]. Pero esa es otra historia...

	

	[1] Carlos Enrique Bayo, «La caída del comisario Villarejo hará saltar en pedazos la tapa de las cloacas de Interior», Público, 3 de noviembre de 2017.

	[2] Ana María Pascual, «La tesis de la defensa de Villarejo: “Si él es un delincuente, el Estado que le mandaba es más delincuente”», Público, 15 de noviembre de 2021.

	[3] Patricia López y Carlos Enrique Bayo, «Villarejo repartía el 10 por ciento por cada cliente que le traían otros policías corruptos», Público, 8 de mayo de 2018.

	[4] Vargas, «Nuevos audios de Villarejo revelan que el exjefe policial Agustín Linares...», cit.

	[5] José Manuel Romero y Elena San José, «Villarejo al “número 22 de Interior: “Tengo pruebas de que estáis todos en esta movida”», El País, 25 de julio de 2022.

	[6] Patricia L. González de Lara y Nacho Calle, «Caso Villarejo: llega la primera sentencia sin haber investigado el contenido real de los trabajos encargados al comisario», Público, 22 de octubre de 2022.

	[7] Patricia López, «Villarejo contaba con un grupo de policías para hacer los informes falsos, que aún siguen en la UDEF», Crónica Libre, 7 de julio de 2022.

	[8] Patricia López, «Las cloacas que Marlaska no ha limpiado», Público, 3 de junio de 2020.

	[9] Ibid.

	[10] Carlos Enrique Bayo y Patricia López, «Zoido reconstruye en un año las «cloacas» de Interior con hombres de la ministra Cospedal», Público, 24 de enero de 2018.

	[11] Irene Dorta, «Interior hace “honorarios” por primera vez a casi mil policías jubilados», La Razón, 6 de julio de 2022.

	[12] Mateo Balín, «La Policía promociona al exnúmero dos de Cosidó, querellado por boicotear el “caso Nicolás”», El Correo, 4 de abril de 2022.

	[13] En el portal digital Fuentes Informadas, que parece un calco del Información Sensible que empleaba antes Villarejo, donde disponen de todo el material de los archivos del comisario, incluso lo no incluido en el sumario de Tándem.

	[14] Paco Vargas, «Las espectaculares cosas que se contaron durante cinco horas la jefa del CNI y los comisarios Villarejo y Olivera», Fuentes Informadas, 10 de junio de 2022.

	[15] Miguel Hernández, «AUDIO EXCLUSIVO: La responsable del CNI y un subordinado pactaron con Villarejo “no calentar a Corinna” para que callase lo que sabía del Rey», Fuentes Informadas, 10 de agosto de 2022.

	[16] Villarejo acusó a Sanz Roldán de filtrar a El País una foto suya y de Olivera bajando de un avión en Melilla, y el exjefe del CNI se querelló contra el comisario por injurias y denuncia falsa. La primera fue desestimada y, tras el juicio de la segunda, Villarejo fue absuelto.

	[17] Pilar L. González de Lara, «Casteleiro buscó el favor de Villarejo para dirigir el CNI a cambio de solucionar los problemas judiciales del comisario», Público, 2 de octubre de 2022.

	[18] Ibid.

	[19] Patricia López. «”Operación Cataluña”: pagos conocidos de Villarejo a De la Rosa y Victoria Álvarez son ahora secretos de Estado», Público, 30 de enero de 2021.

	[20] Bayo, «El rey Juan Carlos I fraguó su fortuna con la venta de armas...», cit.

	
 [image: publi_fmt.jpg]  


images/134.jpeg
Darie Sanos Vallefo
Petro Esteban J Aono Grio Fernéndez

mRoberto Conesa
8 g Francisco Javir Redondo

4 desis de a Morena
st ineg Lopez

Benjain Sotona 208100 0

ludin Ramos
Enilio Helin Moro

ok i
.‘>L S —
—

s G Gt ~wigos gl s oo
W oenioino \.

osé Sainz
Jesds artinez ru"“/, Manuel Garia Liarejos
37wl AoustinLinares
Pedro Diz Pintado

Bonifacio Lipez Svilno.
1 Foreatino Vilaboga.

W Marios Pefa
Garos Rubo Ferindez

0 Sitiago Cusdro Jaén

i it
O s i
ks s

et S i o
[ |
‘/ José Maria Escudero Tejada
.

anvel Balleteras useastin Fernindez Dopico

Jesis Gutrez Arglles
/ José L Frmandez Dopico
oo s
W oséAmedo e Foendo SanAgapto
oo

Bton Bertomeu

Juan Manuel Rodriguez Zarco

Migue Angel Fernindez Rancario

Antonio Lopez Lipez
Envitue Garcia Castaio
ey

L Gertos Salaanca
o Coraghany

Wsooniobonita

Javier Femindez Prez

1= oM cmsancionisto
bl s noniosrio
WAoo Gonzl Pacheo, iy i
P
o s Oivers





images/132.jpeg
« Gabril Fuentes
«Carlos Salamanca

= Enigue Gaola Castaio

« Contancio igio

« Eugeio Pino

= José hngel Fuentes Gago
« Juan tonio Gonzilez JAG
 ManvelBallsteros Immmw

Migue Angel Ferméndez Rancaro

CaaBenk

Pecro Estoban

« Francisco Javer Redondo
«Berjanin Sosona

« José ara Escudero Tiada

= Carlos Santos nectica Checa.
« il Heln Moro

« José Sainz

« Clautio Rmos

« desis Muicas Aguiar

« Jsis Gonzdez Regero

« Jesis Martnz Tores.

« Roberlo Conesa

« José Amedn

« Bndrés Gomez Gordo

« Bonifacio Lipez Sevilano

« Marcelino Martin Bas

ntereconomia

o Santago Cuatro aén

Peugeot

\E{Tn e Espaia
Antonio Garrido Frnandez

Darie Sanos Valleip
Grpo San José

gl Gorrchano Mutua Madtiera

o JosE ManuelVitareo

Javier Ferméndez Pérez

Sost rineo Lépez Im e FitbolProfesional

Despacho Herrero Asociados

oJesis dela Morena.

woria

Foretino Vilaboa

José Luis Olvera

o egracion Esparo deFitol
-
I Ym SantsgoSinchez Aparico

Prosegur

o Sebastén Ferndndez Dopico

Florencio San Agapito

Tabacalera

RataelDel o

AtonioBertome

Antonio Asenjo

Al il

Tmm nglés
Juan Caros Frndndez-Cernuda Hidalgo

Cartas
o Asociacitn Espaila e Banca.
Aatonio Bonila

Pedro Diaz intado i

‘o Antonio Gonzlez Pacheco, il el ko
Renault Espara

Renfe 1{»»\

Ratael Ao

Juan Manel Roriguez Zarco
Banda

José i Ferndndez Dovico
Francisco Avarez Garez Aatonio Lipez Lopez

upo plaseta
Javir o a Rosa

Jests Gutrez Argeles





images/Akal_A_E_M_Centr.jpeg





images/135.jpeg
Sebastan Feméndez Dopico

P
/‘Mw —
o
st s
i St  José Angel Fuentes Gago
Anonio Asenip @ Marceling Martin-Bias
: s oo ot i e
Dmxtanmyn  Riafto & B —®
Miguel Angel Fernandez Ranc cencio San Agapi
=g taer Femangen m%'h SanAgaio
atuisohs
- i
@ abrie Fucies SR

Catos Salamanca

@ Atono Bt Juo orrocharo

Ao Gunasez aecs, iyl i
Rty > Yp i Gl Gastah

Jost ManvelVitareio Jesis Guiémez Argiles

Antonio Lopez Lipez

@ gustitinares
Manuel Garcia inareios
Caros o Fermandez





images/facebook.jpeg





cover.jpeg
Carlos Enrique Bayo Falcén

VILLAREJO

El poder de los secretos

Prélogo de
Pablo Iglesias

Ll’ \” Whllud






images/twitter.jpeg





images/publi_fmt.jpeg
rl FONOC

Vivimos tiempos en los que nos sentimos aplastados por tan-
ta informacion; saturados de noticias en papel, en television,
en radio, en internet. Elaboradas por los periodistas de forma
precipitada para ser los primeros, breves porque saben que
no tenemos mucho tiempo para dedicarle, superficiales por-
que con tantas tecnologias simulténeas ya hemos dejado de
concentrarnos. Como resultado, en los temas de actualidad
complejos, que necesitan un seguimiento y unos anteceden-
tes, nos sentimos perdidos. Leemos noticias de apenas una
columna o un titular y vemos imégenes de veinte segundos,
pero no logramos abarcar la cuestion en toda su perspectiva
y contexto.

Por ello nace la coleccion de libros A Fondo. Sobre asuntos
que todos los dias estén en los medios, pero que requieren
que rompamos el ritmo trepidante que nos imponen para acef
camos con la suficiente perspectiva, extension y elaboracion
tranquila. Los profesionales mejor conocedores del caso, en
su mayoria periodistas, se encargaran de exponer los temas
en un lenguaje accesible, con el contexto y los antecedentes
necesarios. El lector descubrira la informacién primaria que se
perdi6 en la dinamica de los medios, la profundidad que no
permitian los diarios ni la television y el rigor que la precipita-
ci6n del periodismo actual impide.

A Fondo incorpora al ensayo una actualidad desacostumbra-
da en los libros, y al periodismo, una profundidad y un rigor
que estabamos perdiendo.

Pascual Serrano
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